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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y la Subsecretaria de Carabineros, señorita Carol Bown Sepúlveda.
Actuó de Secretario el subrogante, señor José Luis Alliende Leiva, y de Prosecretario el subrogante, señor Mario Labbé Araneda.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:17, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Las actas de las sesiones 78ª, ordinaria, en 21 de diciembre de 2010, y 79ª, extraordinaria, en 22 del mismo mes, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor LABBÉ (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Veinticinco de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con los diecisiete primeros retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza el levantamiento del secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (boletín N° 4.426-07).



2.- Proyectos de reforma de la Carta Fundamental, ambos en primer trámite constitucional: uno, iniciado en moción de los Senadores señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la Nación chilena, y otro, iniciado en mensaje de la ex Presidenta de la República, que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (boletines Nºs 5.324-07 y 5.522-07, refundidos).



3.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre otorgamiento y uso de licencias médicas (boletín N° 6.811-11).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades (boletín N° 6.952-07).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta las Plantas del Personal de Carabineros de Chile  (boletín N° 6.962-02).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea un nuevo sistema de protección al contribuyente que enfrenta variaciones en los precios internacionales de los combustibles (boletín N° 7.064-05).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga un bono a los cónyuges que cumplan cincuenta años de matrimonio (boletín N° 7.074-05).



8.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la ley N° 19.828, que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor (boletín N° 7.075-06).



9.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el régimen jurídico del transporte público concesionado (boletín N° 7.085-15).



10.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que amplía el Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales de la Policía de Investigaciones de Chile (boletín N° 7.164-25).


11.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (boletín N° 7.240-08).



12.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea mecanismo transitorio de adopción de acuerdos de los copropietarios en los sectores medios (boletín N° 7.320-14).



13.- Proyecto de ley sobre calidad y equidad de la educación (boletín N° 7.329-04).



14.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Quincuagésimo Tercer Protocolo Adicional al Acuerdo de Complementación Económica N° 35, sobre el Comercio de Servicios, entre los Gobiernos de los Estados Partes del MERCOSUR y el Gobierno de Chile, en Montevideo, el 27 de mayo de 2009 (boletín N° 6.690-10).



15.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y regula las Asociaciones Municipales (boletín N° 6.792-06).



16- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite, que adecua los plazos vinculados a las elecciones presidenciales (boletín N° 6.946-07).



17.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial (boletín N° 7.187-04).



Con los ocho siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que tipifica los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas, y establece normas para su prevención y más efectiva persecución criminal (boletín N° 3.778-18).



2.- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales en materia de orden público (boletín Nº 4.832-07).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea juzgados de policía local en las comunas que indica (boletín N° 5.906-07).



4.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos irregulares y renueva su vigencia (boletín N° 6.830-14).



5.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece las bases y procedimientos de fijación de tarifas de los servicios de gas en la Duodécima Región (boletín N° 7.239-08).



6.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales (boletín N° 7.328-03).



7.- Proyecto de reforma constitucional, en primer trámite, sobre voto de chilenos en el extranjero (boletín N° 7.335-07).



8.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, relativo a inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones (boletín N° 7.338-07).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que comunicó su ausencia del territorio nacional el día 1º de enero del presente año para participar en la ceremonia de transmisión del mando presidencial de la República Federativa de Brasil, en la ciudad de Brasilia.



Informó, además, que durante su ausencia sería subrogado, con el título de Vicepresidente de la República, por el Ministro titular de la Secretaría General de la Presidencia, don Cristián Larroulet Vignau.



--Se toma conocimiento.



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los dos primeros comunica que ha dado su aprobación a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que establece normas especiales sobre publicidad y reserva de las actuaciones procesales tratándose de ciertos delitos y un reforzamiento de las sanciones en materia de delitos contra los miembros de las policías (boletín N° 7.217-07) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



2.- Proyecto de ley sobre calidad y equidad de la educación (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 7.329-04) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y a la de Hacienda, en su caso.



Con el tercero informa que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto que prorroga la vigencia del decreto ley N° 701, de 1974, y aumenta los incentivos a la forestación (boletín N° 7.102-01).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Catorce del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los siete primeros remite copia autorizada de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 5, letra c), y 12 del decreto con fuerza de ley 1/2006, del Ministerio del Interior; 15, 124, inciso primero, y 221 del decreto con fuerza de ley 4/20.018, de 2006, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, y 38 y 38 ter de la ley N° 18.933.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los seis siguientes envía copia autorizada de las sentencias definitivas recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 y 38 ter de la ley N° 18.933.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Con el último remite copia autorizada de la sentencia definitiva recaída en la acción de inconstitucionalidad de tres glosas contenidas en el proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2011 (boletín N° 7.226-05).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Tres del señor Ministro del Interior:



Con el primero responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Lagos, respecto de la elaboración de un estatuto de ingreso y permanencia en los territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández.



Con el segundo contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Kuschel, sobre la reconexión de los sistemas de agua potable rural y electricidad en Chaitén.



Con el tercero acusa recibo del oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, referido al término de los empleos a cargo del Cuerpo Militar del Trabajo en la Región del Biobío y a los problemas de cesantía que allí existen.



De la señora Ministra Secretaria General de Gobierno, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor García, acerca de los recursos de dicha Secretaría de Estado que se contemplan durante el 2011 para el “Plan Araucanía”.



Del señor Ministro de Obras Públicas, por medio del cual contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Navarro, relativo al mecanismo y procedimiento de apoyo a allegados y arrendatarios contemplados por la política de expropiaciones para obras concesionadas.



Del señor Ministro de Salud, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Quintana, tocante a la posibilidad de concesionar el Hospital de Angol.



Dos de la señora Ministra de Bienes Nacionales:



Con el primero da respuesta a un oficio cursado en nombre de la Senadora señora Alvear, referente al mapa de zonas con ecosistemas y patrimonio protegidos.



Con el segundo responde un oficio enviado en nombre de la Senadora señora Rincón, atinente a la instalación de una discoteca en terrenos fiscales ubicados en el sector de El Majuelo y Villa Adelaida, comuna de Cauquenes.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, en cuanto a la ampliación de la frecuencia de los viajes de transporte subsidiado entre Quellón y Melinka.



Del señor Ministro de Energía, mediante el cual contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Walker (don Patricio), sobre el estudio de factibilidad para la instalación de torres eólicas en la localidad de Melinka.



Del señor Subsecretario de las Fuerzas Armadas, con el que responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, a través del cual solicita que se le remita una copia del convenio celebrado entre las Fuerzas Armadas y la Fundación Futuro en materia educacional.



Del señor Subsecretario de Hacienda, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Bianchi, con relación a la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto que restablezca, de manera indefinida, el bono por desempeño establecido en el artículo 3° de la ley N° 20.244 en favor de los asistentes de la educación.



Del señor Subsecretario de Pesca, con el que da contestación a un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, acerca de los proyectos, estudios y programas tendientes a mejorar las condiciones sociales y económicas de los pescadores artesanales de la Región de Aysén.



Del señor Intendente Regional de Antofagasta, mediante el cual responde un oficio expedido en nombre del Senador señor Cantero, relativo a la investigación de las principales fuentes de contaminación que afectan a esa Región y sus efectos en enfermedades pulmonares y cánceres.



Del señor Subdirector de Racionalización y Función Pública, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Escalona, sobre peticiones formuladas por la Asociación Gremial de Trabajadores Asistentes de la Educación de la provincia de Chiloé.



Del señor Director de Servicios Consulares, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Bianchi, acerca de la repatriación de restos del señor Juan Oyarzo Aguilar, fallecido en la isla de Saint Marteen (lado holandés) o, según el área, Saint Martin (lado francés).



Del señor Presidente del Directorio de la Empresa de Transportes de Pasajeros Metro S.A., con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre de la Senadora señora Alvear, respecto de la preparación y capacitación de los trabajadores que cumplieron funciones de conducción de trenes en la Línea 4 durante la reciente huelga del Sindicato N° 3 de Conductores del Metro.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Segundo informe de las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea un nuevo sistema de protección al contribuyente que enfrenta variaciones en los precios internacionales de los combustibles (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 7.064-05) (Véase en los Anexos, documento 3).


De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que implementa la medida de conservación 10-8 (2006), de la Comisión de los Recursos Vivos Marinos Antárticos (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 7.309-21) (Véase en los Anexos, documento 4).


De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, con el que requiere el acuerdo del Senado para nombrar a las señoras María de los Ángeles Covarrubias y María Elena Hermosilla, a los señores Andrés Egaña, Gastón Gómez y Óscar Reyes, y, asimismo, a los señores Hernán Viguera y Jaime Gazmuri, integrantes del Consejo Nacional de Televisión (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política) (boletín N° S 1.317-05) (Véase en los Anexos, documento 5).


De la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Letelier, Muñoz Aburto y Vásquez, sobre inscripciones de inmuebles en nuevos Conservadores de Bienes Raíces (boletín Nº 4.670-07) (Véase en los Anexos, documento 6).


Dos de la Comisión de Agricultura, recaídos en las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo único de la ley N° 20.411, de 2009 (boletín N° 6.831-01) (Véase en los Anexos, documento 7).


2.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señora Rincón y señores Quintana, Pizarro, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio), en primer trámite constitucional, que prohíbe plaguicidas de elevada peligrosidad (boletín N° 6.969-01) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señores Zaldívar (don Andrés), Escalona y Lagos, con la que dan inicio a un proyecto de ley que exige a la Dirección de Presupuestos informar acerca de las operaciones cambiarias efectuadas por el Gobierno (boletín N° 7.412-05) (Véase en los Anexos, documento 9). 



--Pasa a la Comisión de Hacienda.



De los Senadores señores Longueira, Chadwick, Frei (don Eduardo), Prokurica y Zaldívar (don Andrés), con la que inician un proyecto de ley que autoriza erigir un monumento, en la Región Metropolitana, en memoria del señor Eugenio Heiremans Despouy (boletín N° 7.413-04) (Véase en los Anexos, documento 10).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señor Zaldívar (don Andrés) y señora Rincón, con la que inician un proyecto que condiciona la autorización de endeudamiento otorgada al Presidente de la República en la Ley de Presupuestos.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señor Bianchi, señoras Alvear y Rincón y señores Frei (don Eduardo), Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Tuma y Zaldívar (don Andrés), con el que solicitan el envío de un proyecto de ley sobre fortalecimiento y modernización de Gendarmería de Chile (boletín N° S 1.323-12) (Véase en los Anexos, documento 11).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Comunicación



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, con la cual solicita el acuerdo de la Sala para refundir los proyectos referidos al uso del Pabellón Nacional, correspondientes a los boletines números 7.095-06, 7.195-06 y 7.273-06, todos en primer trámite constitucional.



--Se accede.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)----------(

El señor ESCALONA.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, solicito recabar la autorización del Senado para que la Comisión de Hacienda pueda funcionar paralelamente con la Sala mañana miércoles, 5 de enero, a partir de las 11:30, a fin de abocarse al estudio de dos proyectos con urgencia calificada de “suma”: el que modifica el régimen jurídico del transporte público concesionado (Transantiago), y el que amplía el Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales de la Policía de Investigaciones.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo?

El señor LONGUEIRA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría. 

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, en la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor acabamos de aprobar una indicación al proyecto sobre bono de bodas de oro, respecto del cual -entiendo- el Ejecutivo hará presente la urgencia calificada de “suma” o de “discusión inmediata”.



Dado que esa indicación requiere informe de la Comisión de Hacienda, pido que esta la analice también en la sesión mencionada, cuyo funcionamiento simultáneo con la Sala, por cierto, apoyaremos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien. Si, como se anuncia, el Gobierno le pusiera urgencia a la iniciativa, se agregaría a las ya señaladas y se autorizaría a dicho órgano técnico para sesionar paralelamente con la Sala.



--Así se acuerda.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, solicito remitir oficio al Ejecutivo a fin de que otorgue su patrocinio al proyecto que presentamos, junto con la Senadora señora Rincón, que condiciona la autorización de endeudamiento otorgada al Presidente de la República en la Ley de Presupuestos, el cual fue declarado inadmisible por la Mesa.

El señor PIZARRO (Presidente).- Así se procederá, Su Señoría.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Los Comités, en sesión efectuada hoy, acordaron por unanimidad lo siguiente:



1.- Celebrar una sesión especial el miércoles 12 de enero, de 12 a 14, con el objeto de analizar “el estado de avance del actual proceso de reconstrucción en las Regiones y zonas afectadas por el terremoto del 27 de febrero de 2010”.



2.- Tomar conocimiento de que el señor Presidente de esta Corporación rendirá homenaje al ex Primer Mandatario y ex Presidente del Senado don Eduardo Frei Montalva, al término de la Cuenta de la sesión ordinaria del martes 18 de enero.



3.- Citar a sesión especial para el miércoles 19 de enero, a las 15, a fin de recibir al Presidente del Perú, señor Alan García.



4.- Fijar un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones (boletín N° 4.991-15), hasta las 13 del lunes 17 de enero, en la Secretaría de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



5.- Facultar al señor Presidente del Senado para que, si fuere necesario, amplíe en 48 horas el plazo de formulación de indicaciones al proyecto de ley que crea el Ministerio de Desarrollo Social, lo que se resolverá al vencimiento del término actualmente establecido.



6.- Citar a sesión especial para mañana, miércoles 5 de enero, a las 15:45, con la finalidad de conocer el informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología respecto de la solicitud del Presidente de la República en orden a obtener el acuerdo del Senado para designar integrantes del Consejo Nacional de Televisión a las personas que indica.



7.- Incluir en el Tiempo de Votaciones de esta sesión el proyecto de acuerdo que se presentará, relativo al reconocimiento por nuestro país del Estado de Palestina.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, solicito recabar la autorización del Senado a fin de que la Comisión de Vivienda y Urbanismo pueda sesionar esta tarde en forma simultánea con la Sala, con el objeto de analizar el proyecto de ley, con urgencia calificada de “suma”, que crea un mecanismo transitorio de adopción de acuerdos de los copropietarios en los condominios gravemente afectados por el terremoto.

El señor PIZARRO (Presidente).- No habría problema. Advierto, sí, que debemos tratar dos proyectos que requieren quórum de ley orgánica constitucional.



Si le pareciera a la Sala, se concedería tal autorización, en el entendido de que los miembros de ese órgano técnico acudirán a votar tan pronto se les llame para ello.



--Así se acuerda.

)----------(

El señor LETELIER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, ante todo, le pido disculpas por no haberlo acompañado en la reunión de Comités.



En seguida, deseo plantear una cuestión reglamentaria que dice relación al procedimiento legislativo.



La Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor recibió el mandato de estudiar el proyecto sobre bono de bodas de oro.



Formalmente, según indicó un miembro de la Comisión, dicho mandato expiraba el 31 de diciembre pasado. Se necesita el acuerdo de la Sala para prorrogarlo hasta fines de enero.



Hoy remitiremos el proyecto, de manera formal, a la Comisión de Hacienda. Se trata de una iniciativa bastante simple. Y queremos asegurarnos de que efectivamente se despache en el mes en curso.



Solicito que se prorrogue el mandato de la Comisión Especial, con el propósito de resolver ese aspecto reglamentario. Después veremos si ella se mantiene en el tiempo. 

El señor PIZARRO (Presidente).- El mandato de la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor venció el 31 de diciembre. El Senador señor Letelier pide extenderlo hasta el 31 de enero.



Si le parece a la Sala,...

El señor GARCÍA.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, hace algunos minutos el Honorable señor Longueira pidió la autorización del Senado para que la indicación que fue ingresada a la Secretaría de la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor y que esta aprobó sea vista por la Comisión de Hacienda en su sesión de mañana. Y se accedió a ello.



Entonces, el problema está resuelto y el proyecto sobre bono de bodas de oro puede continuar su tramitación y despacharse dentro de estos días. 



En mi opinión, resulta innecesario prorrogar el cometido de la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor, entre otras razones, porque existen enormes dificultades para sesionar, e incluso, falta personal de Secretaría.



Por eso, el funcionamiento de nuevas Comisiones debe más bien ser tratado en reunión de Comités. Y allí veremos, realmente, la racionalidad que involucra el contar con más Comisiones en circunstancias de que, en estricto rigor, en definitiva no es posible cumplir con las obligaciones que ello conlleva.

El señor PIZARRO (Presidente).- Senador señor Letelier, ¿la Comisión Especial despachó ya el proyecto o todavía no lo hace?

El señor LETELIER.- Lo despachó hoy, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Pero no podía funcionar.

El señor LETELIER.- Por eso pedí la prórroga de su mandato. 



Al respecto, hay una discusión con el colega que me precedió en el uso de la palabra, quien no considera necesaria esa Comisión.


Sin embargo, ese es un asunto distinto, sobre el cual discrepamos. 



Lo concreto es que para despachar la iniciativa la Comisión sí sesionó hoy, y revisó la indicación aludida. Si la Sala ya adoptó otro procedimiento, está muy bien. 



El Senador que habla se había comprometido con el Ministro de Hacienda a facilitar el estudio de esa indicación, que fue presentada a solicitud de la Comisión Especial.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, yo reclamo que el funcionamiento de la Comisión en el día de hoy fue contrario al Reglamento. No se hallaba habilitada para sesionar. Su cometido terminó el 31 de diciembre pasado. Y, por lo tanto, los acuerdos que pueda haber tomado ahora no son válidos.



Yo, al menos, como representante del Comité Renovación Nacional en esa instancia, no estoy dispuesto a dar validez a algo que reglamentariamente no la tiene.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, estamos tratando de buscar una solución al problema, no agravarlo. 



Entiendo que esa es la voluntad de todos.



Sin duda, la Comisión Especial se excedió en su mandato. Y la prórroga de él amerita un nuevo acuerdo de la Sala.



Por tal motivo se está solicitando que pueda funcionar hasta el 31 de enero.



Eso significa que, si extendemos su mandato, formalmente deberá analizar de nuevo el proyecto.

El señor CANTERO.- Así es.

El señor PIZARRO (Presidente).- Y tendrá que hacerlo esta noche o mañana en la mañana, antes de que pase a la Comisión de Hacienda.



Esa es la manera de regularizar el procedimiento. Y entiendo que a ello apunta la propuesta que se formula.

El señor CANTERO.- Está muy bien. Los independientes damos nuestra venia, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muchas gracias, Su Señoría.



Senador señor García, creo que así podemos regularizar la situación, sin perjuicio de lo que ocurra después con la permanencia de la Comisión, que será un debate que habremos de llevar a los Comités.

El señor GARCÍA.- ¿Cuál sería el acuerdo final?

El señor PIZARRO (Presidente).- Prorrogar el plazo, como se ha solicitado, hasta el 31 de enero, en el entendido de que la Comisión deberá funcionar para despachar formal y reglamentariamente el proyecto y así corregir su actuar sin la autorización necesaria.



¿Habría acuerdo en tal sentido?



--Así se acuerda.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, entiendo que el acuerdo, que apoyo, contempla la continuidad de la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor.



¿O habrá otra instancia para que se determine su continuidad?



Soy partidario de que exista esa Comisión, aunque sea -por decirlo de algún modo- como órgano especial, porque los hechos demuestran que es muy necesaria.

El señor PIZARRO (Presidente).- Lo que se resolvió fue prorrogar el mandato hasta el 31 de enero, en el entendimiento de que la Comisión deberá funcionar de aquí a mañana para despachar el proyecto de manera reglamentaria.

)------------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- A continuación, solicito el asentimiento de la Sala a fin de abrir un nuevo plazo, hasta el martes próximo, a las 12, para que el Ejecutivo formule una indicación sustitutiva al proyecto sobre cierre de faenas e instalaciones mineras (boletín N° 6.415-08). Mañana funcionará la Comisión de Minería, y ahí el Gobierno presentará una indicación de aquella índole, que se ha venido trabajando en acuerdo con los distintos Senadores.



¿Les parece?



--Así se acuerda.

)------------------(
RECTIFICACIÓN A DICHOS DE MINISTRO SEÑOR RAINERI
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, deseo hacer uso del artículo 114 del Reglamento.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede hacerlo, Su Señoría.

La señora RINCÓN.- Hoy día, en la sesión especial en que esta Sala analizó la situación de la ENAP, el Ministro Raineri sostuvo que no era efectivo lo que expresé en orden a que el Presidente Sebastián Piñera había incumplido una promesa que hizo cuando aseveró que se mantendría el precio del gas residencial de Magallanes.



Según transcripción de Radio Natales, de esa Región, el Primer Mandatario fue enfático en señalar que “las tarifas se mantendrán”.



Es solo eso, señor Presidente.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señora Senadora, haremos llegar su intervención al señor Ministro de Energía.

)------------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- En seguida, solicito autorización para que ingrese a la Sala la Subsecretaria de Carabineros, señorita Carol Bown, a los efectos de que participe en la discusión del proyecto que figura en el número 1 de la tabla.



¿Habría inconveniente?

El señor PROKURICA.- Que pase, señor Presidente.

El señor MUÑOZ ABURTO.- No doy el acuerdo.

El señor PIZARRO (Presidente).- No hay acuerdo.

V. ORDEN DEL DÍA

AUMENTO DE PLANTAS DE PERSONAL DE CARABINEROS DE CHILE

El señor PIZARRO (Presidente).- En primer lugar, corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta las plantas del personal de Carabineros de Chile, con segundo informe de la Comisión de Defensa Nacional e informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (6962-02) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 47ª, en 7 de septiembre de 2010.


Informes de Comisión:


Defensa Nacional, sesión 61ª, en 26 de octubre de 2010.


Defensa Nacional (segundo), sesión 78ª, en 21 de diciembre de 2010.


Hacienda, sesión 78ª, en 21 de diciembre de 2010.


Discusión:



Sesión 62ª, en 27 de octubre de 2010 (se aprueba en general).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Esta iniciativa fue aprobada en general en sesión del día 27 de octubre de 2010.



La Comisión de Defensa Nacional deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que fueron objeto de indicaciones solo el artículo 2°, número 3); el artículo 32 quáter, y el artículo 4° transitorio.



Por consiguiente, los demás preceptos, que conservan el mismo texto aprobado en general, deben darse por aprobados, salvo que algún señor Senador, por la unanimidad de los presentes, solicite la discusión y votación de uno o más de ellos.



--Se aprueban reglamentariamente

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El artículo 1° permanente tiene carácter orgánico constitucional, por lo que para su aprobación se requieren los votos conformes de 21 señores Senadores.



Con respecto al artículo 32 quáter, cabe señalar que el Presidente del referido órgano técnico declaró inadmisible la única indicación recaída en él.



La Comisión de Defensa Nacional introdujo al texto despachado por la Cámara de Diputados una sola modificación, consistente en suprimir el artículo 4° transitorio, referido al aseguramiento del financiamiento anual del proyecto. La eliminación se acordó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Coloma, Prokurica y Patricio Walker.



La Comisión de Hacienda, por su parte, aprobó la iniciativa en los mismos términos en que lo hizo la de Defensa Nacional, acuerdo que adoptó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.



Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión y votación o que haya una o más indicaciones renovadas.

El señor PIZARRO (Presidente).- En la discusión particular, tiene la palabra el Honorable señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, estamos debatiendo el segundo informe de la Comisión de Defensa Nacional recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta las plantas del personal de Carabineros de Chile.



Dicho órgano técnico propuso suprimir el artículo 4° transitorio aprobado por la Cámara de Diputados, que dispone que “El aumento de plantas considerado en esta ley, operará a medida que las leyes anuales de presupuesto, a partir del año 2011, contemplen los recursos necesarios y que correspondan ser financiados por el Estado, para el equipamiento, vestuario, cuarteles, movilización, salud y previsión del personal de Carabineros.”.



El fundamento es el siguiente.



Durante la tramitación en la Cámara Baja, se presentó en la Comisión de Defensa una indicación parlamentaria destinada a incorporar aquella disposición transitoria para asegurar el financiamiento anual de la iniciativa, atendidas otras experiencias similares con resultados poco felices, donde hubo compromisos de recursos para ciertos cuerpos legales que posteriormente no se materializaron.



Por su parte, la Comisión de Hacienda de aquella rama del Parlamento rechazó dicho artículo por considerarlo inconstitucional, ya que comprende materias de iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República.



Finalmente, la Sala de dicha Corporación repuso el precepto en comento.



Por coincidir con el criterio de inconstitucionalidad, se presentó en la Comisión de Defensa Nacional del Senado una indicación tendiente a suprimir aquel artículo. Ella fue aprobada por la unanimidad de sus miembros presentes.



Cabe dejar constancia de que la Comisión de Hacienda del Senado aprobó el proyecto de ley en los mismos términos en que lo despachó la de Defensa Nacional.



Señor Presidente, sin perjuicio de que la indicación formulada en la Comisión de Defensa de la Cámara Baja era inconstitucional porque requería patrocinio del Ejecutivo  -y por eso aquí decidimos rechazar el artículo 4° transitorio-, queremos expresar -y lo hizo presente en especial el Senador Prokurica- que compartimos el fondo de ella. Porque se aumentan las plantas de Carabineros, y, a nuestro juicio, es necesario tener equipamiento, vestuario, cuarteles, y financiar todo lo concerniente a la salud. 



En la Comisión de Defensa se abordó el déficit de la DIPRECA, cuestión sumamente sensible. El Gobierno se comprometió a enviar una iniciativa sobre ese problema, que no se halla resuelto y que nos preocupa, por la carga previsional adicional que dicha entidad debe financiar, sustentar, solventar.



El Ejecutivo dijo que todo lo atinente a vestuario, en fin, está contemplado en la Ley de Presupuestos y que los recursos pertinentes se encuentran previstos en ítems específicos.



Así que nos parece importante expresar que la Comisión de Defensa Nacional, sin perjuicio de que no pudo aprobar una norma como la del artículo 4° transitorio por ser inconstitucional, comparte el fondo de lo establecido en ella.



Por lo expuesto, proponemos acoger lo ya sancionado por las Comisiones de Defensa Nacional y de Hacienda.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Está inscrito a continuación el Senador señor García, quien no se halla presente.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, no cabe ninguna duda de que la seguridad sigue siendo uno de los aspectos donde la opinión ciudadana pone más énfasis en cada una de las mediciones públicas que se realizan. 



Además de eso, el Presidente de la República, Sebastián Piñera, comprometió, dentro de sus medidas, una lucha frontal contra la delincuencia y el narcotráfico.



Este proyecto de ley -como muy bien lo planteó el Presidente de la Comisión de Defensa, Senador Patricio Walker- responde a los compromisos que el Primer Mandatario tomó hace un año. Y creo que el aumento de la dotación de Carabineros constituye, sin duda, un elemento fundamental para la lucha contra la delincuencia.



Pero no es lo único. Hace poco tiempo aprobamos también la ampliación de la planta de la Policía de Investigaciones. Y nos queda quizás una de las tareas más difíciles, que es la que ha llamado a la conciencia de toda la sociedad chilena: la deuda que tenemos con quienes se encuentran cumpliendo penas en las cárceles. Esa es tal vez una de las cuestiones más complejas. Y debemos asimismo enfrentarla.



Ahora bien, lamento, señor Presidente, que hoy no se deje ingresar a la Subsecretaria de Carabineros. Porque, al igual que un señor Senador que en forma permanente plantea aquello de “Patagonia sin represas”, yo también he sido majadero en exponer la situación de la DIPRECA.



Al respecto, con el Senador Larraín hemos sido insistentes en que cada aumento de dotación en Carabineros, Investigaciones o Gendarmería debe ir acompañado de los recursos necesarios para que todos los funcionarios de esas instituciones reciban atención de salud y tengan compensaciones por los descuentos que se hacen, en algunas oportunidades de jubilaciones escuálidas.



La verdad es que por primera vez hemos conocido una respuesta coherente, que, a mi juicio, significa tomarle el peso a la situación existente.



Es la primera ocasión en que se enfrenta el problema. Y por eso me habría gustado el ingreso de la Subsecretaria de Carabineros, para que explicara lo que está haciendo junto a quien hoy día dirige la DIPRECA, a fin de que puedan materializarse convenios, especialmente en aquellos lugares en que no hay hospitales institucionales, que es donde existe principalmente la dificultad.



Por lo tanto, señor Presidente, le pido que vuelva a solicitar la unanimidad de la Sala para que ingrese la Subsecretaria de Carabineros y explique la solución del problema.



No sé por qué el colega Muñoz Aburto no quiere dejarla entrar.

El señor PIZARRO (Presidente).- Diríjase a la Mesa, señor Senador.

El señor PROKURICA.- Lamento la posición de Su Señoría, porque ahora, cuando tenemos la posibilidad de una solución, no se quiere saber cuál es.

El señor PIZARRO (Presidente).- En todo caso, el Ministro señor Larroulet nos va a entregar una información impecable sobre la materia.



Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quiero intervenir en el mismo sentido de lo que acaba de señalar el Honorable señor Prokurica.



Me parece muy razonable que la Comisión de Defensa no haya declarado admisible una norma inconstitucional pero que, en el fondo, es compartida por todos.



Tal como lo conversamos en la reunión de Comités, esa situación se repite constantemente: cada vez que se aumentan las dotaciones de Carabineros, de Investigaciones y de Gendarmería, que son atendidas por el sistema hospitalario y previsional de la DIPRECA, se genera un recargo de las demandas que no va acompañado de incrementos sustantivos en infraestructura, en equipamiento, en personal de esa Dirección. Entonces, se causa un grave daño a las prestaciones de salud que requieren los personales de dichas instituciones, que no pueden atenderse conforme al AUGE y a los planes normales.



Por cierto, todos -lo hemos expresado una y otra vez- estamos muy contentos por el cumplimiento del planteamiento hecho por el Presidente Piñera en cuanto a incrementar las plantas de Carabineros y así darle más seguridad a la ciudadanía, lo cual constituye un compromiso prioritario y muy importante. Pero, si ello no va acompañado de medidas complementarias, les generaremos un problema no solo a los 10 mil nuevos efectivos de Carabineros, sino también al restante personal de esta Institución y a todo el de Investigaciones, incluidas sus familias, porque van a recibir una pésima atención de salud.



Dicho eso, sugiero que, como acuerdo del Senado, se oficie sobre la materia -la Mesa puede elaborar el documento respectivo- al Presidente de la República, al Ministro de Defensa y a quienes corresponda, dando a conocer la reflexión hecha tanto en la Sala como en la Comisión de Defensa en torno a la necesidad de revisar la capacidad de la DIPRECA y de todas las cajas de previsión que hoy atienden al personal de la Defensa Nacional, particularmente en el ámbito de Carabineros, Investigaciones y Gendarmería, de manera que tales entidades tengan el equipamiento y la dotación indispensables para darles al personal actual y al que se vaya incorporando una atención satisfactoria, digna, acorde con las condiciones de cada cual.



Entonces, aprovechando el consenso existente en esta oportunidad sobre la situación expuesta, le solicito al señor Presidente recabar el acuerdo de la Sala para oficiar en el sentido que indiqué.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, en la Comisión de Hacienda concurrí con mi voto favorable a este proyecto, que aumenta las plantas de personal de Carabineros de Chile. Y en su momento, en la Sala, también aprobé la idea de legislar. Sin embargo, hice presente mi convicción en el sentido de que los problemas de seguridad ciudadana en nuestro país no disminuyen exclusivamente con el aumento de la dotación de Carabineros y de la Policía de Investigaciones, y que no podíamos llegar finalmente al absurdo de que uno de cada dos chilenos debiera cuidar al otro. De manera que hay acá una situación que va mucho más allá que aquello.



Creo que la forma simplista de mirar la situación está completamente acotada. Es lo que ha ocurrido en el curso de las últimas semanas.



A partir del desastre de la cárcel de San Miguel, hemos visto una discusión que ha ido bastante más lejos que la pérdida de 81 vidas en ese penal y que ha dejado de manifiesto toda la tragedia que significa un sistema carcelario ineficiente, pero además el hecho de que la reclusión de las personas no es la gran solución a todos los males de la sociedad, en particular a la delincuencia.



Durante la discusión general, luego de mi intervención, varios señores Senadores hicieron uso y abuso de la palabra con el objeto de zaherir lo que yo había manifestado a través de ella.



No obstante aquello, mantengo mis dichos, señor Presidente.



Aún más, reitero que confío en el buen uso que el General Director de Carabineros haga de la ley en proyecto. Y lo digo por una situación que afecta a mi Región y que causa alarma pública en un sector considerable de ella. Me refiero a lo que en la opinión ciudadana se conoce como “caso Huenante”.



En septiembre de 2005, una patrulla de carabineros detuvo a un joven de 16 años; hay testigos que así lo han corroborado en múltiples ocasiones. Ese muchacho nunca más apareció. Posiblemente, fue golpeado; no se sabe qué ocurrió con él, y de su paradero jamás se supo.



De aquello han transcurrido ya tres Gobiernos sucesivos, en democracia: el de Ricardo Lagos, el de Michelle Bachelet y el de Sebastián Piñera.



El Fiscal del caso, don Sergio Coronado, imputó a tres carabineros: un sargento y dos cabos, quienes estuvieron recluidos en el penal de Alto Bonito.



Como es de conocimiento de Sus Señorías -el tiempo, lamentablemente, se me está escapando-, de acuerdo al sistema penal actual, para que una persona quede recluida tiene que haber convicción del fiscal. Y el señor Coronado se formó convicción.



Empero, después el caso pasó a la justicia militar, y las referidas personas recuperaron su libertad.



Hace pocos días, el señor Jefe de la Décima Zona de Carabineros informó a la opinión pública que los funcionarios policiales dados de baja por efecto del proceso iban a regresar a filas. Ello significaba claramente una ofensa a la familia de José Huenante y a la comunidad de Puerto Montt, y constituía un hecho enteramente inexplicable.



Ante la conmoción que provocó aquello, el General Jefe de la Décima Zona resolvió dejar sin efecto la decisión en comento. Así, los tres carabineros imputados en el proceso -la persona afectada fue detenida y se halla desaparecida-, afortunadamente, tras esa nueva determinación, no regresarán a filas y permanecen fuera de la Institución.



Señor Presidente, la ley en proyecto le entrega al General Director de Carabineros una enorme responsabilidad en el sentido de que el personal reincorporado conforme a ella sea efectivamente intachable.



Ahora bien, según la explicación que dio el señor General Jefe de la Décima Zona, el que el día de los hechos se adulteraran la bitácora y el kilometraje de un vehículo de Carabineros constituía exclusivamente falta administrativa. Pero es evidente que ambas conductas no constituían faltas administrativas en el marco de un proceso penal en que están de por medio el secuestro y la desaparición de un joven, circunstancias que provocaron la convicción del Fiscal que llevó a detener en el penal de Alto Bonito, de Puerto Montt, a los tres funcionarios policiales involucrados.



Entonces, señor Presidente, espero que se cumplan rigurosamente los criterios establecidos y el personal reincorporado a Carabineros sea efectivamente intachable.

El señor WALKER (don Patricio).- ¡Muy bien!

El señor PIZARRO (Presidente).- Solicito el acuerdo de la Sala para enviar los oficios señalados por el Honorable señor Larraín.



¿Les parece a Sus Señorías?



Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, voy a insistir en pedir la anuencia de la Sala para que ingrese la Subsecretaria de Carabineros.

El señor PIZARRO (Presidente).- Resolvamos primero la petición del Senador señor Larraín.



¿Habría acuerdo para enviar los oficios mencionados?

El señor WALKER (don Patricio).- Sí, señor Presidente.



--Así se acuerda.

El señor PIZARRO (Presidente).- Solicito nuevamente la anuencia de la Sala para que ingrese la señorita Subsecretaria de Carabineros.



--Así se acuerda.

El señor CANTERO.- Se agradece el gesto.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, ¿puede abrir la votación?

El señor PIZARRO (Presidente).- No, Su Señoría, porque se trata de tres votaciones.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, hemos reiterado la necesidad de reforzar el conjunto de las fuerzas de orden y seguridad pública. Así lo ha manifestado el Gobierno en la planta de Investigaciones. Y también en la de Carabineros, respecto de la cual se propone incorporar 10 mil efectivos en el plazo de 4 años.



Entiendo que hay una decisión aparte, dirigida más bien a ex oficiales, incluidos ex generales, en fin. Y se dice que será facultad del General Director determinar quiénes serán reincorporados, por cuánto tiempo, etcétera.



Creo que lo anterior es complementario al aumento de 10 mil carabineros, que requieren un mando con experiencia. 



Me parece que la situación lleva a reflexionar sobre por qué los funcionarios se van tan jóvenes, si hoy día tenemos que traerlos de vuelta. La consideración que es preciso efectuar -me habría gustado que estuviera presente el Ministro de Defensa para ello- dice relación con la edad a la que jubilan los oficiales de Carabineros y cuál sería la razonable para que pudieran brindar servicio a la patria. Si los estamos llamando de regreso es porque aún poseen plena capacidad de ejercer el mando sobre la tropa y de reasumir las funciones que dejaron.



La pregunta que se debe responder, entonces, es para qué deseamos su retorno. ¿Por qué no contamos con una legislación que permita extender la permanencia de los oficiales de acuerdo a las necesidades del servicio?



La salvedad radica en que la medida sea transitoria, si bien hemos visto en otras ocasiones que lo transitorio pasa a ser permanente.



Si se contempla un período máximo de 5 años -según entiendo, la entrada masiva de este personal apunta a generar niveles de mando-, me parece adecuado. Pero queda rondando el análisis -de ahí la importancia de la presencia de la Subsecretaria de Carabineros- de cuál será el procedimiento permanente en la Institución.



En seguida, quiero recordar que, por petición ciudadana -y, muchas veces, también parlamentaria-, los carabineros jóvenes solteros cumplen turnos, al igual que la mayoría del personal, de más de cien horas semanales, a veces. O sea, se encuentran a disposición del servicio de manera permanente cuando alojan en los cuarteles. Me parece que todos ellos, del mismo modo que cualquier trabajador o funcionario público, tienen derecho a descanso y a garantías laborales, más allá de las imposiciones del reglamento institucional.



Creo que con la incorporación de 10 mil funcionarios mediante el proyecto de ley estamos apuntando a que ser carabinero no solo imponga el sacrificio y el compromiso de luchar contra la delincuencia, sino también el derecho a tener familia y a llevar una vida normal, ajustada a la del resto del personal del sector público, de los trabajadores.



Lo anterior resulta sumamente necesario, y me gustaría -por su intermedio, señor Presidente- que la señorita Subsecretaria pudiera aclarar si se producirá el efecto de generar en la Institución condiciones de trabajo y jornadas laborales acordes con los principios y derechos de los funcionarios públicos y los trabajadores.



Hoy día eso no se cumple, lo que nos parece normal. Todos exigimos más policías uniformados en las calles, más presencia de ellos, pero pocos se preguntan si cada uno pudo ir a su casa, visitar a sus hijos o dormir adecuadamente.



Y como sabemos, tampoco sus sueldos son tan extraordinarios como para compensar esa cuota importante de sacrificio.



Por otro lado, al igual que lo planteó el Senador señor Escalona, opino que en la selección de oficiales o del personal que venga de regreso por el período que se dispone debería aplicarse una extrema rigurosidad con aquellos que fueron separados del servicio, para no hallarnos frente a un caso que nos obligara a pedir una revisión.



Deberían existir, por tanto, una minuta y una pauta relativas a las condiciones en que los oficiales pueden volver y las causas para cesar en funciones. Porque entiendo que regresarán por cinco años, pero será la Dirección de la Institución, en definitiva, la que determine si ese período se cumple o no en su integridad.



Por último, deseo consignar que, así como estamos favoreciendo el fortalecimiento de Carabineros de Chile, la situación de Gendarmería -mañana se celebrará una sesión especial sobre la realidad del sistema carcelario- también debería ser revisada. Porque la seguridad pública comprende a Carabineros, la Policía de Investigaciones, los tribunales, los fiscales y también Gendarmería, que se encuentra en un estado precario, con funcionarios que se están suicidando a lo largo de todo el país: ya van 10 casos desde 2009 a la fecha. Es el servicio público donde se registran más hechos de esa índole, debido a las intensas jornadas de trabajo.



¡Patagonia sin represas!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, sin perjuicio de que parte del debate se llevó a cabo cuando correspondía, durante la discusión general, al plantearse una especie de nuevo debate en la discusión particular, con motivo del rechazo de una norma aprobada en la Cámara de Diputados, sería bueno fijar algunos puntos de vista.



En primer término, no cabe duda de que los 10 mil carabineros, por sí solos, no van a ser eficientes para dar un paso significativo en la disminución de la delincuencia, pero sí lo constituyen -y muy relevante- a la luz de otras medidas adicionales y de la realidad.



Si en algo Chile ha fallado -voy a decirlo 20 veces- es en la lucha contra la delincuencia. Aquí se presenta un asunto relacionado con la prevención, el juzgamiento y la rehabilitación. Durante los últimos años se ha hecho poca prevención. Se han registrado problemas serios, evidentemente, respecto de la presencia policial, en términos de capacidad de aprehender a quienes cometen delitos. Y para qué hablar de la rehabilitación -consideraremos mañana, en parte, ese punto-, la cual ha sido bastante desastrosa.



Entonces, lo primero es reconocer que se da un paso muy importante. No se trata de un antes y un después, pero sí de un avance muy significativo con relación a una necesidad ciudadana indispensable.



En cuanto a algunas consultas que se han formulado, Carabineros cuenta con 45 mil funcionarios y se integran 10 mil nuevos, porque su dotación sigue siendo deficitaria. Esa es la cuestión de fondo.



De los 10 mil cargos, 7 mil corresponden al aumento de la planta del personal en retiro absoluto; el resto, a los llamados en situación de retiro temporal.



En relación con lo expresado por quien me antecedió en el uso de la palabra, solo 440 serán cargos de oficiales, correspondiendo los demás a suboficiales. Básicamente, se trata de desempeños en comisarías, subcomisarías, retenes, unidades de frontera, hoy claramente desprovistos del personal suficiente.



En seguida -también haciéndome cargo de algunas apreciaciones de otros parlamentarios-, todo el sistema funciona, obviamente, si se aplica buen criterio. No he visto que ninguna ley opere de otro modo. No abrigo dudas de que la Dirección de Carabineros procederá en la forma adecuada. Porque, tal como puede existir un caso que las condiciones no ameritan, miles de carabineros han sido gente ejemplar que podría ser muy útil en el combate contra la delincuencia y que ahora tendrá la opción de reintegrarse a las filas.



Entonces, confiemos en el buen criterio. Si no vamos a hacerlo, mejor no dictemos leyes y simplemente pensemos que los problemas se solucionan solos o no se resuelven nunca.



Por último, como fui el autor de la indicación para suprimir el artículo 4º transitorio introducido en la Cámara de Diputados, ya que considero que no hay dos opiniones sobre su inconstitucionalidad, quiero dejar especialmente claro, por la misma razón, que ello obedeció a que se afectan atribuciones exclusivas del Primer Mandatario.



Sin embargo, la situación de DIPRECA -la vimos especialmente en la Comisión de Defensa y entiendo que lo mismo hizo la de Hacienda- no resiste ningún análisis. Se ha procedido en la forma expuesta porque, por muy justa que sea una causa, esta jamás puede vulnerar el Derecho; pero no cabe duda de que existe una cuestión pendiente, una herida abierta que, en la proyección en el tiempo, todo parece indicar que se puede complicar y no tender a mejorar.



Por eso, señor Presidente, deseo valorar lo bueno y no andar buscándole la quinta pata al gato. Como siempre, el criterio puede provocar una dificultad, pero creo que nos hallamos ante un avance que la ciudadanía esperaba desde hace mucho tiempo. Considero que es de los proyectos que, bien utilizados, pueden dar vuelta un resultado, que hoy nos muestra a un país que está perdiendo la batalla contra la delincuencia.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, el Senador señor Navarro expuso un planteamiento sumamente importante, a mi juicio: si se recontratará a jubilados, ¿no se tratará de gente que se está retirando muy temprano? No cabe duda de que es así: ello tiene lugar con 20 años de servicio, lo cual puede significar entre 40 y 44 años de edad.



En verdad, ningún sistema de previsión puede aguantar ese diseño. Porque, en el fondo, se trabaja durante 20 años, se cotiza una pequeña parte y después se recibe pensión desde los 44 años hasta la muerte, que debería ocurrir cerca de los 80. Además, reciben beneficios la viuda y las hijas solteras.



Entonces, es obvio que se enfrenta un problema serio.



Ahora, todo el asunto parte de una distorsión completa: a los carabineros se les paga una miseria y, además, se les hace trabajar en horarios que en ninguna empresa se tolerarían. Muchas veces, cumplen un turno de 12 horas, descansan 12 y vuelven a trabajar otras 12. Ello se encuentra completamente prohibido en el sistema privado. En cambio, para esa Institución constituye el régimen normal. Se presenta, por lo tanto, una distorsión sobre otra.



Muchas personas entran a la policía uniformada porque saben que a los 20 años de servicio pueden jubilar, con lo cual obtendrán una pensión y les será posible trabajar, por ejemplo, como guardias. Es decir, durante los primeros 20 años trabajan en exceso, ganan demasiado poco, y ello lo compensan después con el beneficio mencionado y un sobreingreso.



En consecuencia, señor Presidente, la situación ya no da para más. Debieran contemplarse carreras más largas, pero también con entradas más razonables. Las remuneraciones y los sistemas de trabajo que se aplican son en verdad inhumanos.



Además, hemos visto, por desgracia, que ingresos tan bajos constituyen, en algunos casos, una tentación para que algunos funcionarios decidan buscar una platita extra antes de los 20 años.



Desde todo punto de vista, nos hallamos ante una situación que debiéramos tratar de sincerar.



Solo deseo hacer presente que lo que no resultaría justo es alargar la carrera y, al mismo tiempo, mantener las remuneraciones miserables y las condiciones laborales espantosas en vigencia. Si queremos realmente hacer una reforma en la previsión, no solo de Carabineros, sino también de todo el sistema militar -creo que ya es hora de efectuarla-, tenemos que abordar, asimismo, la cuestión de los ingresos y la carga de trabajo.



Todos sabemos que el mismo problema se presenta, por ejemplo, con los pilotos de aviones de caza. Es algo que en la Comisión de Hacienda conocimos. Se gastan muchos millones de dólares en formarlos, pero, como sus remuneraciones en la Fuerza Aérea son sumamente bajas, pueden empezar ganando tres o cuatro veces más en una línea aérea comercial.



En todos estos casos existe una situación de sacrificio durante los primeros años a sabiendas de que es posible jubilar a los 20 años y percibir un doble ingreso. Y eso, desde todo punto de vista, debiéramos abordarlo, mas en forma global.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Debo recordar que el artículo 1º reviste el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que, no obstante no haber sido objeto de indicaciones ni de modificaciones, debe someterse a votación.



Con el mismo resultado, se darán por aprobadas todas las demás disposiciones que no fueron objeto de indicaciones ni de enmiendas.



Otros artículos fueron objeto de un cambio en la Comisión, pero también fueron acogidos por unanimidad.



En votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Por unanimidad, se aprueban las proposiciones de las Comisiones de Hacienda y de Defensa Nacional, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, de que emiten pronunciamiento 26 señores Senadores, y queda despachado en particular el proyecto.



Votaron las señoras Alvear, Matthei y Rincón y los señores Allamand, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial del apoyo que también brindan los Honorables señores Tuma y Ruiz-Esquide.

ENMIENDA DE LEY Nº 18.695 Y REGULACIÓN

DE ASOCIACIONES MUNICIPALES

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde ocuparse del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y regula las asociaciones municipales, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización e informe de la Comisión de Hacienda. La urgencia ha sido calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6792-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 38ª, en 3 de agosto de 2010.


Informes de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización, sesión 50ª, en 8 de septiembre de 2010.


Gobierno, Descentralización y Regionalización (segundo), sesión 78ª, en 21 de diciembre de 2010.


Hacienda, sesión 78ª, en 21 de diciembre de 2010.


Discusión:

Sesión 52ª, en 14 de septiembre de 2010 (se aprueba en general).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- La Comisión de Gobierno deja constancia de que el artículo 2º, permanente, y el artículo transitorio no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones -esto es, mantienen el mismo texto acogido en general-, por lo que corresponde darlos por aprobados, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación. La segunda de las disposiciones mencionadas es de rango orgánico constitucional.



--Se aprueban reglamentariamente, dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Asimismo, dicha Comisión efectuó dos enmiendas en el artículo 1º del proyecto, acordadas por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar (don Andrés).



La Comisión de Hacienda, a su vez, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señora Matthei y señores Escalona y García, aprobó la iniciativa en los mismos términos en que lo hizo el primer órgano técnico informante.



Cabe recordar que las modificaciones unánimes se deben votar sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión.



El artículo 1º, permanente, requiere 21 votos a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión particular el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, como una información de carácter general, debo expresar que en el mes de mayo de 2009 fue promulgada la ley Nº 20.346, que aprobó la reforma constitucional en materia de asociación municipal. En virtud de ello, se modificó el inciso sexto del artículo 118 de la Carta Fundamental, estableciéndose que “Las municipalidades podrán asociarse entre ellas en conformidad a la ley orgánica constitucional respectiva, pudiendo dichas asociaciones gozar de personalidad jurídica de derecho privado.”.



En razón de lo anterior, se hizo necesario efectuar las adecuaciones y complementaciones pertinentes en la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, con el objeto de regular en ella lo relativo a las asociaciones de que se trata.



Sobre el particular, resulta útil tener presente un conjunto de consideraciones que han dado sustento a la iniciativa de legislar sobre la materia:



-La mencionada modificación de la Carta, que es el fundamento del presente proyecto de ley y habilitó para que las asociaciones pudieran obtener personalidad jurídica, generó en su oportunidad un amplio apoyo de todos los sectores parlamentarios, resultando finalmente aprobada, en un breve plazo, por ambas ramas del Congreso Nacional.



-La iniciativa legal en debate ha sido concordada íntegramente por el Ejecutivo con la Asociación Chilena de Municipalidades.



-Existen alrededor de 46 asociaciones de municipalidades, tanto temáticas como territoriales, que funcionan conforme a convenios celebrados entre ellas y al amparo del municipio correspondiente al alcalde que esté presidiendo la organización.



-En diversas cuentas públicas anuales, el Contralor General de la República ha señalado la conveniencia de que estas entidades puedan obtener personalidad jurídica.



-El goce de personalidad jurídica les permite a las asociaciones, como tales, actuar como sujetos de derecho y realizar una serie de actos jurídicos, entre otros, compras de bienes a menores costos por volumen.



-Para enfrentar situaciones de catástrofe, las asociaciones constituyen un excelente medio con miras a que las municipalidades de comunas afectadas se vinculen entre sí o con administraciones locales no afectadas.



Respecto a los contenidos del proyecto que hoy debatimos, se consideran las siguientes materias:



1) Conforme a la naturaleza del tipo de personalidad jurídica que la reforma constitucional estableció -de derecho privado-, el procedimiento administrativo que se contempla responde a un trámite simple, ágil y económico.



2) El acuerdo mediante el cual se constituyan las asociaciones deberá ser aprobado por los respectivos concejos municipales.



3) La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo será el órgano encargado de registrar y recibir en depósito el acta constitutiva y los estatutos de las asociaciones de municipalidades que deseen contar con personalidad jurídica.



4) Dos o más municipalidades, pertenezcan o no a una misma provincia o región, podrán constituir asociaciones municipales.



5) Las asociaciones son organizaciones sin fines de lucro cuya finalidad es facilitar la solución de problemas comunes y el mejor aprovechamiento de los recursos disponibles.



6) Su objeto podrá consistir en la atención de servicios municipales comunes; la ejecución de obras de desarrollo local; el fortalecimiento de los instrumentos de gestión; la realización de programas vinculados a la protección del medio ambiente, al turismo, a la salud u otros fines que a las municipalidades les sean propios; la capacitación y perfeccionamiento del personal municipal, alcaldes y concejales, y la coordinación con instituciones nacionales e internacionales.



7) El personal que trabaje en estas organizaciones se regirá por las normas laborales y previsionales del sector privado.



8) Las asociaciones que gocen de personalidad jurídica dispondrán de patrimonio propio, el que será gestionado de acuerdo a la voluntad mayoritaria de sus miembros. El patrimonio estará compuesto por las cuotas de incorporación, ordinarias y extraordinarias, determinadas con arreglo a los estatutos; donaciones; el producto de bienes y servicios; la venta de activos; las erogaciones y subvenciones provenientes de personas naturales o jurídicas, de las municipalidades o del Estado, y por los demás bienes que las asociaciones adquieran a su nombre.



9) La Contraloría General de la República fiscalizará los aportes municipales que les sean entregados.



10) La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo controlará el debido cumplimiento de las finalidades establecidas en sus estatutos, así como la obligación de comunicación de las modificaciones estatutarias, de domicilio legal o composición de su directorio.



11) Finalmente, y atendida su directa relación con la materia principal del proyecto, se incorpora una adecuación al texto de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, concordante con el actual inciso sexto del artículo 118 de la Carta Fundamental, referida al objeto que pueden tener las corporaciones o fundaciones de integración municipal. Específicamente, se agrega en el artículo 129 de la ley N° 18.695, como objetos de tales corporaciones o fundaciones, la promoción y difusión del deporte y el fomento de obras de desarrollo comunal y productivo.



Este proyecto y todos sus artículos fueron aprobados ampliamente por la Comisión, y le solicitamos a la Sala que proceda en la misma forma. Es un gran adelanto y significa facilitar el desarrollo asociativo de las municipalidades.



Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



En votación.



Cabe hacer presente que el artículo 1° permanente, al igual que el artículo transitorio, es de rango orgánico constitucional.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 1° propuesto (29 votos a favor), dejándose constancia de que se cumple el quórum constitucional exigido, y el proyecto queda despachado en este trámite. 



Votaron las señoras Alvear, Matthei y Rincón y los señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, ¿puede agregar mi voto a favor?

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dejará testimonio de su intención de voto en la Versión Oficial, señora Senadora.

)--------------------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En este momento ha llegado a la Mesa un proyecto de acuerdo, suscrito por diversos señores Senadores, relativo al reconocimiento de la existencia del Estado de Palestina (boletín N° S 1.324-12) (Véase en los Anexos, documento 12).
El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme a lo acordado por los Comités, se incluirá en el Tiempo de Votaciones de esta sesión.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- También ha llegado a la Mesa una moción de los Senadores señores Gómez, Escalona, Frei, Lagos y Navarro, con la que inician un proyecto de ley sobre información al Congreso Nacional en materia presupuestaria (boletín N° 7.414-05) (Véase en los Anexos, documento 13).
El señor PIZARRO (Presidente).- Pasa a la Comisión de Hacienda. 

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

EXTENSIÓN DE LICENCIA POSNATAL PARA MADRES DE HIJOS PREMATUROS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto de acuerdo presentado por el Senador señor Chahuán.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1308-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 70ª, en 30 de noviembre de 2010.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El propósito de la iniciativa es solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que envíe a tramitación legislativa un proyecto que extienda la licencia posnatal para las trabajadoras que tengan hijos prematuros y les conceda otros beneficios especiales.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, quiero aclarar que la Senadora señora Lily Pérez también es autora del proyecto de acuerdo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien.



En votación.

El señor LETELIER.- Señor Presidente...

El señor PIZARRO (Presidente).- Estamos en votación, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Solo deseo solicitar que se recabe el asentimiento de la Sala para que la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor pueda sesionar en paralelo con ella.

El señor PIZARRO (Presidente).- Reitere su petición después, señor Senador. No podemos adoptar el acuerdo ahora porque estamos en votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (23 votos a favor). 



Votaron las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Cantero, Chadwick, Chahuán, Escalona, Espina, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Orpis, Pizarro, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

DECLARACIÓN INTERNACIONAL DE DERECHOS HUMANOS DE TERCERA EDAD. PROYECTO DE ACUERDO

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro, Quintana y Rossi. 



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1314-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 75ª, en 14 de diciembre de 2010.



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores, sesión 81ª, en 4 de enero de 2011.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- La finalidad del proyecto es solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que se promueva, ante las instancias internacionales que corresponda, la adopción de una Declaración Internacional de Derechos Humanos de las Personas de la Tercera Edad, como antesala a una Convención Internacional de Derechos Humanos de las Personas de la Tercera Edad, como asimismo que adopte otras medidas sobre la materia.



La Comisión de Relaciones Exteriores no formuló objeciones a este proyecto de acuerdo (Véase en los Anexos, documento 14).
El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (18 votos a favor). 



Votaron la señora Alvear y los señores Cantero, Chahuán, Escalona, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés). 

RECONOCIMIENTO DE EXISTENCIA DE ESTADO DE 

PALESTINA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señora Alvear y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Espina, Girardi, Gómez, Frei, Horvath, Kuschel, Muñoz Aburto, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Ignacio Walker, Patricio Walker y Zaldívar, relativo al reconocimiento del Estado de Palestina.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1324-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 81ª, en 4 de enero de 2011.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- La finalidad del proyecto es que se oficie a Su Excelencia el Presidente de la República y al señor Ministro de Relaciones Exteriores solicitándoles que el Estado de Chile reconozca, al más breve plazo posible, la existencia del Estado de Palestina, como un Estado pleno, libre y soberano, promoviendo la existencia de dos Estados independientes (Israel y Palestina) que vivan uno junto al otro dentro de fronteras seguras e internacionalmente reconocidas, conforme a las resoluciones de las Naciones Unidas.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación. 

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (22 votos a favor). 



Votaron la señora Alvear y los señores Allamand, Cantero, Chadwick, Chahuán, Espina, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

)------------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Solicito el acuerdo de los señores Senadores para que la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor pueda funcionar, a partir de este instante, en forma paralela con la Sala, a los efectos de cumplir el mandato que le fuera encomendado.



--Así se acuerda.

El señor LETELIER.- Gracias, señor Presidente.

PETICIONES DE OFICIOS

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)-------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



De la señora ALVEAR:



Al señor Ministro de Planificación, con el objeto de que informe en cuanto a VARIACIÓN DE PUNTAJE DE FICHA DE PROTECCIÓN SOCIAL, y al señor Alcalde de Ñuñoa, para que dé a conocer ESTADO DE AVANCE DE RECONSTRUCCIÓN Y REPARACIÓN DE VILLA OLÍMPICA (Región Metropolitana).



Del señor HORVATH:



Al señor Director Nacional del Instituto Nacional de Estadísticas, solicitándole INCLUSIÓN DE FE BAHA’I COMO RELIGIÓN INDIVIDUALIZADA EN PRÓXIMO CENSO.



Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Salud, pidiéndole ESTADÍSTICAS POR REGIÓN SOBRE FLUOROSIS DENTAL, OSTEOPOROSIS Y CÁNCERES CÉRVICO-UTERINO Y PROSTÁTICO EN ÚLTIMOS DOS AÑOS; a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, requiriéndole COPIA DE INFORME DEL IDIEM SOBRE ESTRUCTURA DE DEPARTAMENTOS DE POBLACIÓN CENTINELA II (comuna de Talcahuano); a la señora Ministra del Servicio Nacional de la Mujer, para que informe acerca de CIERRE DE CENTROS DE ATENCIÓN POR VIOLENCIA CONTRA LA MUJER EN SAN PEDRO DE LA PAZ Y TOMÉ (Octava Región); a la señora Ministra del Medio Ambiente, a fin de que remita antecedentes sobre MANTENCIÓN DE ESTACIONES DE CALIDAD DEL AIRE, MONITOREOS RESPECTIVOS EN CORONEL Y HUALPÉN Y CIERRE DE VERTEDERO EN TOMÉ (Región del Biobío); al señor Director del Servicio de Registro Civil e Identificación, para que envíe información respecto de CAUSAS Y CANTIDAD DE CAMBIOS DE NOMBRE O APELLIDO DURANTE LOS AÑOS 2008, 2009 Y 2010, y a la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios, a fin de que indique ESTADO DE AVANCE DE OBRAS DE REPARACIÓN DE PLANTAS DE TRATAMIENTO DE AGUAS SERVIDAS DE EMPRESA ESSBIO AFECTADAS POR TERREMOTO.



Del señor PIZARRO:



Al señor Ministro de Educación, pidiéndole antecedentes referidos a SITUACIÓN DE CONVENIOS DEL DENOMINADO “PLAN DE EQUIPAMIENTO DE LICEOS TÉCNICO-PROFESIONALES” EN COMUNAS DE CANELA, COQUIMBO, ILLAPEL, LA SERENA Y OVALLE (Cuarta Región).




De la señora RINCÓN:




Al señor Contralor General de la República, a fin de que informe acerca de denuncia sobre EVENTUALES PÉRDIDAS DE FONDOS MUNICIPALES EN COMUNA DE YERBAS BUENAS; al señor Ministro del Interior, para que instruya la entrega de antecedentes relativos a REASIGNACIÓN DE RECURSOS A ESCUELA MARIANO LATORRE EN COMUNA DE CAUQUENES; a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, pidiéndole información concerniente a PROBLEMA DE SEÑOR EDUARDO IBARRA ARAVENA (COMUNA DE PARRAL), POR NO ENTREGA DE SUBSIDIO HABITACIONAL MEDIANTE EGIS, y al señor Director subrogante del SERVIU del Maule, solicitándole antecedentes relacionados con SUBSIDIOS DE AMPLIACIÓN Y POSTULACIÓN DE CONSTRUCCIÓN DE VIVIENDAS PARA FAMILIAS DE POBLACIÓN “EL ESFUERZO” DE COMUNA DE YERBAS BUENAS (todos de la Región del Maule). 

)-------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 17:29.







Manuel Ocaña Vergara,





  Jefe de la Redacción

A N E X O S

D O C U M E N T O S

1

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE ESTABLECE NORMAS ESPECIALES SOBRE PUBLICIDAD Y RESERVA DE LAS ACTUACIONES PROCESALES TRATÁNDOSE DE CIERTOS DELITOS Y UN REFORZAMIENTO DE LAS SANCIONES EN MATERIA DE DELITOS CONTRA LOS MIEMBROS DE LAS POLICÍAS

(7217-07)


Con motivo del Mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

"ARTÍCULO PRIMERO.- Apruébase la siguiente ley que establece disposiciones especiales  sobre publicidad y reserva de las actuaciones en materia de delitos que son de conocimiento de la jurisdicción penal ordinaria: 

"Artículo 1°.- Reglas procesales especiales. Aquellos procedimientos referidos a delitos contemplados en los artículos 254, 255, 256, 257, 265, 267, 274, 276, 281, 282, 349, 350, 353, 354, 369 números 1° y 3°, 380, 384, 385 del Código de Justicia Militar; artículos 194, 196 letra a), 197, 198, y 200 del Código Aeronáutico; artículos 8°, 13°, 14° y 17° de la ley N° 17.798, sobre Control de Armas y artículo 25 de ley N° 18.953, que dicta normas sobre movilización; en que la publicidad, comunicación, o conocimiento de antecedentes o documentos, cualquiera sea su formato, soporte, respaldo, fecha de creación, origen, clasificación o procesamiento, que contengan información que pueda afectar directamente la seguridad de la Nación, cuyo conocimiento esté entregado a los juzgados de garantía, a los tribunales de juicio oral en lo penal, se regirán por las reglas del Código Procesal Penal, con las modificaciones o modalidades que se señalan en esta ley.

De los antecedentes o documentos a que se refiere el inciso anterior, se dará siempre conocimiento al imputado y los demás intervinientes, en todo aquello que diga relación con el ejercicio de sus derechos esenciales y garantías establecidas en la Constitución, las leyes y los tratados internacionales ratificados por Chile, que se encuentren vigentes.

Artículo 2°.- Causales de reserva o secreto. Sin perjuicio de lo dispuesto en el Código Procesal Penal, para efectos de esta ley, serán también causales de reserva o secreto, en cuya virtud se podrá denegar, total o parcialmente, el acceso a la información, las siguientes:

1) Cuando su publicidad, comunicación o conocimiento afecte el debido cumplimiento de las funciones de las Fuerzas Armadas o de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.

2) Cuando su publicidad, comunicación o conocimiento afecte la seguridad de la Nación, particularmente:

a.- Aquellos antecedentes o documentos referidos a las plantas o dotaciones de las instituciones de las Fuerzas Armadas o Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y de su personal;

b.- Aquellos antecedentes o documentos  referidos a los planos o instalaciones de recintos militares o policiales y los planes de operación o de servicio de dichas instituciones;

c.- Aquellos antecedentes o documentos referidos a armas de fuego, partes y piezas de las mismas, municiones, explosivos, sustancias químicas, medios de combate terrestres, navales y aéreos y sistemas de armas en todas sus etapas, usados por las Fuerzas Armadas o Fuerzas de Orden y Seguridad Pública;

d.- Aquellos antecedentes o documentos referidos a equipos y pertrechos militares o policiales, y 

e.-  Aquellos  antecedentes, informaciones, documentos   y   registros   que    obren    en   poder   de los organismos militares o policiales, de conformidad a lo contemplado en la ley N° 19.974, sobre Sistema de Inteligencia del Estado.

3) Cuando su publicidad, comunicación o conocimiento afecte el interés nacional.

Artículo 3°.- Requerimientos de información. Si en las situaciones a que se refiere el artículo 19, incisos segundo y siguientes del Código Procesal Penal, el Ministerio Público estimare necesario incluir en una investigación la información, antecedentes o documentos que se encontraren en las situaciones señaladas en los artículos precedentes, los requerirá, por medio del Fiscal Nacional, del respectivo Comandante en Jefe institucional, del General Director de Carabineros o del Director General de la Policía de Investigaciones, según corresponda, mediante una solicitud escrita y fundada.

En caso que la autoridad requerida deniegue el acceso a la información, invocando alguna de las causales previstas en el artículo 2°, se podrá interponer recurso de reclamación escrito y fundado ante la Corte de Apelaciones de Santiago, dentro del plazo de cinco días, contado desde la fecha de la comunicación de la denegatoria. La Corte solicitará informe al recurrido el que deberá ser evacuado dentro del plazo de ocho días y, transcurrido el plazo o evacuado el informe, se procederá a la vista de la causa. La falta de comparecencia a la audiencia del recurrente dará lugar a que se declare abandonado el recurso. En el caso de no comparecencia a la audiencia por parte del recurrido se procederá en su ausencia.

La sentencia será dictada en el plazo de diez días, pudiendo las partes interponer recurso de apelación en su contra, dentro de los cinco días siguientes a su notificación, el que se concederá en ambos efectos, para ante la Corte Suprema. Los recursos gozarán de preferencia para su vista y fallo, deberán verse en audiencia reservada y sin registro de audio, en la que se podrá dar lectura o exhibición total o parcial a los antecedentes reservados o secretos. Sólo en virtud de sentencia ejecutoriada que acoja la reclamación o apelación, en su caso, la autoridad requerida exhibirá o entregará los documentos o antecedentes respectivos.

Artículo 4°.- Control del secreto de la investigación. El fiscal deberá disponer la reserva de aquella información, antecedentes o documentos secretos que le fueren remitidos.

Asimismo, podrá determinar que cierta información, actuaciones, registros, antecedentes o documentos, que por otra circunstancia obren en su poder, sean mantenidos en reserva para lo cual deberá invocar alguna de las causales establecidas en el artículo 2°.

En cualquier caso no se aplicará la limitación del plazo para la mantención del secreto, prevista en el inciso tercero del artículo 182 del Código Procesal Penal.

Cualquier interviniente podrá solicitar al juez de garantía que ponga término al secreto o que lo limite, en cuanto a su duración, a las piezas o actuaciones abarcadas por él, o a las personas a quienes afectare.

La resolución que se pronuncie sobre la solicitud señalada en el inciso anterior, podrá ser recurrida por cualquier interviniente en los términos previstos en los incisos segundo y tercero del artículo 3° de esta ley.

Con todo no se podrá decretar el secreto sobre la declaración del imputado o cualquiera otra actuación en que hubiere intervenido o tenido derecho a intervenir; las actuaciones en las que participare el Tribunal, y los informes evacuados por peritos respecto del propio imputado o su defensor.

Artículo 5°.- Registro del tribunal para antecedentes y documentos secretos. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 44 del Código Procesal Penal, el tribunal conservará en un registro especial, las actas y registros de audio u otro medio de soporte que contengan los antecedentes o documentos secretos o reservados de acuerdo a esta ley, que obtenga o que le sean remitidos.

En el mismo registro se incorporarán las declaraciones de testigos y la constancia de actuaciones que se requiera mantener en reserva.

De los antecedentes o documentos que obren en dicho registro se dará conocimiento al imputado y los demás intervinientes, en todo aquello que diga relación con el ejercicio de sus derechos esenciales y garantías establecidas en la Constitución, las leyes y los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

Si se quisiere hacerlos valer ante el juez de garantía, en el caso de ser ello procedente,  o ante el tribunal de juicio oral en lo penal, ello se comunicará previamente al juez o al presidente del tribunal, quien dispondrá en tal caso, que la audiencia se desarrolle conforme a los artículos 10 y 11 de esta ley.

Lo dispuesto en este artículo se aplicará aun cuando se hubiere puesto término a la investigación o se hubiere dictado sentencia firme en el proceso, tratándose de los antecedentes y documentos que se encuentran en las situaciones previstas en el artículo 2° de esta ley.

Artículo 6º.- Custodia y conservación de especies e instrumentos secretos. Cuando los objetos, documentos o instrumentos a que se refieren los artículos 187 y 188 del Código Procesal Penal tuvieren el carácter de secretos o reservados de las Fuerzas Armadas o Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, de conformidad a lo señalado en el artículo 2°, deberán ser conservados bajo sello en el recinto militar o policial respectivo, bajo la responsabilidad del comandante o jefe del mismo.

En el caso del inciso anterior, los intervinientes podrán solicitar al juez de garantía el acceso a las especies recogidas durante la investigación y conservadas conforme a las reglas precedentes. Las decisiones que adopte el juez de garantía, serán comunicadas al requirente y al Comandante en Jefe institucional respectivo, al General Director de Carabineros o al Director General de la Policía de Investigaciones, según corresponda, y podrán ser recurridas de conformidad al procedimiento previsto en los incisos segundo y tercero del artículo 3º de esta ley.

Artículo 7°.- Entrada y registro en recintos militares o policiales, respecto de antecedentes o documentos reservados. Si en la situación contemplada en el artículo 209 del Código Procesal Penal, la diligencia implicare el examen de antecedentes o documentos reservados o secretos de las Fuerzas Armadas o Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, que se hallaren en lugares o dependencias de los mencionados recintos, cuya publicidad, comunicación o conocimiento se encuentre en alguna de las situaciones previstas en el artículo 2°, la autoridad o persona a cuyo cargo se encontrare tal recinto informará, de inmediato y fundadamente, de este hecho al Comandante en Jefe institucional respectivo, al General Director de Carabineros o al Director General de la Policía de Investigaciones, en su caso, por medio del conducto regular, quien, si lo estimare procedente, oficiará al fiscal, en el plazo de 10 días desde notificado el requerimiento, manifestando su oposición a la práctica de la diligencia. En el caso de no responder el requerimiento en el plazo anterior, se entenderá que se accede a éste. En tal caso, procederá la aplicación del procedimiento previsto en el artículo 3° de esta ley.

Artículo 8°.- Objetos y documentos no sometidos a incautación. No se podrá incautar ni requerir la entrega bajo apercibimiento del artículo 217 del Código Procesal Penal, de los documentos en que consten comunicaciones del imputado con personas exceptuadas de la obligación de declarar como testigos en razón de parentesco u otras señaladas en la ley; ni la incautación o entrega de documentos, comunicaciones, notas u objetos del imputado que se encontraren en poder de esas personas.

Las limitaciones señaladas en el inciso precedente no regirán en relación a las personas eximidas de prestar testimonio cuando ellas se encontraren en calidad de imputadas en el proceso, o se tratare de objetos y documentos que pudieren caer en comiso en conformidad a las normas aplicables.

En el caso del inciso anterior, cuando se tratare de comunicaciones, documentos, notas u objetos, respecto de los cuales la autoridad que los tenga a su cargo deniegue el acceso a los mismos, invocando alguna de las causales previstas en el artículo 2º, el fiscal deberá recurrir en conformidad a lo previsto en el artículo 3° de esta ley.

Artículo 9°.- Registro especial de antecedentes de la investigación y actuaciones policiales. Las actuaciones de la investigación señaladas en los artículos 227 y 228 del Código Procesal Penal, como asimismo, los documentos que durante dicha investigación se obtengan o reciban, deberán constar o incluirse en un registro especial, con carácter de reservado, cuando correspondan a las causales de secreto o reserva previstas en el artículo 2° de esta ley.

De los antecedentes que obren en dicho registro se dará conocimiento al imputado y los demás intervinientes en todo aquello que diga relación con el ejercicio de sus derechos esenciales y garantías establecidas en la Constitución, las leyes y los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes. Si se quisiere hacerlos valer ante el juez de garantía, de ser ello procedente,  o ante los tribunales de juicio oral en lo penal, ello se comunicará previamente al juez o al presidente del tribunal, según corresponda, quien dispondrá en tal caso, que la audiencia pertinente se desarrolle en conformidad con los artículos 10 y 11, ambos de esta ley.

Una vez que se hubiere puesto término a la investigación o se hubiere dictado sentencia firme en el proceso, los registros a que se refiere el presente artículo  deberán ser devueltos a la autoridad respectiva, cuando se refieran a los documentos o antecedentes previstos en el artículo 2° de esta ley.

Artículo 10.- Restricción a la publicidad de la audiencia del juicio oral. Para los efectos de la aplicación del artículo 289 del Código Procesal Penal, las medidas destinadas a evitar la divulgación de secretos a que dicha norma se refiere, se entenderán especialmente aplicables respecto de toda materia, dato o información que haya sido declarada reservada o secreta bajo las causales establecidas en el artículo 2° de esta ley. 

Artículo 11.- Restricción a la lectura o exhibición de documentos, objetos y otros medios. Cuando en la situación prevista en el artículo 333 del Código Procesal Penal, la lectura o exhibición respectiva se refiera a documentos, objetos u otros medios de los allí señalados, que se encuentren previstos en el artículo 2°, el tribunal dará aplicación a lo señalado en el artículo precedente.

Artículo transitorio.- Tratándose de procedimientos iniciados con anterioridad a la entrada en vigencia de la Reforma Procesal Penal sustanciados ante los juzgados del crimen o de letras con competencia en lo criminal, éstos se regirán por las reglas del Código de Procedimiento Penal, con las modificaciones o modalidades que se señalan a conti-nuación.

Cuando el juez estime necesario agregar al proceso documentos o antecedentes que se encontraren en las situaciones previstas en el artículo 2° de esta ley, los requerirá al Comandante en Jefe Institucional, al General Director de Carabineros o al Director General de la Policía de Investigaciones, según corresponda.

Si la autoridad requerida deniega el acceso a la información, invocando alguna de las causales previstas en el artículo 2° de esta ley, el juez si estima indispensable la medida, elevará los antecedentes a la Corte Suprema para su conocimiento y resolución en cuenta.

En todo caso, en el evento de recibirse los antecedentes secretos o reservados por haberlos remitido el requerido o haberlo ordenado la Corte Suprema, el tribunal formará cuaderno separado del que se dará conocimiento a las partes solo en cuanto sirvan de fundamento de la acusación, sobreseimiento o sentencia definitiva. En los casos que estos antecedentes se hicieren valer ante los tribunales superiores, el Presidente del tribunal de oficio o a petición de parte dispondrá que la audiencia no sea pública.

Lo dispuesto en el inciso anterior, será aplicable aún cuando se hubiere cerrado el sumario o se hubiere dictado sentencia ejecutoriada.

En el evento que el tribunal requiera la entrada y registro en recintos militares o policiales, o la incautación de objetos, correspondencia, antecedentes o documentos que se encontraren en estos, y que se encuentren comprendidos en las situaciones previstas en el artículo 2° de esta ley, el juez oficiara al encargado del recinto quien elevara la solicitud al Comandante en Jefe Institucional, al General Director o Director General respectivamente, quienes podrán invocar alguna de las causales previstas en el artículo precitado para negar el acceso pudiendo el juez elevar los antecedentes a la Corte Suprema para su conocimiento y resolución en cuenta.".

ARTÍCULO SEGUNDO.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código de Justicia Militar:

1)
Sustitúyese el artículo 284 por el siguiente:

 "Artículo 284. El que amenazare a un miembro de las Fuerzas Armadas, en los términos de los artículos 296 y 297 del Código Penal, conociendo su calidad de tal y en razón del ejercicio de sus funciones, será castigado con el máximo de la pena o el grado máximo de las penas previstas en dichos artículos, según correspondiere.".

2) Suprímense en el inciso primero del artículo 333 la expresión "o a Carabineros de Chile".

3)Deróganse los artículos 404, 416, 416 bis, 416 ter y 417.

ARTÍCULO TERCERO.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:

1)
Modifícase el artículo 213 en el siguiente sentido:

a.- Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual a ser tercero:

"Cuando las conductas descritas en el inciso anterior digan relación con la autoridad o funciones de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, la pena será de presidio menor en su grado medio y multa de diez a veinte unidades tributarias mensuales.".

b.- Reemplázase en el actual inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, la frase "del delito que establece el inciso anterior" por "del delito sancionado en los incisos anteriores".

2) Intercálase en el Título VI del Libro Segundo, a continuación del artículo 268 quinquies, el siguiente párrafo 1 ter:

"& 1 ter. Atentados contra los miembros de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública o sus recintos o unidades

Artículo 268 sexies. El que matare a un miembro de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, que se encontrare en el ejercicio de sus funciones, será castigado con la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado.

Artículo 268 septies. El que hiriere, golpeare o maltratare de obra a un miembro de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, que se encontrare en el ejercicio de sus funciones, será castigado:

1° Con la pena de presidio mayor en su grado medio, si de resultas de las lesiones quedare el ofendido demente, inútil para el trabajo, impotente, impedido de algún miembro importante o notablemente deforme.

2° Con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, si las lesiones produjeren al ofendido enfermedad o incapacidad para el trabajo por más de treinta días.

3° Con presidio menor en sus grados medio a máximo, si le causare lesiones menos graves.

4° Con presidio menor en su grado mínimo o multa de once a veinte unidades tributarias mensuales, si le ocasionare lesiones leves.

Artículo 268 octies. Las penas establecidas en los artículos 395 y 396 de este Código, serán aumentadas en un grado cuando la víctima sea un miembro de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 268 nonies. El que amenazare a un miembro de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, en los términos de  los artículos 296 y 297 de este Código, conociendo su calidad de tal y en razón del ejercicio de sus funciones, será castigado con el máximo de la pena o el grado máximo de las penas previstas en dichos artículos, según correspondiere.

Artículo 268 decies. El que atentare por medio de explosivos, artefactos incendiarios, armas de fuego, elementos químicos, bacteriológicos, radioactivos, o cualquier otro medio contundente capaz de producir daños, contra un recinto o unidad policial, será castigado con la pena de presidio menor en su grado máximo.

Sin embargo, lo establecido en el inciso precedente, sólo tendrá lugar cuando el hecho no pueda considerarse como otro delito que merezca mayor pena.".

3) Intercálase en el Título VI del Libro II, a continuación del artículo 288 bis, el siguiente párrafo 8 bis:

"& 8 bis. Del uso, porte y posesión de elementos corporativos de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública

Artículo 288 ter. El que, sin derecho use o porte placa de servicio, tarjeta de identificación, uniforme, insignias, distintivos, timbres, sellos u otros elementos corporativos, correspondientes a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, sean verdaderos o falsificados y siempre que ello tenga por objeto inducir a engaño o a la comisión de un delito, será castigado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo a medio.

Igual pena se aplicará al que maliciosamente almacenare, distribuyere o comercializare en cualquier forma, con los fines previstos en el inciso anterior, alguna de las especies allí mencionadas.".

ARTÍCULO CUARTO.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Procesal Penal:

1)
Agrégase en el artículo 55 el siguiente inciso segundo:

 "Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, las calumnias e injurias en contra de miembros de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, serán siempre de acción penal pública.".

2) Intercálase en el inciso sexto del artículo 237, entre la palabra "artículos" y el número "361", lo siguiente: "268 sexies, 268 septies, números 1°, 2° y 3° , 268 octies, 268 decies,".

ARTÍCULO QUINTO.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 2.460, de 1979, Ley Orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile:

1)
Agrégase el siguiente numeral 9 en el artículo 10, pasando el actual a ser numeral 10:

"9.- Interponer querella criminal, previa autorización del Ministro del Interior y siempre que no se haya interpuesto querella por ese Ministerio, por los delitos contemplados en los artículos 268 sexies, 268 septies numerales 1° y 2°, 395 y 396 en relación con los artículos 268 octies y 288 ter del Código Penal; y artículo 18 de esta ley.".

2) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo  16:

a.- Sustitúyese la frase "Tarjeta de Identidad Policial" las tres veces que figura por "Tarjeta de Identificación Policial".

b.- Suprímese su inciso cuarto.

3) Deróganse los artículos 17, 17 bis, 17 ter y 17 quáter.

ARTÍCULO SEXTO.- A la autoridad marítima y su personal, en el desempeño de sus funciones de policía marítima, les serán aplicables los artículos 268 sexies y 268 septies del Código Penal y lo previsto en los artículos 410 y 411 del Código de Justicia Militar.

ARTÍCULO SÉPTIMO.- El empleado público, que en razón de su cargo, tomare conocimiento de antecedentes, instrumentos, documentos u objetos reservados o secretos previstos en esta ley, los revelare, difundiere o entregare, será sancionado con reclusión menor en su grado medio a máximo y suspensión del empleo por el término de la pena.

ARTÍCULO OCTAVO.- En el artículo 47 de la ley N° 18.948, Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas, sustitúyese la expresión ",y" con que termina su letra m) por un punto aparte (.) y agrégase la siguiente letra n), pasando la actual letra n) a ser la letra ñ):

"n) Interponer querella criminal, previa autorización del Ministro de Defensa, por los delitos previstos en el artículo 1° de la ley que establece disposiciones especiales sobre publicidad y reserva de las actuaciones en materia de delitos que son de conocimiento de la jurisdicción penal ordinaria, que puedan afectar directamente la seguridad de la Nación.".

ARTÍCULO NOVENO.- En el artículo 52 de la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, agrégase la siguiente letra p), pasando la actual letra p), a ser la letra q):

"p) Interponer querella criminal, previa autorización del Ministro del Interior y siempre que no se haya interpuesto querella por ese Ministerio, por los delitos contemplados en los artículos 268 sexies, 268 septies numerales 1° y 2°, 395 y 396 en relación con los artículos 268 octies y 288 ter del Código Penal; y los artículos 265, 267, 274 y 276 del Código de Justicia Militar.".

ARTÍCULO TRANSITORIO.- Los artículos 404, 416, 416 bis, 416 ter y 417 del Código de Justicia Militar y los artículos 17, 17 bis, 17 ter y 17 quáter del decreto ley N° 2.460, de 1979, Ley Orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile, respectivamente, continuarán vigentes para todos los efectos relativos a la persecución y condena de los delitos contemplados en sus disposiciones y perpetrados con anterioridad a la publicación de esta ley, sin perjuicio de las normas relativas a la pena, en que regirá lo dispuesto en el artículo 18 del Código Penal.".

******


Me permito hacer presente a V.E. que los artículos 3°, 4°, 6°, 7°, y 8° del ARTÍCULO PRIMERO, fueron aprobados, en general, con el voto favorable de 80 señores Diputados, en tanto  que en particular fueron aprobados con el voto a favor de 72, 81, 80 , 80 y 77 señores Diputados, respectivamente, en ambos casos de un total de 120 en ejercicio. En particular se incorporó un artículo transitorio al ARTÍCULO PRIMERO que fue aprobado con el voto favorable de 77 señores Diputados, de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República. Por su parte, los artículos 1°, 2°, 5°, 9°, 10 y 11 del ARTÍCULO PRIMERO, fueron aprobados, en general, con el voto conforme de 78 señores Diputados, en tanto que en particular fueron aprobados con el voto a favor de 80, 65, 65, 68, 61 y 62 señores Diputados, respectivamente, en todos los casos de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 66, inciso tercero de la Carta Fundamental.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.-Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, SOBRE CALIDAD Y EQUIDAD DE LA EDUCACIÓN

(7329-04)


Con motivo del Mensaje, Certificados y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


"Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº1, de 1997, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.070, que aprobó el Estatuto de los Profesionales de la Educación, y de las leyes que la complementan y modifican:


1. Sustitúyese en el artículo 1°, la frase "decreto con fuerza de ley Nº5, del Ministerio de Educación, de 1992" por la siguiente: "decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación".


2. Elimínase en el inciso primero del artículo 7º, la coma (,) que sigue a la expresión "para la función" y agrégase la siguiente frase "o del cumplimiento de los requisitos establecidos en el inciso final del artículo 24,".


3. Reemplázase la letra a) del inciso segundo del artículo 7° bis, por la siguiente:


"a) En el ámbito administrativo: organizar, supervisar y evaluar el trabajo de los docentes y del personal regido por la ley Nº 19.464. En el ejercicio de estas facultades podrá  proponer anualmente al sostenedor el término de la relación laboral de hasta un 5% de los docentes del respectivo establecimiento, siempre que hubieren resultado mal evaluados según lo establecido en los artículos 70 y  70 bis de esta ley; proponer al sostenedor el personal a contrata y de reemplazo, tanto docente como regido por la ley Nº 19.464; designar y remover a quienes ejerzan los cargos de Subdirector, Inspector General y Jefe Técnico del establecimiento de acuerdo a lo establecido en el artículo 34 C de esta ley; ser consultado en la selección de los profesores cuando vayan a ser destinados a ese establecimiento; proponer al sostenedor los incrementos de las asignaciones contempladas en el inciso primero del artículo 47 y las asignaciones especiales de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del mismo artículo; y promover una adecuada convivencia en el establecimiento.".


4. Reemplázase en el artículo 10 la frase "la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza" por la siguiente: "el decreto con fuerza de ley Nº2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 20.370, con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación".


5. Agrégase en el artículo 14, el siguiente inciso segundo, pasando el actual, a ser tercero:


”Los docentes tendrán derecho a ser consultados por el Director en la evaluación del desempeño de su función y la de todo el equipo directivo, así como en las propuestas que hará al sostenedor para mejorar el funcionamiento del establecimiento educacional.".


6. Intercálanse en el artículo 15, los siguientes incisos segundo y tercero, pasado el actual segundo, a ser cuarto:


”Los Consejos de Profesores deberán reunirse a lo menos una vez al mes, y sus reflexiones y propuestas quedarán registradas en un acta numerada de sus sesiones.


Los Consejos de Profesores participarán en la elaboración de la cuenta pública del Director, y en la evaluación de su gestión, de la del equipo directivo y de todo el establecimiento.".


7. Reemplázase en el inciso final del  artículo 21 la frase "comunicadas al Departamento Provincial de Educación correspondiente" por la siguiente: "determinadas por el sostenedor respectivo mediante resolución fundada. Ésta deberá publicarse en la página web del municipio o estar siempre disponible a quien lo solicite".


8. Derógase el artículo 23.


9. Modifícase el artículo 24 de la siguiente forma:


a) Reemplázase en el inciso segundo la frase "la Secretaría Regional Ministerial Educacional correspondiente" por la siguiente: "el director del establecimiento educacional con acuerdo del Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal".


b) Agrégase el siguiente inciso final:


"Asimismo, podrán incorporarse a la función docente directiva quienes estén en posesión de un título profesional o licenciatura de al menos 8 semestres y hayan ejercido funciones docentes al menos durante 3 años en un establecimiento educacional, sin  que les sea exigible el requisito establecido en el número 4 del inciso primero del presente artículo.".


10. Elimínase en el inciso final del artículo 25, la siguiente oración: ”Las vacantes para ejercer la función docente-directiva siempre serán provistas por concurso público y el nombramiento o designación tendrá una vigencia de cinco años.".


11. Elimínase en el inciso segundo del artículo 26, el adverbio "no".


12. Modifícase el artículo 28 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese en el inciso primero la expresión "dos veces" por la expresión "al menos una vez".


b) Elimínase el inciso segundo.


13. Reemplázase la letra a) del artículo 30 por la siguiente:


"a) Técnico pedagógica, con excepción de la de los Jefes Técnicos.".


14. Reemplázase el inciso segundo del artículo 31 por el siguiente:


"El secretario municipal de la respectiva comuna actuará como ministro de fe.".


15. Reemplázase el artículo 31 bis, por el siguiente:


"Artículo 31 bis.- Establécese el siguiente mecanismo de selección directiva para proveer las vacantes de los cargos de director de establecimientos educacionales:


Existirá una comisión calificadora integrada por el Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda; un miembro del Consejo de Alta Dirección Pública, creado en la ley Nº 19.882, o un representante de este Consejo elegido de una lista de profesionales de reconocido prestigio en el ámbito educacional aprobada por el propio Consejo; y un docente perteneciente a la misma dotación municipal que se desempeñe en otro establecimiento educacional elegido por sorteo. En este último caso, el docente deberá cumplir con alguno de los siguientes requisitos: pertenecer a la red de Maestros de Maestros o estar acreditado como Profesor de Excelencia Pedagógica, según lo dispuesto en la ley 19.715, o haber sido evaluado como profesor de desempeño destacado, de acuerdo a la evaluación dispuesta en el artículo 70 de esta ley.


Para efectos de conformar la comisión calificadora, en el caso que el municipio tenga un solo establecimiento educacional o que ningún docente de la dotación cumpla con los requisitos establecidos en el inciso anterior, el Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal lo elegirá por sorteo entre los pertenecientes a la dotación respectiva.


Estarán inhabilitados para formar parte de las comisiones calificadoras a que hace referencia el presente artículo quienes tengan, con cualquiera de los postulantes, una relación de parentesco hasta el segundo grado de consanguinidad y tercero por afinidad.


Los concursos a los cuales convocarán las respectivas municipalidades serán administrados por su Departamento de Administración de Educación Municipal o por la Corporación Municipal, según corresponda. Dichos organismos pondrán todos los antecedentes a disposición de la comisión calificadora.


Un reglamento establecerá las normas de constitución y funcionamiento de estas comisiones.".


16. Sustitúyese el artículo 32, por el siguiente:


"Artículo 32.- El Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda, deberá definir el perfil profesional del director, el que podrá considerar los siguientes aspectos: las competencias, aptitudes y certificaciones pertinentes que deberán cumplir los candidatos. Estos perfiles deberán ser aprobados por el sostenedor. Para estos efectos, el Ministerio de Educación creará un banco de perfiles profesionales de acuerdo a las necesidades de los distintos tipos de establecimientos educacionales que deberán estar siempre disponibles en su página web.

El Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda, convocará a un concurso de selección público abierto, de amplia difusión, que se comunicará a través de la página web de la respectiva municipalidad o en un diario de circulación nacional. En estos anuncios se informará, a lo menos, el perfil profesional, las competencias y aptitudes requeridas para desempeñar el cargo, el nivel referencial de remuneraciones, el plazo para la postulación y la forma en que deberán acreditarse los requisitos.


En la misma fecha de la publicación mencionada en el inciso anterior, las convocatorias serán comunicadas al Ministerio de Educación con el objeto que sean ingresadas en un registro público que el Ministerio administrará para apoyar la difusión de los concursos.


Asimismo, desde la fecha de publicación del concurso, deberá estar disponible para todos los interesados la proposición de convenio de desempeño a que hace referencia el artículo 33.".


17. Agrégase el artículo 32 bis:


"Artículo 32 bis.- La selección será un proceso técnico de evaluación de los candidatos que incluirá, entre otros aspectos, la verificación de los requisitos solicitados en el perfil definido en el artículo anterior, entrevistas a los candidatos y la evaluación de los factores de mérito, de liderazgo y de las competencias específicas, cuya ponderación será determinada por cada sostenedor.


El proceso de evaluación deberá considerar el apoyo de asesorías externas registradas en la Dirección Nacional del Servicio Civil, con la finalidad de preseleccionar los candidatos que serán entrevistados por la comisión calificadora. Estas asesorías deberán ser elegidas por el miembro de la comisión calificadora del Consejo de Alta Dirección Pública, creado en la ley Nº 19.882, o su representante y podrán ser financiadas de acuerdo a lo establecido en el artículo 3° de la Ley de Calidad y Equidad de la Educación.


Con posterioridad, la comisión calificadora deberá entrevistar a cada uno de los candidatos preseleccionados, proceso para el cual podrá contar con apoyo externo. Luego de ello, la comisión calificadora deberá presentar un informe con la nómina de los postulantes seleccionados. Dicha nómina contará con un mínimo de tres y un máximo de cinco candidatos, los que serán presentados al sostenedor quien podrá nombrar a cualquiera de ellos o declarar desierto el proceso de selección, caso en el cual se realizará un nuevo concurso.


En aquellas comunas que tengan menos de diez mil habitantes el número de integrantes de la nómina podrá contener dos candidatos si no hubiera más postulantes que cumplan con los requisitos.


El nombramiento del director del establecimiento educacional tendrá una duración de cinco años, sin perjuicio de lo señalado en el artículo 34 de la presente ley.


Si el director designado renunciare dentro de los dos meses siguientes a su nombramiento, el sostenedor podrá designar a otro de los integrantes de la nómina presentada por la comisión calificadora para dicho cargo, sin necesidad de llamar a un nuevo concurso.


Un reglamento determinará los requisitos y las tareas que deberá cumplir la asesoría externa en el proceso de preselección, considerando la matrícula, la ruralidad y otras características del establecimiento educacional respectivo.".


18. Sustitúyese el artículo 33, por el siguiente:


"Artículo 33.- Dentro del plazo máximo de treinta días contado desde su nombramiento definitivo, los directores de establecimiento educacionales suscribirán con el respectivo sostenedor o con el representante legal de la respectiva Corporación Municipal un convenio de desempeño.


Este convenio será público y en él se incluirán las metas anuales estratégicas de desempeño del cargo durante el periodo y los objetivos de resultados a alcanzar por el director anualmente, con los correspondientes indicadores, medios de verificación y supuestos básicos en que se basa el cumplimiento de los mismos así como las consecuencias de su cumplimiento e incumplimiento.


Asimismo, el convenio de desempeño deberá regular la forma de ejercer las atribuciones que la letra a) del artículo 7° bis de esta ley, entrega a los directores.


Los convenios tendrán una duración de 5 años contados desde el nombramiento del director del establecimiento educacional, al término de los cuales se deberá efectuar un nuevo concurso, en el que podrá postular el director en ejercicio. Estos concursos deberán realizarse con la anticipación necesaria para que el cargo no quede vacante.


En caso de que sea necesario reemplazar al director del establecimiento, ya sea por su ausencia o por encontrarse vacante el cargo, dicho reemplazo no podrá prolongarse más allá de seis meses desde que dejó de ejercer sus funciones, al cabo de los cuales obligatoriamente deberá llamarse a concurso.".


19. Reemplázase el artículo 34, por el siguiente:


"Artículo 34.- El Director del establecimiento educacional deberá informar al sostenedor, al Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal y a la comunidad escolar, en diciembre de cada año, el grado de cumplimiento de las metas y los objetivos establecidos en los convenios de desempeño. Asimismo, le informará de las alteraciones que se produzcan en los supuestos acordados, proponiendo los cambios y ajustes pertinentes a los objetivos iniciales. De mutuo acuerdo entre las partes podrá modificarse dicho convenio.


Corresponderá al Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda, determinar el grado de cumplimiento de los objetivos acordados.


El Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal con aprobación del sostenedor podrá pedir la renuncia anticipada del director cuando el grado de cumplimiento de los objetivos acordados en el convenio de desempeño sean insuficientes de acuerdo a los mínimos que establezca. En este caso se deberá realizar un nuevo concurso sin perjuicio de lo establecido en el inciso cuarto del artículo 33.".


20. Agréganse los siguientes artículos:


"Artículo 34 A.- Los profesionales que hayan pertenecido a la respectiva dotación antes de asumir al cargo de director de establecimiento educacional, y  el cese de funciones se produzca por petición de renuncia, antes de concluir el plazo de nombramiento, y no concurra una causal derivada de su responsabilidad administrativa, civil o penal, podrá continuar desempeñándose en la dotación docente en caso de que exista disponibilidad, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º de esta ley, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación Municipal, sin derecho a la asignación establecida en el artículo 51 de esta ley. En el caso de que no exista disponibilidad en la respectiva dotación o cuando por resolución del sostenedor se determine que deba dejar de pertenecer a la dotación municipal, tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes por cada año de servicio en la respectiva municipalidad o corporación, o fracción superior a seis meses, con un máximo de once descontada la asignación establecida en el artículo 51 de esta ley.


Cuando la causal de término de la relación laboral referida en el inciso anterior se aplique a profesionales que no pertenecían a la respectiva dotación docente tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de seis y un mínimo de uno, descontada la asignación establecida en el artículo 51 de esta ley.


Artículo 34 B.- En los casos en que el director del establecimiento educacional haya pertenecido a la respectiva dotación docente al asumir dicho cargo, y termine el periodo de su nombramiento sin que vuelva a postular al concurso o en caso de que lo pierda, podrá continuar desempeñándose en la respectiva dotación docente en caso de que exista disponibilidad, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º de esta ley en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación Municipal, sin derecho a la asignación establecida en el artículo 51 de esta ley. En el caso de que no exista disponibilidad en la respectiva dotación o cuando por resolución del sostenedor se determine que deba dejar de pertenecer a la dotación municipal, tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes por cada año de servicio en la respectiva municipalidad o corporación, o fracción superior a seis meses con un máximo de once.


Cuando la causal de término de la relación laboral referida en el inciso anterior se aplique a profesionales que no pertenecían a la respectiva dotación docente tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de seis y un mínimo de uno.


Artículo 34 C.- Los profesionales de la educación que cumplan funciones de Subdirector, Inspector General y Jefe Técnico serán de exclusiva confianza del director del establecimiento educacional. Atendidas las necesidades de cada establecimiento educacional, el director podrá optar por no asignar todos los cargos a que hace referencia este inciso. En todo caso, quienes se desempeñen en estas funciones deberán cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 24 de esta ley.


El director podrá nombrar en los cargos mencionados en el inciso anterior a profesionales que pertenezcan a la dotación docente de la comuna respectiva. Tratándose de profesionales externos a la dotación docente de la comuna, el director del establecimiento educacional requerirá de la aprobación del sostenedor para efectuar sus nombramientos.


Cuando cesen en sus funciones los profesionales que hayan pertenecido a la respectiva dotación docente al asumir los cargos a que se refiere este artículo, y no concurra una causal derivada de su responsabilidad administrativa, civil o penal, el sostenedor podrá optar entre que continúen desempeñándose en ella en caso de que exista disponibilidad, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º de esta ley en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación Municipal sin derecho a la asignación establecida en el artículo 51 de esta ley; o a poner término a su relación laboral con  una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de once descontada la asignación que establece el artículo 51 de esta ley.


En los casos en que los profesionales no hayan pertenecido a la respectiva dotación, sólo tendrán derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses con un máximo de seis y un mínimo de uno.


Artículo 34 D.- Los Jefes de los Departamentos de Administración de Educación Municipal, sea cual fuere su denominación, serán nombrados mediante un concurso público.


Dichos funcionarios serán nombrados por el sostenedor entre cualquiera de quienes integren la nómina propuesta por el Sistema de Alta Dirección Pública mediante un procedimiento análogo al establecido para el nombramiento de Altos Directivos Públicos de segundo nivel jerárquico. La administración de este proceso corresponderá y será de cargo del Consejo de Alta Dirección Pública.


Para estos efectos se constituirá una comisión calificadora que estará integrada por el sostenedor o su representante; un miembro del Consejo de Alta Dirección Pública, creado en la ley Nº 19.882, o un representante de este Consejo elegido de una lista de profesionales aprobada por el propio Consejo; y un director de establecimiento educacional municipal de la respectiva comuna que haya sido electo por el sistema establecido en esta ley, el cual será elegido por sorteo. En caso de no existir directores que cumplan con estas características, el sorteo se realizará entre los directores de todos los establecimientos municipales de la comuna.


Artículo 34 E.- El sostenedor deberá definir el perfil profesional, el que deberá considerar las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los desafíos del cargo. 


A estos concursos podrán postular aquellos profesionales que estén en posesión de un título profesional o licenciatura de al menos ocho semestres. En los casos en que la persona nombrada como Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal no sea profesional de la educación, dicho Departamento deberá contar con la asesoría de un docente encargado del área técnico-pedagógica.


Desde la fecha de publicación del concurso, deberá estar disponible para todos los interesados la proposición de convenio de desempeño.


Si el Jefe del Departamento de Administración de Educación  Municipal renunciare dentro de los dos meses siguientes a su nombramiento, el sostenedor podrá designar a otro de los integrantes de la terna presentada por la comisión calificadora para dicho cargo, sin necesidad de llamar a un nuevo concurso.


Artículo 34 F.- Dentro del plazo máximo de treinta días contado desde su nombramiento definitivo, los Jefes del Departamento de Administración de Educación Municipal suscribirán el convenio de desempeño con el respectivo sostenedor.


Este convenio será público y en él se incluirán las metas anuales estratégicas de desempeño del cargo durante el periodo y los objetivos de resultados a alcanzar anualmente, con los correspondientes indicadores, medios de verificación y supuestos básicos en que se basa el cumplimiento de los mismos así como las consecuencias de su cumplimiento e incumplimiento. De mutuo acuerdo entre las partes podrá modificarse dicho convenio.


El Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal deberá informar al sostenedor y al concejo municipal anualmente el grado de cumplimiento de las metas y los objetivos. Asimismo, le informará de las alteraciones que se produzcan en los supuestos acordados, proponiendo los cambios y ajustes pertinentes a los objetivos iniciales.


Los nombramientos tendrán una duración de 5 años, al término de los cuales se deberá efectuar un nuevo concurso, en el que podrá postular el titular en ejercicio. Estos concursos deberán realizarse con la anticipación necesaria para que el cargo no quede vacante.


El sostenedor determinará anualmente el grado de cumplimiento de los objetivos acordados en el convenio de desempeño. Cuando éstos sean insuficientes de acuerdo a los mínimos establecidos podrá pedir la renuncia anticipada del Jefe del Departamento Administración de Educación Municipal. En estos casos se deberá realizar un nuevo concurso.


En caso de que sea necesario reemplazar al Jefe del Departamento de Administración de Educación  Municipal, ya sea por su ausencia o por encontrarse vacante el cargo, dicho reemplazo no podrá prolongarse más allá de seis meses desde que dejó de ejercer sus funciones, al cabo de los cuales obligatoriamente deberá llamarse a concurso.


Artículo 34 G.- Los Jefes del Departamento de Administración de Educación Municipal gozarán de una asignación de administración de educación municipal.


Esta asignación se aplicará sobre la remuneración básica mínima nacional para docentes de enseñanza media y alcanzará los siguientes porcentajes mínimos de acuerdo a la matrícula municipal total de la comuna. En caso de que ésta sea de 399 o menos alumnos, será de un 25%; en caso de que sea de entre 400 y 799 alumnos, la asignación será de un 75%; en caso de que sea de 800 a 1199 alumnos, dicha asignación será de un 150%; y si tuviese una matrícula total de 1200 o más alumnos será de un 200%.


La asignación establecida en el inciso anterior, se calculará anualmente considerando el promedio de la asistencia media del año anterior que reciba subvención escolar.


Artículo 34 H.- Los profesionales que hayan pertenecido a la respetiva dotación antes de asumir al cargo de Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal, y el cese de sus funciones se produzca por petición de renuncia, antes de concluir el plazo de nombramiento y no concurra una causal derivada de su responsabilidad administrativa, civil o penal podrá continuar desempeñándose en la dotación docente en caso de que exista disponibilidad, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º de esta ley, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación Municipal, sin derecho a la asignación establecida en el artículo 34 G de esta ley. En el caso de que no exista disponibilidad en la respectiva dotación o cuando por resolución del sostenedor se determine que deba dejar de pertenecer a la dotación municipal, tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes por cada año de servicio en la respectiva municipalidad o corporación, o fracción superior a seis meses con un máximo de once descontada la asignación establecida en el artículo 34 G de esta ley.


Cuando la causal de término de la relación laboral referida en el inciso anterior se aplique a profesionales que no pertenecían a la respectiva dotación docente tendrán derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de seis y un mínimo de uno, descontada la asignación establecida en el artículo 34 G.


Artículo 34 I.- En los casos en que el Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal haya pertenecido a la respectiva dotación docente al asumir dicho cargo, y termine el periodo de su nombramiento sin que vuelva a postular al concurso o en caso de que lo pierda, podrá continuar desempeñándose en la respectiva dotación docente si existe disponibilidad, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º de esta ley en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación Municipal, sin derecho a la asignación establecida en el artículo 34 G de esta ley. En el evento de que no exista disponibilidad en la respectiva dotación o cuando por resolución del sostenedor se determine que deba dejar de pertenecer a la dotación municipal, tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes por cada año de servicio en la respectiva municipalidad o corporación, o fracción superior a seis meses con un máximo de once.


Cuando la causal de término de la relación laboral referida en el inciso anterior se aplique a profesionales que no pertenecían a la respectiva dotación docente tendrán derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de seis y un mínimo de uno.


Artículo 34 J.- En aquellas comunas que tengan menos de 1200 alumnos matriculados en establecimientos educacionales municipales, los concursos para Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal serán convocados y administrados por las municipalidades. Ésta pondrá todos los antecedentes a disposición de la comisión calificadora.


La selección del Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal deberá someterse al procedimiento establecido para la selección de directores de establecimientos educacionales, contemplado en los artículos 31 bis y siguientes de esta ley, con excepción de la integración de la composición de la comisión calificadora. En estos casos dicha comisión deberá estar compuesta por el sostenedor o su representante; un miembro del Consejo de Alta Dirección Pública, creado en la ley Nº 19.882, o un representante de este Consejo elegido de una lista de profesionales aprobada por éste; y un director de establecimiento educacional municipal de la respectiva comuna que haya sido designado por el sistema establecido en esta ley, el cual será elegido por sorteo. En caso de no existir directores que cumplan con estas características, el sorteo se realizará entre los directores de todos los establecimientos municipales de la comuna.


En las situaciones a que se refiere este artículo, el número de integrantes de la nómina podrá contener dos candidatos si no hubiera más postulantes que cumplan con los requisitos.".


21. Elimínase en el inciso segundo del artículo 46 la frase:


"El reglamento y sus modificaciones serán comunicados a la Dirección Provincial de Educación.".


22. Elimínase el punto final (.) del inciso segundo del artículo 47 y agrégase la siguiente frase "y a la evaluación que realicen según lo establecido en el artículo 70 bis.".


23. Modifícase el artículo 51 de la siguiente forma:


a) En el inciso primero reemplázase la frase "hasta los siguientes porcentajes máximos" por la siguiente frase: "los siguientes porcentajes mínimos".


b) En el inciso segundo agrégase a continuación de la palabra "cuenta" la expresión ", entre otras,".


c) Agréganse los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto y sexto:


"Tratándose de establecimientos educacionales con una matrícula total de entre 400 y 799 alumnos la asignación para su director será de un 45%. Si el establecimiento tuviese una matrícula total de más de 800 a 1199 alumnos dicha asignación será de un 90% y si tuviese una matrícula total de 1200 o más alumnos será de un 120%. Con todo, en el caso de establecimientos educacionales con una matrícula total de hasta 150 alumnos la asignación de responsabilidad directiva y de responsabilidad técnico pedagógica no podrá exceder los porcentajes establecidos en el inciso primero. Tratándose de establecimientos educacionales con una matrícula superior a 150 alumnos e inferior a 400, la asignación del director no podrá exceder de 45%.  


La asignación establecida en el inciso anterior, se calculará anualmente considerando el promedio de la asistencia media del año anterior que reciba subvención escolar.


Los establecimientos educacionales de alta concentración de alumnos prioritarios, recibirán las siguientes asignaciones adicionales: en los establecimientos educacionales con una matrícula total de entre 400 y 799 alumnos, la asignación para su director será de un 30%. Si el establecimiento tuviese una matrícula total de más de 800 a 1199 alumnos, dicha asignación será de un 60%, y si tuviese una matrícula total de 1200 o más alumnos, será de un 80%. Para estos efectos, se entenderá por establecimiento educacional de alta concentración de alumnos prioritarios, aquellos que tengan, al menos, un 60% de concentración de alumnos prioritarios de acuerdo a la ley N° 20.248, hayan o no suscrito el convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa a que se refiere dicha ley.


En ningún caso los profesionales que desempeñen cargos directivos y técnico-pedagógicos de un establecimiento educacional podrán percibir asignaciones mayores a las del director del mismo establecimiento.".


24. Modifícase el artículo 70 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el inciso séptimo, por el siguiente: 


"Cada vez que un profesional de la educación resulte evaluado con desempeño básico o insatisfactorio deberá ser sometido al año siguiente a una nueva evaluación. Si es calificado con desempeño insatisfactorio, el sostenedor podrá exigirle que deje la responsabilidad de curso para trabajar durante el año en su plan de superación profesional, debiendo el empleador asumir el gasto que representa el reemplazo del docente en aula. Si el desempeño en el nivel insatisfactorio se mantuviera en la segunda evaluación consecutiva, el profesional de la educación dejará de pertenecer a la dotación docente. Sin perjuicio de lo anterior, si resulta evaluado con desempeño básico o insatisfactorio durante cuatro años consecutivos, dejará de pertenecer a la dotación docente. Durante este periodo el sostenedor podrá exigirle trabajar durante el año en su plan de superación profesional, debiendo el empleador asumir el gasto que representa el reemplazo del docente en aula.". 


b) Agrégase el siguiente inciso octavo, pasando el octavo a ser noveno y así sucesivamente:


"Para los efectos de lo dispuesto en el inciso segundo letra a) del artículo 7° bis de esta ley, se entenderá por mal evaluado a quienes resulten evaluados con desempeño insatisfactorio o básico.".


25. Sustitúyese el artículo 70 bis, por el siguiente:


"Artículo 70 bis.- Sin perjuicio de la evaluación docente establecida en el artículo 70, los sostenedores podrán crear y administrar  sistemas de evaluación que complementen a los mecanismos establecidos en esta ley para los docentes que se desempeñen en funciones de docencia de aula.


Asimismo, podrán evaluarse mediante estos sistemas quienes no ejerzan funciones de docencia de aula y quienes se desempeñen en funciones en los Departamentos de Administración de Educación Municipal.


Los mecanismos, instrumentos y la forma de ponderar los resultados de la evaluación deberán ser validados por la Agencia de la Calidad de la Educación, basarse en instrumentos objetivos y transparentes y podrán ser llevados a cabo directamente o a través de terceros. La Agencia de la Calidad de la Educación podrá verificar que la implementación de la evaluación se adecue a lo previamente validado.


En virtud de la evaluación a que se que refiere este artículo el director del establecimiento educacional, en los casos de los docentes que hubieren resultado mal evaluados, podrá hacer uso de la facultad contemplada en el inciso tercero letra a) del artículo 7 bis de esta ley. Para estos efectos se entenderá por mal evaluado, como máximo, a los docentes que se encuentren dentro del tercio de menor calificación, independiente de los resultados que hubiesen obtenido en la evaluación establecida en el artículo 70.".


26. Modifícase el artículo 72 de la siguiente forma:


a) En el inciso primero:


i. Reemplázase la letra b), por la siguiente:


"b) Por falta de probidad, conducta inmoral, establecidas fehacientemente en un sumario, de acuerdo al procedimiento establecido en los artículos 127 al 143 de la ley N° 18.883, en lo que fuere pertinente, considerándose las adecuaciones reglamentarias que correspondan.


En el caso que se trate de una investigación o sumario administrativo que afecte a un profesional de la educación, la designación del fiscal recaerá en un profesional de la respectiva Municipalidad o Departamento de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, designado por el sostenedor.".


ii. Agrégase en la letra c), el siguiente párrafo segundo: 


"Se entenderá por no concurrencia en forma reiterada la inasistencia del trabajador a sus labores sin causa justificada durante dos días seguidos, dos lunes en el mes o un total de tres días durante igual período de tiempo.".


iii. Agrégase el siguiente párrafo segundo a la letra h):


"Se entenderá por salud incompatible, haber hecho uso de licencia médica en un lapso continuo o discontinuo superior a seis meses en los últimos dos años, exceptuando las licencias por accidentes del trabajo, enfermedades profesionales o por maternidad.".


iv. Agrégase la siguiente letra l):


"l) Por disposición del sostenedor, a proposición del director del establecimiento en el ejercicio de la facultad contemplada en el inciso tercero letra a) del artículo 7° bis de esta ley, tratándose de los docentes mal evaluados en virtud de lo dispuesto en los artículos 70 y 70 bis de esta ley. Para estos efectos, los establecimientos que contaren con menos de 20 docentes podrán poner término anualmente a la relación laboral de un docente.".


b) En el inciso segundo:


i. Reemplázase la letra "i)" por la letra "j)" y sustitúyese la conjunción "e", que la antecede por "y".


ii. Elimínase la siguiente frase final: "Corresponderá igual derecho a los Directores de establecimientos educacionales, que en virtud del artículo 32 de esta ley hayan terminado sus funciones como tales, cuando postulen, en posteriores concursos, a desempeñar un empleo correspondiente a alguna de las funciones señaladas en el artículo 5º.". 


c) Agrégase el siguiente inciso final:


"Los profesionales de la educación que terminen su relación laboral por las causales establecidas en las letras b) y c) precedentes, dejarán de ejercer sus funciones en el establecimiento respectivo de manera inmediata, sin esperar los resultados del sumario. No obstante ello, si el profesional de la educación destituido resultare absuelto en el sumario que se hubiere sustanciado, deberá ser reincorporado a la respectiva dotación docente, caso en el cual conservará todos sus derechos y beneficios legales y previsionales, como si hubiere estado en actividad.".


27. Modifícase el artículo 73, de la siguiente forma:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, la letra "i)" por la letra "j)".


b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


"Para determinar al profesional de la educación que, desempeñando horas de una misma asignatura o de igual nivel y especialidad de enseñanza, al que en virtud de lo establecido en el inciso anterior deba ponérsele término a su relación laboral, se deberá proceder, en primer lugar, con quienes tengan sesenta o más años si son mujeres o sesenta y cinco o más años si son hombres, y no se encuentren calificados como destacados o competentes; en segundo lugar, con los profesionales que se encuentren en edad de jubilar, independiente de su calificación. Se proseguirá con los profesionales que, no encontrándose en edad de jubilar, sean calificados como insatisfactorios o básicos; en seguida, con quienes tengan salud incompatible para el desempeño de la función, en los términos señalados en la letra h) del artículo 72; finalmente, se ofrecerá la renuncia voluntaria a quienes se desempeñan en la misma asignatura, nivel o especialidad de enseñanza en que se requiere disminuir horas, si lo anterior no fuere suficiente. Lo anterior será independiente de la calidad de titulares o contratados de los docentes.".


c) Suprímense los incisos tercero y cuarto.


28. Agrégase el siguiente artículo 73 bis:


"Artículo 73 bis.- Los docentes que dejen de pertenecer a la dotación docente como consecuencia de la causal establecida en la letra g) del artículo 72 de la presente ley, tendrán derecho a una bonificación de cargo del Ministerio de Educación. Los docentes que dejen de pertenecer a la dotación docente como consecuencia de la causal establecida en la letra l) del artículo 72 de la presente ley, tendrán derecho a una bonificación de cargo del  empleador. En ambos casos, esta bonificación se calculará de la siguiente forma:


a) Si el promedio mensual de las 12 últimas remuneraciones anteriores al mes en que el profesional de la educación dejó de pertenecer a la dotación docente del sector municipal es inferior a 14,32 unidades tributarias mensuales, el bono será de 79,58 unidades tributarias mensuales.


b) Si el promedio de remuneraciones señalado en la letra anterior es igual o superior a 14,32 unidades tributarias mensuales e inferior a 19,10 unidades tributarias mensuales, el bono será de 120,97 unidades tributarias mensuales.


c) Si el promedio de remuneraciones señalado en la letra a) es igual o superior a 19,10 unidades tributarias mensuales e inferior a 23,87 unidades tributarias mensuales, el bono será de 135,29 unidades tributarias mensuales.


d) Si el promedio de remuneraciones antes señalado es igual o superior a 23,87 unidades tributarias mensuales el bono será de 143,25 unidades tributarias mensuales.


Sin perjuicio de lo anterior, si el profesional hubiese pactado con su empleador una indemnización a todo evento conforme al Código del Trabajo, tendrá derecho a la indemnización pactada si ésta fuese mayor.


Los profesionales de la educación que deban ser evaluados de conformidad al artículo 70 de esta ley, y se negaren a ello sin causa justificada, se presumirán evaluados en el nivel de desempeño insatisfactorio, no tendrán derecho a los planes de superación profesional, mantendrán su responsabilidad de curso y la obligación de evaluarse al año siguiente.


Quienes se hayan negado a ser evaluados de acuerdo a los mecanismos establecidos en los artículos 70 ó 70 bis de la presente ley no tendrán derecho a bonificación o indemnización alguna.



Este bono se pagará por una sola vez a los profesionales de la educación señalados en este artículo, en el mes subsiguiente a aquel en que dejen de pertenecer a la dotación docente del sector municipal, no será imponible ni tributable, será incompatible con cualquier otro beneficio homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento.".


29. Reemplázase el inciso primero del artículo 74, por el siguiente:


"Dentro de los 5 años siguientes a la percepción de las indemnizaciones a que se refieren los artículos 73 y 73 bis, el profesional de la educación que la hubiere recibido, sea en forma parcial o total, no podrá ser incorporado a la dotación docente de la misma Municipalidad o Corporación.".


30. Reemplázase en el inciso primero del artículo 75, la frase "refiere el artículo 73" por la siguiente "refieren los artículos 73 y 73 bis".



31. Eliminánse del artículo 77 sus incisos segundo y tercero.


Artículo 2º.- Reemplázase el artículo 15 de la ley N° 19.715 por el siguiente:


"Artículo 15.- La Asignación de Excelencia Pedagógica se pagará a los docentes de aula, conforme a tramos a los que accederán de acuerdo al resultado que hayan obtenido en la evaluación que da origen a esta asignación y el grado de concentración de alumnos prioritarios del establecimiento en que se desempeñe. Para estos efectos, se entenderá por establecimiento educacional de alta concentración de alumnos prioritarios, aquellos que tengan, al menos, un 60% de concentración de alumnos prioritarios de acuerdo a la ley N° 20.248, hayan o no suscrito el convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa a que se refiere dicha ley.


Esta asignación tendrá el carácter de imponible y tributable y tendrá una duración de 4 años contados desde el mes de marzo del año de la postulación, salvo que, con anterioridad al término de los 4 años, el profesional obtenga una nueva acreditación en el mismo u otro tramo, caso en el cual comenzará a regir un nuevo período de 4 años.".


Artículo 3º.- Créase un fondo para el financiamiento de las asesorías externas para efectos de implementar el mecanismo de selección directiva establecidas en el artículo 31 bis del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación.


Un reglamento determinará los requisitos para acceder a estos recursos y su forma de distribución.


El Fondo a que se refiere este artículo tendrá una duración de 5 años contados desde la entrada en vigencia de esta ley.


Artículo 4°.- Créase por una sola vez una asignación denominada "bono especial para docentes jubilados", en adelante el bono, con el objeto de reconocer a aquellos docentes que se encuentren jubilados a diciembre de 2010.


Tendrán derecho a percibir este bono aquellos profesionales de la educación que registren 300 o más meses de cotizaciones continuas o discontinuas en uno o más de los sistemas de pensiones en Chile y que hayan trabajado por un mínimo de 10 años en establecimientos educacionales fiscales o en establecimientos municipales administrados directamente o a través de corporaciones municipales y que la suma de sus pensiones y beneficios previsionales sean inferiores o iguales a $250.000 mensuales brutos. Para estos efectos se considerarán todo tipo de pensiones y beneficios previsionales, cualquiera sea su naturaleza y origen. Se calcularán en base al valor promedio que la suma de ellos hayan tenido en los últimos 6 meses.


En los casos en que la suma de las pensiones y beneficios previsionales sean inferiores o iguales a $150.000 mensuales brutos serán beneficiarios de un bono único de $2.000.000.


En los casos en que la suma de las pensiones y beneficios previsionales sean superiores a $150.000 y menores o iguales a $ 200.000 mensuales brutos, serán beneficiarios de un bono único de $1.500.000.  Tratándose de pensiones y beneficios previsionales cuyas sumas sean superiores a $200.000 y menores o iguales a $250.000, serán beneficiarios de un bono único de $1.000.000.


El bono precedente no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.  No serán beneficiarios de este bono quienes hayan obtenido beneficios superiores a los $2.000.000 por la aplicación de cualquiera de las siguientes disposiciones: con lo establecido en los artículos segundo y tercero transitorio de la ley Nº 20.158; con lo establecido en el artículo sexto transitorio de la ley Nº 19.933; con lo establecido en el artículo tercero transitorio de la ley Nº 19.715; con lo establecido en la ley 19.504, y con lo establecido en los artículos 8° y 9° transitorios de la ley Nº 19.410.


El mecanismo de acreditación de los requisitos establecidos para el otorgamiento de este bono, su forma de implementación y de pago será fijado a través de un reglamento del Ministerio de Educación suscrito por el Ministerio de Hacienda.


No existirán beneficiarios de este bono en caso de fallecimiento del profesional de la educación que podría haber sido causante del beneficio, siendo este intransmisible.


Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 2, 1998, del Ministerio de Educación, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales:


1. Modifícase el artículo 9°, en el siguiente sentido:


i. Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:


"Artículo 9°.- El valor unitario mensual de la subvención por alumno para cada nivel y modalidad de la enseñanza, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), corresponderá al siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en U.S.E. factor artículo 9°(incluye incrementos fijados por leyes Nos. 19.662 y 19.808)
	Valor de la subvención en U.S.E. por aplicación del factor artículo 7º ley Nº 19.933
	Valor de la subvención en U.S.E.

	Educación Parvularia (1° Nivel de Transición)
	1,74265
	0,17955
	1,9222

	Educación Parvularia (2° Nivel de Transición)
	1,74265
	0,17955
	1,9222

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	1,74658
	0,17997
	1,92655

	Educación General Básica (7° y 8°)
	1,89565
	0,19546
	2,09111

	Educación Especial Diferencial
	5,79658
	0,59727
	6,39385

	Necesidades Educativas Especiales de carácter Transitorio
	4,96143
	0,59727
	5,5587

	Educación Media Humanístico- Científica
	2,11678
	0,21818
	2,33496

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,13727
	0,32402
	3,46129

	Educación Media Técnico- Profesional Industrial
	2,4474
	0,25252
	2,69992

	Educación Media Técnico- Profesional Comercial y Técnica
	2,19518
	0,22634
	2,42152

	Educación Básica de Adultos (Primer Nivel)
	1,29547
	0,13317
	1,42864

	Educación Básica de Adultos (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,71879
	0,13317
	1,85196

	Educación Básica de Adultos con oficios (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,93046
	0,13317
	2,06363

	Educación Media Humanístico- Científica de adultos (Primer Nivel y Segundo Nivel)
	2,0946
	0,18363
	2,27823

	Educación Media Técnico- Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Primer Nivel)
	2,36078
	0,18363
	2,54441

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,89313
	0,18363
	3,07676

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Primer Nivel)
	2,1371
	0,18363
	2,32073

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,22211
	0,18363
	2,40574

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Comercial y Técnica (Primer Nivel, Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,0946
	0,18363
	2,27823



ii. Sustitúyese el inciso noveno, por el siguiente:


"En el caso de los establecimientos educacionales que operen bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, el valor unitario mensual por alumno, para los niveles y modalidades de enseñanza que se indican, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será el siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en factor artículo 9° en U.S.E. (incluye incrementos fijados por leyes Nºs. 19.662 y 19.808)
	Valor de la subvención en U.S.E. factor  artículo 7º ley Nº 19.933
	Valor de la subvención en U.S.E.

	Educación General Básica 3º a 8º años
	2,43079
	0,24655
	2,67734

	Educación Media Humanístico-Científica
	2,90192
	0,29481
	3,19673

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,91566
	0,40013
	4,31579

	Educación Media Técnico- Profesional Industrial
	3,06363
	0,31177
	3,3754

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	2,90192
	0,29481
	3,19673



iii) Reemplázase el inciso undécimo, por el siguiente:


"Los establecimientos educacionales que atiendan alumnos de educación especial de 3º a 8º años, o su equivalente, beneficiarios de la subvención especial diferencial, correspondientes a las discapacidades que el reglamento autorice para operar bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, tendrán derecho a percibir, en caso de funcionar bajo el referido régimen, una subvención mensual cuyo valor unitario por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será de 7,39674 más el factor del artículo 7º de la ley Nº 19.933 que corresponde a 0,74991 U.S.E., en total 8,14665 U.S.E. En el caso de los alumnos de educación especial beneficiarios de la subvención de Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio, integrados en un establecimiento de enseñanza regular que funcione en régimen de jornada escolar completa, el valor unitario de la subvención educacional (U.S.E.) por alumno será de 6,33267 más el factor del artículo 7º de la ley Nº 19.933, que corresponde a 0,74991 U.S.E, en total 7,08258 U.S.E.".


2) Modifícase el artículo 12, en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese el inciso cuarto, por el siguiente:


"No obstante, aquellos establecimientos rurales que al 30 de junio de 2004 estén ubicados en zonas limítrofes o de aislamiento geográfico extremo y tengan una matrícula igual o inferior a 17 alumnos percibirán una subvención mínima de 55,32110 unidades de subvención educacional (U.S.E.), más el factor del artículo 7º de la ley Nº 19.933, que corresponde a 5,18320 U.S.E., en total 60,50430 U.S.E., y el incremento a que se refiere el artículo 11. Los establecimientos a que se refiere este inciso serán determinados por decreto del Ministerio de Educación.".


b) Reemplázase el inciso quinto, por el siguiente:


"Los establecimientos educacionales rurales a que se refiere el inciso anterior, que se incorporen al régimen de jornada escolar completa diurna percibirán una subvención mínima de 68,49479 unidades de subvención educacional (U.S.E.), más el factor del artículo 7º de la ley Nº 19.933, que corresponde a 6,42472 U.S.E., en total 74,91951 U.S.E., y el incremento a que se refiere el artículo 11.".


3) Sustitúyese el artículo undécimo transitorio, por el siguiente:


"Artículo undécimo transitorio.- El valor unitario mensual por alumno a que se refiere el artículo 9° de esta ley, para la educación de adultos de aquellos cursos que aún no apliquen el nuevo marco curricular establecido en el decreto supremo N° 239, de 2004, de Educación, será el siguiente, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.):

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en U.S.E. (incluye incrementos fijados por leyes Nºs. 19.662 y 19.808
	Valor de la subvención en U.S.E. factor artículo 7º ley Nº 19.933
	Valor de la subvención en U.S.E.

	Educación General Básica de Adultos
	1,29547
	0,13317
	1,42864

	Educación Media Humanístico-Científica y Técnico Profesional de Adultos (con a lo menos 20 y no más de 25 horas semanales presenciales de clases)
	1,47211
	0,15128
	1,62339

	Educación Media Humanístico-Científica y Técnico Profesional de Adultos (con a lo menos 26 horas semanales presenciales de clases)
	1,78262
	0,18363
	1,96625



Artículo 6°.- Modifícase el artículo 8° de la ley N° 19.979, como sigue:


a)En el inciso segundo, agrégase la siguiente letra f):


”f) Enfoque y metas de gestión del Director del establecimiento, en el momento de su nominación, y los informes anuales de evaluación de su desempeño.".


b) En la letra d) del inciso tercero, agrégase la siguiente frase final:"La evaluación del equipo directivo y las propuestas que hará el Director al sostenedor deben ser dialogados en esta instancia.".


Artículo 7°.- Derógase el artículo 36 de la ley Nº 20.079.


Artículo 8°.- Modifícase el artículo 11 de la ley Nº 20.159 de la siguiente forma:


a) Reemplázase en el inciso primero la frase "originados por el ajuste de su dotación docente de acuerdo a los artículos 22 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación" por la siguiente "contemplados en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación y en el plan de retiro y las indemnizaciones contempladas en la Ley de Calidad y Equidad de la Educación, así como los originados por el término de la relación laboral del personal no docente.".


b) En el inciso tercero sustitúyese la frase "percibida en el mes anterior al anticipo" por "percibida en el mes de febrero del año en que se otorga el anticipo".


Artículo 9°.- Facúltase al Ministerio de Educación para otorgar, durante los años 2011 y 2012, respectivamente, $20.000 millones y $10.000 millones a las municipalidades que, administrando directamente o a través de corporaciones los establecimientos educacionales y requieran solventar los gastos a que se refiere el artículo 10 de esta ley.


Para efectos de la distribución de los recursos, el Ministerio de Educación mediante resolución exenta suscrita por la Dirección de Presupuestos, que podrá dictarse una vez promulgada esta ley, establecerá el monto al que podrá acceder cada municipalidad. Para la determinación de dichos montos se considerará:


- Un 20% por partes iguales entre las municipalidades.


- Un 50% en función directa del total de alumnos matriculados en los establecimientos educacionales administrados por cada municipalidad en el año escolar 2010.


- Un 30% según el índice de vulnerabilidad escolar de los establecimientos educacionales municipales de cada comuna, determinado por la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas.



Artículo 10.- Los recursos otorgados deberán ser destinados por las municipalidades, ya sea en forma directa o a través de la corporación correspondiente, a solventar los gastos indemnizatorios contemplados en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Educación y demás indemnizaciones contempladas en la Ley de Calidad y Equidad de la Educación Pública.


Luego de realizados los gastos establecidos en el inciso precedente, los municipios que acrediten tener sus dotaciones docentes ajustadas podrán destinar los excedentes que resulten a los gastos que a continuación se indican:


a) Los gastos indemnizatorios del personal no docente.


b) Los gastos correspondientes al pago de las bonificaciones asociadas al plan de retiro docente contenido en la presente ley.


c) Los gastos asociados al Plan de Acción Municipal en Educación presentados por el sostenedor municipal respectivo, siempre que demuestren tener capacidad financiera para el plan de retiro contemplado en esta ley sin hacer uso de estos recursos. 


Los municipios que de conformidad a los artículos precedentes, realicen ajustes a su dotación docente o a disminuir su personal no docente, sólo podrán proceder a un posterior aumento de ellos, en la medida en que dicho aumento se funde en un incremento efectivo de la matrícula o en la acreditación de otro criterio técnico-pedagógico que lo justifique.


Artículo 11.- La utilización de los recursos obtenidos en virtud de esta ley a fines diferentes de los indicados expresamente en el Plan de Acción Municipal en Educación, por parte de la municipalidad o corporación correspondiente, será sancionada de conformidad a la escala de penas establecida en el artículo 233 del Código Penal. Sin perjuicio de lo anterior, los alcaldes de aquellas municipalidades que incurran en una aplicación indebida de los fondos percibidos de conformidad a esta ley, incurrirán en la causal de notable abandono de sus deberes conforme a lo establecido en la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado  en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior 


Artículo 12.- Modifícase la ley N° 20.248, de la siguiente manera:


a) En el número 3 del artículo 8°, agrégase a continuación de la expresión ”todos los alumnos,”, lo siguiente: ”y contratación de personal idóneo para el logro de las acciones mencionadas en este número,”.


b) Sustitúyese la tabla incluida en el artículo 16, que establece la Subvención Escolar Preferencial, por la siguiente:

	Tramos según el porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento educacional
	Desde el 1° nivel de transición hasta 4° básico (USE)
	5° y 6° año básico (USE)
	7° y 8° año básico (USE)

	60% o más
	0,302
	0,202
	0,101

	Entre 45% y menos de 60%
	0,269
	0,179
	0,090

	Entre 30% y menos de 45%
	0,202
	0,134
	0,067

	Entre 15% y menos de 30%
	0,118
	0,078
	0,040


ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- Los sostenedores podrán optar por convocar a nuevos concursos a través de los sistemas de selección establecidos en los artículos 31 bis y siguientes y 34 D y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, aun cuando los Jefes de los Departamentos de Administración de la Educación Municipal y los directores de establecimientos educacionales no hayan completado sus períodos de nombramiento. Éstos se mantendrán en sus cargos hasta el nombramiento de los nuevos profesionales, de acuerdo a los sistemas de selección mencionados.


Con posterioridad a los nombramiento referidos en el inciso anterior los Jefes de los Departamentos de Administración de la Educación Municipal y los directores de establecimientos educacionales permanecerán en la dotación docente por el mismo número de horas que servían, manteniendo las asignaciones que les correspondían hasta el cumplimiento del periodo para el cual habían sido nombrados, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º del mencionado decreto con fuerza de ley, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación.


Cuando los Jefes de los Departamentos de Administración de  Educación Municipal y los directores de establecimientos educacionales cumplan el período para el cual habían sido contratados el sostenedor podrá optar entre que continúen en la dotación docente desempeñándose en las mismas funciones mencionadas en el inciso anterior por el mismo número de horas que servían sin necesidad de concursar, sin derecho a percibir las asignaciones de los artículos  34 G  y 51 del mencionado decreto con fuerza de ley; o ponerle término a su relación laboral en cuyo caso tendrán derecho a las indemnizaciones, establecidas en el artículo 73 de citado  decreto con fuerza de ley.


Artículo segundo.- Una vez finalizado el periodo de nombramiento de aquellos Jefes de los Departamentos de Administración de la Educación Municipal y directores de establecimientos educacionales que al publicarse esta ley se encontraren ejerciendo sus cargos y cuyos sostenedores no hubiesen adelantado sus concursos de acuerdo a lo prescrito en el artículo primero transitorio de esta ley, el sostenedor podrá optar entre que continúen desempeñándose, en el caso de existir disponibilidad en la dotación docente, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación, por el mismo número de horas que servían sin necesidad de concursar, o ponerles término a sus relaciones laborales en cuyo caso tendrán derecho a las indemnizaciones, establecidas en el artículo 73 del mencionado decreto.


Artículo tercero.- Los Subdirectores, Inspectores Generales y Jefes Técnicos de establecimientos educacionales que estuvieren en ejercicio al publicarse esta ley podrán mantenerse en su cargos, cuando así lo decida el director.


Cuando el director cambie a alguno de dichos funcionarios de los mencionados cargos, estos permanecerán en la dotación docente de la respectiva municipalidad por el mismo número de horas que servían, manteniendo las asignaciones que les correspondían hasta el cumplimiento del periodo para el cual habían sido nombrados, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º del mencionado decreto con fuerza de ley, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación.


Al término del periodo de su nombramiento, el sostenedor podrá optar entre que continúe desempeñándose, en el caso de existir disponibilidad en la dotación docente, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º del citado  decreto con fuerza de ley, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación, por el mismo número de horas que servían sin necesidad de concursar; o ponerle término a sus relaciones laborales en cuyo caso tendrán derecho a la indemnización establecidas en el artículo 73 del mencionado decreto.


En el caso que el Jefe Técnico del establecimiento educacional no haya sido nombrado por un plazo fijo, se considerará que faltan tres años para el fin de su nombramiento contados desde la fecha de publicación de esta ley.


Artículo cuarto.- Las modificaciones establecidas en el artículo 1º de esta ley regirán a contar del día 1 del tercer mes desde su publicación.


Con todo, lo dispuesto en los artículos 7° bis a), 34 C, 34 G y 51 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, sólo será aplicable a quienes ingresen a la dotación docente a través de los nuevos mecanismos de selección que contempla esta ley o en virtud de su nombramiento como personal de exclusiva confianza de los directores de establecimientos educacionales.


Quienes a la fecha de publicación de esta ley perciban asignaciones de responsabilidad directiva y técnico-pedagógica las mantendrán de acuerdo a la legislación vigente a dicha fecha y por el plazo que les faltare para completar su período de nombramiento.


Artículo quinto.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo cuarto transitorio, los directores de establecimientos educacionales que hayan obtenido dentro de los últimos dos años la subvención por desempeño de excelencia, establecida en el artículo 15 de la ley N° 19.410, tendrán las facultades establecidas en los artículos 7° bis a) y 34 C del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, a contar de la fecha de publicación de esta ley.


Artículo sexto.- El pago de las indemnizaciones establecidas en el decreto con fuerza de ley Nº 1,  de 1997, del Ministerio de Educación, se entenderá postergado hasta el cese definitivo de los servicios en la respectiva dotación docente municipal, en los casos en que concurra alguna causa que otorgue derecho a percibirlo.


Artículo séptimo.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 15 de la ley N° 19.715,  los profesionales de la educación que a la fecha de su publicación estén acreditados como profesores de excelencia pedagógica, según lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2002, del Ministerio de Educación, mantendrán la asignación de acuerdo a la normativa vigente al momento de su obtención.


Los profesionales mencionados en el inciso anterior podrán postular a la asignación contemplada en el artículo 15 de la ley referida debiendo ajustarse a la normativa vigente.


Artículo octavo.- Facúltase al Presidente de la República para dictar, en el plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, un decreto con fuerza de ley expedido por intermedio del Ministerio de Educación, el que también deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, que contenga las normas necesarias para reestructurar el funcionamiento, el monto de los beneficios y el número de beneficiarios de la Asignación de Excelencia Pedagógica, a que se refiere el artículo 15 de la ley N° 19.715.


Dicho decreto con fuerza de ley deberá considerar para los pagos de la asignación de excelencia pedagógica los resultados que hayan obtenido en el examen de acuerdo a lo establecido en la siguiente tabla:

	TRAMO DE LOGROS
	MONTO MENSUAL JORNADA 44 HORAS SEMANALES

	Primero
	$150.000

	Segundo
	$100.000

	Tercero
	$50.000



Los profesionales de la educación que reciban esta asignación y mientras se desempeñen en establecimientos con una alta concentración de alumnos prioritarios recibirán la asignación aumentada en un 40%. Para estos efectos, se entenderá por establecimiento educacional de alta concentración de alumnos prioritarios, aquellos que tengan, al menos, un 60% de concentración de alumnos prioritarios de acuerdo a la ley N° 20.248, hayan o no suscrito el convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa a que se refiere dicha ley.


Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior sólo tendrán derecho a las asignaciones mencionadas quienes superen el puntaje mínimo que para cada tramo determine el Ministerio de Educación.


Lo dispuesto en este artículo será aplicable a partir del año 2012.


Artículo noveno.- Establécese una bonificación por retiro voluntario para los profesionales de la educación que durante el año escolar 2011 pertenezcan a la dotación docente del sector municipal, ya sea administrada directamente por las municipalidades o a través de corporaciones municipales, sea en calidad de titulares o contratados, y que al 31 de diciembre de 2013 tengan sesenta o más años de edad si son mujeres, o sesenta y cinco o más años de edad si son hombres, y renuncien a la dotación docente del sector municipal a que pertenecen, respecto del total de horas que sirven.


Los profesionales de la educación que deseen acogerse al beneficio anterior deberán formalizar su renuncia voluntaria con carácter irrevocable ante el sostenedor respectivo, acompañada del certificado de nacimiento correspondiente, hasta el 1 de diciembre del  2012, sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos cuarto y sexto de este artículo.


Esta bonificación tendrá un monto de hasta $ 20.000.000 (veinte millones de pesos), y será proporcional a las horas de contrato y los años de servicio en la respectiva dotación docente o fracción superior a seis meses con un máximo de once años. El monto máximo de la bonificación corresponderá al profesional de la educación que renuncie voluntariamente durante el período comprendido entre la entrada en vigencia  de esta ley y el 31 de julio de 2012, que tenga once años o más de servicio en la respectiva dotación docente y un contrato por 44 horas.


Los profesionales de la educación que, cumpliendo con los requisitos señalados en el inciso primero, formalicen su renuncia dentro del plazo a que se refiere el inciso anterior, tendrán derecho al ciento por ciento de la bonificación, que se calculará proporcionalmente a las horas de contrato que sirvan y la antigüedad en la respectiva dotación, considerando un máximo de once años.


La bonificación precedentemente señalada no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y será incompatible con toda indemnización o bonificación que, por concepto de término de la relación o de los años de servicio que  pudiere corresponder al profesional de la educación, cualquiera fuera su origen y a cuyo pago concurra el empleador, especialmente a las que se refieren el artículo 73 y 2º transitorio del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, y con las que se hubieren obtenido por aplicación de lo dispuesto en los artículos 7º y 9º transitorios de la ley Nº 19.410, o en la ley Nº 19.504, o en el artículo 3º transitorio de la ley Nº 19.715, o 6º transitorio de la ley Nº 19.933, y en los artículos segundo y tercero transitorios  de la ley Nº 20.158. Con todo, si el trabajador hubiere pactado con su empleador una indemnización a todo evento, conforme al Código del Trabajo, cuyo monto fuere mayor, podrá optar por esta última.


Los profesionales de la educación que, cumpliendo con los requisitos señalados en el inciso primero, formalicen su renuncia entre el 1 de agosto de 2012 y el 1 de diciembre del mismo año, tendrán derecho a la bonificación señalada en el inciso tercero precedente rebajada en un veinte por ciento, la que se calculará en forma proporcional a  las horas de contrato que sirvan y la antigüedad en la respectiva dotación, considerando un máximo de once años.


Para el cálculo de la bonificación de cada profesional de la educación, se considerará el  número de horas de contrato vigentes en la respectiva comuna al 1 de diciembre de 2010.


La bonificación precedentemente señalada no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y será incompatible en los mismos términos señalados en el inciso quinto de este artículo.


Esta bonificación será incompatible para quienes tengan la calidad de funcionarios públicos afectos al decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto Administrativo.


El término de la relación laboral sólo se producirá cuando el empleador ponga la totalidad de la bonificación que corresponda a disposición del profesional de la educación que haya renunciado al total de las horas que sirve en la dotación docente del sector municipal a que pertenece. Las horas que queden vacantes por la renuncia voluntaria del docente se ajustarán de acuerdo a los artículos 22 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación.


Los profesionales de la educación que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en este artículo, no podrán incorporarse a una dotación docente administrada directamente por las municipalidades o las corporaciones municipales durante los cinco años siguientes al término de la relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad de la bonificación percibida, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.


Artículo décimo.- Facúltase a los sostenedores de establecimientos educacionales del sector municipal, administrados  directamente por las municipalidades o a través de corporaciones municipales, para que desde el 2 de diciembre de 2012 y hasta el 31 de diciembre de 2013, puedan declarar  vacante la totalidad de las horas de contrato servidas por cada profesional de la educación que, cumpliendo los requisitos establecidos en el artículo anterior, no presentaron su renuncia voluntaria a la dotación docente en los plazos y en la forma señalada en el artículo anterior.


Los profesionales de la educación cuyas horas se declaren vacante tendrán derecho a la bonificación señalada en el inciso tercero del artículo precedente rebajada en un treinta por ciento, la que se calculará en forma proporcional a  las horas de contrato que sirvan, con un máximo de 44, y la antigüedad en la respectiva dotación, con un máximo de once años.  Para el cálculo de la bonificación de cada profesional de la educación, se considerará el número de horas de contrato vigentes en la respectiva comuna al 1 de diciembre de 2010.


El término de la relación laboral, sólo se producirá cuando el empleador ponga la totalidad de la bonificación que corresponda a disposición del profesional de la educación al que se le  haya declarado vacante el total de las horas en la dotación docente del sector municipal a que pertenece. Las horas que queden vacantes por la renuncia voluntaria del docente se ajustarán de acuerdo a los artículos 22 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación.


Esta bonificación precedentemente señalada no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y será incompatible en los mismos términos que señala en el artículo noveno transitorio.


Los profesionales de la educación que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en este artículo, no podrán incorporarse a una dotación docente municipal durante los cinco años siguientes al término de la relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad de la bonificación percibida, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.


Artículo undécimo.- Los profesionales de la educación a quienes se les aplique lo establecido en los artículos noveno y décimo transitorios precedentes, y que se encuentren en la situación descrita en el artículo 41 bis del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, mantendrán su derecho a la prórroga de la relación laboral y al pago de sus remuneraciones por el período que en esta última disposición se señala.


Artículo duodécimo.- El pago de las bonificaciones a que se refieren los artículos noveno y décimo transitorios de la presente ley, será de cargo de los sostenedores del sector municipal hasta un monto equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes que correspondan al número de horas renunciadas o declaradas en vacancia, por cada año de servicio en la respectiva Municipalidad o Corporación, o fracción superior a seis meses, con un máximo de once.


Para los efectos del pago de la diferencia entre lo que corresponde pagar al sostenedor municipal de acuerdo al inciso anterior y los montos de la bonificación por retiro señalados en los artículos noveno y décimo transitorios de esta ley, el Fisco otorgará a los sostenedores del sector municipal un aporte extraordinario equivalente a dicha diferencia.


En los casos en que, por presentarse la renuncia en el plazo posterior al 31 de julio de 2012 o bien por haber sido declarada la vacancia de la totalidad de las horas, y en consecuencia el valor de la bonificación correspondiente al docente se reduzca en 20% o 30% de acuerdo a lo establecido en el inciso cuarto del artículo noveno transitorio y en el inciso segundo del artículo décimo transitorio, respectivamente; el pago con cargo al sostenedor municipal se reducirá en las mismas proporciones.


Por resolución del Ministerio de Educación se fijará el aporte fiscal extraordinario y anticipos de subvención de todo tipo a que se refiere esta ley.


Artículo decimotercero.- El mayor gasto fiscal que irrogue la presente ley durante el año 2011, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.


Artículo decimocuarto.- Lo dispuesto en el artículo 5° de la presente ley entrará en vigencia a partir del mes de marzo del año 2012.


Artículo decimoquinto.- En los casos de los establecimientos que atiendan alumnos que cursen entre primero y cuarto año de educación media y, por tanto no hayan sido identificados como prioritarios de acuerdo a lo establecido en el artículo 2° de la ley N° 20.248, el cálculo de la concentración de alumnos prioritarios referido en los artículos 2° permanente y octavo transitorio de la presente ley, y el artículo 51 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, se hará en la forma que determine un reglamento dictado por el Ministerio de Educación, visado por el Ministerio de Hacienda.


Artículo decimosexto.- Lo dispuesto en el artículo 16 de la ley N° 20.248, entrará en vigencia el primer día del mes siguiente de publicada esta ley.".


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
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SEGUNDO INFORME DE LAS COMISIONES DE HACIENDA Y DE MINERÍA Y ENERGÍA, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA UN NUEVO SISTEMA DE PROTECCIÓN AL CONTRIBUYENTE QUE ENFRENTA VARIACIONES EN LOS PRECIOS INTERNACIONALES DE LOS COMBUSTIBLES
(7064-05)
HONORABLE SENADO:





Vuestras Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas, tienen el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.





A las sesiones en que las Comisiones unidas estudiaron esta iniciativa de ley asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Tuma.

Concurrieron, asimismo, del Ministerio de Hacienda, el asesor del Ministro, señor Salvador Valdés; el Coordinador Legislativo, señor Jaime Salas; y los asesores, señores Nicolás Castro y Pablo Santiago.

Del Ministerio de Energía, el abogado de la División Jurídica, señor Gonzalo Carreño.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora, señorita Egle Zavala.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), el asesor legislativo, señor Sebastián Pavlovic. 

- - -

Cabe señalar que en la sesión del día 18 de agosto de 2010, la Sala del Senado acordó que el presente proyecto fuera informado por las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas.

- - -
Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de las siguientes materias:




I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: artículos 6°, 7° y 8° permanentes.





II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9 y 11.





III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 10, 12 y 13.





IV.- Indicaciones rechazadas: ninguna. 





V.- Indicaciones retiradas: ninguna.





VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna. 

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

Crear nuevos mecanismos de protección ante variaciones en los precios internacionales de algunos combustibles derivados del petróleo, sustituyendo el sistema que ha operado en base al Fondo de Estabilización del Precio del Petróleo (FEPP),  y al Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo (FEPCO). 

- - -


Previo al análisis específico de las indicaciones presentadas, el asesor del Ministerio de Hacienda, señor Salvador Valdés, dio a conocer el parecer del Ejecutivo en relación con una serie de observaciones formuladas al proyecto en la Sala del Senado, con ocasión de la aprobación en general de la presente iniciativa.


Respecto de las aprehensiones manifestadas sobre la certeza de que un sistema de seguros financieros, pudiera funcionar controlando los precios en situaciones de profundas crisis, explicó que dicha clase de sistema ha operado en el mundo durante cerca de 40 años, demostrando su operatividad. Así, ejemplificó, en México, cuyos ingresos dependen en cerca del 36% del precio del petróleo y que desde octubre de 2008 cuenta con seguros financieros externos para limitar los precios y proteger su presupuesto fiscal; el año 2009, de hecho, recibió aproximadamente US$ 3.500 millones en indemnizaciones por este concepto. A fines de 2008, del mismo modo, la República de Panamá anunció la contratación de un seguro financiero que fijaba un tope máximo al precio del petróleo crudo que importa para producir electricidad.


En este tipo de modelos, añadió, el costo está dado por el mecanismo que se adopte para la cobertura: si el seguro se asocia solamente a una garantía de mantención del precio, será más caro y ascenderá a alrededor de un 20% o 30% del valor por unidad física del producto; pero si además de comprar esa garantía de precio se vende otro producto financiero que entrega a la contraparte un exceso de precio más alto, se torna más conveniente. 


Enseguida, realizando una proyección del costo que, por la aplicación de lo que se propone en el proyecto, habría tenido en Chile el precio de los combustibles en el período de mayor volatilidad histórica, entre junio de 2007 y agosto de 2010, indicó que el litro de gasolina habría costado, en el mes más caro, $18,5, y en un mes medio, $6,4; el de diesel, a su turno, $16,4 y $15,7 respectivamente. Esto habría permitido percibir entre US$ 30 y 40 millones mensuales por concepto de seguros, cuya operatoria contempla la contratación, con seis meses de anterioridad, de un seguro para el consumo de un mes, considerando una indemnización de la aseguradora si el precio sube del tope máximo, y un pago a ella si es que desciende en demasía.


Además, la iniciativa consulta un máximo para el gasto neto en primas, de 4% del promedio del precio mayorista internacional de paridad, con el objeto de proteger a los consumidores y no exponerlos al pago de sumas excesivas. Y si el precio sobrepasa dicho porcentaje, se contemplan las siguientes variables de ajustes: disminuir el plazo de antelación con que se compra el seguro, con lo que baja su precio y el riesgo; suspender la compra en un determinado mes; ajustar, dentro de los márgenes previstos en el proyecto, los pagos al exterior; y contratar seguros parciales.


La Honorable Senadora señora Matthei consultó por la institucionalidad que se hará cargo de administrar los sistemas que el proyecto contempla.


El señor Valdés señaló que se ha previsto una institucionalidad similar a la que administra el Fondo de Estabilización Económico Social (FEES), por tratarse de un tema de una especificad técnica tal que amerita su dependencia del Ministerio de Hacienda. De esta forma, en conjunto con los topes y resguardos que el proyecto prevé, será posible acotar los riesgos propios de este tipo de actividades. Si todo este organigrama hubiese estado vigente el año 2005, resaltó, el Estado no habría tenido que soportar las pérdidas que supuso la venta de cobre a futuro para mantener abierta la mina El Salvador. 


Los mecanismos para disminuir los riesgos, profundizó, son, de un lado, establecer un máximo para el pago de primas; y del otro, limitar en los contratos los desembolsos a realizar hacia el exterior en escenarios adversos, como cuando baja el precio internacional de los combustibles, de acuerdo con la experiencia vivida el año 2008. 


El Honorable Senador señor Escalona hizo ver que de acuerdo con el tenor de la indicación número 10, que se analizará en su oportunidad, en el sistema de seguro de protección al contribuyente ante variaciones de precios de los combustibles, la representación del Fisco en las negociaciones contractuales podrá ser delegada en el Ministro de Hacienda, y por éste en los funcionarios que designe. No se vislumbra, en consecuencia, que sea necesariamente una entidad conocida y estructurada la que vaya a estar encargada de estos asuntos.


Asimismo, hizo notar la incongruencia de que se faculte al Ministro para contratar servicios de apoyo a la gestión de seguros, y al mismo tiempo se le obligue a dictar un reglamento que establezca los requisitos de dicha contratación. Si no hace uso de la facultad conferida, el reglamento carece de sentido.


El Honorable Senador señor Prokurica expresó que lo más apropiado sería entregar la responsabilidad de esta clase de operaciones a un Consejo cuya composición se determine por ley, de modo de no radicarla únicamente en el particular criterio de un determinado Ministro de Hacienda.


El señor Valdés indicó que facultar al Ministro será, precisamente, lo que permitirá contar con una unidad especializada encargada del sistema, sin perjuicio de la contratación de apoyos específicos.


Por otra parte, explicó que la amplitud del Sistema de Protección al Contribuyente (SIPCO) es la misma del Fondo de Estabilización del Precio del Petróleo (FEPP), que lleva ya 20 años funcionando. Y en lo que al Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo (FEPCO) respecta, la reducción de amplitud que se aplicó al crear una banda fue solamente excepcional y transitoria, entre abril de 2006 y junio del presente año. 


En relación a la preocupación porque el alza en los precios de los combustibles sea superior en las regiones más apartadas del país, sostuvo que tanto el FEPP como el FEPCO y los sistemas que se proponen en el presente proyecto de ley, se caracterizan por otorgar a los combustibles el mismo tratamiento en todas las regiones, sean o no alejadas del centro del país, incluida la Región Metropolitana.


El Honorable Senador señor Prokurica expresó que si bien no se encuentra entre las ideas matrices del proyecto la situación de los precios internos de los combustibles, el país requiere un esfuerzo por la regulación de este mercado, que ha demostrado tener variadas imperfecciones.


El señor Valdés, coincidiendo con que no es la iniciativa en análisis la instancia apropiada para discutir el tema aludido por Su Señoría, manifestó que las diferencias de precios entre regiones se explican por los costos de transporte y logística. Así, por ejemplo, el mayor precio en la ciudad de Viña del Mar, en comparación con Santiago, se debe a que el arriendo de las propiedades resulta más oneroso. En todo caso, resaltó, los cuestionamientos a la forma en que funciona el mercado han sido y son objeto de estudio y pronunciamiento por parte de la Fiscalía Nacional Económica y el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia.    


Por otra parte, en cuanto a la menor recaudación tributaria que implicaría la iniciativa, oscilando entre US$ 3,2 millones y US$ 245 millones, indicó que este costo corresponde a un rango anual estimado que podría tener la primera etapa del proyecto, que contempla impuestos y subsidios variables, cuyo tamaño va a depender de la trayectoria que tomen los precios, que en ciertas ocasiones se mantendrán estables y en otras no. El propio FEPCO, recordó, tuvo un costo fiscal de US$ 18 millones el año más barato y US$ 695 millones el más caro, lo que da cuenta de que la existencia de estos rangos es algo normal cuando no se toman seguros.


Dio a conocer, asimismo, que el uso de sistemas de seguros ya se ha producido en Chile, en empresas como Lan, Sky, Codelco y Enap, que los han usado durante décadas.


Enseguida, destacó que el objetivo del proyecto es ofrecer protección de precios ante escenarios de crisis. Así, reiteró, si el sistema de impuestos y subsidios que se viene proponiendo hubiera operado el año 2008, Chile habría ahorrado la mitad de los gastos en que incurrió, por la vía de focalizar el subsidio en los consumidores contribuyentes del impuesto específico, excluyendo a las grandes industrias que utilizan combustible. Y si lo que hubiese operado fuera el sistema de seguros que el proyecto también contempla, el ahorro habría sido equivalente al total del subsidio, pues la indemnización habría sido pagada desde el exterior.


De todos modos, agregó, de aprobarse lo que se está proponiendo, para el caso de las grandes empresas que no se cubran para situaciones de crisis en el precio de los combustibles, existirá siempre la posibilidad de que la autoridad cree un nuevo sistema de subsidios. Sin embargo, ésta deberá evaluar la conveniencia de no subsidiar en demasía a dichas grandes empresas que no fueron previsoras, porque seguramente habrá otras que sí lo fueron. Recalcó que la institucionalidad que el presente proyecto de ley contiene es de carácter permanente, orientada a reducir la magnitud que puedan tener las situaciones de emergencia, por el incentivo a las grandes empresas a cubrirse por sí mismas. No obstante, subsisitirá siempre la posibilidad de que los colegisladores adopten medidas especiales de emergencia si lo estiman conveniente. 


Pero si de cualquier manera, hizo hincapié, las grandes industrias no se cubren ante el riesgo, los eventuales daños sobre las empresas más pequeñas que actúan como proveedoras de aquéllas no debieran alcanzar para llegar a poner en tela de juicio la continuidad de sus operaciones.


Finalmente, respecto de la preocupación por situaciones de sobre precio que incidan directamente sobre las capacidades de pago de las empresas aseguradoras, que puedan caer en insolvencia, puso de manifiesto que el proyecto de ley faculta al Ministro de Hacienda y a los administradores del seguro, a minimizar el denominado “riesgo de contraparte”. Para esto se deben adoptar las providencias pertinentes, como dividir la cobertura total entre varios aseguradores; exigir, en los contratos, que la contraparte tenga una clasificación de riesgo crediticio suficientemente buena o, en su ausencia, boletas de garantía de bancos de primera clase; y establecer cláusulas contractuales que ayuden a acelerar la resolución de la eventual insolvencia recurriendo a arbitrajes. A todo lo anterior se debe sumar, como se verá al analizar las indicaciones presentadas a esta iniciativa, la propuesta para que sea el Fisco el que asuma el riesgo de contraparte residual, cuestión que permitirá brindar más protección a los consumidores. Esta última medida, por cierto, incentivará al Ministerio de Hacienda a minimizar los riesgos y a velar con mayor ahínco por el patrimonio fiscal.    

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

A continuación se reproducen, en el orden del articulado del proyecto, las disposiciones aprobadas en general por la Sala del Senado sobre las que recayeron indicaciones, así como los acuerdos adoptados a su respecto.

Artículo 1º

Su texto es el siguiente:

“Artículo 1°.- Crea los mecanismos de protección para los Contribuyentes de los Impuestos Específicos establecidos en la ley N° 18.502, que dan plazo para ajustarse a las variaciones de precios. Créanse mecanismos con el objeto de facilitar el ajuste de los contribuyentes de los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502, a las nuevas condiciones de los precios de venta internos de la gasolina automotriz, del petróleo diesel y del gas natural comprimido y gas licuado de petróleo, ambos de consumo vehicular, motivadas por cambios en sus cotizaciones internacionales. Dichos mecanismos operarán principalmente a través de incrementos y rebajas a los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502 y regirá a partir del jueves de la semana siguiente a la de publicación de la presente ley.

Los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502, se revisarán periódicamente y, cuando corresponda en conformidad con esta ley, se modificarán sumando o restando a las tasas establecidas en la misma ley, denominadas componente base, un componente variable determinado para cada uno de los combustibles señalados en el inciso primero, que incrementará o rebajará dichos impuestos de conformidad con lo establecido en los artículos siguientes.

La tasa de los Impuestos Específicos a los Combustibles que se aplicará será igual al componente base sumando o restando, según corresponda, el componente variable calculado y determinado de conformidad con esta ley.

Los contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que tengan derecho a recuperación de los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502, deberán calcular el monto de dicha recuperación sobre la base de los impuestos determinados conforme a la presente ley. Si el monto a recuperar resultare negativo, su valor absoluto deberá ser sumado a los débitos del Impuesto al Valor Agregado.

Con todo, los contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que tengan derecho a recuperar el Impuesto Específico a los Combustibles de acuerdo al artículo 7° de la ley N° 18.502 y al decreto supremo N° 311, de 1986, del Ministerio de Hacienda, y cuyos ingresos anuales promedio, considerando en dicho promedio de enero a diciembre de los dos años calendario anteriores, por ventas, servicios u otras actividades de su giro, hayan sido inferiores a  25.000 unidades de fomento, deberán efectuar dicha recuperación sólo por el monto del impuesto específico equivalente al componente base, sin considerar el componente variable. Para calcular estos montos, el contribuyente deberá sumar a sus ingresos los obtenidos por quienes hayan sido sus relacionados en los términos establecidos por el artículo 20, N° 1, letra b) de la Ley de Impuesto a la Renta, en al menos uno de los dos años calendario. También deberán efectuar la recuperación del Impuesto Específico a los Combustibles en los términos indicados en este inciso, los contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que hayan iniciado actividades en el año calendario previo, y cuyo ingreso anual en dicho año por las ventas, servicios u otras actividades de su giro, haya sido inferior a  25.000 unidades de fomento, debiendo incluir en dichos ingresos los obtenidos por sus relacionados en el mismo año calendario.

Los contribuyentes que hagan uso de los beneficios señalados en el inciso anterior deberán declarar ante el Servicio de Impuestos Internos en la forma, plazo y condiciones que éste determine, quiénes hayan sido sus relacionados en los términos establecidos por el artículo 20, N° 1, letra b) de la Ley de Impuesto a la Renta.”.

En este artículo recayó la indicación número 1, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar el inciso quinto por el siguiente:

“Con todo, los contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que tengan derecho a recuperar el Impuesto Específico a los Combustibles y cuyos ingresos anuales del año calendario anterior, por ventas, servicios u otras actividades de su giro, hayan sido inferiores a 15.000 unidades tributarias mensuales, deberán efectuar dicha recuperación sólo por el monto del impuesto específico equivalente al componente base, sin considerar el componente variable, a contar de la declaración de impuestos del mes de julio de cada año por las operaciones realizadas en el mes de junio anterior y hasta la declaración de impuestos del mes de junio de cada año siguiente por las operaciones realizadas en el mes de mayo anterior. Para calcular estos montos cada contribuyente deberá sumar a los ingresos que obtuvo en el año calendario anterior, los obtenidos por quienes hayan sido sus relacionados en los términos establecidos por el artículo 20, N° 1, letra b), de la Ley sobre Impuesto a la Renta, en ese mismo año calendario. También deberán efectuar la recuperación del Impuesto Específico a los Combustibles, en los términos indicados en este inciso, los contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que inicien actividades en el año y que producto de ello no tengan ingresos por ventas, servicios u otras actividades de su giro durante el año anterior. Dicha recuperación deberá efectuarse en la forma señalada en este inciso, hasta aquella declaración de impuestos por las operaciones del mes de junio del año siguiente a dicho inicio.”. 

Ante una consulta del Honorable Senador señor Prokurica, el señor Valdés indicó que la expresión en unidades tributarias mensuales de la cantidad límite para efectuar la recuperación del impuesto específico a los combustibles, en lugar de las unidades de fomento a que alude el inciso quinto aprobado en general por la Sala del Senado, se debe a que, hechas las consultas ante el Servicio de Impuestos Internos (SII), este organismo expresó su preferencia por utilizar aquel parámetro, a objeto de estandarizar las referencias que se realizan en diversos cuerpos legales. Las cifras de 25.000 unidades de fomento y 15.000 unidades tributarias mensuales, aclaró, son equivalentes.  

Explicó, por otra parte, que la indicación introduce otras tres importantes enmiendas:

- Contempla entre los beneficiarios de la cobertura a las empresas de transporte del sector camionero, al eliminar el requisito de sujetarse a lo prescrito por el artículo 7° de la ley N° 18.502, que establece impuestos a los combustibles que señala.

- Innova en cuanto a la temporalidad, al establecer que la recuperación deberá realizarse hasta la declaración de impuestos por las operaciones del mes de junio del año siguiente. Esto último se debe a que el SII declaró estar en condiciones de ofrecer un servicio por el que los cálculos a que de lugar la presente ley, puedan estar pre hechos en su página web, para lo que requiere de cierto plazo tras la operación renta que se lleva a cabo en el mes de abril de cada año. 

- Reduce, de dos a un año, el período respecto del cual debe considerarse el promedio de ventas de las empresas, a fin de posibilitar la inclusión de las empresas nuevas.

La indicación fue aprobada por cinco votos a favor, dos en contra y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Lagos, Orpis y Prokurica, en contra el Honorable Senador señor Frei (como miembro de ambas Comisiones), y se abstuvo el Honorable Senador señor Escalona.  

Artículo 2º

Es del siguiente tenor:

“Artículo 2°.- Parámetros de cálculo del elemento variable de los Impuestos Específicos establecidos en la ley N° 18.502. El primer mecanismo señalado en el artículo 1° se denominará “Sistema de Protección al Contribuyente ante variaciones de los Precios de los Combustibles”. En este primer mecanismo, el componente variable de los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502, se determinará considerando las diferencias con los precios de paridad de importación, respecto a precios de referencia superior e inferior calculados a partir del precio de referencia intermedio, los cuales serán determinados semanalmente para los combustibles derivados del petróleo que se identifican en el artículo anterior, salvo para el gas natural comprimido, para el cual se considerarán los precios del gas licuado de petróleo para uso vehicular. La determinación se hará por decreto emitido por el Ministerio de Energía y dictado bajo la fórmula "por orden del Presidente de la República", previo informe de la Comisión Nacional de Energía, y que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda.

Los precios de referencia intermedios se determinarán considerando como base el precio del petróleo crudo West Texas Intermediate (WTI), un diferencial de refinación y los demás costos e impuestos necesarios para representar el valor del respectivo derivado puesto en Chile.

El valor del petróleo crudo WTI a utilizar en la determinación del precio de referencia intermedio de los combustibles, corresponderá al promedio simple móvil de los precios promedio semanales del petróleo crudo WTI, en el período comprendido entre "n" semanas hacia atrás contadas desde la semana respectiva, y "m" meses hacia adelante considerando precios en los mercados de futuros. El informe de la Comisión Nacional de Energía a que se refiere el inciso primero deberá indicar la metodología de cálculo del citado promedio.

El diferencial de refinación a utilizar en la determinación del precio de referencia intermedio de los combustibles, corresponderá al que se extraiga del promedio móvil de los precios promedio semanales de los respectivos combustibles, en el período comprendido por "s" semanas hacia atrás contadas desde la semana respectiva. El informe de la Comisión Nacional de Energía deberá indicar la metodología de cálculo del citado promedio móvil.

El valor del parámetro "n", "m" o "s" tendrá una vigencia mínima de cuatro semanas, al término de las cuales podrán ser modificados en el respectivo decreto que fija los precios de referencia, previo informe de la Comisión Nacional de Energía. No obstante lo anterior, los valores mínimos de "n" y "s" corresponderán a ocho semanas y el valor mínimo de “m” a tres meses, mientras que los valores máximos de "n" y "s" corresponderán a treinta semanas y el valor máximo de "m" a seis meses.

La Comisión Nacional de Energía deberá explicitar en su informe los precios de referencia intermedio y la metodología usada para determinar estos precios.

Los precios de referencia superior o inferior para un determinado combustible, no podrán diferir de un doce coma cinco por ciento del precio de referencia intermedio correspondiente. El precio de referencia intermedio calculado y el resultado de la aplicación del porcentaje de 12,5 referido anteriormente, se restringirá al primer decimal, redondeando el resto.

Para los efectos de esta ley, se entenderá por precio de paridad de importación, la cotización promedio de dos semanas observada de entre los mercados internacionales relevantes de los combustibles gasolina automotriz, petróleo diesel y gas licuado de petróleo y para calidades similares a las vigentes en Chile, incluidos los costos de transporte, seguros y otros, cuando corresponda. Para estos efectos, para cada combustible se considerará un mercado relevante o un promedio de dos mercados relevantes.

Los precios de referencia y de paridad se expresarán en dólares de los Estados Unidos de América y se calcularán según se establezca en el reglamento. Tales precios o valores serán mera referencia y no constituirán precios mínimos ni máximos de venta.

El precio de paridad de cada combustible será fijado semanalmente por el Ministerio de Energía, previo informe de la Comisión Nacional de Energía. Éste será calculado, por primera vez, dentro de la semana de publicación de esta ley, considerando los precios promedio observados las dos semanas anteriores y regirá a partir del día jueves siguiente. En lo sucesivo, el precio de paridad se fijará una vez por semana, considerando los precios promedio observados en las dos semanas anteriores y entrará en vigencia el día jueves siguiente a su fijación.

Los decretos que se dicten en virtud de lo dispuesto en este artículo y en el artículo siguiente se ejecutarán desde la fecha señalada en los mismos.

Para los efectos de este artículo y del artículo siguiente, se entenderá por semana al período de siete días consecutivos cuyo comienzo y término será determinado por el decreto respectivo.

Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, los informes de la Comisión Nacional de Energía a que se refieren este artículo y el artículo siguiente, serán enviados al Ministerio de Energía a más tardar el día lunes previo a su entrada en vigencia.”.

En relación con este artículo fueron presentadas las indicaciones números 2 y 3.

La indicación número 2, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar, en el inciso octavo, la frase “de dos semanas observada de entre los mercados internacionales relevantes” por “, durante el número de semanas que se establezca mediante decreto del Ministerio de Hacienda y previo informe de la Comisión Nacional de Energía,”; intercalar, como segunda oración, la siguiente: “Dicho decreto, que deberá dictarse bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, solamente podrá determinar un número de semanas entre uno y cuatro, y deberá tener una vigencia mínima de tres meses.”, y agregar, luego de las palabras “mercado” y “mercados”, los vocablos “internacional” e “internacionales”, respectivamente.

El señor Valdés hizo ver que las conversaciones con quienes serán los operadores del sistema, arrojaron que el establecimiento de un plazo fijo de dos semanas para la determinación del precio de paridad de importación, puede causar rigidez en el mismo. Por ello es que la indicación propone una mayor flexibilidad, acotando en todo caso entre uno y cuatro las semanas que deberán ser tenidas en cuenta para el cálculo, y obligando a que el decreto que al efecto se dicte tenga una vigencia mínima de tres meses.  

La indicación número 3, de Su Excelencia el Presidente de la República, para intercalar en el inciso décimo, a continuación de “las dos semanas anteriores”, las dos veces que aparece, la frase “en las semanas que se determinen por decreto de acuerdo al inciso octavo de este artículo”.

Las indicaciones números 2 y 3 fueron aprobadas por cinco votos a favor, dos en contra y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Lagos, Orpis y Prokurica, en contra el Honorable Senador señor Frei (como miembro de ambas Comisiones), y se abstuvo el Honorable Senador señor Escalona.  

Artículo 3º
Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 3°.- Definición del componente variable de los Impuestos Específicos establecidos en la ley N° 18.502. Para esta primera etapa, establécese a beneficio o de cargo fiscal, según corresponda, un mecanismo integrado por los siguientes impuestos y créditos fiscales específicos de tasa variable, a los combustibles a que se refiere esta ley, los cuales se aplicarán principalmente a través del nuevo componente variable de los Impuestos Específicos a los Combustibles:

1) Si el precio de referencia inferior es mayor que el precio de paridad, ese combustible estará gravado por un impuesto cuyo monto por metro cúbico será igual a la diferencia entre ambos precios. En este caso el componente variable de ese Impuesto Específico será igual al valor de aquel impuesto y se sumará al componente base.

2) Si el precio de paridad excede al precio de referencia superior, operará un crédito fiscal cuyo monto por metro cúbico será igual a la diferencia entre ambos precios. En este caso, el componente variable de ese Impuesto Específico será igual al valor absoluto de dicha diferencia y este valor se restará del componente base.

3) Si el crédito fiscal fuera mayor que el componente base, el valor absoluto de la diferencia entre ambos será abonado por el Servicio de Tesorerías al importador o vendedor en la primera venta en Chile, según se establezca en el reglamento que se dicte al efecto.

4) El gas natural comprimido para consumo vehicular estará gravado con un impuesto o recibirá un crédito fiscal cuyo monto por cada mil metros cúbicos será igual al monto del impuesto o crédito, según corresponda, del gas licuado de petróleo para consumo vehicular en el mismo período multiplicado por 1,5195. Este impuesto o crédito será el componente variable del Impuesto Específico del gas natural comprimido y se sumará o restará al componente base, según corresponda.

El crédito fiscal por metro cúbico podrá ser ajustado mediante decreto emitido por el Ministerio de Energía, el que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, bajo la fórmula "por orden del Presidente de la República", en el evento que la estimación del valor total de los créditos proyectados, para el período menor entre dieciséis semanas y aquél que reste para la vigencia de la aplicación de los mecanismos establecidos en el Título II de esta ley, fuese superior al equivalente al 50% del saldo del Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo al 30 de junio de 2010 y previo informe de la Comisión Nacional de Energía en el que se contenga la referida estimación. El ajuste será el necesario para no alcanzar dicho tope en el lapso indicado y podrá ser distinto para cada combustible considerando su incidencia proyectada en el crédito. Con todo, en el evento que se alcance el tope, dejarán de regir desde la semana siguiente a dicho evento los créditos fiscales a que se refiere este artículo.

El Impuesto Específico a aplicar a los combustibles será el informado por el Servicio de Impuestos Internos a más tardar el día jueves de la semana en que empiece a regir. El monto del Impuesto Específico se expresará en UTM/m3 en el caso de la gasolina automotriz, del petróleo diesel y del gas licuado de petróleo, y en UTM/1.000m3 en caso del gas natural comprimido, y será calculado según se establezca en el reglamento que se dicte.

Estos montos se calcularán por primera vez el martes de la semana siguiente a la de publicación de esta ley, los que  regirán a  partir  del jueves siguiente al martes mencionado y se modificarán cada vez que entren en vigencia nuevos precios de paridad o de referencia.

El componente variable del Impuesto Específico tendrá el mismo tratamiento respecto al Impuesto al Valor Agregado que el aplicado al Impuesto Específico. Asimismo, si el crédito determinado en el numeral 2) del inciso primero resultare mayor que el componente base, el valor absoluto de la diferencia entre ambos será deducible de la base imponible del Impuesto al Valor Agregado en la forma que informe el Servicio de Impuestos Internos.”.

Este artículo fue objeto de la indicación número 4, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar, en el inciso segundo, las frases “El crédito fiscal por metro cúbico podrá ser ajustado” por “El crédito fiscal podrá ser reducido”, y “, para el período menor entre dieciséis semanas y aquél que reste para la vigencia de la aplicación de los mecanismos establecidos en el Título II de esta ley,” por “para las siguientes dieciséis semanas”.

El señor Valdés señaló que desde que existe el FEPP, siempre se ha reservado una especie de cláusula de salida para el Ministro de Hacienda, para poder dejar de entregar el subsidio en caso que el sistema de estabilización signifique un precio demasiado alto que soportar. Este mecanismo había sido replicado en el texto aprobado en general por la Sala del Senado, pero la indicación lo modifica, recogiendo una objeción al hecho que el crédito fiscal por metro cúbico pudiera ser “ajustado”, lo que posibilitaría que fuera incrementado o disminuido. Como el objetivo es que sólo pueda ser reducido, y en ningún caso subido, así se aclara.  

La indicación número 4 fue aprobada por cinco votos a favor, dos en contra y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Lagos, Orpis y Prokurica, en contra el Honorable Senador señor Frei (como miembro de ambas Comisiones), y se abstuvo el Honorable Senador señor Escalona.  

Artículo 4º

Su texto es el siguiente:

“Artículo 4°.- Autorización para contratar coberturas. Autorízase al Fisco para contratar seguros o coberturas necesarias para cubrir los volúmenes de consumo de los combustibles señalados en el artículo 1° de esta ley, sujetos a los Impuestos Específicos establecidos en la ley N° 18.502, estimados por la Comisión Nacional de Energía y previamente informados por ésta al Ministerio de Hacienda. El mecanismo se denominará "Seguro de Protección del Contribuyente ante Variaciones en los Precios de Combustibles".

Mediante uno o más decretos supremos, suscritos por el Ministerio de Hacienda, se establecerá un sistema de seguro, consistente en la contratación de las coberturas financieras indicadas en el inciso precedente y se dictarán las disposiciones que sean necesarias para su funcionamiento.

El Presidente de la República, mediante los decretos supremos indicados en el inciso precedente, establecerá normas de determinación del tipo de coberturas financieras que se podrán contratar, sea comprando opciones "call" o vendiendo opciones "put", o bien opciones que combinen perfiles de pago de ambas. Estas opciones sólo podrán referirse a los precios de los combustibles mencionados en el artículo 1° de esta ley para aquellos combustibles autorizados para ser comercializados en Chile. También podrán aplicarse a precios de otros combustibles, siempre que dichos precios exhiban un comportamiento similar al de los anteriores y que además sean transados en mercados con gran volumen de transacciones con relación a las operaciones del Fisco.

En cada uno de estos contratos, la diferencia máxima entre la fecha de contratación y la última fecha de ejercicio será de doce meses. Del mismo modo, en cada contrato la diferencia mínima entre la fecha de contratación y la primera fecha de ejercicio será de dos meses.

Para las opciones "put" y para las opciones que combinen perfiles de pago de opciones "put y call", sólo se podrán contratar aquellas clases de opciones que sean autorizadas a través de un oficio del Ministerio de Hacienda, que deberá ser específico para cada nueva clase autorizada. Dentro de los quince días siguientes, el Ministro de Hacienda deberá remitir un informe a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, que justifique dicha autorización.

Un reglamento, dictado por el Ministerio de Hacienda, suscrito por el Ministro de Energía, establecerá los procedimientos de contratación, seguridad, supervisión y control de estas operaciones. Dichos procedimientos tendrán por único objeto contratar aquellas opciones que combinadas logren el mínimo costo y la máxima cobertura para los consumidores cubiertos, considerando también la seguridad de cumplimiento de las contrapartes.

El mismo reglamento, establecerá los mecanismos de información periódica al público, referida a la contratación y evolución de estas operaciones. En todo caso, las operaciones, incluyendo su evolución, deberán ser informadas dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo semestre calendario, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.

En los contratos de las coberturas autorizadas de conformidad a esta ley, se deberá exigir, a lo menos, que cada opción "put" y opción combinada que se venda evite comprometer pagos que, en cada fecha de ejercicio, superen el producto de 30% del precio promedio del combustible al cual se refiere la respectiva opción en los diez días hábiles anteriores a cada fecha de pago establecida en el respectivo contrato, y la cantidad física cubierta por dicho contrato.

Asimismo, en el caso de las opciones "call", la suma neta del conjunto de todas las primas que corresponda pagar y recibir en una misma semana por un mismo combustible no podrá superar el 4% del precio promedio de paridad de importación de ese combustible en los últimos diez días hábiles anteriores a dicha semana, multiplicado por la demanda física estimada para esa semana del combustible sujeto a Impuesto Específico. Cuando el Ministerio de Hacienda proyecte que esta restricción tiene posibilidades significativas de ser incumplida, deberá instruir que los contratos suscritos a continuación logren una seguridad razonable de que se cumplirá. En ningún caso esas modificaciones podrán elevar el precio de ejercicio por encima del precio promedio de los últimos meses más 12,5%, ni reducir a menos de tres el número de meses tomados en cuenta para determinar el precio de ejercicio, ni reducir por debajo de dos meses el período que media entre la fecha de contratación y la primera fecha de ejercicio.

En el o los decretos supremos indicados en el inciso tercero de este artículo, se regularán las siguientes materias:

1) La determinación de la fórmula para estimar el número de opciones a comprar y,o vender y su alcance. Las variables referidas a cantidades físicas de productos sujetas al Impuesto Específico deberán contar con un informe previo de la Comisión Nacional de Energía;

2) La periodicidad con que se contratarán las opciones y los plazos y períodos de ejercicio o liquidación que éstas podrán tener;

3) Los criterios para elegir la fórmula usada para crear la proyección más reciente disponible del consumo esperado que paga Impuesto Específico, para cada combustible, prevista en el artículo 5° siguiente. Estas proyecciones deberán contar con un informe previo de la Comisión Nacional de Energía;

4) Los criterios para determinar la periodicidad de las fechas de ejercicio de las opciones, y

5) Los criterios de selección y diversificación de las contrapartes en los contratos de opciones, que minimicen el riesgo de incumplimiento.

Los respectivos contratos serán firmados por el Ministro de Hacienda.

La representación del Fisco en las operaciones que en cumplimiento de este artículo éste realice directamente, podrá ser delegada por el Presidente de la República en el Ministro de Hacienda o en los funcionarios que éste designe.

Los pagos o cobros de las coberturas que se contraten se operarán desde una cuenta especial del Servicio de Tesorerías. Por medio de decreto del Ministerio de Hacienda expedido bajo la fórmula "por orden del Presidente de la República" se señalarán los procedimientos de contabilidad separada de cada operación.

La Comisión Nacional de Energía prestará al Ministerio de Hacienda la asesoría que éste necesite en relación con el mecanismo de protección a que se refiere esta ley, según se determine en el o los decretos supremos que se adopten de conformidad con este artículo. Asimismo, dicha Comisión enviará, en la forma que se determine en el reglamento, al Ministerio de  Hacienda  información  referida  a  proyecciones  de los  consumos  esperados  cubiertos   por  el  Impuesto Específico, para cada combustible, de los precios de éstos en el mercado internacional y de las especificaciones de calidad a considerar para la contratación de las coberturas, a fin de que el Ministerio pueda determinar las opciones a contratar.”.

El artículo 4° fue objeto de las indicaciones números 5, 6, 7, 8, 9 y 10.

La indicación número 5, de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituir en el inciso tercero la frase “sea comprando opciones “call” o vendiendo opciones “put”, o bien opciones que combinen perfiles de pago de ambas” por “sean opciones call, opciones put o bien opciones que combinen perfiles de pago de ambas, comprándolas o vendiéndolas”.

El señor Valdés observó que el artículo 4°, al igual que el 5°, se inserta dentro del título III del proyecto de ley, relativo al sistema del seguro de protección del contribuyente ante variaciones en los precios de los combustibles. Dicho sistema, subrayó, ha sido ya implementado en varios países. Tal es el caso de México, que por coberturas put deberá asumir un costo de US$ 812 millones el año 2011, con el objeto de cubrirse ante caídas en el precio del petróleo por debajo de US$ 65 el barril.

Agregó que el inciso tercero del texto aprobado en general sólo permite que las opciones call puedan ser compradas, y las put, vendidas. Sin embargo, se ha advertido la conveniencia de que puedan ser compradas y vendidas, particularmente en el caso de las opciones put, para hacer frente de mejor manera a las necesidades de los consumidores.

La indicación número 5 fue aprobada por cinco votos a favor, dos en contra y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Lagos, Orpis y Prokurica, en contra el Honorable Senador señor Frei (como miembro de ambas Comisiones), y se abstuvo el Honorable Senador señor Escalona.  

La indicación número 6, de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituir, en el inciso cuarto, la expresión “doce meses” por “dieciocho meses”, e incorporar las siguientes oraciones finales: “El precio de ejercicio de las opciones se calculará sobre la base del promedio de los precios del combustible correspondiente al contrato de cobertura respectivo durante, al menos, ocho semanas contiguas en el periodo comprendido entre la fecha de suscripción y la fecha de ejercicio de la opción. Además, el precio de ejercicio será el promedio referido, aumentado en un 12,5 por ciento para el caso de las opciones call que se compren, y disminuido en un 12,5 por ciento para el caso de las opciones put que se vendan.”.

El señor Valdés recordó que en el sistema del FEPP, creado en 1991, se establecía un promedio de los precios de los últimos seis o doce meses, según el cálculo que realizara el Ejecutivo, al que se sumaba o restaba, según el caso, un 12,5%. De la adición se obtenía el techo, sobrepasado el cual se generaba el subsidio a favor de los consumidores, y de la sustracción, el piso.

En el proyecto de ley en análisis, añadió, se replica el sistema de bandas, y la indicación número 6 contiene la manera de llevarlo a la práctica. De esta forma, cuando el precio de ejercicio aumentado en 12,5% para el caso de las opciones call que se compren, sea superado, se podrá exigir a los aseguradores extranjeros que entreguen fondos para cubrir a los consumidores y evitar que el precio doméstico siga subiendo; y, a la inversa, cuando el promedio del precio de ejercicio disminuido en 12,5% para el caso de las opciones put que se vendan, descienda bajo el piso, podrá cobrarse a los consumidores chilenos un impuesto, que será precisamente el que servirá para pagar dichas opciones put que fueron vendidas.  

La indicación número 6 fue aprobada por cinco votos a favor, dos en contra y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Lagos, Orpis y Prokurica, en contra el Honorable Senador señor Frei (como miembro de ambas Comisiones), y se abstuvo el Honorable Senador señor Escalona.  

La indicación número 7, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar el inciso octavo por el siguiente:

“En los contratos de las coberturas autorizadas de conformidad a esta ley se deberá exigir, a lo menos, que cada opción put y combinada que se venda evite comprometer pagos que superen, en cada fecha de ejercicio, el producto de la cantidad física de combustible cubierta por dicho contrato por el 25% del precio promedio, durante las ocho semanas contiguas inmediatamente anteriores a la respectiva fecha de ejercicio, del combustible al cual se refiere la opción.”.

El señor Valdés expuso que el Ejecutivo es conciente que el Estado no puede comprar y vender opciones a nombre de los consumidores, sin ser muy cuidadoso con el cobro que a éstos realiza. En tal sentido, hizo ver que el proyecto prevé dos herramientas: que los precios de las opciones nunca pueden superar el 4% del promedio del precio internacional del combustible, por una parte, y que si el precio internacional cae en demasía, se gatille el cobro de un impuesto que, a su vez, permitirá al Fisco vender un seguro que permitirá la reducción de las primas, por otra. Es en este segundo instrumento donde se inserta la indicación número 7, pues si la caída del precio es excesiva y se cobra un impuesto por su totalidad, podría significar que los productores nacionales de combustible dejaran de ser competitivos, por el alza en los costos que sufrirían. Precaviendo una situación como esta, profundizó, es que se propone que el cobro del antes citado impuesto sea acotado a un determinado nivel, que se reduce a 25%, fruto de haber efectuado una serie de cotizaciones en los bancos internacionales que venden este tipo de seguros.

El Honorable Senador señor Kuschel consultó cuál el stock de reservas de combustibles con que cuenta Chile, y cómo pudo abordarse el alza de precios acaecida el año 2008.

Preguntó, asimismo, si se han adoptado criterios regionales para hacer frente, por ejemplo, a situaciones de aumento de la demanda de combustible como la que se verificó en el extremo sur del país tras el terremoto de febrero del presente año, que supuso un corte en el suministro habitual.

El señor Valdés manifestó que más allá de los datos precisos de reserva, la Empresa Nacional de Petróleo (ENAP) maneja una serie de inventarios, a saber, de crudo importado, del producto que se encuentra al interior de sus tuberías y del producto terminado. Este último, a su vez, incluye tanto las cantidades que se encuentran en su poder como en el de las distribuidoras y al interior de los oleoductos. El año 2008, añadió, lo que se produjo, además de las variaciones de precio, fue un enorme incremento de la demanda física de diesel en el país para energía eléctrica, determinada por el término definitivo del suministro de gas proveniente desde Argentina, lo que obligó a la creación de infraestructura adicional especial. Existió, entonces, capacidad y flexibilidad logística para adaptarse a la nueva situación, lo que demuestra que el inventario de las reservas no es la única variable que se debe considerar. 

En cuanto al aumento de la demanda de combustible que siguió al terremoto, indicó que el análisis de la logística es absolutamente regionalizado, por lo que el modelo que se utiliza en Iquique es totalmente diferente que el de Valdivia y Punta Arenas, por ejemplo. En el caso de la Región de los Lagos, en particular, se ha ido produciendo una migración hacia nuevos estanques en construcción en las cercanías de Puerto Montt.  

La indicación número 7 fue aprobada por cuatro votos a favor, dos en contra y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Orpis y Prokurica, en contra el Honorable Senador señor Frei (como miembro de ambas Comisiones), y se abstuvo el Honorable Senador señor Escalona.  

La indicación número 8, de Su Excelencia el Presidente de la República, para eliminar en el inciso noveno la expresión “en el caso de las opciones “call”,”; reemplazar “los últimos diez días hábiles anteriores a dicha semana” por “las últimas dos semanas”, y la palabra “instruir” por “tomar medidas para”, y suprimir la oración final.

La indicación número 9, de Su Excelencia el Presidente de la República, para intercalar el siguiente inciso décimo, nuevo:

“El Ministerio de Hacienda deberá proporcionar cobertura en forma continua, salvo que por circunstancias graves y excepcionales no sea posible o recomendable contratarla, tales como, a modo de ejemplo, en caso que un número significativo de los proveedores de seguros para variaciones en los precios internacionales de combustibles con alta calificación crediticia no ofrezcan al Ministerio de Hacienda dichos seguros en la forma y los volúmenes en que éste lo requiera para proporcionar la cobertura exigida, o que existan indicios de conductas que atenten contra la libre competencia por parte de dichos proveedores o de las entidades que suministran información esencial a dichos proveedores de seguros, entre otras que se determinen fundadamente por decreto supremo firmado por los Ministros de Hacienda y Energía. El referido decreto determinará, asimismo, el plazo durante el cual se suspenderá la obligación de proporcionar cobertura continua, el que no podrá ser inferior a tres meses.”.

La indicación número 10, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar los incisos undécimo y duodécimo por los siguientes:

“La representación del Fisco en la negociación y suscripción de los contratos y operaciones que se realicen en cumplimiento de este artículo podrá ser delegada por el Presidente de la República en el Ministro de Hacienda, y por éste, a su vez, en los funcionarios que él mismo designe.

El Ministerio de Hacienda podrá contratar la prestación de servicios de apoyo para la gestión de los seguros o coberturas. Un reglamento, dictado por el Ministerio de Hacienda, establecerá los requisitos y procedimientos de contratación, supervisión y control de estos servicios de apoyo.”.

Las indicaciones números 8, 9 y 10 fueron aprobadas, esta última con enmiendas meramente formales, por cinco votos a favor, dos en contra y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Lagos, Orpis y Prokurica, en contra el Honorable Senador señor Frei (como miembro de ambas Comisiones), y se abstuvo el Honorable Senador señor Escalona.  

Como consecuencia de la aprobación de la indicación número 10, el inciso décimo cuarto del artículo 4° pasó a ser inciso décimo quinto.

Artículo 5º

El siguiente es su texto:

“Artículo 5°.- Definición del Componente Variable de los Impuestos Específicos establecidos en la ley N° 18.502, en el Seguro de Protección. En la segunda etapa, con el seguro de protección para variaciones de precios, el componente variable de los Impuestos Específicos a los Combustibles será determinado como el Pago Neto de las opciones asignadas a cada combustible en esa semana, dividido por la cantidad del combustible respectivo cubierta por el seguro de protección y ponderada por el grado de cobertura. El Pago Neto de las opciones asignadas semanalmente a cada combustible se calculará como la suma del costo neto de las primas pagadas y recibidas esa semana, menos la liquidación neta ingresada en esa semana al ejercer las opciones correspondientes al mismo combustible y cumplir las indemnizaciones de opciones vendidas por dicho combustible.

Establécense a beneficio o de cargo fiscal, según corresponda, los siguientes impuestos y créditos fiscales específicos de tasa variable, a los combustibles a que se refiere el artículo 1° de esta ley, los cuales se aplicarán principalmente a través del nuevo componente variable de los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502:

1) Si el Pago Neto es positivo para un combustible, ese combustible estará gravado por un impuesto, cuyo monto por metro cúbico será igual al Pago Neto dividido por la proyección más reciente disponible del consumo esperado cubierto por el seguro de protección y ponderado por el grado de cobertura, para ese mismo combustible. El componente variable del Impuesto Específico será igual al valor de aquel impuesto que se sumará al componente base.

2) Si el Pago Neto es negativo para un combustible, operará un crédito fiscal para ese producto, cuyo monto por metro cúbico será igual al valor absoluto del Pago Neto dividido por la proyección más reciente disponible del consumo esperado cubierto por el seguro de protección y ponderado por el grado de cobertura, para ese mismo combustible. El componente variable de ese Impuesto Específico será aquel crédito fiscal y este valor se restará del componente base.

3) Si el crédito fiscal fuera mayor que el componente base, el valor absoluto de la diferencia entre ambos será abonado por el Servicio de Tesorerías al importador o vendedor en la primera venta en Chile, según se establezca en el reglamento que se dicte.

4) El gas natural comprimido para consumo vehicular estará gravado con un impuesto o recibirá un crédito fiscal cuyo monto por cada mil metros cúbicos será igual al monto del impuesto o crédito, según corresponda, del gas licuado de petróleo para consumo vehicular en el mismo período multiplicado por 1,5195. Este impuesto o crédito será el componente variable del Impuesto Específico del gas natural comprimido y se sumará o restará al componente base, según corresponda.

Estos montos se calcularán por primera vez el martes de la semana siguiente al inicio de la segunda etapa, regirán a partir del primer día de la semana siguiente y se modificarán cada vez que se determine un nuevo Pago Neto. El Impuesto Específico a aplicar a los combustibles será informado por el Servicio de Impuestos Internos a más tardar el día jueves de la semana en que empiece a regir.

El monto del Impuesto Específico se expresará en UTM/m3 en el caso de la gasolina automotriz, del petróleo diesel y del gas licuado de petróleo, y en UTM/1.000m3 en caso del gas natural comprimido, y será calculado según se establezca en el reglamento que se dicte al efecto.

Para los efectos de este artículo, se entenderá por semana al período de siete días consecutivos cuyo comienzo y término será determinado por el decreto respectivo.

El componente variable del Impuesto Específico tendrá el mismo tratamiento respecto al Impuesto al Valor Agregado que el aplicado al Impuesto Específico. Asimismo, si el crédito fiscal determinado  en el número 2) del inciso segundo de este artículo, resultare mayor que el componente base, el valor absoluto de la diferencia entre ambos será deducible de la base imponible del Impuesto al Valor Agregado en la forma y monto que informe el Servicio de Impuestos Internos.”.

En este artículo recayó la indicación número 11, de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituir la oración final del inciso primero por la siguiente: “El Pago Neto de las opciones asignadas semanalmente a cada combustible se calculará como la suma del costo neto de las primas pagadas y recibidas esa semana, menos la liquidación neta que correspondería ingresar en esa semana de ejercerse las opciones correspondientes al mismo combustible y cumplirse las indemnizaciones de opciones vendidas por dicho combustible, de acuerdo a los respectivos contratos.”.
El señor Valdés manifestó que la presente indicación se originó en una observación realizada por el Honorable Senador señor Tuma, sobre la eventualidad de que las contrapartes del Ministerio de Hacienda en los contratos de seguro cayeran en insolvencia financiera. Si así ocurriese, se propone que los cálculos que finalmente lleguen al consumidor se hagan sobre la base de lo que correspondería ingresar en la respectiva semana, y no de lo que efectivamente ingrese al erario fiscal. De esta manera, si una empresa incumple, el problema se traslada a manos del Ministerio de Hacienda, y no de los consumidores. 

La indicación número 11 fue aprobada por cinco votos a favor, dos en contra y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Lagos, Orpis y Prokurica, en contra el Honorable Senador señor Frei (como miembro de ambas Comisiones), y se abstuvo el Honorable Senador señor Escalona.  

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo único

Es del siguiente tenor:

“Artículo único.- Durante la primera etapa, el componente variable de los Impuestos Específicos a los Combustibles establecido en la ley N° 18.502, será determinado según establece el artículo 3° del Título II de esta ley. La segunda etapa se iniciará en la fecha en que por primera vez corresponda al Ministerio de Hacienda elegir entre ejercer o no una cobertura del mecanismo del Título III contratada previamente. A partir del jueves de la semana subsiguiente a dicha fecha aquél componente variable establecido por el artículo 3° tendrá valor igual a cero y tendrá aplicación el componente variable establecido por el artículo 5° del Título III de esta ley.

El Ministerio de Hacienda informará en su página electrónica la primera contratación en el marco del mecanismo de Seguro de Protección del Contribuyente ante Variaciones en los Precios de Combustibles señalado en el Título III, dentro de los 3 días hábiles siguientes de suscrito dicho contrato.”.

En este artículo recayó la indicación número 12, de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituir su denominación por “artículo primero transitorio.-”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas meramente formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei (como miembro de ambas comisiones), García, Lagos, Orpis y Prokurica.  

Posteriormente, las Comisiones unidas analizaron la indicación número 13, de Su Excelencia el Presidente de la República, para incorporar el siguiente artículo segundo transitorio, nuevo:

“Artículo segundo transitorio.- A contar de la declaración de impuestos del mes posterior al de publicación de esta ley y hasta la declaración del mes de junio de 2011 por las operaciones realizadas en mayo de ese año, los contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que tengan derecho a recuperar el Impuesto Específico a los Combustibles y cuyos ingresos anuales del año calendario anterior, por ventas, servicios u otras actividades de su giro, hayan sido inferiores a 60.000 unidades tributarias mensuales, deberán efectuar dicha recuperación sólo por el monto del impuesto específico equivalente al componente base, sin considerar el componente variable. Hasta la declaración del mes de junio de 2011 por las operaciones realizadas en mayo de ese año, para calcular estos montos, dichos contribuyentes no deberán sumar a sus ingresos los obtenidos por quienes hayan sido sus relacionados en los términos establecidos por el artículo 20, N° 1, letra b), de la Ley del Impuesto a la Renta. También deberán efectuar la recuperación del Impuesto Específico a los Combustibles, en los términos indicados en este artículo, aquellos contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que inicien actividades entre el primero de enero de 2011 y el treinta de junio de 2011, y que producto de ello no tengan ingresos por ventas, servicios u otras actividades de su giro durante el año anterior. Dicha recuperación deberá efectuarse en la forma señalada en este artículo, hasta aquella declaración de impuestos por las operaciones realizadas en mayo del año 2012.

Desde julio de 2011 y hasta julio de 2013, en cada mes calendario, el guarismo de 15.000 unidades tributarias mensuales referido en el inciso quinto del artículo 1° de esta ley, se reemplazará por el guarismo resultante de restar a 60.000 unidades tributarias mensuales la cantidad de 1.800 unidades tributarias mensuales por cada mes transcurrido desde junio de 2011, hasta alcanzar la cifra de 15.000 unidades tributarias mensuales en julio de 2013.

Durante los dos últimos días hábiles de cada mes el Servicio de Impuestos Internos publicará en su página web el guarismo del inciso quinto del artículo 1° que regirá para las compraventas de combustible que se realicen durante los tres meses calendario siguientes y los guarismos que rigieron en los seis meses anteriores.”.

El señor Valdés explicó que, en términos generales, el proyecto de ley se hace cargo de conservar el acceso de las pequeñas empresas a los sistemas de protección del precio de los combustibles. Por otra parte, todos los esfuerzos de difusión y creación de mercado para la venta de los seguros para las alzas de combustible, se han focalizado en las grandes empresas. De manera que para las medianas empresas consumidoras de combustibles, se ha ido formando un escenario de cierta precariedad que el artículo transitorio que se propone quiere evitar durante la transición del modelo que la iniciativa en estudio consulta, en el bien entendido que éste, más temprano que tarde, se hará universal. Por lo expuesto, y para que ninguna mediana empresa que quiera cobertura se quede sin ella, se sube el umbral de ventas de las empresas cubiertas a 60.000 unidades tributarias mensuales; con ello, se comprende a todas las medianas empresas, con seguridad, hasta julio de 2011, para luego empezar muy gradualmente a reducir, hasta julio de 2013, el tamaño de las empresas que estarán amparadas por el seguro que contratará el Ministerio de Hacienda.

El Honorable Senador señor Orpis resaltó la importancia que tendrá el llevar la información acerca de las implicancias del sistema de seguros, a todos los actores que puedan ser partícipes de él.

La indicación número 13 fue aprobada, con una enmienda meramente formal, por cuatro votos a favor, dos en contra y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores Lagos, Orpis y Prokurica, en contra el Honorable Senador señor Frei (como miembro de ambas Comisiones), y se abstuvo el Honorable Senador señor Escalona.  

Finalmente, el Honorable Senador señor Prokurica solicitó, a los representantes del Ejecutivo, el estudio de una iniciativa que permita que quienes se desempeñan en el rubro de transporte de  taxis y colectivos, puedan descontar el impuesto al valor agregado de los combustibles y repuestos que pagan. Al efecto, fundamentó, debe tenerse en cuenta que quienes desarrollan esta actividad suelen ser personas que no tienen posibilidad de llevar a cabo otra, como es el caso de los jubilados, por lo que no otorgarles la medida que ha planteado constituye un castigo muy grande. Por lo demás, agregó, existen antecedentes, como es el caso de los pequeños agricultores, en que el descuento del antedicho impuesto se verifica cada seis meses y no mensualmente.

- - -

MODIFICACIONES





En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestras Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas, tienen el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1º

Reemplazar el inciso quinto por el siguiente:

“Con todo, los contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que tengan derecho a recuperar el Impuesto Específico a los Combustibles y cuyos ingresos anuales del año calendario anterior, por ventas, servicios u otras actividades de su giro, hayan sido inferiores a 15.000 unidades tributarias mensuales, deberán efectuar dicha recuperación sólo por el monto del impuesto específico equivalente al componente base, sin considerar el componente variable, a contar de la declaración de impuestos del mes de julio de cada año por las operaciones realizadas en el mes de junio anterior y hasta la declaración de impuestos del mes de junio de cada año siguiente por las operaciones realizadas en el mes de mayo anterior. Para calcular estos montos cada contribuyente deberá sumar a los ingresos que obtuvo en el año calendario anterior, los obtenidos por quienes hayan sido sus relacionados en los términos establecidos por el artículo 20, N° 1, letra b), de la Ley sobre Impuesto a la Renta, en ese mismo año calendario. También deberán efectuar la recuperación del Impuesto Específico a los Combustibles, en los términos indicados en este inciso, los contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que inicien actividades en el año y que producto de ello no tengan ingresos por ventas, servicios u otras actividades de su giro durante el año anterior. Dicha recuperación deberá efectuarse en la forma señalada en este inciso, hasta aquella declaración de impuestos por las operaciones del mes de junio del año siguiente a dicho inicio.”. (Mayoría de votos 5 a favor x 2 en contra x 1 abstención. Indicación número 1).

Artículo 2°

Inciso octavo

- Sustituir la frase “de dos semanas observada de entre los mercados internacionales relevantes” por “, durante el número de semanas que se establezca mediante decreto del Ministerio de Hacienda y previo informe de la Comisión Nacional de Energía,”.

- Intercalar como segunda oración, a continuación del punto (“.”) seguido, la siguiente: “Dicho decreto, que deberá dictarse bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, solamente podrá determinar un número de semanas entre uno y cuatro, y deberá tener una vigencia mínima de tres meses.”.

- Agregar, luego de las palabras “mercado” y “mercados”, los vocablos “internacional” e “internacionales”, respectivamente. (Mayoría de votos 5 a favor x 2 en contra x 1 abstención. Indicación número 2).

Inciso décimo

Intercalar, a continuación de “las dos semanas anteriores”, las dos veces que aparece, la frase “en las semanas que se determinen por decreto de acuerdo al inciso octavo de este artículo”. (Mayoría de votos 5 a favor x 2 en contra x 1 abstención. Indicación número 3).

Artículo 3°

Inciso segundo

Reemplazar las frases “El crédito fiscal por metro cúbico podrá ser ajustado” por “El crédito fiscal podrá ser reducido”, y “, para el período menor entre dieciséis semanas y aquél que reste para la vigencia de la aplicación de los mecanismos establecidos en el Título II de esta ley,” por “para las siguientes dieciséis semanas”. (Mayoría de votos 5 a favor x 2 en contra x 1 abstención. Indicación número 4).

Artículo 4°

Inciso tercero

Sustituir la frase “sea comprando opciones “call” o vendiendo opciones “put”, o bien opciones que combinen perfiles de pago de ambas” por “sean opciones call, opciones put o bien opciones que combinen perfiles de pago de ambas, comprándolas o vendiéndolas”. (Mayoría de votos 5 a favor x 2 en contra x 1 abstención. Indicación número 5).

Inciso cuarto

Sustituir la expresión “doce meses” por “dieciocho meses”, e incorporar las siguientes oraciones finales, pasando el actual punto aparte (“.”) a ser punto seguido (“.”): “El precio de ejercicio de las opciones se calculará sobre la base del promedio de los precios del combustible correspondiente al contrato de cobertura respectivo durante, al menos, ocho semanas contiguas en el periodo comprendido entre la fecha de suscripción y la fecha de ejercicio de la opción. Además, el precio de ejercicio será el promedio referido, aumentado en un 12,5 por ciento para el caso de las opciones call que se compren, y disminuido en un 12,5 por ciento para el caso de las opciones put que se vendan.”. (Mayoría de votos 5 a favor x 2 en contra x 1 abstención. Indicación número 6).

Inciso octavo

Sustituirlo por el siguiente:

“En los contratos de las coberturas autorizadas de conformidad a esta ley se deberá exigir, a lo menos, que cada opción put y combinada que se venda evite comprometer pagos que superen, en cada fecha de ejercicio, el producto de la cantidad física de combustible cubierta por dicho contrato por el 25% del precio promedio, durante las ocho semanas contiguas inmediatamente anteriores a la respectiva fecha de ejercicio, del combustible al cual se refiere la opción.”. (Mayoría de votos 4 a favor x 2 en contra x 1 abstención. Indicación número 7).

Inciso noveno

- Eliminar la expresión “en el caso de las opciones “call”,”.

- Reemplazar “los últimos diez días hábiles anteriores a dicha semana” por “las últimas dos semanas”, y la palabra “instruir” por “tomar medidas para”, y suprimir la oración final. (Mayoría de votos 5 a favor x 2 en contra x 1 abstención. Indicación número 8).

- - -

Intercalar el siguiente inciso décimo, nuevo:

“El Ministerio de Hacienda deberá proporcionar cobertura en forma continua, salvo que por circunstancias graves y excepcionales no sea posible o recomendable contratarla, tales como, a modo de ejemplo, en caso que un número significativo de los proveedores de seguros para variaciones en los precios internacionales de combustibles con alta calificación crediticia no ofrezcan al Ministerio de Hacienda dichos seguros en la forma y los volúmenes en que éste lo requiera para proporcionar la cobertura exigida, o que existan indicios de conductas que atenten contra la libre competencia por parte de dichos proveedores o de las entidades que suministran información esencial a dichos proveedores de seguros, entre otras que se determinen fundadamente por decreto supremo firmado por los Ministros de Hacienda y Energía. El referido decreto determinará, asimismo, el plazo durante el cual se suspenderá la obligación de proporcionar cobertura continua, el que no podrá ser inferior a tres meses.”. (Mayoría de votos 5 a favor x 2 en contra x 1 abstención. Indicación número 9).

Incisos décimo y undécimo

Pasaron a ser incisos undécimo y duodécimo, respectivamente, sin enmiendas

Incisos duodécimo y décimo tercero

Pasaron a ser incisos décimo tercero y décimo cuarto, respectivamente, reemplazados por los siguientes:

“La representación del Fisco en la negociación y suscripción de los contratos y operaciones que se realicen en cumplimiento de este artículo podrá ser delegada por el Presidente de la República en el Ministro de Hacienda, y por éste, a su vez, en los funcionarios que él mismo designe.

El Ministerio de Hacienda podrá contratar la prestación de servicios de apoyo para la gestión de los seguros o coberturas. Un reglamento, dictado por el Ministerio de Hacienda, establecerá los requisitos y procedimientos de contratación, supervisión y control de estos servicios de apoyo.”. (Mayoría de votos 5 a favor x 2 en contra x 1 abstención. Indicación número 10).

Inciso décimo cuarto

Pasó a ser inciso décimo quinto, sin enmiendas.

Artículo 5°

Inciso primero

Sustituir la oración final por la siguiente: “El Pago Neto de las opciones asignadas semanalmente a cada combustible se calculará como la suma del costo neto de las primas pagadas y recibidas esa semana, menos la liquidación neta que correspondería ingresar en esa semana de ejercerse las opciones correspondientes al mismo combustible y cumplirse las indemnizaciones de opciones vendidas por dicho combustible, de acuerdo a los respectivos contratos.”. (Mayoría de votos 5 a favor x 2 en contra x 1 abstención. Indicación número 11).
Disposiciones transitorias

Artículo único

Pasó a ser “Artículo primero.-”. (Unanimidad 8x0. Indicación número 12).

- - -

Incorporar el siguiente artículo segundo transitorio, nuevo:

“Artículo segundo.- A contar de la declaración de impuestos del mes posterior al de publicación de esta ley y hasta la declaración del mes de junio de 2011 por las operaciones realizadas en mayo de ese año, los contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que tengan derecho a recuperar el Impuesto Específico a los Combustibles y cuyos ingresos anuales del año calendario anterior, por ventas, servicios u otras actividades de su giro, hayan sido inferiores a 60.000 unidades tributarias mensuales, deberán efectuar dicha recuperación sólo por el monto del impuesto específico equivalente al componente base, sin considerar el componente variable. Hasta la declaración del mes de junio de 2011 por las operaciones realizadas en mayo de ese año, para calcular estos montos, dichos contribuyentes no deberán sumar a sus ingresos los obtenidos por quienes hayan sido sus relacionados en los términos establecidos por el artículo 20, N° 1, letra b), de la Ley del Impuesto a la Renta. También deberán efectuar la recuperación del Impuesto Específico a los Combustibles, en los términos indicados en este artículo, aquellos contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que inicien actividades entre el primero de enero de 2011 y el treinta de junio de 2011, y que producto de ello no tengan ingresos por ventas, servicios u otras actividades de su giro durante el año anterior. Dicha recuperación deberá efectuarse en la forma señalada en este artículo, hasta aquella declaración de impuestos por las operaciones realizadas en mayo del año 2012.

Desde julio de 2011 y hasta julio de 2013, en cada mes calendario, el guarismo de 15.000 unidades tributarias mensuales referido en el inciso quinto del artículo 1° de esta ley, se reemplazará por el guarismo resultante de restar a 60.000 unidades tributarias mensuales la cantidad de 1.800 unidades tributarias mensuales por cada mes transcurrido desde junio de 2011, hasta alcanzar la cifra de 15.000 unidades tributarias mensuales en julio de 2013.

Durante los dos últimos días hábiles de cada mes el Servicio de Impuestos Internos publicará en su página web el guarismo del inciso quinto del artículo 1° que regirá para las compraventas de combustible que se realicen durante los tres meses calendario siguientes y los guarismos que rigieron en los seis meses anteriores.”. (Mayoría de votos 4 a favor x 2 en contra x 1 abstención. Indicación número 13).
- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 8 de julio de 2010,  señala, de manera textual, lo siguiente:

“1. El presente proyecto de ley contempla en sus dos primeros Títulos la creación de un nuevo mecanismo de protección a los contribuyentes de los Impuestos Específicos a los Combustibles (IEC) de la Ley N° 18.502. Asimismo, este proyecto propone en el tercer Título focalizar la operatoria del Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo (FEPP) creado por la Ley N° 19.030 en el Kerosene doméstico.

2. El mecanismo aludido se funda en el establecimiento de un componente variable en la base de cálculo de tales impuestos cuya determinación está asociada a las variaciones de precios internacionales de los combustibles derivados de petróleo, pudiendo resultar positivo o negativo. El impacto financiero se ha dimensionado considerando el efecto que la aplicación de este mecanismo puede tener en la recaudación esperada del Impuesto Específico a los Combustibles y en las devoluciones que Tesorería General de la República deba hacer cuando corresponda. Es así como se estima, para la primera etapa establecida en el Titulo I, que el proyecto implica una menor recaudación que se podría encontrar en un rango de 3,2 a 245 millones de dólares de los Estados Unidos si el mecanismo fuera aplicado en un año con volatilidad como la observada los dos últimos años.

Para la segunda etapa contemplada en el Título II, la aplicación del mecanismo en base a instrumentos financieros de seguro allí propuestos tendrá un efecto financiero neto nulo para el Fisco, por cuanto los pagos que se realicen por contratación de los instrumentos financieros que corresponda serán financiados por la recaudación del componente variable del Impuesto Específico.

3. En relación con el FEPP, el proyecto dispone en su Título III un aporte de 5,4 millones de dólares de Estados Unidos a dicho Fondo, y un retiro del saldo existente al 30 de Junio del año en curso en los subfondos específicos distintos del correspondiente al Kerosene.

En todo caso, se estima que podría existir un efecto indirecto en la recaudación del IVA toda vez que este proyecto establece que un tratamiento homogéneo respecto de este impuesto para el nuevo componente variable del IEC, sea éste positivo o negativo.

4. Sin perjuicio de lo anterior, los efectos de aplicar el mecanismo antes descrito se incorporarán en el Proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2011.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Título I

De los Mecanismos de Protección a los Contribuyentes de los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502

Artículo 1°.- Crea los mecanismos de protección para los Contribuyentes de los Impuestos Específicos establecidos en la ley N° 18.502, que dan plazo para ajustarse a las variaciones de precios. Créanse mecanismos con el objeto de facilitar el ajuste de los contribuyentes de los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502, a las nuevas condiciones de los precios de venta internos de la gasolina automotriz, del petróleo diesel y del gas natural comprimido y gas licuado de petróleo, ambos de consumo vehicular, motivadas por cambios en sus cotizaciones internacionales. Dichos mecanismos operarán principalmente a través de incrementos y rebajas a los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502 y regirá a partir del jueves de la semana siguiente a la de publicación de la presente ley.

Los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502, se revisarán periódicamente y, cuando corresponda en conformidad con esta ley, se modificarán sumando o restando a las tasas establecidas en la misma ley, denominadas componente base, un componente variable determinado para cada uno de los combustibles señalados en el inciso primero, que incrementará o rebajará dichos impuestos de conformidad con lo establecido en los artículos siguientes.

La tasa de los Impuestos Específicos a los Combustibles que se aplicará será igual al componente base sumando o restando, según corresponda, el componente variable calculado y determinado de conformidad con esta ley.

Los contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que tengan derecho a recuperación de los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502, deberán calcular el monto de dicha recuperación sobre la base de los impuestos determinados conforme a la presente ley. Si el monto a recuperar resultare negativo, su valor absoluto deberá ser sumado a los débitos del Impuesto al Valor Agregado.

Con todo, los contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que tengan derecho a recuperar el Impuesto Específico a los Combustibles y cuyos ingresos anuales del año calendario anterior, por ventas, servicios u otras actividades de su giro, hayan sido inferiores a 15.000 unidades tributarias mensuales, deberán efectuar dicha recuperación sólo por el monto del impuesto específico equivalente al componente base, sin considerar el componente variable, a contar de la declaración de impuestos del mes de julio de cada año por las operaciones realizadas en el mes de junio anterior y hasta la declaración de impuestos del mes de junio de cada año siguiente por las operaciones realizadas en el mes de mayo anterior. Para calcular estos montos cada contribuyente deberá sumar a los ingresos que obtuvo en el año calendario anterior, los obtenidos por quienes hayan sido sus relacionados en los términos establecidos por el artículo 20, N° 1, letra b), de la Ley sobre Impuesto a la Renta, en ese mismo año calendario. También deberán efectuar la recuperación del Impuesto Específico a los Combustibles, en los términos indicados en este inciso, los contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que inicien actividades en el año y que producto de ello no tengan ingresos por ventas, servicios u otras actividades de su giro durante el año anterior. Dicha recuperación deberá efectuarse en la forma señalada en este inciso, hasta aquella declaración de impuestos por las operaciones del mes de junio del año siguiente a dicho inicio.
Los contribuyentes que hagan uso de los beneficios señalados en el inciso anterior deberán declarar ante el Servicio de Impuestos Internos en la forma, plazo y condiciones que éste determine, quiénes hayan sido sus relacionados en los términos establecidos por el artículo 20, N° 1, letra b) de la Ley de Impuesto a la Renta.

Título II

Del Sistema de Protección al Contribuyente ante variaciones de los Precios de los Combustibles

Artículo 2°.- Parámetros de cálculo del elemento variable de los Impuestos Específicos establecidos en la ley N° 18.502. El primer mecanismo señalado en el artículo 1° se denominará “Sistema de Protección al Contribuyente ante variaciones de los Precios de los Combustibles”. En este primer mecanismo, el componente variable de los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502, se determinará considerando las diferencias con los precios de paridad de importación, respecto a precios de referencia superior e inferior calculados a partir del precio de referencia intermedio, los cuales serán determinados semanalmente para los combustibles derivados del petróleo que se identifican en el artículo anterior, salvo para el gas natural comprimido, para el cual se considerarán los precios del gas licuado de petróleo para uso vehicular. La determinación se hará por decreto emitido por el Ministerio de Energía y dictado bajo la fórmula "por orden del Presidente de la República", previo informe de la Comisión Nacional de Energía, y que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda.

Los precios de referencia intermedios se determinarán considerando como base el precio del petróleo crudo West Texas Intermediate (WTI), un diferencial de refinación y los demás costos e impuestos necesarios para representar el valor del respectivo derivado puesto en Chile.

El valor del petróleo crudo WTI a utilizar en la determinación del precio de referencia intermedio de los combustibles, corresponderá al promedio simple móvil de los precios promedio semanales del petróleo crudo WTI, en el período comprendido entre "n" semanas hacia atrás contadas desde la semana respectiva, y "m" meses hacia adelante considerando precios en los mercados de futuros. El informe de la Comisión Nacional de Energía a que se refiere el inciso primero deberá indicar la metodología de cálculo del citado promedio.

El diferencial de refinación a utilizar en la determinación del precio de referencia intermedio de los combustibles, corresponderá al que se extraiga del promedio móvil de los precios promedio semanales de los respectivos combustibles, en el período comprendido por "s" semanas hacia atrás contadas desde la semana respectiva. El informe de la Comisión Nacional de Energía deberá indicar la metodología de cálculo del citado promedio móvil.

El valor del parámetro "n", "m" o "s" tendrá una vigencia mínima de cuatro semanas, al término de las cuales podrán ser modificados en el respectivo decreto que fija los precios de referencia, previo informe de la Comisión Nacional de Energía. No obstante lo anterior, los valores mínimos de "n" y "s" corresponderán a ocho semanas y el valor mínimo de “m” a tres meses, mientras que los valores máximos de "n" y "s" corresponderán a treinta semanas y el valor máximo de "m" a seis meses.

La Comisión Nacional de Energía deberá explicitar en su informe los precios de referencia intermedio y la metodología usada para determinar estos precios.

Los precios de referencia superior o inferior para un determinado combustible, no podrán diferir de un doce coma cinco por ciento del precio de referencia intermedio correspondiente. El precio de referencia intermedio calculado y el resultado de la aplicación del porcentaje de 12,5 referido anteriormente, se restringirá al primer decimal, redondeando el resto.

Para los efectos de esta ley, se entenderá por precio de paridad de importación, la cotización promedio, durante el número de semanas que se establezca mediante decreto del Ministerio de Hacienda y previo informe de la Comisión Nacional de Energía, de los combustibles gasolina automotriz, petróleo diesel y gas licuado de petróleo y para calidades similares a las vigentes en Chile, incluidos los costos de transporte, seguros y otros, cuando corresponda. Dicho decreto, que deberá dictarse bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, solamente podrá determinar un número de semanas entre uno y cuatro, y deberá tener una vigencia mínima de tres meses. Para estos efectos, para cada combustible se considerará un mercado internacional relevante o un promedio de dos mercados internacionales relevantes.

Los precios de referencia y de paridad se expresarán en dólares de los Estados Unidos de América y se calcularán según se establezca en el reglamento. Tales precios o valores serán mera referencia y no constituirán precios mínimos ni máximos de venta.

El precio de paridad de cada combustible será fijado semanalmente por el Ministerio de Energía, previo informe de la Comisión Nacional de Energía. Éste será calculado, por primera vez, dentro de la semana de publicación de esta ley, considerando los precios promedio observados las dos semanas anteriores en las semanas que se determinen por decreto de acuerdo al inciso octavo de este artículo y regirá a partir del día jueves siguiente. En lo sucesivo, el precio de paridad se fijará una vez por semana, considerando los precios promedio observados en las dos semanas anteriores en las semanas que se determinen por decreto de acuerdo al inciso octavo de este artículo y entrará en vigencia el día jueves siguiente a su fijación.

Los decretos que se dicten en virtud de lo dispuesto en este artículo y en el artículo siguiente se ejecutarán desde la fecha señalada en los mismos.

Para los efectos de este artículo y del artículo siguiente, se entenderá por semana al período de siete días consecutivos cuyo comienzo y término será determinado por el decreto respectivo.

Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, los informes de la Comisión Nacional de Energía a que se refieren este artículo y el artículo siguiente, serán enviados al Ministerio de Energía a más tardar el día lunes previo a su entrada en vigencia.

Artículo 3°.- Definición del componente variable de los Impuestos Específicos establecidos en la ley N° 18.502. Para esta primera etapa, establécese a beneficio o de cargo fiscal, según corresponda, un mecanismo integrado por los siguientes impuestos y créditos fiscales específicos de tasa variable, a los combustibles a que se refiere esta ley, los cuales se aplicarán principalmente a través del nuevo componente variable de los Impuestos Específicos a los Combustibles:

1) Si el precio de referencia inferior es mayor que el precio de paridad, ese combustible estará gravado por un impuesto cuyo monto por metro cúbico será igual a la diferencia entre ambos precios. En este caso el componente variable de ese Impuesto Específico será igual al valor de aquel impuesto y se sumará al componente base.

2) Si el precio de paridad excede al precio de referencia superior, operará un crédito fiscal cuyo monto por metro cúbico será igual a la diferencia entre ambos precios. En este caso, el componente variable de ese Impuesto Específico será igual al valor absoluto de dicha diferencia y este valor se restará del componente base.

3) Si el crédito fiscal fuera mayor que el componente base, el valor absoluto de la diferencia entre ambos será abonado por el Servicio de Tesorerías al importador o vendedor en la primera venta en Chile, según se establezca en el reglamento que se dicte al efecto.

4) El gas natural comprimido para consumo vehicular estará gravado con un impuesto o recibirá un crédito fiscal cuyo monto por cada mil metros cúbicos será igual al monto del impuesto o crédito, según corresponda, del gas licuado de petróleo para consumo vehicular en el mismo período multiplicado por 1,5195. Este impuesto o crédito será el componente variable del Impuesto Específico del gas natural comprimido y se sumará o restará al componente base, según corresponda.

El crédito fiscal podrá ser reducido mediante decreto emitido por el Ministerio de Energía, el que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, bajo la fórmula "por orden del Presidente de la República", en el evento que la estimación del valor total de los créditos proyectados para las siguientes dieciséis semanas fuese superior al equivalente al 50% del saldo del Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo al 30 de junio de 2010 y previo informe de la Comisión Nacional de Energía en el que se contenga la referida estimación. El ajuste será el necesario para no alcanzar dicho tope en el lapso indicado y podrá ser distinto para cada combustible considerando su incidencia proyectada en el crédito. Con todo, en el evento que se alcance el tope, dejarán de regir desde la semana siguiente a dicho evento los créditos fiscales a que se refiere este artículo.

El Impuesto Específico a aplicar a los combustibles será el informado por el Servicio de Impuestos Internos a más tardar el día jueves de la semana en que empiece a regir. El monto del Impuesto Específico se expresará en UTM/m3 en el caso de la gasolina automotriz, del petróleo diesel y del gas licuado de petróleo, y en UTM/1.000m3 en caso del gas natural comprimido, y será calculado según se establezca en el reglamento que se dicte.

Estos montos se calcularán por primera vez el martes de la semana siguiente a la de publicación de esta ley, los que  regirán a  partir  del jueves siguiente al martes mencionado y se modificarán cada vez que entren en vigencia nuevos precios de paridad o de referencia.

El componente variable del Impuesto Específico tendrá el mismo tratamiento respecto al Impuesto al Valor Agregado que el aplicado al Impuesto Específico. Asimismo, si el crédito determinado en el numeral 2) del inciso primero resultare mayor que el componente base, el valor absoluto de la diferencia entre ambos será deducible de la base imponible del Impuesto al Valor Agregado en la forma que informe el Servicio de Impuestos Internos.

Título III

Del Seguro de Protección del Contribuyente ante Variaciones en los Precios de Combustibles

Artículo 4°.- Autorización para contratar coberturas. Autorízase al Fisco para contratar seguros o coberturas necesarias para cubrir los volúmenes de consumo de los combustibles señalados en el artículo 1° de esta ley, sujetos a los Impuestos Específicos establecidos en la ley N° 18.502, estimados por la Comisión Nacional de Energía y previamente informados por ésta al Ministerio de Hacienda. El mecanismo se denominará "Seguro de Protección del Contribuyente ante Variaciones en los Precios de Combustibles".

Mediante uno o más decretos supremos, suscritos por el Ministerio de Hacienda, se establecerá un sistema de seguro, consistente en la contratación de las coberturas financieras indicadas en el inciso precedente y se dictarán las disposiciones que sean necesarias para su funcionamiento.

El Presidente de la República, mediante los decretos supremos indicados en el inciso precedente, establecerá normas de determinación del tipo de coberturas financieras que se podrán contratar, sean opciones call, opciones put o bien opciones que combinen perfiles de pago de ambas, comprándolas o vendiéndolas.Estas opciones sólo podrán referirse a los precios de los combustibles mencionados en el artículo 1° de esta ley para aquellos combustibles autorizados para ser comercializados en Chile. También podrán aplicarse a precios de otros combustibles, siempre que dichos precios exhiban un comportamiento similar al de los anteriores y que además sean transados en mercados con gran volumen de transacciones con relación a las operaciones del Fisco.

En cada uno de estos contratos, la diferencia máxima entre la fecha de contratación y la última fecha de ejercicio será de dieciocho meses. Del mismo modo, en cada contrato la diferencia mínima entre la fecha de contratación y la primera fecha de ejercicio será de dos meses. El precio de ejercicio de las opciones se calculará sobre la base del promedio de los precios del combustible correspondiente al contrato de cobertura respectivo durante, al menos, ocho semanas contiguas en el periodo comprendido entre la fecha de suscripción y la fecha de ejercicio de la opción. Además, el precio de ejercicio será el promedio referido, aumentado en un 12,5 por ciento para el caso de las opciones call que se compren, y disminuido en un 12,5 por ciento para el caso de las opciones put que se vendan.
Para las opciones "put" y para las opciones que combinen perfiles de pago de opciones "put y call", sólo se podrán contratar aquellas clases de opciones que sean autorizadas a través de un oficio del Ministerio de Hacienda, que deberá ser específico para cada nueva clase autorizada. Dentro de los quince días siguientes, el Ministro de Hacienda deberá remitir un informe a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, que justifique dicha autorización.

Un reglamento, dictado por el Ministerio de Hacienda, suscrito por el Ministro de Energía, establecerá los procedimientos de contratación, seguridad, supervisión y control de estas operaciones. Dichos procedimientos tendrán por único objeto contratar aquellas opciones que combinadas logren el mínimo costo y la máxima cobertura para los consumidores cubiertos, considerando también la seguridad de cumplimiento de las contrapartes.

El mismo reglamento, establecerá los mecanismos de información periódica al público, referida a la contratación y evolución de estas operaciones. En todo caso, las operaciones, incluyendo su evolución, deberán ser informadas dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo semestre calendario, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.

En los contratos de las coberturas autorizadas de conformidad a esta ley se deberá exigir, a lo menos, que cada opción put y combinada que se venda evite comprometer pagos que superen, en cada fecha de ejercicio, el producto de la cantidad física de combustible cubierta por dicho contrato por el 25% del precio promedio, durante las ocho semanas contiguas inmediatamente anteriores a la respectiva fecha de ejercicio, del combustible al cual se refiere la opción.
Asimismo, la suma neta del conjunto de todas las primas que corresponda pagar y recibir en una misma semana por un mismo combustible no podrá superar el 4% del precio promedio de paridad de importación de ese combustible en las últimas dos semanas, multiplicado por la demanda física estimada para esa semana del combustible sujeto a Impuesto Específico. Cuando el Ministerio de Hacienda proyecte que esta restricción tiene posibilidades significativas de ser incumplida, deberá tomar medidas para que los contratos suscritos a continuación logren una seguridad razonable de que se cumplirá. 

El Ministerio de Hacienda deberá proporcionar cobertura en forma continua, salvo que por circunstancias graves y excepcionales no sea posible o recomendable contratarla, tales como, a modo de ejemplo, en caso que un número significativo de los proveedores de seguros para variaciones en los precios internacionales de combustibles con alta calificación crediticia no ofrezcan al Ministerio de Hacienda dichos seguros en la forma y los volúmenes en que éste lo requiera para proporcionar la cobertura exigida, o que existan indicios de conductas que atenten contra la libre competencia por parte de dichos proveedores o de las entidades que suministran información esencial a dichos proveedores de seguros, entre otras que se determinen fundadamente por decreto supremo firmado por los Ministros de Hacienda y Energía. El referido decreto determinará, asimismo, el plazo durante el cual se suspenderá la obligación de proporcionar cobertura continua, el que no podrá ser inferior a tres meses.

En el o los decretos supremos indicados en el inciso tercero de este artículo, se regularán las siguientes materias:

1) La determinación de la fórmula para estimar el número de opciones a comprar y,o vender y su alcance. Las variables referidas a cantidades físicas de productos sujetas al Impuesto Específico deberán contar con un informe previo de la Comisión Nacional de Energía;

2) La periodicidad con que se contratarán las opciones y los plazos y períodos de ejercicio o liquidación que éstas podrán tener;

3) Los criterios para elegir la fórmula usada para crear la proyección más reciente disponible del consumo esperado que paga Impuesto Específico, para cada combustible, prevista en el artículo 5° siguiente. Estas proyecciones deberán contar con un informe previo de la Comisión Nacional de Energía;

4) Los criterios para determinar la periodicidad de las fechas de ejercicio de las opciones, y

5) Los criterios de selección y diversificación de las contrapartes en los contratos de opciones, que minimicen el riesgo de incumplimiento.

Los respectivos contratos serán firmados por el Ministro de Hacienda.

La representación del Fisco en la negociación y suscripción de los contratos y operaciones que se realicen en cumplimiento de este artículo podrá ser delegada por el Presidente de la República en el Ministro de Hacienda, y por éste, a su vez, en los funcionarios que él mismo designe.

El Ministerio de Hacienda podrá contratar la prestación de servicios de apoyo para la gestión de los seguros o coberturas. Un reglamento, dictado por el Ministerio de Hacienda, establecerá los requisitos y procedimientos de contratación, supervisión y control de estos servicios de apoyo.

La Comisión Nacional de Energía prestará al Ministerio de Hacienda la asesoría que éste necesite en relación con el mecanismo de protección a que se refiere esta ley, según se determine en el o los decretos supremos que se adopten de conformidad con este artículo. Asimismo, dicha Comisión enviará, en la forma que se determine en el reglamento, al Ministerio de  Hacienda  información  referida  a  proyecciones  de los  consumos  esperados  cubiertos   por  el  Impuesto Específico, para cada combustible, de los precios de éstos en el mercado internacional y de las especificaciones de calidad a considerar para la contratación de las coberturas, a fin de que el Ministerio pueda determinar las opciones a contratar.

Artículo 5°.- Definición del Componente Variable de los Impuestos Específicos establecidos en la ley N° 18.502, en el Seguro de Protección. En la segunda etapa, con el seguro de protección para variaciones de precios, el componente variable de los Impuestos Específicos a los Combustibles será determinado como el Pago Neto de las opciones asignadas a cada combustible en esa semana, dividido por la cantidad del combustible respectivo cubierta por el seguro de protección y ponderada por el grado de cobertura. El Pago Neto de las opciones asignadas semanalmente a cada combustible se calculará como la suma del costo neto de las primas pagadas y recibidas esa semana, menos la liquidación neta que correspondería ingresar en esa semana de ejercerse las opciones correspondientes al mismo combustible y cumplirse las indemnizaciones de opciones vendidas por dicho combustible, de acuerdo a los respectivos contratos.
Establécense a beneficio o de cargo fiscal, según corresponda, los siguientes impuestos y créditos fiscales específicos de tasa variable, a los combustibles a que se refiere el artículo 1° de esta ley, los cuales se aplicarán principalmente a través del nuevo componente variable de los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502:

1) Si el Pago Neto es positivo para un combustible, ese combustible estará gravado por un impuesto, cuyo monto por metro cúbico será igual al Pago Neto dividido por la proyección más reciente disponible del consumo esperado cubierto por el seguro de protección y ponderado por el grado de cobertura, para ese mismo combustible. El componente variable del Impuesto Específico será igual al valor de aquel impuesto que se sumará al componente base.

2) Si el Pago Neto es negativo para un combustible, operará un crédito fiscal para ese producto, cuyo monto por metro cúbico será igual al valor absoluto del Pago Neto dividido por la proyección más reciente disponible del consumo esperado cubierto por el seguro de protección y ponderado por el grado de cobertura, para ese mismo combustible. El componente variable de ese Impuesto Específico será aquel crédito fiscal y este valor se restará del componente base.

3) Si el crédito fiscal fuera mayor que el componente base, el valor absoluto de la diferencia entre ambos será abonado por el Servicio de Tesorerías al importador o vendedor en la primera venta en Chile, según se establezca en el reglamento que se dicte.

4) El gas natural comprimido para consumo vehicular estará gravado con un impuesto o recibirá un crédito fiscal cuyo monto por cada mil metros cúbicos será igual al monto del impuesto o crédito, según corresponda, del gas licuado de petróleo para consumo vehicular en el mismo período multiplicado por 1,5195. Este impuesto o crédito será el componente variable del Impuesto Específico del gas natural comprimido y se sumará o restará al componente base, según corresponda.

Estos montos se calcularán por primera vez el martes de la semana siguiente al inicio de la segunda etapa, regirán a partir del primer día de la semana siguiente y se modificarán cada vez que se determine un nuevo Pago Neto. El Impuesto Específico a aplicar a los combustibles será informado por el Servicio de Impuestos Internos a más tardar el día jueves de la semana en que empiece a regir.

El monto del Impuesto Específico se expresará en UTM/m3 en el caso de la gasolina automotriz, del petróleo diesel y del gas licuado de petróleo, y en UTM/1.000m3 en caso del gas natural comprimido, y será calculado según se establezca en el reglamento que se dicte al efecto.

Para los efectos de este artículo, se entenderá por semana al período de siete días consecutivos cuyo comienzo y término será determinado por el decreto respectivo.

El componente variable del Impuesto Específico tendrá el mismo tratamiento respecto al Impuesto al Valor Agregado que el aplicado al Impuesto Específico. Asimismo, si el crédito fiscal determinado  en el número 2) del inciso segundo de este artículo, resultare mayor que el componente base, el valor absoluto de la diferencia entre ambos será deducible de la base imponible del Impuesto al Valor Agregado en la forma y monto que informe el Servicio de Impuestos Internos.

Título IV

Del Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo

Artículo 6°.- Modificaciones al Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo. Modifícase la ley N° 19.030, que crea el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo, de la siguiente forma:

1) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 2°:

a) Agrégase, en el inciso sexto, a continuación de la expresión "se restringirá al primer decimal", la expresión ", redondeando el resto".

b) Sustitúyese, en el inciso noveno, el párrafo que comienza con la frase "Este será calculado" y hasta el punto final, por el siguiente: "Este será calculado, por primera vez, dentro de la semana de publicación de esta ley, considerando los precios promedio observados en la semana anterior y regirá a partir del día jueves de la semana siguiente. En lo sucesivo, el precio de paridad se fijará una vez por semana, considerando el precio promedio observado en la semana anterior y entrará en vigencia el día jueves siguiente a su fijación.".

c) Reemplázase el inciso penúltimo, por el siguiente: "Los decretos que se dicten en virtud de lo dispuesto en este artículo, se ejecutarán desde la fecha señalada en los mismos.".

2) Reemplázase el artículo 5°, por el siguiente:

"Artículo 5°.- Para todos los efectos requeridos por esta ley, la Comisión Nacional de Energía estimará semanalmente los recursos disponibles del Fondo, así como el consumo semanal promedio esperado de las próximas 12 semanas, en adelante, también "q".

Facúltase al Ministro de Hacienda para incrementar, mediante decreto expedido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, el Fondo en 5,4 millones de dólares de los Estados Unidos de América, mediante una o más transferencias de recursos disponibles en activos financieros del Tesoro Público.".

3) Modifícase el artículo 6º, de la siguiente forma:

a) Elimínanse en la letra a), del inciso primero, las expresiones que siguen a la frase "será igual a la diferencia entre ambos precios," pasando la coma a ser punto  aparte.

b) Intercálase el siguiente inciso segundo: "El parámetro de protección temporal (T) señalado anteriormente será igual a 12.".

4) Reemplázase el artículo 8°, por el siguiente:

"Artículo 8°.- Las disposiciones de esta ley se aplicarán solamente al kerosene doméstico.".

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 7°.- Facúltase al Servicio de Tesorerías para transferir a la Cuenta Única Fiscal los saldos de los subfondos específicos de gasolina automotriz, petróleo diesel, gas licuado y petróleos combustibles creados al amparo de la ley N° 19.030, que crea el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo.

Artículo 8°.- El gasto que irrogue esta ley se imputará a la partida 50, Tesoro Público, de la Ley de Presupuestos del Sector Público.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Durante la primera etapa, el componente variable de los Impuestos Específicos a los Combustibles establecido en la ley N° 18.502, será determinado según establece el artículo 3° del Título II de esta ley. La segunda etapa se iniciará en la fecha en que por primera vez corresponda al Ministerio de Hacienda elegir entre ejercer o no una cobertura del mecanismo del Título III contratada previamente. A partir del jueves de la semana subsiguiente a dicha fecha aquél componente variable establecido por el artículo 3° tendrá valor igual a cero y tendrá aplicación el componente variable establecido por el artículo 5° del Título III de esta ley.

El Ministerio de Hacienda informará en su página electrónica la primera contratación en el marco del mecanismo de Seguro de Protección del Contribuyente ante Variaciones en los Precios de Combustibles señalado en el Título III, dentro de los 3 días hábiles siguientes de suscrito dicho contrato.

Artículo segundo.- A contar de la declaración de impuestos del mes posterior al de publicación de esta ley y hasta la declaración del mes de junio de 2011 por las operaciones realizadas en mayo de ese año, los contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que tengan derecho a recuperar el Impuesto Específico a los Combustibles y cuyos ingresos anuales del año calendario anterior, por ventas, servicios u otras actividades de su giro, hayan sido inferiores a 60.000 unidades tributarias mensuales, deberán efectuar dicha recuperación sólo por el monto del impuesto específico equivalente al componente base, sin considerar el componente variable. Hasta la declaración del mes de junio de 2011 por las operaciones realizadas en mayo de ese año, para calcular estos montos, dichos contribuyentes no deberán sumar a sus ingresos los obtenidos por quienes hayan sido sus relacionados en los términos establecidos por el artículo 20, N° 1, letra b), de la Ley del Impuesto a la Renta. También deberán efectuar la recuperación del Impuesto Específico a los Combustibles, en los términos indicados en este artículo, aquellos contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que inicien actividades entre el primero de enero de 2011 y el treinta de junio de 2011, y que producto de ello no tengan ingresos por ventas, servicios u otras actividades de su giro durante el año anterior. Dicha recuperación deberá efectuarse en la forma señalada en este artículo, hasta aquella declaración de impuestos por las operaciones realizadas en mayo del año 2012.

Desde julio de 2011 y hasta julio de 2013, en cada mes calendario, el guarismo de 15.000 unidades tributarias mensuales referido en el inciso quinto del artículo 1° de esta ley, se reemplazará por el guarismo resultante de restar a 60.000 unidades tributarias mensuales la cantidad de 1.800 unidades tributarias mensuales por cada mes transcurrido desde junio de 2011, hasta alcanzar la cifra de 15.000 unidades tributarias mensuales en julio de 2013.

Durante los dos últimos días hábiles de cada mes el Servicio de Impuestos Internos publicará en su página web el guarismo del inciso quinto del artículo 1° que regirá para las compraventas de combustible que se realicen durante los tres meses calendario siguientes y los guarismos que rigieron en los seis meses anteriores.”.

- - - 

Acordado en sesiones celebradas los días 1 y 20 de diciembre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Camilo Escalona Medina (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (como miembro de ambas Comisiones), José García Ruminot (Carlos Ignacio Kuschel Silva), José Antonio Gómez Urrutia, Jaime Orpis Bouchon,  Baldo Prokurica Prokurica y Ricardo Lagos Weber. 

Sala de las Comisiones unidas, a 29 de diciembre de 2010.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de las Comisiones Unidas 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE IMPLEMENTA LA MEDIDA DE CONSERVACIÓN 10-8 (2006), DE LA COMISIÓN DE LOS RECURSOS VIVOS MARINOS ANTÁRTICOS

(7309-21)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en mensaje, de S.E. el Presidente de la República.



A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, de la Subsecretaría de Pesca, el Subsecretario, señor Pablo Galilea; el Jefe de la División Jurídica, señor Felipe Palacio; el Jefe del Departamento de Pesquerías, señor Ítalo Campodónico y las abogadas de la División Jurídica señoras María Alicia Baltierra y Catalina Gallardo.

OBJETIVO DEL PROYECTO


Incorporar a  la Ley General de Pesca y Acuicultura los compromisos asumidos por Chile, en lo relativo al cumplimiento e implementación de la Medida de Conservación 10-08 (2006), establecida por la Comisión para la Conservación de los Recursos Vivos Marinos Antárticos, creando sanciones para los chilenos que realicen actividades de pesca ilegal en el área regulada por la Convención del mismo nombre de la que el país es signatario.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

No hay.

ANTECEDENTES

De Derecho

- Constitución Política de la República, artículo 19 N°s  3, 16 y 26.

- Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el D. S. N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. 

- Decreto ley N°2.222, de 1978, Ley de Navegación.

- Ley Nº 19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.

De Hecho

El mensaje con que S.E. el Presidente de la República inició este proyecto señala que Chile, como parte del Tratado Antártico, participó activamente en la negociación de la Convención para la Conservación de los Recursos Vivos Marinos Antárticos, promulgada como ley el año 1981.

Agrega que la conservación de los recursos marinos vivos no excluye su explotación, siempre que se realice de manera racional. Para lograr dicho objetivo la Convención se aparta del enfoque tradicional de regular especies o grupos de especies, adoptando enfoques ecosistémicos y precautorios.

En cuanto al ámbito territorial de aplicación de la Convención, el mensaje señala que ésta coincide con el área de la convergencia antártica, donde las aguas del océano austral se juntan con aquellas más tibias provenientes de la región subantártica, generando una considerable productividad biológica que se caracteriza por su longevidad y tardía maduración sexual, lo cual la hace particularmente valorable a la sobrepesca. Cabe hacer presente en este acápite, que las principales pesquerías en el área de aplicación en la Convención son el bacalao de profundidad, el kril y draco rayado.

Enseguida, explica que la Convención estableció una Comisión para la Conservación de los Recursos Vivos Marinos Antárticos, encargada de la gestión de los recursos vivos marinos en el área de su jurisdicción. Como organización intergubernamental con personalidad jurídica establecida por una convención internacional, la Comisión es la responsable de elaborar las medidas para la conservación de la vida marina en el océano austral.

Expresa, en este orden, que las medidas de conservación que adopta (por consenso) son obligatorias para los Estados partes, salvo que ejerzan el derecho de “opt-out”.

Agrega, a continuación, que para nuestro país la Comisión constituye un foro internacional del más alto nivel, habilitándolo para estar a la vanguardia tanto en la creación de procesos de ordenamiento de pesquerías como en el combate contra la pesca ilegal.

Continúa la exposición de motivos del Ejecutivo indicando que el régimen de manejo que se establece a través de las medidas de conservación está continuamente amenazado por la pesca ilegal no declarada y no reglamentada que se registra en las aguas bajo la jurisdicción de la Comisión. La pesca ilegal constituye una actividad que atenta gravemente contra la sustentabilidad de la actividad pesquera, no sólo en las aguas reguladas por la Convención sino en otras partes del mundo. La Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación, (FAO), estimó en el año 2001 que aun cuando la pesca ilegal no esté registrada y su cuantificación sea difícil, en ciertas pesquerías importantes ella representa hasta el 30 por ciento de las capturas, y en algunos casos incluso más. 

Enseguida expresa el mensaje que si bien el Estado del pabellón sigue siendo la principal autoridad llamada a ejercer jurisdicción para la prevención, control y sanción de esta actividad, no es la única que debe adoptar tales medidas. Debido a las dificultades que representa la existencia de banderas de conveniencia y el innegable hecho que no todos los países asumen la tarea de combatir la pesca ilegal con el mismo grado de compromiso, el esfuerzo internacional también ha comenzado a exigir gradualmente la responsabilidad del Estado del puerto, del Estado ribereño, del Estado del comercio y del Estado del nacional. 

Luego hace presente que uno de los problemas que se aprecia con más fuerza en la Antártica radica en que la mayor parte de las aguas bajo la jurisdicción de la Convención se encuentra fuera de la zona económica exclusiva de los Estados y, por tanto, las medidas de conservación que adopta la Comisión son en principio inaplicables a los Estados que no han ratificado la Convención. Agrega que las naves ejercen actividades de pesca en la Antártica vulnerando las medidas de conservación más esenciales, tales como los límites de captura precautorios, la regulación de artes de pesca y las fechas de cierre de temporadas. Ello es especialmente preocupante en el caso de la Convención, porque la jurisdicción que pueda ejercer el Estado del pabellón pierde fuerza y eficacia. En este contexto es que la Comisión ha adoptado medidas adicionales para combatir la pesca ilegal más allá de la tradicional jurisdicción del Estado del pabellón. 

Expresa también el mensaje que teniendo presente lo anterior es que la Comisión adoptó la Medida de Conservación 10-08 (2006), con el objeto de que los Estados cuyos nacionales rea​licen o participen en actividades de pesca ilegal en el área de la Convención a bordo o valiéndose de naves de pabellón extranjero, los disuadan de realizar tales actividades mediante la creación y aplicación de sanciones.

Entre las actividades que la Medida de Conservación 10-08 (2006) considera ilegales se encuentran las siguientes: participar en actividades de pesca en el área de la Convención sin la autorización de pesca correspondiente, o en contravención a las condiciones dispuestas en ella; no registrar o no declarar capturas en el área de la Convención o hacer declaraciones falsas; pescar en períodos de veda o en áreas cerradas; utilizar artes de pesca prohibidos en contravención a las medidas de conservación pertinentes; participar en operaciones de pesca conjuntas con barcos que figuran en la lista de barcos de pesca INDNR; y en general realizar actividades de pesca en contravención a cualquier otra medida de conservación de la Comisión que perjudique la consecución de los objetivos de la Convención. 

Concluye el mensaje en esta parte señalando que al igual que otros Estados que han incluido en su legislación normas atinentes con las obligaciones internacionales de la medida (Australia, Nueva Zelandia, Estados Unidos, Japón y España), Chile debe incorporar en la Ley General de Pesca y Acuicultura regulaciones para implementar la referida medida y establecer sanciones para los nacionales que incurran en pesca ilegal en el área regulada por la Convención.

ESTRUCTURA Y DESCRIPCIÓN DEL ARTICULADO

El proyecto está conformado con un artículo único de tres literales que agregan a la Ley General de Pesca y Acuicultura, respectivamente, un nuevo artículo 66 bis; un artículo 115 bis y un párrafo 
N° 4, en el Título IX, sobre sanciones contra nacionales que realicen o participen en actividades de pesca ilegal en aguas antárticas con naves de pabellón extranjero.

Describimos, a continuación, las normas citadas:

El nuevo artículo 66 bis que incorpora a la Ley de Pesca la letra a) del proyecto, obliga a los chilenos con matricula o título inscrito en Chile, que se desempeñen en naves pesqueras extranjeras en alta mar, a comunicar tal circunstancia a la Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante (inciso primero).

Su inciso segundo remite a la potestad del mencionado organismo la función de establecer los requisitos que habrán de cumplirse para hacer la comunicación y, al efecto, menciona, como mínimos, la información para contactar al obligado a practicarla; fecha y puerto de embarque y nombre y pabellón de la nave.

El inciso tercero de este nuevo precepto sanciona el incumplimiento la obligación descrita con el no reconocimiento por parte de la autoridad marítima del tiempo navegado en la nave y, finalmente, el inciso cuarto obliga a la Dirección del Territorio Marítimo a llevar un registro de estas comunicaciones.

El literal b) del artículo único, cual se señaló, introduce un nuevo artículo 115 bis a la Ley de Pesca que prohíbe a los chilenos embarcarse en naves de pesca sin nacionalidad, que no enarbolen pabellón, o en aquéllas incluidas en listados sobre pesca ilegal elaborados por organizaciones o en virtud de tratados reconocidos por Chile, salvo fuerza mayor justificada.

Agrega este nuevo precepto que la infracción a sus disposiciones se sanciona con multa de hasta 300 UTM para los capitanes y patrones de pesca y de hasta 50 UTM para los demás oficiales y tripulantes.

Agrega en un inciso segundo que los listados se publicarán en la página web de la Subsecretaría y surtirán efecto diez días después de publicados. La sanción la impondrá la Subsecretaría (inciso tercero), previa audiencia del afectado e informe de la autoridad marítima, facultándose a aquella (la Subsecretaría) para apreciar fundadamente la gravedad de la conducta, las consecuencias del hecho y la reiteración de infracciones.

Los incisos cuarto y quinto finales establecen que el procedimiento sancionatorio se ajustará a la ley N° 19.880 (sobre procedimiento administrativo) y que la resolución que recaiga en él es susceptible de los recursos dispuestos en esa ley.

Finalmente, la letra c) incorpora en el Título IX de la Ley de Pesca un nuevo párrafo cuarto sobre sanciones a los chilenos que participen en pesca ilegal con naves de pabellón extranjero.

El nuevo artículo 134 A, que encabeza este párrafo, castiga a los chilenos que realicen o participen en actividades de pesca con naves de pabellón extranjero contraviniendo las medidas de conservación de la Comisión para la Conservación de los Recursos Vivos Marinos Antárticos que sean aplicables a Chile y cuyo incumplimiento menoscabe los objetivos de la Convención para la Conservación de los Recursos Vivos Marinos Antárticos, vigente en el país.

En el caso de los capitanes y patrones de pesca la sanción consiste en multa de entre 100 y 900 UTM, y la suspensión de su título por un período de entre 3 meses y 3 años si tienen matrícula chilena. Los demás oficiales y tripulantes, con amonestación verbal o escrita y multa de hasta 100 UTM.

El artículo 134 B sanciona con multa de entre 100 y 3000 UTM a las personas naturales o jurídicas chilenas propietarias, poseedoras, meras tenedoras o armadoras de naves pesqueras de pabellón extranjero que incurran en infracción al artículo precedente.

El artículo 134 C previene que las sanciones dispuestas en los artículos anteriores se cursarán por la Subsecretaría de Pesca, previa audiencia del afectado e informe de la autoridad marítima. Agrega que la sanción se impondrá considerando la gravedad de la conducta, las consecuencias del hecho, la capacidad económica del infractor y la reiteración de infracciones. El procedimiento sancionatorio se ajustará a la ley N° 19.980 (sobre procedimiento administrativo) y en contra de la resolución que le dé término procederán los recursos regulados en esa ley.

El artículo 134 D declara que las infracciones a este párrafo son perseguibles por la autoridad chilena, subsidiariamente en ausencia del Estado del pabellón.

El artículo 134 E remite a las normas del Título III del decreto ley N° 1.236, de 1975, Ley Orgánica de la Administración Financiera del Estado, la ejecución de las resoluciones condenatorias de multa.

Agrega -inciso segundo- que en el caso de las personas jurídicas, las sanciones podrán imponerse a cualquiera de sus representantes con mandato general de administración.

Finalmente, el artículo 134 F presume, para los efectos de esta párrafo, que la nave sin pabellón o que no indique nombre o nacionalidad, porta pabellón extranjero.

El artículo transitorio dispone que la resolución a que se refiere el nuevo artículo 66 bis se dictará dentro de los seis meses siguientes a la publicación de esta ley.

DEBATE EN GENERAL


En sesión de 13 de diciembre pasado, la señora María Alicia Baltierra, asesora jurídica de la Subsecretaría de Pesca, expuso que este proyecto surge de la aplicación de una medida de administración adoptada por la Comisión para la Conserva​ción de los Recursos Vivos Marinos Antárticos. Añadió que la Organización Regional de Pesca de la Comisión es una de las organizaciones de mayor prestigio a nivel internacional en materia de regulación pesquera. Muchas organizaciones regionales carecen de dicho prestigio porque no han sabido adoptar las medidas adecuadas para proteger los recursos vivos marinos en la altamar.


Señaló que la Comisión (CCAMLR) ha hecho suyo uno de los principales problemas que se han abordado en todas las conferencias internacionales, cual es la pesca ilegal no regulada y no reportada. Esta Comisión acordó hace ya dos años una medida de conservación, cuyo cumplimiento es de responsabilidad de cada uno de los Estados miembros de la Convención.


Indicó enseguida que una vez adoptada esa resolución nuestro país ha quedado en deuda debido a varias razones, entre ellas la necesidad de realizar un análisis de la regulación interna que permita determinar si ella es suficiente para dar cumplimiento a esta normativa. Además, puso de relieve que no es solo la Subsecretaría de Pesca la que debe hacerse cargo de este problema sino, también, otros organismos públicos, tales como la Dirección General del Territorio Marítimo, el Servicio Nacional de Pesca y el Ministerio de Relaciones Exteriores. Luego del estudio y análisis se concluyó que es necesario introducir modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Expresó que al abordar la redacción de la iniciativa legal se estimó necesario realizar una modificación que fuera lo más acotada posible, porque en algunos años más probablemente será necesario una modificación mucho más amplia, y ello será al momento en que Chile se inserte definitivamente en el ámbito internacional a través de la ratificación de la Organización Regional de Pesca que regula el jurel.


A continuación expresó que uno de los problemas que tiene la comunidad internacional es cómo detener con eficacia la pesca ilegal en la altamar. Y para ello se ha considerado dar responsabilidad en esta tarea, no sólo al Estado del pabellón, que es el que le concede su bandera a la nave, sino también al Estado rector del puerto. Respecto de éstos indicó que se encuentra en etapa de ratificación un convenio específico que los regula.

- - - 


Al concluir el examen de esta proyecto de ley, y sin perjuicio de anunciar un pronunciamiento favorable a legislar, los señores Senadores integrantes de esta Comisión, presentes en la sesión, advirtieron acerca de la necesidad de precisar algunos conceptos consignado en el articulado que, a grandes rasgos, fueran objeto de observaciones de carácter jurídico que inciden, por ejemplo, en el concepto del debido proceso, o requerir de mayor precisión en lo tocante a otras garantías, como la libertad de trabajo. En este orden, el Honorable Senador señor Orpis reparó en la naturaleza de las organizaciones a que se refiere el nuevo artículo 66 bis, o la mención genérica a los tratados suscritos por Chile, materias todas que serán examinadas con mayor detención en el estudio en particular de la iniciativa.

ACUERDO


- Puesta en votación la idea de legislar respecto de este proyecto de ley, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Horvath, Orpis y Sabag.

- - -


En consecuencia, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la aprobación en general del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, que se transcribe a continuación:

PROYECTO DE LEY:


"Artículo único. Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N°430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:


a) Incorpórase el siguiente artículo 66 bis:


"Artículo 66 bis. Todo chileno, con matrícula o título inscrito en Chile y que realice o participe en actividades de pesca en alta mar a bordo de una nave de pabellón extranjero, deberá comunicar dicha circunstancia a la Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante, con anticipación al embarque.


Por resolución de dicha Dirección se establecerán los requisitos y la forma de efectuar tal comunicación, la que deberá indicar, a lo menos, la información de contacto del oficial o tripulante, la fecha y el puerto de embarque, y el nombre de la nave y el pabellón respectivo. Todo cambio en alguna de las circunstancias que deben informarse deberá comunicarse, inmediatamente, a la misma autoridad.


Al personal marítimo que no cumpla con dicho requisito o no entregue información fidedigna no se le reconocerá el tiempo navegado a bordo de dicha nave, de conformidad con lo dispuesto en el decreto ley N°2.222, de 1978, Ley de Navegación,  y los reglamentos respectivos, sin perjuicio de las demás sanciones previstas en esta ley. 


La Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante llevará registro de esta información.".


b) Introdúcese el siguiente artículo 115 bis:


"Artículo 115 bis. Prohíbese a los nacionales chilenos embarcarse, a sabiendas, en naves de pesca sin nacionalidad, que no enarbolen pabellón, o en aquellas que se encuentren incluidas en listados que realizan pesca ilegal, elaborados por organizaciones o en virtud de tratados de los cuales Chile es parte, salvo en casos de fuerza mayor debidamente justificada. La contravención a esta norma será sancionada con una multa de hasta 300 UTM para los capitanes y quienes se desempeñen como patrones de pesca, y de hasta 50 UTM para los demás oficiales y miembros de la tripulación, sin perjuicio de las sanciones previstas en el párrafo 4°, del Título IX, de esta ley. 


Los listados indicados en el inciso anterior serán publicados en la página Web de la Subsecretaría, y producirán sus efectos transcurridos diez días desde su publicación.


Las sanciones serán impuestas por la Subsecretaría, previa audiencia del interesado e informe de la Autoridad Marítima. La sanción se determinará apreciando fundadamente la gravedad de la conducta, las consecuencias del hecho y si existe reiteración de infracciones.


Con todo, la tramitación del procedimiento sancionatorio se sujetará a las disposiciones de la ley N°19.880, en lo que resulten pertinentes.


En contra de toda resolución dictada durante el procedimiento el interesado podrá deducir los recursos contemplados en la ley N°19.880, en los mismos términos establecidos en dicho cuerpo legal.".


c) Agrégase el siguiente párrafo 4° en su Título IX: 

"Párrafo 4°

Sanciones contra nacionales que realicen o participen en actividades de pesca ilegal en aguas antárticas con naves de pabellón extranjero.


Artículo 134-A. Las personas naturales chilenas que, a sabiendas, realicen o participen en actividades de pesca a bordo de naves de pabellón extranjero, en contravención a las Medidas de Conservación adoptadas por la Comisión para la Conservación de los Recursos Vivos Marinos Antárticos, que sean aplicables a Chile y cuyo incumplimiento menoscabe los objetivos de la Convención para la Conservación de los Recursos Vivos Marinos Antárticos, promulgada mediante decreto supremo Nº 662, de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, serán sancionadas de la siguiente forma: 


Los capitanes y patrones de pesca con multa de entre 100 y 900 UTM. En el caso de contar ellos con matrícula chilena, serán, además, suspendidos de su respectivo título por un período de entre tres meses y tres años.


Los demás oficiales y tripulantes con amonestación, verbal o escrita, o con multa de hasta 100 UTM.


Artículo 134-B. Las personas naturales y jurídicas chilenas que sean propietarias, poseedoras, meras tenedoras o armadoras, totales o parciales, de naves pesqueras de pabellón extranjero y que, con su conocimiento, realicen o participen en las actividades de pesca a que se refiere el inciso primero del artículo 134-A, serán sancionadas con multa de entre 100 y 3000 UTM. 


Artículo 134-C. Las sanciones de este párrafo serán impuestas por la Subsecretaría, previa audiencia del interesado e informe de la Autoridad Marítima. La sanción se determinará apreciando fundadamente la gravedad de la conducta, las consecuencias del hecho, la capacidad económica del infractor y si existe reiteración de infracciones. Con todo, la tramitación del procedimiento sancionatorio se sujetará a las disposiciones de la ley N° 19.880, en lo que resulten pertinentes.


En contra de toda resolución dictada durante el procedimiento, el interesado podrá deducir los recursos contemplados en la referida ley, en los mismos términos establecidos en ella.


Artículo 134-D. Las infracciones a que se refiere este párrafo serán perseguidas por las autoridades nacionales en forma subsidiaria y sólo cuando la jurisdicción del Estado del pabellón no sea ejercida, en relación con los mismos hechos que son materia de la infracción.


Artículo 134-E. Las resoluciones que condenen al pago de multas serán ejecutadas por el Servicio de Tesorerías de acuerdo con lo dispuesto en el Título III del decreto ley N°1.263, de 1975, Ley Orgánica de la Administración Financiera del Estado. 


En el caso de las personas jurídicas, las sanciones podrán hacerse efectivas, de forma subsidiaria, en cualquiera de sus representantes legales o apoderados con poder general de administración.


Artículo 134-F. Para efectos de aplicar las sanciones previstas en este párrafo, las naves que no porten pabellón, que no indiquen nombre alguno o que naveguen sin nacionalidad, se considerarán de pabellón extranjero.".


Artículo transitorio.- La resolución a que se refiere el artículo 66 bis de la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura, incorporado por la presente ley,  será dictada dentro de los seis meses siguientes a la publicación de ésta en el Diario Oficial.".

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 20 de diciembre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente); Carlos Bianchi Chelech; Jaime Orpis Bouchon; Fulvio Rossi Ciocca y Hosaín Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 28 de diciembre de 2010.


(Fdo.): Mario Tapia Guerrero,


     Secretario Accidental
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL OFICIO DE S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, POR EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR COMO INTEGRANTES DEL CONSEJO NACIONAL DE TELEVISIÓN A LAS SEÑORAS MARÍA DE LOS ÁNGELES COVARRUBIAS Y MARÍA ELENA HERMOSILLA, Y A LOS SEÑORES ANDRÉS EGAÑA, GASTÓN GÓMEZ Y ÓSCAR REYES, HERNÁN VIGUERA Y JAIME GAZMURI.
(S 1317-05)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, tiene el honor de informar el Oficio N° 1.675, de Su Excelencia el Presidente de la República, de fecha 6 de diciembre de 2010, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como integrantes del Consejo Nacional de Televisión a las señoras María de los Ángeles Covarrubias y María Elena Hermosilla, y a los señores Andrés Egaña, Gastón Gómez y Oscar Reyes, Hernán Viguera y Jaime Gazmuri.

A la sesión en que se analizó esta proposición, asistió, además de los miembros de la Comisión, el Honorable Senador señor Carlos Ignacio Kuschel.

Asimismo, concurrieron del Ministerio Secretaría General de Gobierno, la Ministra, señora Ena Von Baer y su Jefe de Gabinete, señor Eduardo Ramírez, y del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora, señora Catalina Salazar.

Del mismo modo, asistieron especialmente invitados, las señoras María de los Ángeles Covarrubias y María Elena Hermosilla, y los señores Andrés Egaña, Gastón Gómez y Oscar Reyes, Hernán Viguera y Jaime Gazmuri.

- - -


Cabe señalar que el Primer Mandatario hizo presente la urgencia, en los términos del inciso segundo, del número 5), del artículo 53 de la Carta Fundamental, para la solicitud en análisis.

Asimismo, es dable consignar que de acuerdo al inciso segundo, del artículo 2°, de la ley N° 18.838, que Crea Consejo Nacional de Televisión, de aprobarse esta designación por la Sala del Senado se requerirá del voto favorable de la mayoría de los Senadores en ejercicio.

- - -

Conforme al artículo 2º de la ley Nº 18.838, la administración del Consejo Nacional de Televisión, la ejerce un Consejo compuesto por once miembros, uno de libre designación del Presidente de la República, que se desempeñará como su Presidente y diez consejeros designados por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado. Los consejeros designados permanecen en sus cargos ocho años, renovándose por mitades cada cuatro años.

Además, de acuerdo al citado articulo 2º, inciso final, de la ley N° 18.838, se dispone que las vacantes que se produzcan en los cargos de Consejeros deberán proveerse de acuerdo al mismo procedimiento de designación de los titulares originales y durarán en sus funciones el tiempo que reste para completar el período del Consejero reemplazado.

A través del decreto supremo N° 56, de 2001, del Ministerio Secretaría General de Gobierno, se designó en dicho cargo a don Herman José Manuel Chadwick Piñera, don Jorge Donoso Pacheco, don Jorge Carey Tagle, don Sergio Luis Marras Vega y a doña Consuelo Valdés Chadwick, por un período de ocho años.

Por decreto supremo N° 27, de 2005, del Ministerio Secretaría General de Gobierno, se aceptó la renuncia del señor Sergio Luis Marras Vega y se designó como su reemplazante a don Mauricio Tolosa Soza por el período restante. Luego, mediante decreto supremo N° 111, de 2007, del mismo Ministerio, se nombró como consejera a doña María Elena Hermosilla Pacheco en la vacante producida por la renuncia de don Mauricio Tolosa Soza.

Por otra parte, a través del decreto supremo N° 48, de 2004, del Ministerio Secretaría General de Gobierno, se nombró por el período de ocho años a la señora María Luisa Brahm Barril, a contar del 10 de julio de 2004 y a la señora Sofía Salamovich Masot, a contar del 17 de octubre del mismo año. Posteriormente, mediante los decretos supremos N°s 128 y 141, del presente año, del Ministerio Secretaría General de Gobierno, se aceptaron las renuncias presentadas por las señoras María Luisa Brahm Barril y Sofía Salamovich Masot, respectivamente.

En mérito de lo anteriormente expuesto, Su Excelencia el Presidente de la República propone, para ocupar las vacantes de los Consejeros que completaron su período de ocho años, a: doña María de los Ángeles Covarrubias Claro, doña María Elena Hermosilla Pacheco, don Andrés Egaña Respaldiza, don Gastón Alfonso Gómez Bernales y a don Oscar Reyes Peña.

Al mismo tiempo, propone para reemplazar a doña María Luisa Brahm Barril a don Hernán Viguera Figueroa, por todo el tiempo que le resta en este cargo, esto es hasta el 10 de julio de 2012.

A su vez, propone para reemplazar a doña Sofía Salamovich Masot a don Jaime Gazmuri Mujica, por todo el período restante, esto es, hasta el 17 de octubre de 2012.

El artículo 205 del Reglamento de la Corporación prescribe que los asuntos que importen el ejercicio de atribuciones constitucionales exclusivas del Senado “no podrán resolverse sin informe de la Comisión que corresponda.”.

- - -

Cabe hacer presente que doña María de los Ángeles Covarrubias Claro es abogada de la Pontificia Universidad Católica de Chile y además Magíster en Letras Mención Literatura. También que se ha destacado por su labor como periodista cultural del Diario El Mercurio y como coordinadora de la Fundación Ayuda a la Iglesia que Sufre.

Por su parte, doña María Elena Hermosilla Pacheco es una destacada periodista de la Universidad de Chile, que se ha desempeñado en el área académica y también en diversos Programas Gubernamentales, como Jefa de Comunicaciones del SERNAM, INTEGRA y del CONACE. Además, cabe hacer presente que ha sido en dos oportunidades designada como Consejera del Consejo Nacional de Televisión.

En el caso de don Andrés Egaña Respaldiza, debe señalarse que este destacado Licenciado en Comercialización de la Universidad de Chile, ha sido elegido en dos oportunidades como Diputado de la República y que se ha desempeñado en el área de la publicidad y de la televisión, ejerciendo diversos cargos en el Canal 13 y en el Canal 5 de Concepción.

Con respecto a don Gastón Gómez Bernales, cabe hacer presente que es un destacado abogado de la Universidad de Chile, que se ha desempeñado en el área académica, como profesor de la Universidad Diego Portales, Universidad Andrés Bello y en la Academia Judicial.

En cuanto a don Oscar Reyes Peña, debe destacarse su trayectoria como periodista de la Universidad de Chile, desempeñándose tanto en la televisión, como en la prensa escrita. Además, debe señalarse que ha sido profesor de la Escuela de Periodismo de la Universidad de Chile.

En lo referente a don Hernán Viguera Figueroa, debe hacerse presente que este abogado de la Universidad Autónoma de Chile se ha desarrollado en el área académica, como profesor de la cátedra de Derecho Constitucional y como Director de la Escuela de Derecho de la Universidad Autónoma de Chile, asimismo ha ocupado diversos cargos en el área administrativa de dicha Casa de Estudios.

Por último, es dable consignar que don Jaime Gazmuri Mujica, ingeniero agrónomo, con mención en Economía de la Universidad de Chile, ha ejercido en diversas oportunidades el cargo de consultor del Banco Mundial, el PNUD y la FAO, y que se ha destacado en el área académica, siendo nombrado como Director y Profesor del Centro de Estudios Agrarios de la Universidad Católica de Chile. Además, debe indicarse que desde el año 1990 hasta el año 2010 ejerció el cargo de Senador de la República por la Región del Maule.

- - -

La Comisión recibió en audiencia a: doña María de los Ángeles Covarrubias Claro, doña María Elena Hermosilla Pacheco, don Andrés Egaña Respaldiza, don Gastón Gómez Bernales, don Oscar Reyes Peña, don Hernán Viguera Figueroa y don Jaime Gazmuri Mujica.

En esa oportunidad, la señora María de los Ángeles Covarrubias señaló que la televisión no sólo debe ser entendida como un medio de entretención, sino también como un instrumento para formar y educar en valores. En efecto, comentó que a través de este medio de comunicación masivo se deben fomentar los valores de nuestra sociedad, tales como: el pluralismo, la paz social, la familia como núcleo central y la justicia. Asimismo, precisó que no sólo importan los contenidos de la programación televisiva, sino también la forma de tratar los temas que se abordan en la televisión, ya que en su opinión siempre debe propenderse hacia la imparcialidad e intentar elevar el nivel moral de nuestra sociedad.

A continuación, la señora María Elena Hermosilla informó que actualmente ejerce el cargo de Consejera del Consejo Nacional de Televisión y que se ha dedicado a investigar el tema sobre la influencia de la televisión en la sociedad. Luego, sostuvo que valora la existencia de un organismo como el Consejo Nacional de Televisión, por cuanto se constituye como un órgano contralor y fiscalizador del contenido de las emisiones y tiende al correcto funcionamiento de los servicios televisivos. Bajo este contexto, afirmó que no apoya la postura que plantea poner fin a este órgano colegiado, porque en su opinión es una pieza clave para mejorar el nivel de nuestra televisión. En efecto, recordó que la Constitución Política de la República y las leyes le entregan a este ente el ejercicio de la función reguladora de la televisión. Además, indicó que el Consejo Nacional de Televisión es el único organismo ante el cual pueden recurrir los ciudadanos cuando se sienten vulnerados o afectados por un programa que transmite la televisión abierta.

Por su parte, el señor Andrés Egaña señaló que ha dedicado más de treinta años de su vida profesional a la televisión en el Canal 13 y en el Canal 5 de Concepción y que a partir del año 2002 ejerció el cargo de Diputado de la República por el distrito 44, de la Región del Bíobío y que siempre se mantuvo en contacto con las temáticas relacionadas con la televisión y la tecnología, por cuanto integró la Comisión de Ciencia y Tecnología y la Comisión de Comunicaciones de la Cámara de Diputados. Por todo lo anterior, sostuvo que se siente como un testigo de primera fila respecto del desarrollo y la evolución de este medio de comunicación social.

En cuanto a la televisión digital, indicó que está claro que la digitalización traerá más televisión, por la cantidad de nuevas señales que se incorporan. Al respecto, acotó que será fundamental definir cómo se logrará una televisión de mejor calidad, que sea efectivamente un legado para futuras generaciones. Además, se refirió a la necesidad de dar más cabida a la televisión regional y revertir el centralismo que también empaña a nuestra televisión. Por último, recalcó que nuestro país debe contar con un ordenamiento jurídico que sea capaz de construir una televisión moderna, entretenida, cultural, objetiva, formativa e inclusiva.

Posteriormente, el señor Gastón Gómez indicó que el Consejo Nacional de Televisión es un órgano técnico y serio, que contribuye a la regulación de la televisión, la que debe ser entendida como un espacio público abierto de respecto y tolerancia. En este contexto, sostuvo que este órgano es fundamental para regular los medios de comunicación social y que actúa como puente o mediador entre la televisión y la ciudadanía, en un debate público y abierto.

A continuación, el señor Oscar Reyes comentó que en el mes de enero de 2010 fue propuesto por la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachellet, para ocupar este cargo y que actualmente fue ratificado por el Presidente de la República. Enseguida, señaló que ha dedicado su vida profesional a formar una televisión informativa, educativa y entretenida. 

Luego, indicó que la televisión sirve para resguardar los valores y la identidad nacional, puesto que se trata de un servicio público que llega al 98% de la ciudadanía. En cuanto al Consejo Nacional de Televisión, sostuvo que debería modificarse la legislación vigente, por cuanto reparó que en la actualidad este órgano adolece de falta de autonomía, por su directa dependencia con el Ministerio Secretaría General de Gobierno.

A su turno, el señor Hernán Viguera comentó que es oriundo de la IX Región y como tal conoce la realidad de las regiones. En efecto, precisó que los medios de comunicación regiones y locales son precarios y que no tienen el espacio, ni los recursos para desarrollarse adecuadamente. Por otra parte, señaló que es deber del Consejo Nacional de Televisión garantizar la objetividad al momento de juzgar los contenidos de la programación televisiva.

Por último, el señor Jaime Gazmuri comentó que en su calidad de ex Senador participó en la formación de varias de las leyes que legislan sobre la televisión chilena, por lo cual conoce la normativa vigente que regula esta materia, aunque manifestó sus reparos respecto de algunas de ellas, como la Ley que crea la Empresa Televisión Nacional de Chile. Posteriormente, señaló que es partidario de una cultura humanista y laica, y que desde esa perspectiva le interesa colaborar en el Consejo Nacional de Televisión. Antes de finalizar, hizo presente la necesidad de generar una nueva legislación que regule la televisión digital en toda su dimensión. Al respecto, agregó que es fundamental que el Consejo Nacional de Televisión aporte en esta tarea.

A continuación, el Honorable Senador señor Navarro formuló las siguientes consultas y observaciones: viabilidad de ejercer la función de supervigilancia y fiscalización del Consejo Nacional de Televisión con exiguos recursos; existencia de pluralismo real en la televisión chilena; excesiva concentración de la propiedad de los medios de comunicación social; reparos en el sistema de elección de los Consejeros que integran el Consejo Nacional de Televisión, falta mayor representatividad, inclusión del pueblo mapuche y de otros grupos minoritarios; duración excesiva del cargo de Consejero, y cuestionamientos respecto del traspaso de la función de asignación de las concesiones televisivas del Consejo Nacional de Televisión al Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones.

El Honorable Senador señor Chadwick comentó que el ejercicio del rol del Consejo Nacional de Televisión es extremadamente difícil, porque debe lidiar con una Televisión Nacional de Chile, que es un empresa pública que debe autofinanciarse y con otras empresas privadas. Por esto, acotó que este Consejo debe tener un parámetro amplio al momento de regular la televisión chilena. Bajo este contexto, indicó que espera que los miembros del Consejo Nacional de Televisión actúen con buen criterio y una adecuada prudencia. La idea, continuó, es no deliberar con prejuicios, ni cargas ideológicas o religiosas. Por otra parte, sostuvo que la televisión es un medio democratizador, que permite el pluralismo y que en su opinión es imposible que incluya la representación de todos los sectores de la realidad nacional.

El Honorable Senador señor Quintana indicó que el Consejo Nacional de Televisión cumple una función relevante en esta sociedad moderna, porque debe permitir el equilibrio entre el pluralismo y la calidad del contenido televisivo. Luego formuló las siguientes consultas y observaciones: excesivo centralismo; cómo hacer que los temas relevantes de regiones sean informados por los medios; cómo promover una televisión informativa y con mayor espacio para los programas culturales; cambios con la televisión digital, y censura del contenido televisivo.

El Honorable Senador señor Cantero sostuvo que los nominados le generan toda su confianza para ejercer el cargo a que son propuestos. Por otra parte, instó a formar una mesa de diálogo entre esta Comisión y el Consejo Nacional de Televisión para alcanzar acuerdos y reformular la legislación que regule a este órgano, ya que en su opinión ésta es arcaica y sólo consagra funciones que son meras declaraciones de buena voluntad, más aún cuando la televisión chilena compite con el sistema de televisión cerrada. En efecto, precisó que desea un Consejo Nacional de Televisión que ejerza un rol más activo, porque la influencia de la televisión en la sociedad chilena es determinante y no tiene contrapeso.

En cuanto a la televisión digital, indicó que estamos ante una revolución tecnológica y de contenidos. Al respecto, precisó que se debe buscar un fórmula que dé cuenta de este nuevo metalenguaje y del cambio social que se generará. Además, sostuvo que debe asumirse que la cultura lineal está cambiando hacia una cultura basada en una sociedad relacional, en donde el Estado debe tener un espacio para reflexionar y conversar, y prevé que este Consejo es la entidad adecuada para asumir este nuevo desafío del Estado. Por último, hizo presente que el legislador quiere una televisión nacional, una televisión regional y otra local.

Con respecto a la observación de falta de representatividad en el Consejo Nacional de Televisión, la señora María de los Ángeles Covarrubias, hizo presente que ella representa al ciudadano común, que nunca ha participado en la vida política, circunstancia que se aleja de la idea de que hay falta de representatividad en este órgano colegiado. 

En lo referente al tema de la censura, la señora María Elena Hermosilla señaló que se debe confiar en el buen criterio de los Consejeros, lo que se ha demostrado en varias oportunidades, porque antes de emitir un juicio debe analizarse el contexto del contenido que se está transmitiendo. En cuanto a los recursos de que dispone el Consejo Nacional de Televisión, opinó que efectivamente éstos no son suficientes. Sin embargo, comentó que el Consejo Nacional de Televisión ha buscado fórmulas para ejercer sus funciones, promoviendo el uso óptimo de los recursos.

El señor Andrés Egaña, en materia de televisión regional, hizo presente la necesidad de disponer de mayores recursos para potenciarla y asignarle más horas de transmisión.

Por su parte, el señor Gastón Gómez sostuvo que es imposible una total representación de la sociedad chilena en la conformación del Consejo Nacional de Televisión, por lo cual afirmó que la representatividad de este órgano está dada por la distintas formas de pensar de sus integrantes y no por la condición de los mismos.

A continuación, el señor Oscar Reyes, por una parte, manifestó su preocupación por la concentración de los medios de comunicación y, por otra, la necesidad de que la televisión digital fomente la televisión regional.

A su turno, el señor Hernán Viguera hizo presente que la gran mayoría de los planteamientos de los miembros de la Comisión son de orden legislativo, por lo cual apoyó la propuesta de conformar una mesa de trabajo entre el Consejo Nacional de Televisión y esta Comisión.

El señor Jaime Gazmuri compartió la opinión de que existe una mirada sesgada del pluralismo, ya que sólo se asume el pluralismo desde una perspectiva política. Por otra parte, apoyó la propuesta de modificar la Ley que regula al Consejo Nacional de Televisión.

Posteriormente, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, consultó al Ejecutivo cuáles son los consejeros que se mantienen.

La señora Ministra del Ministerio Secretaría General de Gobierno respondió que se mantienen los señores: Genaro Arriagada Herrera, Gonzalo Cordero Mendoza y Roberto Pliscoff Vásquez.

Finalmente, mediante el examen de los antecedentes que les fueron proporcionados en relación con estas designaciones, esta Comisión pudo apreciar que las señoras María de los Ángeles Covarrubias Claro y María Elena Hermosilla Pacheco, y los señores Andrés Egaña Respaldiza, Gastón Gómez Bernales y Oscar Reyes Peña, reúnen las condiciones que la Constitución y la ley exigen para servir los cargos que se tratan de proveer, por un período de ocho años. Lo mismo respecto del señor Hernán Viguera Figueroa, quien desempeñará dicho cargo hasta el 10 de julio 2012 y del señor Jaime Gazmuri Mujica, quien ejercerá este cargo hasta el 17 de octubre de 2012.

En virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio, tiene el honor de informar que en las designaciones de los miembros del Consejo Nacional de Televisión en trámite, se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico y propone a la Sala dar su acuerdo para los nombramientos de las señoras María de los Ángeles Covarrubias Claro y María Elena Hermosilla Pacheco, y de los señores Andrés Egaña Respaldiza, Gastón Gómez Bernales y Oscar Reyes Peña, por un período de ocho años y del señor Hernán Viguera Figueroa hasta el 10 de julio de 2012 y del señor Jaime Gazmuri Mujica hasta el 17 de octubre de 2012.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 3 de enero de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ignacio Walker Prieto (Presidente), Carlos Cantero Ojeda, Andrés Chadwick Piñera, Alejandro Navarro Brain y Jaime Quintana Leal.


Sala de a Comisión, a 4 de enero de 2010.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY SOBRE INSCRIPCIONES DE INMUEBLES EN NUEVOS CONSERVADORES DE BIENES RAÍCES

(4670-07)

HONORABLE SENADO,

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:


La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto en el artículo 70 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver la divergencia suscitada entre ambas Cámaras durante la tramitación del proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier y Pedro Muñoz, y el ex Senador señor Guillermo Vásquez y con urgencia calificada de “simple”.


El origen de esta Comisión Mixta se encuentra en el rechazo de esta iniciativa por parte de la Cámara de Diputados. De conformidad con lo anterior, dicha Corporación designó como integrantes de la misma a los Honorables Diputados señores Guillermo Ceroni, Edmundo Eluchans, Renán Fuentealba, Cristián Monckeberg y Marcelo Schilling.


Por su parte, el Senado designó a los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para integrarla. Hacemos presente que el titular de esta Comisión Honorable Senador señor Patricio Walker fue reemplazado en todas las sesiones de la Comisión Mixta por el Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier.


Posteriormente, el día 31 de mayo del presente año, la Cámara de Diputados remitió al Senado el Oficio N° 8.762, mediante el cual reemplaza, como integrante de la Comisión Mixta, en lugar del ex Diputado señor Renán Fuentealba, al Honorable Diputado señor René Saffirio.


Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 10 de noviembre de 2010, eligió como su Presidente a la Honorable Senadora señora Soledad Alvear Valenzuela e inició la discusión del proyecto.


A las sesiones en que se trató el tema concurrieron el Ministro de Justicia, señor Felipe Bulnes; la Jefa de la División Jurídica de esa Cartera, señora Paulina González; los asesores de esa División, señora María Cristina Schwabe y señor Alejandro Soto, y la Jefa del Departamento de Asesorías y Estudios de esa Secretaría de Estado, señora María Ester Torres.


Asistieron también el Presidente del Capítulo Regional Centro-Sur de Notarios y Conservadores, Notario señor Ernesto Montoya, y el Conservador de Bienes Raíces de Buin y miembro del Instituto de Estudios Registrales de Chile, señor Elías Mohor.

- - -

DISCREPANCIA SOMETIDA A LA CONSIDERACIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


La divergencia suscitada entre ambas Corporaciones deriva, como se ha explicado, del rechazo en general por parte de la Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, de esta iniciativa.



A continuación, se consigna, en síntesis, el debate que se produjo en el seno de esta instancia y se da cuenta del acuerdo alcanzado.


Se presenta, finalmente, la proposición mediante la cual esta Comisión Mixta considera que puede solucionarse esta controversia.

- - -



En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un proyecto de artículo único, que agrega un inciso final nuevo al artículo 54 de la ley N° 16.250, mediante el cual se dispone que las actuaciones de los conservadores de bienes raíces a que den lugar las reinscripciones que deban practicarse cuando se crea un nuevo oficio conservatorio estarán liberadas del pago de los derechos arancelarios correspondientes.


En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó este proyecto.


Al iniciarse el debate de este asunto en la Comisión Mixta, el Honorable Senador señor Letelier señaló que el propósito de esta iniciativa es dar solución al problema que surge cuando se crea un nuevo Conservador de Bienes Raíces y una persona requiere una copia de una inscripción de su propiedad ante el oficio conservatorio donde hizo su última inscripción, pero esa oficina no otorga el certificado requerido, aduciendo que perdió la jurisdicción sobre el lugar donde se encuentra el bien raíz en razón, justamente, de la creación del nuevo Conservador.


Indicó que, en estos casos, el nuevo oficio conservatorio solicita que previamente se haga una reinscripción de la propiedad en su registro, a costa del requirente.


Expresó que lo correcto sería que el nuevo Conservador no cobre por la reinscripción, sino que sólo por las anotaciones de nuevos actos jurídicos respecto a la propiedad reinscritas, como una compraventa o la constitución de una hipoteca posterior.


Manifestó que este problema es acuciante en las comunas del área centro sur de Chile que se vieron más afectadas por el terremoto del 27 de febrero de este año, porque los propietarios que sufrieron graves daños en sus viviendas necesitan a la brevedad que el Estado les entregue el subsidio creado para la reconstrucción, pero en ese trámite se exige como requisito ineludible que el afectado presente un certificado de dominio de su propiedad y, por ello, se ven enfrentados a estos nuevos Conservadores que le exigen previamente reinscribir a su costa en el nuevo registro para poder emitir el certificado solicitado.


Connotó que para solucionar este problema, el proyecto plantea que todos los trámites necesarios para hacer estas reinscripciones sean gratuitos.


El Honorable Diputado señor Ceroni explicó que la Cámara de Diputados valoraba el propósito del proyecto, pero que la mayoría de sus integrantes estimó que su formulación podría dar lugar a la posibilidad de que personas inescrupulosas solicitaran en el Conservador original copia de los documentos y certificados para hacer estas reinscripciones, pero en vez de destinarlos a ese fin los distrajeran para hacer estudios de títulos u otra actividad que no debería tener una exención especial, como la que esta iniciativa se plantea.


Agregó que en el debate en la Cámara de Diputados se propuso que el Conservador que pierda su jurisdicción remita, por vía interna, todos los antecedentes de las propiedades que ya no están en su radio jurisdiccional al nuevo Conservador competente, para que se proceda a hacer la reinscripción de forma automática.


Añadió que también se tuvo en consideración para votar en contra esta iniciativa que la actual legislación faculta al Gobierno para fijar los aranceles de los Conservadores de Bienes Raíces, de modo que el Ejecutivo  podría directamente resolver este problema.


El Honorable Senador señor Letelier hizo notar que las objeciones de la Cámara de Diputados no son sustantivas, porque, en primer lugar, por mucho que se obligue al Conservador original donde consta la última inscripción a enviar, por vía interna y sin costo, al nuevo Conservador los antecedentes de la propiedad, no hay que perder de vista que la facultad para hacer la reinscripción es del nuevo oficio conservatorio y no del que perdió competencia.


En segundo lugar, adujo que es efectivo que la ley faculta al Ejecutivo para fijar los aranceles de las distintas actuaciones en que está involucrado un registro conservatorio, pero no le permite distinguir entre un mismo tipo de prestaciones según sea el propósito para el que están destinadas, como es el caso en discusión. 


El Honorable Diputado señor Eluchans planteó que una forma de dar solución a los problemas que se generan con la creación de nuevos Conservadores de Bienes Raíces sería prescribir que cuando el territorio jurisdiccional servido por un conservador esté constituido por dos o más comunas, los libros conservatorios correspondientes a cada una de ellas, deberían llevarse por separado. Asimismo, que en caso de división del territorio jurisdiccional de un Conservador, éste debería entregar los libros correspondientes a las respectivas comunas al nuevo conservador, todo ello sin costo.


Antes de resolver esta discrepancia y a proposición del Honorable Senador señor Letelier, la Comisión Mixta estimó necesario escuchar en esta instancia a representantes de alguna asociación gremial que agrupe a los Conservadores de Bienes Raíces, y solicitar, el parecer del Ministerio de Justicia sobre este punto.


De conformidad con lo anterior, la Comisión Mixta acordó invitar al Presidente del Capítulo Regional Centro-Sur de Notarios y Conservadores, Notario señor Ernesto Montoya

El señor Montoya agradeció la invitación e indicó que concurría a esta sesión acompañado por el Conservador de Bienes Raíces de Buin y miembro del Instituto de Estudios Registrales de Chile, señor Elías Mohor.


Al iniciar su presentación señaló que el origen de la situación que pretende regular el proyecto es una decisión administrativa en la que no tuvo ninguna participación el propietario afectado, y que no debería, por tanto, implicarle costos. 


Explicó que el Conservador que reinscribe una propiedad no tienen ninguna expectativa económica lícita en su actuación, porque ella es simplemente la materialización de la obligación que tienen todos los Conservadores de mantener sus registros al día. Añadió que una reinscripción es una mera transcripción de la inscripción que hizo el Conservador original o emisor, quien sí tuvo que hacer un completo estudio para confeccionarla.


Expresó que el acto de la reinscripción supone trasladar documentos desde un Conservador emisor para luego hacer la reinscripción en el nuevo oficio conservatorio, y del tenor literal del proyecto no queda claro que la exención abarque a ambos conservadores.


Señaló que este fenómeno se debe a la falta de modernización en el control, vigilancia y sanción sobre los Conservadores de Bienes Raíces, que deben cumplir las Cortes de Apelaciones respectiva. Indicó que esa labor se cumple sólo formalmente con una vista anual efectuada por el ministro visitador designado.


Finalizó puntualizando que es necesario establecer, en esta o en otra iniciativa, una agravación general de la responsabilidad penal de los ministros de fe encargados de llevar estos asuntos, ya que su Asociación no tiene ninguna capacidad para sancionarlos directamente.


El Conservador de Bienes Raíces de Buin y miembro del Instituto de Estudios Registrales de Chile, señor Elías Mohor, indicó que el principio que rige su actividad es que sin inscripción no hay registro.


Puntualizó que en materia de reinscripciones no hay una norma clara que regule el asunto, salvo lo indicado en el artículo 78 del Reglamento del Registro Conservatorio de Bienes Raíces, que solo indica reglas generales sobre las inscripciones.


Expresó que el arancel de los Conservadores de Bienes Raíces y de Comercio se ha mantenido inalterado desde el año 1998. Explicó que dicho arancel prescribe un costo base de cada inscripción que asciende a $18.790, y por ello, en caso de una reinscripción, cada uno de los Conservadores involucrados en la operación no debería poder cobrar más que esa suma. Indicó que si esta regla se cumpliera a cabalidad, no habría existido el problema que dio lugar a este proyecto, que fue la situación que se produjo cuando se crearon los nuevos Conservadores de Bienes Raíces de Peralillo y Litueche, escindidos del Conservador de Bienes Raíces de Santa Cruz.


Coincidió con que el tema de fondo en estas situaciones es cómo se manejan los sistemas de control y fiscalización de los Notarios y Conservadores, aunque observó que nuestra institucionalidad registral es considerada una de las tres mejores del mundo iberoamericano, pero puntualizó que siempre hay espacio para perfeccionar el trabajo que se hace.


Hizo presente que la nueva oficina conservatoria que se cree recibirá, en su primera época, sólo reinscripciones, y si no puede cobrar suma alguna por ello no se divisa como podría financiarse en esa época, ya que los ministros de fe que encabezan esas reparticiones no reciben remuneración alguna del Estado.


Con todo, precisó que es necesario regular la situación de las reinscripciones, porque estos espacios ambiguos generan oportunidades para la corrupción si no hay control adecuado y fiscalización.


Respecto a la propuesta del Honorable Diputado señor Eluchans, señaló que entre los años 1982 y 1983 se estudió la posibilidad de constituir registros comunales en los Conservadores de Bienes Raíces de Chile, pero la idea no prosperó. Añadió que a principios de la última década del siglo pasado se estableció en Ecuador un sistema comunal de registros de propiedad administrado por las municipalidades, que tuvo muy mal resultado.


Indicó que hay normas como la ley Nº 20.168, que han establecido rebajas de hasta un 50% del arancel en caso de inscripciones que afectan a condominios de viviendas sociales, pero en estos casos hay empresas que actúan como Entidades de Gestión Inmobiliaria Social (EGIS), que son gestoras de proyectos de viviendas sociales que abarcan hasta miles de familias, y que obtienen importantes utilidades cuando tramitan estos subsidios. Agregó que también su gremio observa que los bancos comerciales que otorgan créditos hipotecarios traspasan a sus clientes, por concepto de gastos de operación, sumas muy superiores al total de los aranceles que cobran los Notarios y Conservadores de Bienes Raíces que tuvieron participación en la operación, y muchas veces ha recibido reclamos de clientes de esas entidades financieras por esa causa.


El Honorable Senador señor Letelier expresó que entiende la situación de los Conservadores que acaban de asumir su cargo en oficios recién creados, porque durante su primera época no recibirán suma alguna por las reinscripciones que deban hacer, pero esas reinscripciones son las que servirán de base, en el futuro mediano, a los negocios inmobiliarios que emprendan los titulares de ellas, los que si darán lugar a cobros por parte de ese nuevo ministro de fe. Por tanto, acotó estas reinscripciones deben ser consideradas como una inversión segura para el futuro.


Su Señoría consultó al señor Conservador de Bienes Raíces de Buin si está generalizado en las oficinas registrales el uso de índices y repertorios electrónicos.


El referido Conservador señaló que muchos de sus colegas tienen estos mecanismos informáticos como ayuda para su labor, pero no existe una obligación legal de mantenerlos, y su uso tampoco está generalizado en todos los Conservadores de Bienes Raíces del país.


A continuación, intervino el asesor de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Alejandro Soto, quien expresó que en este caso es necesario hacer una reforma legal para establecer una exención arancelaria del tipo de la que plantea el proyecto, pues ella, en ningún caso, podría hacerse por la vía de un acto administrativo.


Explicó que el artículo 54 de la ley Nº 16.250 faculta al Presidente de la República para que, previo informe de la Corte Suprema, fije los Aranceles de los funcionarios auxiliares de la Administración de Justicia que se encuentren sometidos a ese régimen de remuneraciones; y en ejercicio de esta facultad el Ministerio de Justicia ha intentado abordar la situación de la reinscripción, excluyendo algunos cobros, como el extra que se establece por página de escritura matriz o copia de inscripción o certificado, pero no ha podido hacer una exención total en este caso porque la norma citada permite fijar aranceles dentro de ciertos criterios generales, pero no eximir completamente de ellos.


Agregó que la ley Nº 20.094 estableció ciertas gratuidades generales en caso de inscripciones que beneficien a iglesias o que se refieran a posesiones efectivas que no sobrepasen cierto monto, pero, enfatizó, estas exenciones generales están hechas por ley.


Finalizó su intervención puntualizando que a juicio del Poder Ejecutivo esta iniciativa no comprende materias de la iniciativa exclusiva del señor Presidente de la República.


Asimismo, la Comisión Mixta tuvo en cuenta que los aranceles de los auxiliares de la Administración de Justicia, que el proyecto pretende regular, no son tributos sino que tienen la calidad de contraprestaciones pecuniarias por servicios profesionales efectuados, por lo que no se aplica en este caso la figura del primer numeral del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


Se estimó también que este caso tampoco está relacionado con la figura que señala el cuarto numeral del inciso cuarto del artículo antes citado, que establece que es de iniciativa exclusiva del Gobierno la regulación de las remuneraciones, rentas, emolumentos o beneficios de personal de la Administración Pública, porque las sumas que cobran los Conservadores de Bienes Raíces por sus actuaciones las reciben de los particulares que las solicitan, y no de parte del Fisco.


Finalmente, se tuvo presente que el proyecto tampoco tiene relación con la administración financiera del Estado, por lo que se concluyó que el proyecto de ley en discusión puede tener su origen en el Parlamento, y no necesariamente en el Poder Ejecutivo.


En una sesión posterior, el Ministro de Justicia, señor Felipe Bulnes, propuso, como forma y modo de resolver la diferencia entre ambas Cámaras, reemplazar el texto aprobado por el Senado por el siguiente:


“Artículo único.- Agrégase el siguiente inciso final, nuevo, al artículo 54 de la ley Nº 16.250:


“Las actuaciones de los conservadores de bienes raíces a que den lugar las reinscripciones y cancelaciones que deban practicarse cuando se crea un nuevo oficio conservatorio o se modifican los territorios jurisdiccionales de oficios conservatorios existentes, estarán liberadas del pago de los derechos arancelarios correspondientes.”.”.


El Secretario de Estado explicó que esta proposición fue construida en base al texto aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional, e intenta superar las objeciones que se levantaron contra él en la Cámara revisora.


Señaló que esta proposición cubre los gastos de la reinscripción en el nuevo oficio conservatorio y los de la cancelación en el Conservador original, que era la principal crítica que en su momento se formuló al proyecto en la Cámara de Diputados, y agrega, además, una regulación para el caso en que cambie el territorio jurisdiccional entre Conservadores aledaños, y por esta causa se deban hacer algunas reinscripciones.


El Honorable Diputado señor Eluchans expresó que la proposición del Ministerio de Justicia perfecciona la redacción de la iniciativa, razón por la cual manifestó que no pediría que se sometiera a votación una redacción alternativa que el había elaborado. Sin perjuicio de lo anterior, solicitó que se dejara constancia en el informe del contenido de ella en el entendido que el Gobierno estaba dispuesto a considerarla en un futuro proyecto que regulara el funcionamiento de los Conservadores de Bienes Raíces.


El texto de la proposición del Honorable Diputado es el siguiente:


“1º Para agregar los siguientes artículos 447 bis, 447 ter y 447 quáter al Código Orgánico de Tribunales:


447 bis.- Cuando el territorio jurisdiccional servido por un conservador esté constituido por dos o más comunas, los libros conservatorios correspondientes a cada una de ellas deberán llevarse por separado.


En caso de división del territorio jurisdiccional de un conservador de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 450 de esta misma ley, éste deberá hacer entrega de los libros correspondientes a las respectivas comunas al nuevo conservador, sin costo.


Esta entrega deberá ser realizada por el conservador de origen, de oficio, y a más tardar dentro de los 15 días siguientes a la puesta en marcha del nuevo conservador.


447 ter.- Tratándose de inscripciones efectuadas con anterioridad a la entrada en vigencia del artículo 447 bis de esta ley, el conservador de origen estará igualmente obligado a remitir al nuevo conservador, de oficio y sin costo, todas aquellas inscripciones que correspondan a las comunas del nuevo servicio.


En estos casos, el plazo de entrega será de 3 meses a partir de la puesta en marcha del nuevo conservador.



447 quáter.- El incumplimiento por parte del conservador de origen de las obligaciones establecidas en los artículos 447 bis y 447 ter será sancionado con una multa base de 15 UTM, aumentada en 2 UTM por cada día de retardo en la entrega, contados desde que el requerido por el nuevo conservador.


2º Artículo transitorio:


La obligación establecida en el artículo 447 bis se aplicará a todas las inscripciones efectuadas a partir de la entrada en vigencia de esta ley, y no tendrá efecto retroactivo.”.


El señor Ministro de Justicia agradeció la propuesta del Honorable Diputado señor Eluchans y señaló que su Cartera estudiará con detención la idea ahí contemplada, en orden a que, en el futuro, los Registros de los Conservadores deban ser llevados por comuna, para ver la posibilidad de incorporarla en un proyecto futuro.


El Honorable Senador señor Letelier manifestó que la proposición que sugirió el señor Ministro de Justicia cumple con los objetivos del proyecto, y llamó a aprobarla.


La Honorable Senadora señora Alvear sometió a votación la propuesta del Ejecutivo.


- Sometida a votación la propuesta del Ejecutivo, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín y Letelier, y los Honorables Diputados señores Ceroni, Eluchans, Monckeberg Bruner y Walker, don Matías. 

- - -

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


En mérito del debate y el acuerdo alcanzado precedentemente y con el fin de salvar la divergencia entre ambas ramas del Congreso Nacional, esta Comisión Mixta sugiere aprobar la siguiente proposición:

Artículo único


Sustituirlo por el siguiente: 


“Artículo único.- Agrégase el siguiente inciso final, nuevo, al artículo 54 de la ley Nº 16.250:


“Las actuaciones de los conservadores de bienes raíces a que den lugar las reinscripciones y cancelaciones que deban practicarse cuando se crea un nuevo oficio conservatorio o se modifican los territorios jurisdiccionales de oficios conservatorios existentes, estarán liberadas del pago de los derechos arancelarios correspondientes.”.”.(Unanimidad 7x0).
- - -


De ser aprobada la proposición de la Comisión Mixta, el proyecto queda como sigue:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Agrégase el siguiente inciso final, nuevo, al artículo 54 de la ley Nº 16.250:


“Las actuaciones de los conservadores de bienes raíces a que den lugar las reinscripciones y cancelaciones que deban practicarse cuando se crea un nuevo oficio conservatorio o se modifican los territorios jurisdiccionales de oficios conservatorios existentes, estarán liberadas del pago de los derechos arancelarios correspondientes.”.”.
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 10 y 17 de noviembre, y 14 de diciembre de 2010, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidente), señores Antonio Horvath Kiss, Carlos Ignacio Kuschel Silva (Alberto Espina Otero), Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel (Patricio Walker Prieto), y los Honorables Diputados señores Guillermo Ceroni Fuentes, Edmundo Eluchans Urenda, Cristián Monckeberg Bruner y Matías Walker Prieto (René Saffirio Espinoza).


Valparaíso, 23 del Diciembre de 2010.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL ARTÍCULO ÚNICO DE LA LEY N° 20.411, DE 2009

(6831-01)
HONORABLE SENADO: 


Vuestra Comisión de Agricultura tiene el  honor de informar el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional,  iniciado en Mensaje de la ex Presidenta de la República, del que se dio cuenta, ante la Sala del esta Corporación, en la sesión celebrada el 19 de mayo de 2010. 


Asistieron, a algunas de las sesiones de vuestra Comisión, los Honorables Senadores señora Evelyn Matthei y señores Eugenio Tuma y Patricio Walker. 

Asimismo, a las sesiones en que vuestra Comisión analizó el proyecto en informe, concurrieron, además de sus miembros, especialmente invitados:


Por el Ministerio de Obras Públicas, el Director General de Aguas, señor Matías Desmadryl; la Jefa de Asesores del Ministerio, señora María de la Luz Domper, y los Asesores del Director, señora Paula Vera  y señor Carlos Ciappa.


Por el Ministerio de Agricultura, el  Ministro señor José Antonio Galilea; el Fiscal, señor Mauricio Caussade y los Asesores señora Francisca Silva y señor Fernando Astaburuaga.


Por la Comisión Nacional de Riego, el Secretario Ejecutivo, señor Nelson Pereira; el  Jefe de la División Jurídica, señor Pedro Ugalde, y el Jefe de Gabinete, señor Rodrigo Movillo.

- - -


Conforme con lo dispuesto por el artículo 127 del Reglamento del Senado y en atención a que el presente proyecto es de artículo único, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular, a la vez. 

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


Incorporar a las comunidades agrícolas organizadas en conformidad a lo dispuesto por el decreto con fuerza de ley N° 5, de 1967, del Ministerio de Agricultura, dentro de las personas y organizaciones exceptuadas de la prohibición contenida en el inciso primero del artículo único de la ley N° 20.411 que impide la constitución de derechos de aprovechamientos de aguas en determinadas zonas o áreas indicadas en este mismo cuerpo legal.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

ANTECEDENTES JURÍDICOS



1.- Artículo 63 de la Constitución Política de la República cuyos numerales 3) y 18) especifican las materias de ley.


2.- Artículo 19 de la Constitución Política de la República, números 23° y 24° que aseguran la libertad para adquirir el dominio de toda clase de bienes y la propiedad de los particulares sobre los derechos de aguas que les hayan sido reconocidos o constituidos en conformidad a la ley. 


3.- Decreto con fuerza de ley N° 5, del 29 de diciembre de 1967, Ministerio de Agricultura, publicado en el Diario Oficial del 17 de enero de 1968, que fija el texto refundido de las disposiciones legales sobre constitución de la propiedad de las comunidades agrícolas y de su organización cuyo artículo 1° las define como “la agrupación de propietarios de un terreno rural común que lo ocupen, exploten o cultiven y que se organicen en conformidad con este texto legal”. En particular, su artículo 55 dispone que el Instituto de Desarrollo Agropecuario prestará asistencia técnica y crediticia, especialmente, a las comunidades constituidas en conformidad a dicho texto legal.  


4.- Código de Aguas cuyo texto fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1.122, del Ministerio de Justicia, de 1981, y sus modificaciones, en cuanto sus disposiciones regulan, orgánicamente, entre otras materias, la naturaleza jurídica de las aguas, la adquisición del derecho de aprovechamiento, el régimen legal de exploración y explotación de las aguas subterráneas, y los procedimientos administrativos para la constitución de derechos de aprovechamiento.


5.- Artículos 4º y 5° transitorios de la ley N° 20.017, del 16 de junio de 2005, que modifica el Código de Aguas. El primero faculta a la Dirección General de Aguas para constituir derechos de aprovechamiento permanentes sobre aguas subterráneas por un caudal de hasta 2 litros por segundo, para las Regiones Primera a Metropolitana, ambas inclusive y hasta 4 litros por segundo en el resto de las regiones, sobre captaciones que hayan sido construidas antes del 30 de junio de 2004, habilitándose un plazo de hasta seis meses después de la entrada en vigencia de la presente ley para la presentación de solicitudes; el segundo fija los requisitos del procedimiento administrativo para constituir el derecho de aprovechamiento, en virtud de lo dispuesto en el artículo anterior.


6.- Ley Nº 20.099, del 15 de mayo de 2006, que aumenta a un año el plazo para regularizar derechos de aprovechamiento de aguas subterráneas e introduce otras modificaciones a la ley Nº 20.017, que modifica el Código de Aguas.


7.- Ley N° 20.411, del 29 de diciembre de 2009, impide la constitución de derechos de aprovechamiento de aguas en virtud del artículo 4° transitorio de la ley N° 20.017, de 2005, en determinadas zonas o áreas.

8.- Código Civil cuyo Libro II fija el régimen jurídico de los bienes, y de su dominio, posesión, uso y goce.


ANTECEDENTES DE HECHO


- El Mensaje que dio origen a la iniciativa legal. 


Señala que la ley N° 20.411, del 29 de diciembre de 2009, impide la constitución de derechos de aprovechamiento de aguas en virtud del artículo 4° transitorio de la ley N° 20.017, de 2005, en determinadas zonas o áreas.


El espíritu del artículo 4° transitorio de la ley N° 20.017 fue regularizar los derechos de aprovechamiento de aguas de los pozos y norias en beneficio de los pequeños agricultores, cuando éstos no pueden obtener derechos debido a problemas de disponibilidad. Especifica que se pretendía solucionar el problema de pequeños agricultores que habían construido pozos de bajo volumen de extracción y que, por efecto del Código de Aguas, no podían regularizarlos y, por ende, quedaban al margen de los programas de subsidios, al establecer una forma de regularización simplificada.


Sin perjuicio de lo señalado, el inciso segundo de la ley N° 20.411 excluye de la referida prohibición a los pequeños productores agrícolas y campesinos, entendiendo por éstos a los definidos en el artículo 13 de la ley N° 18.910, en atención a que la ley N° 20.017 había tenido como objetivo original el regularizar exclusivamente los derechos de aprovechamiento de aguas de pozos y norias pertenecientes a éstos, cuando no podían obtener derechos debido a la existencia de problemas de disponibilidad hídrica.


Por otra parte, también quedaron exceptuadas de la prohibición señalada las solicitudes presentadas por indígenas y comunidades indígenas, ya que la ley N° 19.253, sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas, establece en su artículo 1°, inciso final, que es deber del Estado, a través de sus instituciones, “respetar, proteger y promover el desarrollo de los indígenas, sus culturas, familias y comunidades, adoptando las medidas adecuadas para tales fines y proteger las tierras indígenas, velar por su adecuada explotación y por su equilibrio ecológico”, cuestión que se confirma en el Convenio OIT N° 169, ratificado por Chile el 15 de septiembre de 2008 y que entró en vigor el 15 de septiembre de 2009.


En atención a lo anterior, y para evitar problemas en la aplicación de la ley N° 20.411 y aclarar su sentido, se hace necesario señalar en forma expresa que la prohibición señalada con anterioridad, no regirá tampoco respecto de las comunidades agrícolas especificadas en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 5 de 1967, del Ministerio de Agricultura, puesto que, a pesar de no estar comprendidas dentro del artículo 13 de la ley N° 18.910, satisfacen con la condición de ser pequeños agricultores.


- Oficio de ley de la Honorable Cámara de Diputados, en virtud del cual  informa que le prestó su aprobación al proyecto en examen.


- Listado de comunidades agrícolas constituidas con arreglo al decreto con fuerza de ley N° 5, del 29 de diciembre de 1967, Ministerio de Agricultura, publicado en el Diario Oficial del 17 de enero de 1968, desagregadas por región, provincia y comuna, que especifica la superficie o cabida del bien común y el número de comuneros, que fue remitida a la Comisión por el Ministerio de Bienes Nacionales.  
- - - 

DISCUSIÓN EN GENERAL 


El Director General de Aguas, señor Desmadryl, expresó que el objetivo del proyecto es suplir una omisión en la ley N° 20.411, que impide la constitución de derechos de aprovechamiento de aguas por bajos caudales de hasta 2 y 4 litros por segundo, en virtud del artículo 4° transitorio de la ley N° 20.017, de 2005, en determinadas zonas o áreas, en términos de incluir entre sus excepciones a las comunidades agrícolas. 


En efecto, señaló que el sentido del artículo único de la ley N° 20.411 es prohibir a la Dirección General de Aguas la constitución de derechos de aprovechamiento de aguas en diversas cuencas y acuíferos del país. A la vez, esta norma, excluye de la prohibición a los pequeños agricultores, a los indígenas y a las comunidades indígenas de la ley N° 19.253; sin embargo, no exceptuó de la prohibición a las comunidades agrícolas del decreto con fuerza de ley N° 5. En consecuencia, el proyecto  agrega a las comunidades agrícolas mencionadas entre los beneficiarios de esta regularización de bajos caudales que se ubican básicamente en las regiones de Coquimbo, Valparaíso, Metropolitana y que suman, en total, un caudal de aguas subterráneas de tres metros cúbicos, aproximadamente. 


Recordó que el artículo 4° transitorio de la ley N° 20.017, autorizó un régimen especial de constitución de derechos de aprovechamiento de aguas para pequeños usos.  Ahora bien, se presupuestaba recibir del orden de diez mil solicitudes, pero en el hecho, la aplicación de este régimen especial significó recibir 51.644, lo cual provocó una grave situación de sobre otorgamiento de derechos de aprovechamientos de aguas. 


El Honorable Senador señor Coloma preguntó cuántas solicitudes se podrían presentar por esta vía, y si es posible que con este proyecto se pueda afectar la capacidad de riego de otras personas.


El señor Director General de Aguas respondió que se estima en 57 las comunidades que presentaron solicitudes de derecho de aprovechamiento de aguas, en conformidad al artículo 4° transitorio de la ley N° 20.017, de las cuales 56 corresponden a la Región de Coquimbo, y una a la Región Metropolitana.  Explicó que el diagnóstico demuestra la existencia de un sobre otorgamiento de derechos que recaen sobre aguas subterráneas en zonas donde hay prohibición, por lo tanto, evidentemente, agravan la situación que hoy se tiene.


Al respecto, los Honorables  Senadores señores Coloma y Espina consultaron la forma de solucionar este sobre otorgamiento. En particular, el Honorable Senador señor Espina preguntó si mediante el proyecto se incluye a nuevos beneficiarios que hoy día no tienen derecho. Previno, además, que extender este derecho a un grupo de comunidades podría causar un daño respecto de los derechos de aprovechamiento de aguas que ya existen.


El señor Director General de Aguas indicó que el proyecto que se presentó en 2009, que derivó en la ley N°20.411, tiene su explicación en los cálculos de la anterior administración, estimándose que su impacto iba a ser marginal, pero, en la práctica, la situación fue superada con creces  Explicó que el único requisito para la regularización era que la obra estuviera construida al año 2004 y que fuera capaz de extraer hasta 2 litros, en el fondo; se beneficiaba a quien tenía un pozo sin derechos y se le permitía regularizarlo.


La señora Domper, Jefa de Asesoría del Ministerio de Obras Públicas,  ahondó en la referencia a los antecedentes y recordó que una de las últimas indicaciones que se recibió durante la discusión de la reforma al Código de Aguas fue esta del ex Senador señor Ominami cuyo objeto era regularizar los pozos clandestinos, particularmente, a pequeños usuarios; sin embargo, luego, en la tramitación de esa indicación, se amplió el plazo original, de manera que ingresaron más solicitudes de las que estimó originalmente la autoridad;  alcanzando las 55 mil. Fue lo que se conoció como “ley del mono” en materia de aguas.  Así las cosas, la autoridad anterior se vio en una disyuntiva sobre qué hacer, pues, no le era posible conceder las 55 mil solicitudes, y por tratarse de un artículo transitorio del Código de Aguas no cabe, en este caso, denegar la solicitud en el evento de que afecte a terceros, regla aplicable en los artículos permanentes del Código; simplemente, el Director estaba obligado a regularizar esos pozos. 


En consecuencia, la anterior administración presentó un proyecto, a fines del año pasado, con el propósito de prohibir la constitución de los derechos por este artículo transitorio que se había aprobado el año 2005, exceptuando de la prohibición a los pequeños usuarios, a los pequeños agricultores beneficiarios de INDAP, indígenas y comunidades indígenas, pero omitió a las comunidades agrícolas. Ahora, como bien señaló el Honorable Senador señor Espina, si bien es de justicia que se incorporen las comunidades agrícolas,  efectivamente, en esas zonas hay un estado de sobre otorgamiento.


El señor Director General de Aguas especificó que hay tres requisitos para constituir un derecho: que exista disponibilidad, material y jurídica, es decir, se debe tener en consideración cuántos derechos han sido previamente otorgados, aunque no se los esté materialmente utilizando; no afectación de derechos de terceros, y cumplimiento de las formalidades legales.  En el caso que se analiza no se hace aquel análisis y sólo se atiende a si el pozo estaba construido a la fecha indicada, y una vez acreditado aquel hecho, se constituye el derecho, con el único requisito que el solicitante fuese pequeño usuario. Enfatizó que el año 2009 hubo una situación caótica al no poder resolver los derechos; hoy, se tienen 9 mil solicitudes pendientes.


Respecto al alcance del Honorable Senador señor Espina de si se podría estimar que hay un derecho real al derecho, manifestó que la Contraloría General de la República ha señalado que la solicitud constituye una mera expectativa. 


Expresó que en términos relativos el impacto de la cantidad de derechos que han sido otorgados bajo el amparo de este artículo 4° transitorio ya está hecho. Reiteró que es un proyecto cuya tramitación ya estaba en curso, por consiguiente, siendo una ley aprobada por el Congreso, la intermediación de un análisis de disponibilidad nunca ha existido y la autoridad, una vez que se acredita la existencia de la obra de captación, está obligada a constituir el derecho.


El Honorable Senador señor Coloma expresó que el tema es complejo, pues desde el punto del bien común se agrava un problema, pero, por otra parte, se hace justicia con estas comunidades que se les dejó fuera de la ley.  Sugirió prorrogar la discusión en espera de mayores antecedentes sobre cuántas solicitudes han sido presentadas; de éstas, las aprobadas; la cifra que ello representa en metros por segundo, y cuál es la expectativa del Gobierno que se estima que con ello afectará a las aguas subterráneas, pues si es marginal y se puede corregir una injusticia no es problema. Por el contrario, puntualizó, si la cifra es considerable será necesario contar con esa información para tomar una decisión.    


La Honorable Senadora señora Rincón hizo presente que no había fundamento para no eximir de la prohibición de constitución de derechos de aprovechamiento a estas comunidades. Agregó que si estas comunidades quedan sin poder regularizar estos derechos tampoco podrán acceder a los programas generados para este sector,  dentro de los cuales están los del Instituto de Desarrollo Agropecuario, INDAP, por lo que también tiene sentido esta norma desde ese punto de vista. Preguntó, a la fecha, cuántos son los derechos que se han implementado de acuerdo a esta ley. 


El señor Director General de Aguas respondió que no tienen la cifra, pues, deben hacer un recuento, pero sí puede afirmar que asciende a algunos miles, y que es bajo el universo de 55 mil solicitantes a quienes ya se les ha constituido. 


El Honorable Senador señor Espina solicitó conocer la postura oficial del Ejecutivo sobre el proyecto de ley en estudio.


El señor Director General de Aguas explicó que hoy estuvieron en la Comisión de Obras Públicas de esta Corporación, entre otras cosas, para dar cuenta del diagnóstico de la situación de las aguas subterráneas desde Arica hasta la Región del Libertador, en el cual se observa que hay un sobre otorgamiento, es decir, hay derechos otorgados por sobre el volumen sustentable. Por lo tanto, expresó, hay dos cosas: una realidad de la gestión anterior y una ley vigente, que en este caso, vuelve a reconocer u otorgar el derecho a un solicitante que estaba en trámite.  Sobre la realidad de la ley N° 20.017, al Ejecutivo no le queda más que darle aplicación.


El Honorable Senador señor Quintana manifestó que más allá del número de solicitudes ingresadas, le interesa conocer cómo ha operado la ley N° 20.411.  El volumen que es limitado hace necesario conocer bien la operatoria y qué otros aspectos, negativos o positivos, son destacables.  Coincidió en prorrogar la discusión para disponer de los antecedentes solicitados y ver si ello efectivamente permitirá que estas comunidades accedan a los beneficios que señala la Honorable Senadora señora Rincón, o bien, si se abre la puerta para que ingresen otros miles, si así fuera, agregó, la situación es más delicada. 


La Honorable Senadora señora Rincón enfatizó que se trata de una forma de discriminación carente de sentido, a la que se suma la escasa disponibilidad de agua; enfatizó que se debe hacer la discusión en su mérito y si los recursos son escasos se deben revisar todos los casos, pero no procede regular por esta vía el recurso. En dicho caso, planteó, toca revisar la norma anterior y no sólo legislar en torno de quienes quedaron fuera. Insistió  en que es de toda justicia que se les incluya. De lo contrario se debe discutir la legislación y sus efectos generales.


El señor Director General de Aguas aclaró que todas las solicitudes ya se presentaron, de modo que la situación no puede ser más grave de lo que es hoy. De la 55 mil solicitudes presentadas algunas provenían de comunidades agrícolas; luego, la prohibición afectó a todas las cuencas detalladas en la ley N° 20.411, y quedaron exceptuados de esta sólo los pequeños agricultores y las comunidades indígenas. En consecuencia, reiteró, las comunidades agrícolas son afectadas por la prohibición. De aprobarse este proyecto, se les vuelve a otorgar el mismo beneficio que tenían hasta antes de la ley N° 20.411 y ese es “el perjuicio” que hoy sufre la sustentabilidad del recurso. En términos relativos, cifró que las 57 comunidades gravan en 3,2 metros cúbicos, es decir, 3.222 litros por segundo.


Al respecto, el Honorable Senador señor Coloma consultó por el universo del que se toma esa cifra.


El señor Director General de Aguas explicó que los balances hídricos se manejan a nivel de subsector acuífero por lo que no se los puede visualizar dentro de un universo, ni siquiera de una cuenca. Informó que según el registro hay 1.123 solicitudes aprobadas, 95 denegadas y 57 pendientes. En relación con éstas, clarificó que se trata de solicitudes presentadas en el plazo que fijó el artículo 4° transitorio de la ley N° 20.017 y que hasta la fecha en que entró en vigencia la ley N° 20.411 no estaban resueltas, por lo cual ahora se les vuelve a otorgar el beneficio para regularizar sus derechos.


El Honorable Senador señor Espina insistió en que no se tiene claridad sobre la posición política del Gobierno en esta materia y solicita conocerla. Además de precisar cuál es el impacto que se producirá de aprobarse el proyecto, pues, a su juicio, podrían haber, además de las 57 comunidades, otras que sabiendo que no tenían derecho no hicieron la gestión.


El Honorable Senador señor Quintana en el mismo sentido, pidió que se aclare si pueden haber, aparte de las 57, otras comunidades agrícolas que hubieren quedado fuera.


El señor Director General de Aguas manifestó que la postura del Gobierno es muy clara y recordó que en la Comisión de Agricultura de la Cámara de Diputados hizo presente que el problema se origina por una ley vigente y que la situación, evidentemente, podría agravar la situación. Obviamente, dijo, esto implica hacer una diferenciación, como lo planteara la Honorable Senadora señora Rincón.  Recordó que la historia de la ley no hace referencia a pequeños agricultores o indígenas sino que sólo menciona a los pequeños usuarios. Por lo tanto, es posible -aunque el Gobierno no lo impulse- que el día de mañana el pequeño industrial, el pyme que quedó fuera, se sienta discriminado, pues  también eran pequeños usuarios, entonces, en términos de discriminación, si se trata de pequeños usuarios pueden calificar muchos como ellos.


El Honorable Senador señor Espina expresó la necesidad de que el Ejecutivo informe la realidad de estas comunidades, sus derechos y cómo se espera resolverlos. Propuso votar el proyecto en la próxima sesión y reiterar la solicitud formal para que el Gobierno manifieste su posición, a favor o en contra.


El señor Director General de Aguas se comprometió a traer una simulación y un balance en los sectores donde se podrían regularizar estos derechos y cuál será su efecto. Aseveró que el diagnóstico del sobre otorgamiento tiene nombre en todas las cuencas donde existe esta situación y si bien es cierto que en el escenario general, puede ser marginal a la cantidad de derechos regularizados o regularizables, es imprescindible conocer el efecto directo que esto generaría. Reiteró que el plazo para regularizar no será reabierto: todas las solicitudes ya se presentaron, de manera que nadie más puede ser beneficiario. 


En una sesión posterior se prosiguió el debate a la luz de los nuevos antecedentes aportados por la Dirección General de Aguas. 


El Honorable Senador señor Espina informó que se entrevistó con la señora Subsecretaria de Obras Públicas quien le manifestó que el Gobierno considera que este proyecto, en el fondo, es inconveniente; no obstante entender que se trata de una situación injusta. En ese contexto, y con el objeto de reunir mayores antecedentes, sugirió solicitar al Instituto de Desarrollo Agropecuario que informe el número de beneficiarios del Programa Especial de Apoyo a la Constitución de Derechos de Aprovechamiento de Aguas en lo que toca a las comunidades agrícolas constituidas con arreglo al decreto con fuerza de ley N° 5, y así determinar la implicancia que tendría para INDAP no eximir a aquéllas de la prohibición que estableció la ley N° 20.411. 


Lo anterior, precisó, porque hay dos valores confrontados: por un lado, la efectividad del sobre otorgamiento de derechos de aprovechamiento de aguas subterráneas en el Norte del país lo que indujo a restringirlos y, por el otro, el problema práctico de las comunidades agrícolas que, sin ser culpables de aquella situación, hoy se ven impedidas de regularizar dichos derechos. Ante esto, pidió, que la Comisión requiera que el informe de INDAP evalúe lo que se está resolviendo y valide el número de comunidades agrícolas para estar en situación de adoptar una decisión con responsabilidad.     


La Honorable Senadora señora Rincón hizo presente una información que no fue entregada por el señor Director General de Aguas y que surge de la revisión del debate en la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural de la Cámara de Diputados: el número de solicitudes presentadas por comunidades agrícolas. Al respecto, manifestó que se agrava la discusión en lo que concierne a su magnitud, pues de los antecedentes recopilados, aproximadamente, hay 51.600 solicitudes de derechos de aprovechamiento de agua, de las cuales muchas no fueron presentadas por titulares efectivos por no corresponder las calificaciones y, a la fecha sólo 57 comunidades agrícolas habrían presentado solicitud de regularización y que han quedado fuera de la norma de excepción que estableció la ley N° 20.411, que, entiende, es la aprehensión que le manifestó la Subsecretaria de Obras Públicas a Su Señoría. 


Ratificó que esta iniciativa de ley tiende a reparar el vacío que deja fuera a comunidades que no tienen culpa de los criterios reguladores en general. Pidió que el señor Director General de Aguas ilustre a la Comisión sobre cuál fue la información que entregó en la Cámara de origen y cuál es la realidad, sin perjuicio de coincidir en el oficio propuesto por Su Señoría.  


A su turno, la Honorable Senadora señora Matthei destacó, en primer término, que las comunidades agrícolas son una forma de tenencia de la tierra bastante peculiar por su carácter comunitario, si bien al mismo tiempo tienen en su interior goces individuales que les son entregados a los comuneros en propiedad. Refirió que uno de los primeros problemas con los cuales se toparon al entrar en vigencia la ley N° 20.017, conocida como “ley del mono” en materia de derechos de aguas, fue que aquellas empezaron a inscribir a su nombre las aguas lo que significaba que la titularidad del derecho quedaba a nombre de uno de los comuneros y no de la comunidad, con lo cual, en un futuro, estos propietarios de derechos de agua los podrían vender. Lo anterior hizo necesario cautelar que el derecho de aprovechamiento quedara a nombre de la comunidad y no de uno de los comuneros en particular. 


En segundo lugar, enfatizó que esta forma de tenencia de la tierra corresponde a terrenos de secano de la Región de Coquimbo, de pobreza extrema y que esta situación les dificulta en mucho la calidad de vida. 


En tercer lugar, reconoció que en la Cuarta Región se han otorgado  derechos de aprovechamiento de agua por sobre el caudal sustentable de sus acuíferos.  Al respecto, resaltó la importancia de los problemas con los derechos de las mineras, y señaló que es distinto tener derecho a una cierta cantidad de litros por segundo, pero con un uso discontinuo para fines de regadío, que el uso continuo que hacen las empresas mineras de su derecho; a lo anterior, agregó que en el caso del riego, una parte del agua se infiltra de nuevo y llena las napas subterráneas mientras que las mineras se llevan el agua a otro lugar y el recurso desaparece. Explicó que se han producido conflicto gravísimos en la región.


Expuso que muchas comunidades agrícolas usan estas aguas, igualmente, a pesar de que no tienen el título de dominio y, por lo tanto, con plena conciencia de que ha habido un sobre otorgamiento de derechos en relación con la capacidad efectiva de los acuíferos e, igualmente, consciente de que debido a la lejanía de las comunidades, sus integrantes no tienen defensa jurídica ni niveles educacionales altos, factores que determinan que hayan quedado, en forma permanente, al margen de la constitución regular de los derechos e inhabilitadas para asegurar sus derechos en el futuro.


Enfatizó que su presencia en la Comisión es para instar que se incluya a las comunidades agrícolas entre los beneficiarios de la ley N° 20.411 porque el perjuicio sufrido por éstas es enorme. Adelantó que en su momento se deberá revisar qué hacer con los derechos de aprovechamiento otorgados en exceso. Indicó que parte de este problema también se puede abordar por la vía de construir más tranques y de abovedar los canales ya que existe una gran merma en la conducción. Insistió en que no se perjudique a estas comunidades agrícolas que son los grupos más vulnerables de la Región que representa. 


El Honorable Senador señor Coloma refirió que en la sesión pasada se concordó en hacer una pausa en la discusión para determinar cuál era la magnitud del problema porque los representantes del Ejecutivo han descrito un hecho objetivo: la existencia, en el último tiempo, de un sobre stock de derechos de aprovechamiento de agua versus la disponibilidad real, lo que obviamente puede generar un colapso del sistema de riego en cualquier minuto y, asimismo, que se tiene una injusticia en relación con lo anterior.


Explicó que desde un punto de vista conceptual resulta complejo enmendar una injusticia agravando el problema, a menos que se tuviera la convicción de que ese porcentaje fuese muy pequeño, lo que refuerza la importancia de que la Dirección General de Aguas ilustre del alcance de este proyecto.


El señor Desmadryl, Director General de Aguas, explicó que lo que hace especial al régimen que estableció el artículo 4° transitorio de la ley N° 20.017, para los efectos de constitución de los mencionados derechos, es que sólo consulta un requisito: acreditar que la obra de captación fue construida con anterioridad al 30 de junio de 2004, para lo cual se estableció que las solicitudes se debían presentar dentro del plazo de seis meses, contado desde la vigencia de la ley N° 20.017, hecho ocurrido el 16 junio 2005 con lo cual el vencimiento de aquel término se produjo el 16 diciembre 2005. 


Recordó que el artículo 4° transitorio fue originado en indicaciones de ex Senador señor Ominami y del entonces Presidente de la República, al proyecto de la ley N° 20.017, y en el debate de dichas indicaciones, se explicó que estas normas “pretenden solucionar el problema que aqueja a aquellas personas que han construido pozos de pequeño volumen de extracción…”.  Así lo explicitó el ex Subsecretario de Obras Públicas, señor Clemente Pérez, al señalar que aquella indicación establecía “formas de regularización simplificada para las solicitudes de derechos de agua de bajos caudales…”.


Relató, asimismo, que el entonces Director General de Aguas, señor Humberto Peña, acotó que “el Ejecutivo considera que se trata de una disposición excepcional para resolver las solicitudes de pequeños derechos de agua y que no tienen un impacto sobre el balance general del recurso, tanto en los cauces superficiales como en las aguas subterráneas, por lo que se ha estimado que 2 litros por segundo, es una cantidad prudente desde el punto de vista de las solicitudes presentadas y de los caudales que se pudieran regularizar y fueran marginales a los niveles de los respectivos acuíferos.”.


Expresó que la ley N° 20.099, del 15 de mayo de 2006, prescribió que no era necesario para el aprovechamiento de aguas subterráneas para consumo doméstico y bebida, someterse al procedimiento de regularización establecido por el artículo 4° transitorio. Asimismo, dispuso que en caso de solicitudes que recaigan en terrenos regulados por el decreto con fuerza de ley N° 5, la regularización sólo se podrá hacer a nombre de la respectiva comunidad agrícola. En fin, destacó, que la nueva ley extendió en seis meses el plazo para presentar solicitudes, a contar del 17 de diciembre de 2005 con lo cual el plazo se prorrogó  hasta el 16 de junio de 2006. 


Indicó que los resultados del régimen del artículo 4° transitorio sobrepasaron la cifra de diez mil solicitudes que se esperaban: fueron formalizadas 51.644 solicitudes, y particularizó que en la Región de Coquimbo fueron realizadas 7.051 presentaciones. Ahondó, en relación con las observaciones formuladas por los Honorables Senadores señora Rincón y señor Espina respecto de la información que, efectivamente, en la Comisión de Agricultura de la Cámara de Diputados especificó que se trataba de 57 comunidades que serían beneficiarias de esta regularización, y la verdad es que la información al día de hoy permite establecer que la Dirección General de Aguas tiene un gran déficit de información y que la cifra que se maneja actualmente es de 26 comunidades agrícolas que serían merecedoras de esta regularización. 


Así mismo, evidenció, es un hecho constatado que desde el 1 de enero de 2010 se han regularizados o constituidos derechos por el artículo 4° transitorio, aun cuando la prohibición de constitución de nuevos derechos de aprovechamiento de aguas  regía en virtud del artículo único de la ley N° 20.411. Por lo tanto, afirmó la información solicitada se está construyendo con mucha dificultad.


Precisó que de aquel volumen de solicitudes se indica que el 63,16%, representativo de 32.016 presentaciones, está pendiente de resolución, en todo el país; las resoluciones aprobadas ascienden a 16.642 corresponden a 28,35%; 4.072 denegadas; 222 casos de desistimiento; 82, denegadas con recursos de reconsideración que está pendiente de resolución y completa el cuadro la existencia de 11 solicitudes que fueron denegadas pero que han sido materia de reconsideración pendiente en los tribunales de justicia. 


Explicó a continuación la operatoria de la ley N° 20.411 que entró en vigencia el 29 de diciembre de 2009; la cual surgió como una necesidad para paliar los efectos de la aplicación del artículo 4° transitorio, en lo que significa constituir derechos de aprovechamiento de aguas no sólo por su número sino por los caudales que no fueron previstos en la magnitud que adquirieron. En consecuencia, se establecieron áreas de prohibición en las que la Dirección General de Aguas no puede constituir derechos de agua solicitados en conformidad a la normativa del artículo 4° transitorio. 


Sin embargo, señaló, se excluyó de la prohibición a las solicitudes ingresadas por pequeños productores agrícolas y campesinos, según lo que dispone el artículo 13 de la ley N° 18.910, orgánica del Instituto de Desarrollo Agropecuario y por indígenas o comunidades indígenas, conforme a los términos de los artículos 2 y 9 de la ley N° 19.253. Reiteró que no obstante la prohibición, igualmente se han constituido derechos en conformidad al artículo 4° transitorio, para sorpresa suya, a comunidades agrícolas, hecho que ha disminuido el número de comunidades agrícolas que estaban pendientes de resolver sus solicitudes.


Aclaró que todas aquellas solicitudes fueron presentadas dentro del término legal, pero que a contar del 29 de diciembre de 2009 rigió esta prohibición que en la práctica no operó respecto de varias de esas comunidades agrícolas.


El Honorable Senador señor Quintana consultó si las comunidades agrícolas que se acogieron en este año son parte de las 57 comunidades.


El señor Director General de Aguas afirmó que eso es exacto.  


Su Señoría consultó cómo fue posible aquello si estaba vigente la prohibición. Y preguntó si acaso se actuó al margen de la ley.


El representante del Ejecutivo manifestó que se trata de una información que están levantando y para ello se recaban los antecedentes del porqué la Dirección Regional constituyó derechos de aprovechamiento habiendo una prohibición expresa.  


Explicitó que el proyecto de modificación del artículo único de la ley N° 20.411, tiene por objetivo excluir de la prohibición también a las comunidades agrícolas regidas por el decreto con fuerza de ley N° 5. Del estudio realizado, expresó, se tiene que las solicitudes en cada uno de los sectores acuíferos demuestra que el caudal ya otorgado excede el sustentable.


El Honorable Senador señor Coloma preguntó cómo se explica, de los antecedentes acompañados, que en el sector del acuífero Canela el caudal sustentable sea de 946.080 de litros por segundo y aparezca que el caudal otorgado asciende a 4.729.454 litros por segundo, o sea, cinco veces más.


La Honorable Senadora señora Matthei hizo notar que en el caso del sector acuífero Punitaqui el sobre otorgamiento excede del 15.000%.


El señor Director General de Aguas explicó que los casos consultados por los Honorables Senadores forman parte del diagnóstico que el Servicio ha hecho a nivel nacional, en función del volumen sustentable. Explicó que el porcentaje del caudal otorgado por sobre el volumen sustentable no necesariamente indica que haya sobreexplotación. Aclaró que si no se ha presentado una baja sostenida en el tiempo lo que puede estar ocurriendo es que los agricultores no estén haciendo uso efectivo. 


La Honorable Senadora señora Matthei comentó que en el caso de que una empresa minera comprare el derecho es posible que seque el caudal en unos pocos meses.


El Honorable Senador señor Coloma acotó que el uso es en el marco de lo que está otorgado, dentro de su derecho, pero lo real es que va a generar el efecto que señala Su señoría.


La Honorable Senadora señora Matthei observó que en algunos casos las empresas mineras han obtenido el reconocimiento del derecho por la vía judicial debido a que la Dirección General de Aguas se los había denegado. 


El señor Director General de Aguas manifestó que, en términos generales, el agricultor concentra el 80% de los derechos consuntivos, pero lo que indican las cifras generales es que los 748 litros por segundo a otorgar a estas comunidades representan un porcentaje bastante inferior respecto de la realidad total. Indicó que los acuíferos de las regiones de Atacama y Coquimbo, incluido un porcentaje de la Región de Valparaíso, tienen comprometidas situaciones de sobre otorgamiento, hecho que ha llevado a declarar la restricción, en algunos casos, y en otros ha sido menester que la Dirección General de Aguas deje sin efecto los derechos provisionales aplicando los criterios actualmente vigentes.


La conclusión, afirmó, es que el proyecto implica aumentar las excepciones a la prohibición impuesta por la ley N° 20.411 con lo cual se agravará la situación de sobre otorgamiento de derechos respecto del caudal sustentable de los acuíferos y aumenta el riesgo de sobre explotación de los acuíferos y, asimismo, el riesgo de afectar la sustentabilidad de aquéllos. Enfatizó que se refiere al aumento del riego puesto que el hecho de que hoy hayan derechos otorgados por sobre el volumen sustentable no necesariamente conlleva empíricamente una situación de deterioro efectivo, pero en el caso de que se ejerzan los derechos en su plenitud podrían generarla.


La Honorable Senadora señora Matthei reparó que de las cifras expuestas por el señor Director es posible observar que en Canela Alta se han solicitado 12 litros por segundo, pero de una cantidad otorgada de 4.729.454 litros por segundo y de un monto sustentable de  946.080 litros por segundo, de modo que igualmente la captación de 12 litros por segundo, al ser comparada con cualquiera de aquellas dos magnitudes, resulta un porcentaje poco significativo, sin embargo, en otro caso, la comunidad Jiménez y Tapia donde lo que se solicita son 185 litros por segundo de un monto sustentable de 747.000 litros por segundo, da pie a suponer que se podría establecer un porcentaje máximo a otorgar respecto de la cantidad sustentable o respecto de la cantidad otorgada, de tal manera que sea posible distinguir casos como el de la comunidad Oruro que pide 6,3 litros por segundo en un caudal de 532.958 litros por segundo lo que no varía significativamente la situación actual en ese acuífero, pero si podría haber una incidencia mayor al solicitar 167 o 187 litros por segundo. Sugirió equilibrar las decisiones para que estas personas de escasos recursos puedan tener acceso al agua y, por otro lado, prevenir el agotamiento de los acuíferos, a lo mejor, mediante la formulación de una indicación que restrinja a un cierto porcentaje de lo solicitado el monto total que se otorgará.    


El señor Director General de Aguas manifestó que, en virtud de la normativa vigente, el Servicio está facultado expresamente para constituir no sólo un caudal instantáneo sino un volumen total anual lo cual permite, en función del uso al cual está destinado el derecho de aprovechamiento de aguas, bajar la capacidad de extracción anual y, por lo tanto, se puede llegar a una disminución de hasta el 80% de la capacidad de extracción total, en términos anualizados.


Ante la consulta de Su Señoría de si esta reducción se prorratea entre todos los que tienen derechos, aclaró que tratándose de una solicitud de otorgamiento que representa un volumen total anual, sumados los 365 días del año, de 100.000 litros por segundo, puede ser rebajada hasta en un 80% y ese es el criterio histórico que ha tenido la Dirección, asociado al uso que se le da al derecho. Precisó que este es el criterio que actualmente se le aplica a los usuarios agrícolas.


El Honorable Senador señor Coloma insistió en que se precise si esa reducción es prorrateada entre todos los titulares de derechos de aprovechamiento en un determinado sector acuífero.


El señor Director General de Aguas expresó que respecto de las solicitudes que se presenten, le es permitido a su titular sacar un caudal instantáneo de una cantidad de litros por segundo, y si no tiene límite anual esta persona puede hacer un uso continuo durante todo el año. Ante esta posibilidad, la Dirección General de Aguas, en virtud de una norma expresa del Código del ramo, establece un volumen total anual, con lo cual pone un techo, de modo que la persona no puede ejercer su derecho de extracción en forma continua porque está asociado a un uso de riego.


El Honorable Senador señor Coloma observó que en lugares, como la desembocadura del Limarí o Río Grande, no habría problema porque el volumen de derechos de aprovechamiento de aguas otorgados es inferior al volumen sustentable. Sin embargo, llama la atención, particularmente en la zona de Punitaqui donde la cantidad sustentable es de 409.968 litros por segundo y se han otorgado derecho de aprovechamiento por 65.2599.652 litros por segundo, y ante tal desproporción, aunque fuere un litro le resulta un despropósito, motivo por el cual sugiere que se busque una fórmula distinta a ese escenario imposible, probablemente, una tabla que haga posible justificar una solución. 


El señor Director General de Aguas manifestó que existe un mecanismo legal que permitiría hacer una reducción importante del derecho, en términos anuales. Respecto de la situación de sobre otorgamiento, muchas de la solicitudes que ya han sido concedidas por parte de la autoridad contienen este volumen total anual lo cual significa que se mantendría la aplicación de aquel criterio.


La Honorable Senadora señora Matthei previno que debería imponerse la obligación legal de aplicar esa norma, de modo que no sea una facultad para la autoridad que la otorga.


El señor Director General de Aguas afirmó que se trata de un criterio que utiliza la Dirección y dado que en esos casos hay un caudal disponible sumamente exiguo en lo que queda se haría uso de una atribución legal de la que actualmente se dispone.  


La Honorable Senadora señora Matthei  manifestó que es necesario distinguir entre el hecho de que no haya impedimento para aplicar esa norma general por la Dirección General de Aguas y otra cosa es que sea un mandato legal, y en esa disyuntiva, expresó, estima preferible que se trate de una obligación para evitar la discrecionalidad.  Agregó que para resolver las situaciones que se han planteado se requiere una tabla o el establecimiento de una norma que haga obligatoria la aplicación del precepto del Código de Aguas.


El Honorable Senador señor Coloma expuso que se está ante un problema porque no es presentable aprobar la idea de legislar sin que haya una tabla como la que se ha planteado.


El Honorable Senador señor Quintana manifestó que la alternativa propuesta sería para lo futuro, pero en el caso de las veintiséis comunidades agrícolas que están pendientes es necesario definir una solución.


El señor Director General de Aguas precisó que muchas de aquellas solicitudes o de los derechos ya otorgados contienen la limitación en virtud de la cual se ha reducido la capacidad de extracción en un 80%, pero sería necesario corroborar si efectivamente en ellas fue ya impuesto el volumen anual y en caso de no haberlo sido, aplicarlo. Reiteró que, para su sorpresa, muchas de estas solicitudes ya fueron concedidas habiendo norma expresa que establecía lo contrario, lo que implicará hacer una investigación interna para determinar la legalidad de aquellas resoluciones.


El Honorable Senador señor Quintana  consultó  cuál sería la solución más extrema con la que se podrían topar, una como la planteada por la Honorable Senadora señora Matthei respecto de si las mineras quisieran hacer uso o si aquella en que todos los titulares de derecho hicieran efectivo su goce.  


La Honorable Senadora señora Matthei mencionó en la Región de Coquimbo el caso de la Minera del Carmen que trató de extraer el líquido del acuífero El Culebrón de Pan de Azúcar que ya está prácticamente seco y en el que se está mezclando el agua con los sedimentos con la consiguiente salinización, entre otras situaciones, lo cual es gravísimo porque se usa para el consumo doméstico en todo el sector de Tongoy y Guanaqueros. Expuso que actualmente se está cambiando el punto de extracción  y espera que la Dirección General de Aguas se oponga porque nada obsta a que si quiere impulsar un proyecto minero la empresa compre sus derechos en el tranque Intendente Renán Fuentealba y que conduzcan desde allí el agua o bien que la traigan desde el mar, pero lo que no es tolerable es secar los pozos de gente cuyo modo de vida ancestral es la agricultura. 


Los Honorables Senadores señores Coloma y Quintana coincidieron en que se trata de uno de los casos más complicados porque el volumen de sobre otorgamiento alcanza al 618%.


El señor Director General de Aguas precisó que la ley es clara al determinar cuándo procede el cambio del punto de captación, donde se ubique la faena minera la ley establece que para autorizar el cambio de dicho punto tiene que encontrarse dentro del mismo subsector acuífero. Explicó que acá se tienen varios subsectores acuíferos y la minera no puede cambiar un derecho de uso de un subsector a otro, y sería imprescindible determinarlo y según entiende la minera está en una fase de compra de derechos y ya los tiene trasladados.


El Honorable Senador señor Quintana recordó que en la sesión anterior el señor Director planteó que esto surgió porque un medio centenar de comunidades, que ahora son menos, quería hacer uso de este derecho o se sentían excluidas de esa posibilidad. Consultó si se ha hecho una revisión nacional que permita concluir que en ninguna otra parte del país ocurre algo similar porque, de ser así,  sería necesaria una nueva “ley del mono mojado”, como ha sido denominada ésta, aunque de alcance más amplio, porque en el presente el Estado se expone, por una parte, a demandas de las comunidades agrícolas si no fueran aceptadas y, por otra parte, a una situación que podría ser muy delicada si aquellas cuyos derechos en trámite de otorgamiento quisieran usarlas y generasen un colapso en el acuífero.


El señor Director General de Aguas manifestó que si bien históricamente los derechos de agua se han otorgado por sobre el volumen sustentable determinado por la misma Dirección, en la práctica, salvo situaciones específicas, no se han ejercido en plenitud, por lo tanto, no se tiene un deterioro concreto. Respecto de las solicitudes en trámite, advirtió que quedan muy pocas en el artículo 4° transitorio. 


En relación con la fiscalización que desarrolla el servicio ante la extracción ilegal, reconoció la limitación evidente derivada de que exista un solo fiscalizador por región. Se trata de una incapacidad objetiva y recordó que forma parte del programa de gobierno fortalecer la Dirección General de Aguas. Expresó que en el presente no hay forma de hacerlo, pero está en preparación un programa de fortalecimiento que incluye facultades fiscalizadoras, incremento de sanciones y un aumento a la pena asignada al delito de usurpación de aguas. Recalcó que la DGA no tiene información certera de la situación real de extracción en muchos acuíferos y la única manera de administrar en forma sustentable y eficiente los recursos requiere, más allá de las potestades legales, de disponer de una dotación institucional que permita llegar a todos los lugares que se requiere. 


La Honorable Senadora señora Matthei precisó que se requiere un incremento fuerte de las multas porque si no se corre el riesgo de que al infractor le resulte más conveniente la multa que perder el acceso al líquido.


El Honorable Senador señor Espina requirió a la Dirección General de Aguas que elabore una tabla alternativa para resolver el problema y destacó que la información solicitada es relevante para saber cuántos son los beneficiarios del Programa que corresponde a comunidades agrícolas y cuál sería el costo de no eximir a estas comunidades de la prohibición de ley. 


El debate de la iniciativa se reanudó, una vez recibidos los antecedentes que la Comisión solicitó al Instituto de Desarrollo Agropecuario y al Ministerio de Bienes Nacionales y concluido el estudio de la Dirección General de Aguas sobre el impacto eventual que podría involucrar la aprobación del proyecto de ley propuesto por la Cámara de Diputados. 


Al respecto, el señor Director General de Aguas explicó que  están en situación de hacer una propuesta y manifestación final respecto de este proyecto que fue ingresado por el Ejecutivo en enero del presente año. Recordó que su objetivo es modificar el artículo único de la ley N° 20.411 que prohibió la constitución de derechos de aprovechamiento de aguas para quienes se acogieron a las disposiciones de la ley N° 20.017, en razón de que la gran cantidad de derechos constituidos implicó un caudal a otorgar muy superior, de un modo que comprometía gravemente la sostenibilidad de los acuíferos.


Hizo presente que en la sesión precedente la Dirección General de Aguas asumió el compromiso de revisar todos los números dado que había versiones distintas y la información no estaba sistematizada. Para ello, explicó, se recurrió la información del Registro de Comunidades Agrícolas del decreto con fuerza de ley N° 5. Ante todo, refirió que a nivel nacional fueron presentadas 51.644 solicitudes del artículo 4° transitorio de la ley N° 20.017, de las cuales 2.965 corresponden a dichas comunidades agrícolas, conforme a la información obtenida del Ministerio de Bienes Nacionales, órgano del Estado al que se le ha cometido esa función. Agregó que la distribución geográfica de las solicitudes de comunidades agrícolas es la siguiente: 59 de ellas son de la Región de Coquimbo, dos de Valparaíso y una a la Metropolitana, esto es, un total de 62 comunidades que representan el número de solicitudes expresado. Aclaró que sólo 243  de estas solicitudes se encuentran ubicadas en sectores acuíferos prohibidos en  virtud de la ley N° 20,411 que sectorizó aquellos acuíferos que no podían ser objeto de constitución de esta clase de derechos.


Presentó, en seguida, el estado de situación por regiones: 87 fueron ya aprobadas en la Región de Coquimbo; en 23 casos fueros denegadas o medió un desistimiento de la comunidad interesada y 129 pendientes; a su vez, en Valparaíso, tres se encuentran aprobadas y sólo una sigue pendiente. Afirmó que las 130 solicitudes pendientes corresponden a 8 comunidades agrícolas, de las cuales siete son de la Región de Coquimbo y la restante de Valparaíso. 


Respecto del caudal instantáneo que representan las mentadas solicitudes, indicó que ellas ascienden solamente a 53,32 litros por segundo, y ese volumen acumulado en un año asciende a 335.606 metros cúbicos por segundo. En función de lo señalado, continuó, el análisis incidente al tiempo de ver, en definitiva, cuál es el impacto respecto del otorgamiento en exceso que se tiene en aquellos sectores, es imprescindible prestar atención al cotejo del volumen máximo, que corresponde a la suma del volumen sustentable del acuífero más el volumen que puede ser otorgado como derechos de agua provisionales, con el volumen comprometido que corresponde al que fue efectivamente otorgado en derecho. De lo anterior, dijo, como se podrá advertir, sólo en un sector acuífero, Tres Cruces, habría un 82,15% comprometido sobre el volumen sustentable, mientras que en los seis restantes el porcentaje de afección adicional que se causaría a cada área de restricción, fluctúa entre un 37% y un 973%.


Hecho lo anterior, precisó que el porcentaje comprometido con la constitución de las 130 solicitudes pendientes, en su relación con el sobre otorgamiento respecto del volumen máximo de caudal sustentable, es bastante bajo  Indicó que representa un 0,02% en el acuífero Tres Cruces; 0% en Elqui Bajo; 7,11% en Santa Gracia; 0,51% en Serena Norte; 2,17% en Lagunillas; 0,05% en Culebrón-Peñuelas y 0,01% en La Ligua. 


Expresó su interés en dejar constancia de que de las 90 solicitudes de comunidades agrícolas ya aprobadas en áreas de prohibición definidas por la ley N° 20.411, 85 de ellas fueron resueltas favorablemente con posterioridad a su entrada en vigor, hecho ocurrido el 29 de diciembre de 2009, lo cual significa que el derecho fue otorgado en contra de prohibición vigente. Explicitó que estos derechos fueron constituidos en los meses de febrero y marzo de 2010 y su publicación se hizo en el Diario Oficial. Particularizó que los volúmenes correspondientes a estos derechos suman un total de 74.930 metros cúbicos por año, ya contabilizados en las cifras expuestas y representan un sobre otorgamiento en promedio de un 0,5% del volumen sustentable.


En función de lo expuesto, concluyó, se propone regularizar esta situación incluyendo una norma en el presente proyecto de ley puesto que es un porcentaje bastante menor en consideración a la situación que se tienen en cada uno de estos acuíferos,. Por lo tanto, precisó, no se prevé que la situación pueda cambiar drásticamente respecto de lo que ya se tiene y, en contrapartida, se les vuelve a poner en la misma condición en que estaban hasta antes de la publicación de la ley N° 20.417 y se les homologa a los pequeños agricultores beneficiarios de Indap y a los indígenas. No advierten, en consecuencia, un problema en que se regularice esta situación y se les devuelva el beneficio.


El Honorable Senador señor Espina felicitó a la Dirección General de Aguas por el trabajo realizado en la recopilación de información. Pidió, también, que se represente en el informe de la Comisión el hecho de haberse otorgado derechos de aprovechamiento de aguas con posterioridad a la entrada en vigencia de la ley lo que ha configurado una situación que no corresponde.


El señor Director General de Aguas manifestó, en ese sentido, que podría ser una instancia en que este mismo proyecto de ley se introdujera una indicación en que se regularice la situación.


El Honorable Senador señor Espina solicitó que el Ejecutivo presente la indicación correspondiente con el propósito de despachar el presente proyecto de ley y, entre tanto, aprobarlo en general.


- Puesta en votación la idea de legislar, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión de Agricultura, Honorables Senadores señoras Matthei y Rincón y señores  Espina y Tuma. 

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


La Ley N° 20.441 consta de un artículo único que se estructura sobre la base de cuatro incisos.


El primero de ellos prohíbe a la Dirección General de Aguas constituir de derechos de aprovechamiento de aguas solicitados en conformidad al artículo 4° transitorio de la ley N° 20.017, en los sectores acuíferos que especifica el mismo.

Dispone el inciso siguiente que esta prohibición no afectará a las solicitudes presentadas de conformidad al artículo 4° transitorio de la ley N° 20.017, por pequeños productores agrícolas y campesinos, entendiendo por éstos a los definidos en el artículo 13 de la ley N° 18.910, y de las ingresadas por indígenas y comunidades indígenas, entendiendo por aquellos los considerados en los artículos 2° y 9° de la ley N° 19.253, respectivamente, siempre que cumplan con los requisitos prescritos en el artículo 5° transitorio de la ley N° 20.017.


El inciso tercero, para el efecto de regular el ejercicio de la facultad que le confiere el inciso precedente a la Dirección General de Aguas, dispone el requisito de un informe del Ministerio de Agricultura, si la solicitud corresponde a pequeños productores agrícolas o campesinos, y de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, si la petición es de indígenas o comunidades indígenas.


El inciso final atribuye al Ministro de Obras Públicas la facultad, mediante decreto fundado y previo informe del Ministerio de Agricultura y de la Dirección General de Aguas, de incorporar nuevas áreas a las ya contempladas, si de los antecedentes técnicos existentes se demuestra una afectación total o parcial del acuífero en el mediano y largo plazo. Manda, además, que el decreto respectivo sea comunicado a la Cámara de Diputados y al Senado.     



El proyecto consta de un artículo único cuya finalidad es modificar el artículo único de la ley N° 20.411.

Artículo único


Consta de dos numerales que modifican, respectivamente, los incisos segundo y tercero del precepto legal precedentemente mentado. 


Con el primero, intercala en el inciso segundo, entre las expresiones “20.017,”, la primera vez que aparece, y “por”, la oración: “por las Comunidades Agrícolas, organizadas en conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 5, de 1967, del Ministerio de Agricultura,”.


Con el segundo, intercala, en el inciso tercero, entre las palabras “a” y “pequeños” lo siguiente: “las Comunidades Agrícolas o a”.


El sentido de estas modificaciones es, como resulta de la discusión en general, posibilitar que las comunidades agrícolas queden comprendidas en la excepción a la prohibición de constituir a su favor derechos de aprovechamiento de aguas solicitados en conformidad al artículo 4° transitorio de la ley N° 20.017, en los sectores acuíferos que especifica el mismo. 


Votado en particular el artículo único del proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Allamand, Coloma, Espina y Walker, don Patricio.


S. E. el señor Presidente de la República presentó una indicación que propone incorporar un artículo transitorio al proyecto del siguiente tenor:


"Artículo Transitorio. Serán válidos los derechos de aprovechamiento de aguas constituidos en virtud del artículo cuarto transitorio de la ley N° 20.017, a favor de comunidades agrícolas regidas por el decreto con fuerza de ley N°5 de 1967, entre el día 29 de diciembre de 2009 y la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.".



-En atención a los antecedentes previamente expuestos, vuestra Comisión acordó aprobar la indicación de S. E. el Presidente de la República, con el voto favorable de los miembros presentes de la Comisión Honorables señora Rincón y señores Allamand, Coloma, Espina y Walker, don Patricio.    

- - -


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Agricultura tiene a honra proponeros la siguiente modificación al proyecto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados:

Artículo transitorio


Agregar el siguiente artículo transitorio, nuevo:


"Artículo Transitorio.  Serán válidos los derechos de aprovechamiento de aguas constituidos en virtud del artículo cuarto transitorio de la ley N° 20.017, a favor de comunidades agrícolas regidas por el decreto con fuerza de ley N°5 de 1967, entre el día 29 de diciembre de 2009 y la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.".

(Unanimidad, 5x0).

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de la modificación precedente, el texto del proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo Único.- Modifícase la Ley N° 20.411, en el siguiente sentido:

1.- Intercálase, en el artículo único, inciso segundo, entre las expresiones “20.017,”, la primera vez que aparece, y “por”, lo siguiente: “por las Comunidades Agrícolas, organizadas en conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 5, de 1967, del Misterio de Agricultura,”.


2.- Intercálase, en el artículo único, inciso tercero, entre las palabras “a” y “pequeños” lo siguiente: “las Comunidades Agrícolas o a”.”.


"Artículo Transitorio.  Serán válidos los derechos de aprovechamiento de aguas constituidos en virtud del artículo cuarto transitorio de la ley N° 20.017, a favor de comunidades agrícolas regidas por el decreto con fuerza de ley N°5 de 1967, entre el día 29 de diciembre de 2009 y la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.".

- - -


Acordado en las sesiones celebradas los días 1 y 8 de junio, 5 de octubre y 14 de diciembre de 2010, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Andrés Allamand Zavala, Juan Antonio Coloma Correa (Evelyn Matthei Fornet), Jaime Quintana Leal (Eugenio Tuma Zedán y Patricio Walker Prieto) y señora Ximena Rincón González.



Sala de la Comisión, a 21 de diciembre de 2010.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE PROHÍBE PLAGUICIDAS DE ELEVADA PELIGROSIDAD.
(6969-01)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en una Moción de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Quintana, Pizarro, Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio. 


De la iniciativa se dio cuenta ante la Sala del Honorable Senado, en la sesión del 2 de junio de 2010, disponiéndose su estudio por la Comisión de Agricultura. 


En virtud de lo dispuesto por el artículo 127, inciso primero, del Reglamento de la Corporación le cabe a vuestra Comisión la facultad de proponer que el proyecto de ley se debata en general y en particular a la vez. En virtud de esta habilitación reglamentaria, la Comisión ha acordado por la unanimidad de sus miembros proponeros que la iniciativa sólo se discuta en general y se fije un plazo para formular indicaciones.

- - -




Concurrieron, especialmente invitados a una o más sesiones de este proyecto, las siguientes autoridades y representantes de productores agrícolas y organizaciones gremiales: 


Por el Ministerio de Agricultura: el Ministro, señor Juan Antonio Galilea; el Asesor Jurídico señor Mauricio Caussade, los Asesores señores Fernando Astaburuaga, Tomás Truan y Juan Cox, y la Jefa de Comunicaciones, señora Karin Niklander.


Por el Servicio Agrícola y Ganadero: el Director Nacional, señor Víctor Venegas; los Jefes de División señora Grisel Monje, de Protección Agrícola y Forestal y señores Horacio Bórquez y Pablo Willson, de Gestión Institucional y Jurídica respectivamente; el Jefe del Subdepartamento Plaguicidas y Fertilizantes, señor Ignacio Figueroa. 


Por el Ministerio de Salud: la Jefa de la División de Políticas Públicas Saludables y Promoción, doctora María Soledad Carvallo; la Encargada de la Red Nacional de Vigilancia de Intoxicaciones Agudas por Plaguicidas, señora Clelia Vallebuona; el Abogado Jefe del Departamento de Asesoría Jurídica, señor Sebastián Pavlovic; la Asesora del Departamento de Salud Ocupacional, señora Patricia Grau y la profesional del Departamento de Alimentos y Nutrición, señora Paulina Chávez. 


Así mismo, concurrieron en representación de la Red de Acción en Plaguicidas y sus Alternativas para América Latina, RA-PAL, la Coordinadora, señora María Elena Rozas, y la Encargada de Comunicaciones de la Alianza por una Mejor Calidad de Vida, señora Lucía Sepúlveda. Por el Centro de Salud Familiar San Pedro, comuna de Quillota: la Directora, señora Leyla Astorga; la representante del Consejo de Salud de San Pedro, señora Lidia Cueto; el asistente social, señor Álvaro Castillo, y la Encargada de la Unidad Medio Ambiente de la Ilustre Municipalidad de Quillota, señora Patricia Lizana.


También asistieron personeros de la Asociación Nacional de Fabricantes e Importadores de Productos Fitosanitarios Agrícolas, AFIPA A.G.: su Presidente, señor Julio Hurtado, y la Gerente, señora María Elvira Lermanda, y de la Asociación Gremial de Importadores y Productores de Productos Fitosanitarios para la Agricultura A.G. Imppa: la Coordinadora, señora Susana Albarracín; el Vicepresidente, señor Leopoldo Brunstein y los integrantes de la Comisión Regulatoria de dicha asociación, señora María Beatriz Ceardi y señor Juan Ignacio Reyes.


A nombre de la Asociación de Exportadores de Chile S.A. Asoex: su Presidente señor Ronald Bown y el Gerente General señor Miguel Canala-Echeverría 


Con la representación de la Federación de Productores de Frutas de Chile Fedefruta: su Presidente, señor Antonio Walker; los Directores, señores Ramón Achurra y Francisco Donoso; el Gerente General, señor Juan Carlos Sepúlveda, y el Gerente Regional, Región de Valparaíso, señor Pedro García.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


Propone prohibir absolutamente la importación, producción, comercialización, distribución y uso de plaguicidas de las categorías la y Ib, extremadamente peligrosos y altamente peligrosos, según la clasificación de la Organización Mundial de la Salud, exceptuando aquellos de la categoría fumigantes que no tengan aún alternativas. Lo anterior es sin perjuicio de lo establecido en el inciso primero del artículo 35 del decreto ley N° 3.557, de 1981.
- - -

ANTECEDENTES



Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:



I. ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Constitución Política de la República: su artículo 19 protege los derechos constitucionales, entre los cuales se cuentan: Nº 1º, el derecho a la vida y a la integridad física y psíquica de la persona; Nº 8º, el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación y, el Nº 21º el derecho a desarrollar cualquier actividad económica que no sea contraria a la moral, el orden público o a la seguridad nacional, respetando las normas legales que lo regulen.


2.- Decreto Ley Nº 3.557, de Agricultura, que establece Normas sobre Protección Agrícola; publicado en el Diario Oficial del 9 de febrero de 1981. En particular, la iniciativa tiene por objetivo modificar el artículo 35 del mentado decreto ley que, por su ubicación sistemática, es parte del Párrafo 1º De los Plaguicidas (artículos 32 a 36) del Título III Fabricación, Comercialización y Aplicación de Plaguicidas y Fertilizantes. 


3.- Código Sanitario, decreto con fuerza de ley N° 725, de Salud, publicado en el Diario Oficial del 31 de enero de 1968.


El artículo 87 radica en el Servicio Nacional de Salud la recopilación y el análisis de los datos estadísticos sobre accidentes y enfermedades profesionales, y el procedimiento de notificación de éstas; el artículo 91 defiere al reglamento la regulación de los pesticidas para uso sanitario y doméstico, así como su manipulación que pueda afectar a la salud humana y el artículo 92 define el concepto de pesticida.


4.- Código del Trabajo cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado ha sido fijado por el decreto supremo N° 1, del Trabajo, publicado en el Diario Oficial del 16 de enero de 2003.


El artículo 184 obliga al empleador a adoptar las medidas necesarias para la protección eficaz de la vida y salud de los trabajadores así como a prestarles o garantizarles los elementos necesarios para que, en caso de accidente o emergencia, accedan a una eficaz y oportuna atención de salud;  asigna a la Dirección del Trabajo la fiscalización del cumplimiento de las normas de higiene y seguridad y la comunicación de las infracciones o deficiencias constatadas en esta materia a los organismos administradores del seguro de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, los que en el lapso de 30 días le informarán de las medidas que el empleador deberá adoptar respecto de unas u otras y el artículo 190 asigna a los Servicios de Salud el deber de fijar las reformas o medidas mínimas de higiene y seguridad que los trabajos y la salud de los trabajadores aconsejen.  


5.- Ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, del 9 de marzo de 1994.


El artículo 10 enuncia los proyectos o actividades susceptibles de causar impacto ambiental que están sujetos a evaluación del mismo, consignándose en su letra “q” que lo está la aplicación masiva de productos químicos en áreas urbanas o zonas rurales próximas a centros poblados o a cursos o masas de aguas que pudieran ser afectadas.


6.- Ley Nº 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, publicada el 1 de febrero de 1968. Su artículo 66 regula el funcionamiento de los Comités Paritarios de Higiene y Seguridad.


7.- Resolución N° 2.195, de 2000, del Servicio Agrícola y Ganadero que establece los requisitos que deben cumplir las etiquetas de los envases de los plaguicidas de uso agrícola.


8.- Resolución N° 5392, de 2009, del Servicio Agrícola y Ganadero que establece denominación y códigos de formulación de plaguicidas y deroga Resolución N° 2.197, de 2000.


9.- Resolución N° 2.196, de 2000, del Servicio Agrícola y Ganadero que establece clasificación toxicológica de los plaguicidas de uso agrícola. 


10.- Resolución N° 3.670 de 1999, que establece normas para la evaluación y autorización de plaguicidas; modificada por la Resolución N° 752, de 2009. 



II. ANTECEDENTES DE HECHO


-La Moción legislativa de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Quintana, Pizarro, Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio, que dio origen a esta iniciativa legal enuncia ocho argumentos que hacen necesario legislar sobre la materia. 


El primero atiende al aumento sistemático de los casos de intoxicación de trabajadores temporeros, debidos a la utilización de plaguicidas. A este efecto, indica que conforme a cifras oficiales de la Red de Vigilancia Epidemiológica del Ministerio de Salud, en 2008, se registraron 849 casos, cifra que supera los 727 casos del año precedente; a octubre de 2009, según datos de la misma entidad, hubo 391 intoxicados, sin contar los más de 600 trabajadores afectados por dos intoxicaciones masivas producidas en la Provincia de Linares, específicamente, en las comunas de Yerbas Buenas y Longaví. Agrega que estimaciones de la Red de Acción en Plaguicidas y sus Alternativas para America Latina (RA-PAL) Chile, refieren que por cada caso registrados oficialmente, hay otros cuatro que no se notifican a la autoridad sanitaria, lo que aproxima la cifra real a tres mil intoxicaciones anuales.

El segundo argumento enfatiza que los informes epidemiológicos han relacionado directamente la causa de la intoxicación con el uso del plaguicida denominado Pyrinex y del fungicida Clarinet. En particular, destaca que Pyrinex, cuyo principio activo es el clorpirifós, afecta al sistema nervioso de seres humanos y animales. Agrega que el uso de plaguicidas puede producir, de manera general, efectos adversos agudos en la salud humana y que la exposición a altos niveles llega a causar la muerte de las víctimas. Enuncia, asimismo, sus efectos crónicos: tumores, cáncer, alteraciones del sistema nervioso, atrofia testicular, esterilidad, malformaciones congénitas; efectos genotóxicos, mutagénicos y teratogénicos; daños en los sistemas inmunológico, respiratorio, urinario y dermatológico y reacciones alérgicas. Complementa la relación de los efectos nocivos de estas sustancias los que incluyen alteraciones irreversibles del equilibrio ecológico y del medio ambiente, reducción de la biota por disminución de la tasa de reproducción, modificación de la cadena trófica presa depredador, aparición de alteraciones fisiológicas y muerte de organismos. En fin, señala que una vez que los plaguicidas entran al ambiente desarrolla reacciones químicas que pueden producir sustancias más tóxicas que el compuesto original.

Expone, seguidamente, que el uso de estos plaguicidas afecta, también, la salud de miles de chilenos debido a los residuos de aquellas sustancias químicas tóxicas presentes en los alimentos de consumo diario, lo cual ha sido comprobado con análisis de residuos de plaguicidas en alimentos realizados por el Servicio Nacional del Consumidor, en 1994, el Instituto de Salud Pública, en 2000 y el Servicio Agrícola y Ganadero, en 2007.

Puntualiza, además, que la Organización Mundial de la Salud, en 1975, publicó la "Clasificación recomendada por la OMS sobre plaguicidas, según su peligrosidad", documento que distingue cuatro niveles de peligrosidad de plaguicidas: extremadamente peligroso (la); altamente peligroso (Ib); moderadamente peligroso (II) y ligeramente peligroso (III).


En quinto término, refiere que la mayor parte de las intoxicaciones se origina por el uso de plaguicidas de los tipos la y Ib, razón por la cual desde hace mucho tiempo la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO), con su Código Internacional de Conducta para la Distribución y Utilización de Plaguicidas, procura establecer normas de conducta de carácter voluntario para todas las entidades públicas y privadas que intervienen en la distribución y utilización de plaguicidas, a la vez que insta a la cooperación entre los gobiernos y los países importadores y exportadores de plaguicidas, con el fin de promover prácticas que reduzcan al mínimo posible, los riesgos asociados con plaguicidas y aseguren su utilización eficaz, para lo que recomienda su eliminación por los países en vías de desarrollo. 


En particular, el Código Internacional de Conducta, en su número 7.5, señala: "puede ser conveniente prohibir la importación, compra y venta de un producto sumamente toxico y peligroso, como los incluidos en la categorías Ia y Ib de la OMS, en caso de que otras medidas de control o las buenas practicas de comercialización no bastasen para asegurar que el producto pueda ser manipulado con un nivel aceptable de riesgo para el usuario.". 


Asimismo, esta organización sugiere que "una de las opciones para lograr un cambio positivo es que las autoridades que controlan los plaguicidas, idealmente, deberían ser parte de un ente interdisciplinario e interministerial que involucre a los departamentos de salud, medio ambiente, agricultura y economía, sin dejar de lado a los representantes de los agricultores y de otros grupos interesados, como los fabricantes, importadores, distribuidores de maquinarías, talleres de reparación y la industria aseguradora". Explicita, en este orden de consideraciones, que en el país se encuentran registrados alrededor de 420 principios activos, contenidos en aproximadamente 924 marcas comerciales, de los cuales 41 pertenecen a la categoría la y 29 a la categoría Ib.


Plantea un sexto orden de consideraciones: en 2007 se presentó un proyecto de ley para modificar el decreto ley Nº 3.557, de 1981, que establece disposiciones en materia de protección agrícola, en el sentido de prohibir expresamente la importación, producción, comercialización, distribución y uso de agroquímicos de las categorías la y Ib, de acuerdo con la clasificación hecha por la Organización Mundial de la Salud. Aquel proyecto de ley fue aprobado por unanimidad en la Cámara de Diputados y en su segundo trámite constitucional, el Senado rechazó la idea de legislar sobre la materia, al aducir que la ley Nº 20.308 sobre protección a los trabajadores en el uso de productos fitosanitarios, al modificar, entre otros cuerpos legales, el decreto ley Nº 3557 del año 1981 ya había legislado lo relativo a este tema; decisión que fue ratificada por la Comisión Mixta.


El séptimo criterio de justificación desarrolla el argumento de los autores de la Moción, en orden a que la conclusión a la que llegó la Comisión Mixta mencionada fue errada, toda vez que la ley N° 20.308 estableció normas relativas a la manera de emplear los plaguicidas ya registrados, otorgándole facultades al Servicio Agrícola y Ganadero (SAG), y estableciendo una reglamentación para la fumigación aérea, sin prohibir bajo ninguna circunstancia la importación, producción, comercialización, distribución y uso de agroquímicos de las categorías señaladas, muchos de los cuales están prohibidos en los países de la Unión Europea y en Estados Unidos, pero siguen siendo utilizados en Chile.

Finalmente, en razón tanto de las tendencias mundiales a la reducción de riesgos y peligros y de las recomendaciones de la FAO como de la necesidad de otorgarles mayor protección a los consumidores, trabajadores y habitantes de zonas agrícolas que se ven enfrentados diariamente al uso indiscriminado de plaguicidas de los tipos la y Ib, según la clasificación de la Organización Mundial de la Salud, el proyecto afirma la necesidad de regular esta materia, con la expresa prohibición de importar este tipo de plaguicidas, a excepción de los fumigantes insustituibles, y respecto de los cuales no existan aún alternativas.


La Moción propone prohibir absolutamente la importación, producción, comercialización, distribución y uso de plaguicidas de las categorías la y Ib, extremadamente peligrosos y altamente peligrosos, según la clasificación de la Organización Mundial de la Salud, exceptuando aquellos de la categoría fumigantes que no tengan aún alternativas. Lo anterior es sin perjuicio de lo establecido en el inciso primero del artículo 35 del decreto ley N° 3.557, de 1981.


-Cabe hacer presente que el artículo 35 del decreto ley N° 3.557, de 1981, fue modificado por el artículo 1° N° 4 de la ley N° 20.308, del 29 de diciembre de 2008, el que sustituyó su texto entonces vigente por el actual que consta de dos incisos.


El inciso primero de la mentada disposición faculta al Servicio Agrícola y Ganadero para que, mediante resolución exenta, publicada en el Diario Oficial y fundada en razones técnicas o sanitarias, regule, restrinja o prohíba la fabricación, importación, exportación, distribución, venta, tenencia y aplicación de plaguicidas. Asimismo, por resolución fundada, aquél podrá ordenar la retención o comiso de plaguicidas prohibidos, no registrados o registrados que no cumplen con los requisitos que permitieron su autorización. Adicionalmente, en el caso de productos prohibidos o no registrados, está autorizado para ordenar la destrucción de los mismos.


El inciso segundo obliga al SAG a mantener un archivo público actualizado, a lo menos semestralmente, que detalle los productos, prohibidos y registrados, y, respecto de estos últimos, señale las menciones de su etiqueta o de su folleto adjunto.  

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


El señor Willson, Jefe de la División Jurídica del Servicio Agrícola y Ganadero, SAG, en referencia a la Moción presentada, planteó que ciertamente es entendible, desde el punto de vista de salud humana, que la Organización Mundial de la Salud OMS, haya distinguido categorías entre los plaguicidas porque hay algunos que son más tóxicos que otros, pero también se entiende que todos ellos lo son. Explicó que el procedimiento existente al día de hoy en el país es que los plaguicidas de uso en la agricultura son autorizados y registrados, caso a caso, por el SAG, y en el registro correspondiente, al autorizarlos, se establecen regulaciones y requisitos de manejo en relación con el riesgo del producto. 


Por lo anterior, precisó, un producto clasificado de alta toxicidad supone más restricciones de manejo, de uso, de manipulación, que uno que no tenga esa calificación, pero todas las autorizaciones se hacen con las restricciones debidas que hagan posible utilizarlos en forma segura. Desde luego, refirió, si se estima que no hay medidas suficientes para evitar el riesgo del producto sobre la salud humana o el medio ambiente o si derechamente el producto no es eficaz, la ley vigente le otorga al SAG la facultad de prohibir. En razón de lo anterior, señaló, el Servicio dispone hoy en día de las facultades tanto de regular como de prohibir, caso a caso, en función de cada producto y en razón de su toxicidad, bajo el entendido de que todos son tóxicos. 


De ahí que al Servicio Agrícola y Ganadero le parece que con la facultad actual es suficiente. Por otra parte, expuso, no se conoce experiencia comparada de algún país en que se prohíba per se a los plaguicidas Ia y Ib; a lo menos, esa es la situación normativa en Europa y en Estados Unidos, aseveró. En éstos, complementó, existen  autorizaciones y prohibiciones de algunos productos, pero sin que haya una definición en orden a que por el solo hecho de ser Ia o Ib se encuentren prohibidos. La posición del SAG y del Ministerio de Agricultura, sintetizó, es considerar suficiente la actual facultad de regular y prohibir, caso a caso, estos productos, en función de su toxicidad distinguiéndolos con arreglo a la clasificación de la OMS.  


La doctora Clelia Vallebuona, Encargada de la Red Nacional de Vigilancia de Intoxicaciones Agudas por Plaguicidas, Revep, del Departamento de Epidemiología del Ministerio de Salud, expresó que es de conocimiento general que los plaguicidas, como difuminantes descensores, son todos productos químicos tóxicos, y que el Ministerio ha configurado, desde 1993, la Red de Vigilancia a su cargo, instrumento que les ha demostrado que se tienen intoxicaciones durante todo el año con una mediana de más o menos setecientos casos anuales. Enfatizó la importancia de regular, en este momento, este tipo de productos dado que se requiere prevenir tanto el efecto agudo como, también, a futuro, el efecto crónico de dichos productos en la población. 


Precisó que los afectados no solamente son los trabajadores que actúan con este tipo de productos sino también la comunidad y resaltó que han ocurrido eventos masivos, debido a actividades productivas agrícolas que han llevado más allá de aquella área productiva este tipo de intoxicaciones, todo lo cual incide en que el Ministerio de Salud valore la relevancia de trabajar en una regulación que permita, por sobre todo, prevenir la ocurrencia de dichos eventos.


Indicó que la experiencia institucional es de largo tiempo y todos los años se producen intoxicaciones por plaguicidas Ia y Ib. Particularizó que desde el año 2003 a la fecha se ha verificado que un 21% de los casos de intoxicación son causados por este tipo de productos por lo cual esperan que se logre el refuerzo efectivo de su regulación, y que estos productos sean mejor controlados para disminuir así el riesgo que significan  a  la salud.


La señora María Elena Rozas de la Red de Acción en Plaguicidas y sus Alternativas para América Latina RA-PAL, expresó que dejará una presentación sobre la situación actual de los problemas detectados en materia de plaguicidas en el lapso 1990-2010 durante el cual han hecho un seguimiento cotidiano de sus manifestaciones. 


En primer término, reseñó los elementos que dan firme sustento al diagnóstico de la situación derivada del uso de plaguicidas en aquel período: la aplicación de los mismos puede ser realizada por cualquier persona; analfabetismo funcional de los aplicadores y trabajadores; incidencia del trabajo flexible o temporal en el desconocimiento de los riesgos; escasez o limitación de las acciones preventivas tanto en su uso laboral como general; incumplimiento de normativas y regulaciones, punto que calificó de evidente gravedad e hizo referencia a que un capítulo del programa Contacto, de la televisión abierta, pone de manifiesto cómo son las prácticas agrícolas en Chile y especificó que se consumen residuos de plaguicidas extremadamente dañinos, entre ellos, cancerígenos, debido a que no hay buenas prácticas agrícolas, con excepciones, por supuesto, de agricultores que cumplen, pero es ostensible la falta de regulación para la aplicación terrestre y  aérea.


Detalló que se presentan problemas en todo el ciclo de vida de los plaguicidas. En particular, señaló que hay problemas con los agrotóxicos que cuentan con Registro en las categorías Ia y Ib; también los hay en la comercialización, uso y disposición final de sus residuos. Insistió en que hay plaguicidas registrados de estas clases; detalló que en la agricultura convencional y en el sector forestal se utilizan cerca de 420 principios activos plaguicidas con aproximadamente un millar de marcas comerciales, de los cuales más de 40 tienen ingredientes activos que corresponden a la clasificación toxicológica de la OMS Ia “sumamente peligroso” (extremadamente tóxico) y 29 ingredientes activos están clasificados como Ib, que es la categoría “muy peligroso” (altamente tóxico). Agregó que a disposición del público existen muchas marcas de productos que no son de aquellas categorías.


Expuso la evolución creciente que se observa en la magnitud, medida en toneladas, de los plaguicidas aplicados desde el año 1984 hasta el 2008: asimismo, rebatió el mito de que en Chile existe un buen uso de plaguicidas, pues si se va al campo se  comprueba lo contrario y, en particular, que los aplicadores efectúan la operación sin la protección adecuada, en cercanía próxima de animales y del propio personal. 


Explicó que los residuos de plaguicidas Ia y Ib detectados en alimentos del consumo interno año 2010, particularmente Metamidofos y Metomil -detectados en el análisis del programa de Contacto a que se ha hecho mención- están clasificados por la Organización Mundial de la Salud, OMS, en las categorías de extremadamente o sumamente peligrosos (Ia). Insistió en que los plaguicidas Ia y Ib no son recomendados en las buenas prácticas agrícolas (BPA). Destacó la existencia de un estudio  que revela que el Metamidofos presente en una espinaca, muestra tomada en este año, por el laboratorio Andes Control, supera todos los límites, hecho que indica claramente que por medio de aquellos vegetales se consumen los plaguicidas que precisamente se pretende regular. Indicó que se sobrepasa con creces la norma de la Unión Europea, la de Chile y la de Estados Unidos.


Refirió enseguida que los plaguicidas involucrados del grupo que se pretende regular figuran en las series de datos de todos los años del período que se estudia; así sucede con Anzifometil, Paraquat, Metamidofos, y Metomil. Igualmente, dijo, es posible ver que el número de personas afectadas se mantiene alto en todos los años del período. Complementó sus expresiones con material gráfico que da cuenta de mujeres temporeras quemadas con plaguicidas, en la zona de San Clemente. Refirió que los plaguicidas involucrados son los mismos antes nombrados. 


Atendiendo a una consulta del Honorable Senador señor Espina en relación con una mención a suicidios, planteó que al ser los plaguicidas de aquellas categorías de libre venta están al alcance de las personas quienes pueden comprarlos en régimen de libre venta, y que incluso se expenden a niños de 8 años de edad. 


Revisó, a continuación, los impactos en materias ambiental y de salud derivados del uso de plaguicidas Ia y Ib: problemas de salud, agudos y crónicos, en particular, cáncer, debido a que algunos de estos plaguicidas pueden causarlo y ya están debidamente clasificados por la Unión Europea, por la Agencia de Protección Ambiental. EPA, y por el Instituto Internacional de Investigaciones del Cáncer y enfatizó que la Unión Europea pretende reducir en 10 años un 50% del uso de plaguicidas y procura una meta intermedia en cinco años; aparición de plagas, enfermedades y hierbas resistentes; disminución de la biodiversidad; muerte de insectos benéficos y polinizadores (pérdida y destrucción del hábitat) y contaminación de aguas superficiales y subterráneas.


Mencionó, también, que la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura, FAO, adoptó, el 4 de noviembre de 2002, en Roma, un nuevo Código de Conducta sobre Plaguicidas que, si bien es voluntario, ha sido ampliamente aceptado por importantes países. En aquella ocasión Gero Vaagt, experto de la FAO en gestión de plaguicidas, señaló: “la distribución inadecuada y el empleo de plaguicidas y compuestos de elevada toxicidad, especialmente en los países en desarrollo, está causando problemas para la salud y el ambiente". A mayor claridad, planteó: “Los fabricantes deberían retirar los plaguicidas que representen un riesgo inaceptable para las personas, los animales o el medio ambiente, dice el Código. Por desgracia, continúa la producción y exportación de plaguicidas baratos pero muy tóxicos, como los organofosfatos y los carbamatos.”.


La señora Leyla Astorga, Directora del Centro de Salud Familiar, Cesfam, de San Pedro, manifestó que intención es mostrar el fruto de un trabajo que se desarrolla en la comuna de Quillota. Adelantó que se trata de una línea de trabajo que pone el énfasis en la participación social y que es directamente la comunidad de San Pedro la que les convida a enterarse y abordar temas que son propios de una localidad en que la agricultura ocupa el 49% de la actividad laboral de esa localidad. Indicó que los participantes del Consejo de Salud con los que el Centro de Salud interactúa corresponden a distintas fuentes de representación: juntas de vecinos, clubes de adultos mayores, establecimientos escolares, instituciones religiosas, Federación Campesina Nueva Victoria que reúne a unos 700 trabajadores y pequeños productores agrícolas, entre otras organizaciones sociales.


Caracterizó la actividad desplegada en términos de la estructuración de un mapa de peligros que la comunidad considera relevantes en el que aparece el efecto de los agroquímicos con un perfil destacado como el más importante de todos ellos. Relató que la identificación de la amenaza que es inherente a los plaguicidas les llevó a acopiar información sobre sus características, entre ellas está la clasificación toxicológica, los sumamente peligrosos, los muy peligrosos, los moderadamente peligrosos, los poco peligrosos y los que normalmente no lo ofrecen y tener conciencia de sus efectos, en particular, las intoxicaciones agudas que son las más ostensibles, pero se conoce, también, la diversidad de efectos crónicos que habitualmente no pasan a la conciencia de las personas ni tampoco de las instituciones. 


En particular, resaltó los graves efectos de los plaguicidas organofosforados y de los carbamatos sobre la salud humana, cuya índole crónica implica que no se manifiestan en una temporalidad inmediata sino a lo largo de bastante tiempo, e ilustró con los ejemplos de sus efectos reproductivos que se traducen en anormalidad en el desarrollo fetal, pueden generar efectos crónicos o retardados en los sistemas nerviosos central  y periférico. Además, esta clase de sustancias se acumulan en el tejido graso, se excretan a través de la leche materna, producen cáncer; son disruptores endocrinos; persistentes en el ambiente dado que no son bioacumulables y estables a factores como la luz solar, aire, humedad y calor. Dicho de otro modo, son contaminantes que permanecen en las personas y en el ambiente. 


Hizo mención a algunas evidencias recogidas de estudios que se han hecho a lo largo del país. En primer término, uno del cirujano destinta señor Cristián Molina sobre “Malformaciones congénitas cráneo faciales y su asociación con factores de riesgo de exposición a agentes químicos en el Hospital Regional de Rancagua”, cuya conclusión es que esta malformación estaría relacionada con gente expuesta a plaguicidas, sobre todo, por el factor de riesgo consistente en la cercanía de la vivienda, es decir, no sólo trabajar en el campo sino que vivir cerca de lugares de aplicación.


Citó, también, otro trabajo: “Estudio del efecto genotóxico de mezclas de plaguicidas en mujeres temporeras de la VIII Región, Chile” del que es autora Soledad Duk, en que se observa una multiplicación anormal del núcleo de las células en temporeras que están expuestas a plaguicidas versus otras personas que fueron estudiadas como grupo de control que no trabajaban en un ámbito de exposición ocupacional, y esto podría predisponerlas, aun sin tener ningún síntoma en el momento de la evaluación a un cáncer.


Hay un tercer informe de las investigadoras Alejandra Rojas, María Elena Ojeda y Ximena Barraza, de la Universidad de Santiago en colaboración con la Maternidad del Hospital Regional de Rancagua, titulado “Estudios científicos sobre plaguicidas y salud” que establece una asociación positiva entre exposición a pesticidas y la inducción de malformaciones congénitas, observándose que entre los años 1996 y 1998 hubo un prevalencia superior al 40% de anomalías osteomusculares, del sistema nervioso central y cromosomopatías, es decir, un conjunto de evidencias.


Relató que en España también, se han desarrollado investigaciones y tesis doctorales que refieren información confirmatoria de que las personas  que residen en lugares de amplio uso de plaguicidas tienen un mayor riesgo de sufrir cáncer, trastornos endocrinos, Alzheimer, Parkinson, entre otras polineuropatías y que además las mujeres están especialmente en riesgo de esclerosis múltiple, abortos y amenazas de partos, de lo cual hay evidencias estadísticas firmes en ese sentido.


En lo referente al enfoque que surge de la comunidad de San Pedro, destacó que viven expuestos habitualmente a la acción de plaguicidas de las categorías Ia y Ib, que se utilizan en las labores agrícolas. Mencionó el número de 10 plaguicidas distintos que corresponden a organofosforados y carbamatos que tienen los efectos crónicos reseñados con anticipación.  Mencionó otros plaguicidas de uso frecuente que no corresponden a las categorías Ia y Ib, pero que se encuentran prohibidos por la Unión Europea por generar efectos crónicos en la salud, y en nuestro país están clasificados como grupo IV.


Invitó a reparar en que San Pedro es una concentración urbana, rodeada de predios pertenecientes a grupos agrícolas, en la que se despliegan todas las actividades propias de una comunidad, como lo son naturalmente un consultorio, una escuela, los jardines infantiles, la vida de la comunidad en general rodeada por este peligro en el que está inserta. Esa situación, comentó, no es solamente la de San Pedro sino la de cualquier población rural de Chile. En ella reside una población laboral agrícola expuesta,  pues, están en contacto con pequeños agricultores que carecen de una idea sobre los efectos crónicos, no hay ninguna posibilidad de tener todos los métodos de seguridad que se requieren para que no causen daño. Agregó que tienen  testimonio de que es imposible trabajar un día de verano con el equipamiento que se requiere: en la teoría funciona pero en la práctica no sería así.


Prosiguió con su referencia a las conversaciones que sostienen con la comunidad, en éstas aparecen algunos nombres de personas que se suicidan con distintos tipos de plaguicidas y que, año con año, suman una cantidad importante.  Cifró los datos de mortalidad, en 2009 en San Pedro: de 24 personas fallecieron, nueve murieron por cáncer. Representó un porcentaje de 38%, mientras que en el resto de la comuna de Quillota, es un 23% del cáncer.


Hizo presente que hay un conocimiento escaso de la población y de los equipos de salud de los riesgos de los plaguicidas, esto, genera una subnotificación, es decir, no se está notificando en forma correcta y discrepó de lo que aquí se ha señalado en orden a que, tras una notificación, según estima, pueden existir 10 que no se notifican. Mencionó que lo anterior expresa el desconocimiento de la comunidad y, también, un temor a la denuncia porque habitualmente son personas que tienen vínculos contractuales con los propios empleadores.


Expuso que la comunidad de San Pedro percibe que es un peligro demasiado grande la libre venta de estos elementos que son altamente peligrosos, especialmente, si se compara que con una receta médica existe una restricción enorme, pero no ocurre otro tanto con éstos que son mucho más peligrosos. Agregó que en el sector denominado Las Cruzadas se enfrenta la combinación de fumigaciones aéreas de plaguicidas con la aplicación terrestre y, además, por las condiciones climáticas habitualmente estas actividades se extienden hasta el medio día o pasado éste, período en que el viento lo dispersa por toda la zona.


Remarcó que identifican como un elemento importante, si no determinante en todo esto, el hecho de que en el SAG se combinen las funciones de preocuparse del ambiente y de la eficacia agronómica de estos plaguicidas para que entren al mercado. El hecho de que no pasen por el Ministerio de Salud debilita la función pública en este rubro porque el SAG para autorizar los plaguicidas debe recurrir a parámetros relevantes dentro de de sus características de comportamiento en distintos ambientes y de lo que es más cercano a su rol, la eficacia agronómica. 


Reseñó las proposiciones del Consejo de Salud de San Pedro: en primer término, la expectativa de que el Ministerio de Salud sea el encargado de determinar si el plaguicida ingresa o no al país, de acuerdo con un principio de precaución y atendiendo su rol de protector de la salud de las personas.  En seguida, que se prohíban los plaguicidas de compuestos oganosfosforados y carbamatos, dado su grave efecto sobre la salud humana y ambiental. Así mismo, el pleno respaldo a este proyecto de ley y la instancia a que se regulen las aplicaciones terrestres de plaguicidas y se establezca una franja de seguridad, respecto de viviendas, establecimientos educaciones, centro de salud, áreas de recreación. 


También, piden que se incorpore en la información del etiquetado de los productos agroquímicos, sus efectos ambientales y de largo plazo y no sólo los agudos; que se informe de todos sus efectos a las personas expuestas, directa o indirectamente a los plaguicidas; que su venta se restrinja a personas capacitadas o certificadas para su manejo y aplicación.  


Finalmente, en un ámbito de mayor generalidad, demandan políticas públicas de protección y promoción de una agricultura orgánica, que no va a poner en riesgo a nadie, y que se incorpore dentro de la canasta de prestaciones, el examen de la colinesterasa en atención primaria. 


La Honorable Senadora señora Rincón pidió que el señor Pablo Willson del Servició Agricola y Ganadero fundamente la información que hizo en orden a que no existía prohibición en otros países, distintos de Estados Unidos, pues, de acuerdo con la información presentada en esta sesión hay países que si la tienen. Agregó que la OCDE particularmente la exige y entiende que en México y en Argentina también fue puesta como norma. Así mismo, solicitó que el Servicio Agrícola y Ganadero informe desde cuándo no se actualiza el registro de plaguicidas y de qué fecha es la última resolución que prohíbe el ingreso de estos productos a Chile. 


Por último, refirió que por conducto del señor Presidente del Senado solicitó al señor Ministro de Salud que informe los motivos por los cuales no se ha dictado el reglamento que debe regular las fumigaciones aéreas, en conformidad a lo que dispone el artículo 2° de la ley N° 20.308, pues, ya han pasado dos años desde la delegación de esta facultad a la potestad reglamentaria y esa forma de aplicación de plaguicidas sigue sin contar con una regulación.


Por su parte, el Honorable Senador señor Quintana solicitó al representante del Servicio Agrícola y Ganadero que explique en qué consisten las diferencias entre este proyecto y el que en  su oportunidad presentó la Honorable Diputada señora Muñoz.


El señor Willson, Jefe de la División Jurídica del Servicio Agrícola y Ganadero, reiteró que lo informado es que ni Estados Unidos ni Europa tienen una prohibición de los plaguicidas Ia y Ib, como lista cerrada, hecho que es diferente a que tengan algunos productos que están en la categoría de Ia o Ib. En consecuencia, es efectivo que no tienen una prohibición como la que la Moción en examen propone, esto es, aplicable a todos los Ia y Ib.


Respecto de las actualizaciones o revisiones que hace el Servicio, aclaró que la última prohibición data de 2002.


El señor Sebastián Pavlovic, Abogado Jefe del Departamento de Asesoría Jurídica del Ministro de Salud, expresó que el trabajo realizado por el Ministerio con sus departamentos técnicos y en coordinación con el  Ministerio de Agricultura fue bastante prolongado y al día de esta sesión está en trámite en la Contraloría General de la República el reglamento al que se refiere la Honorable Senadora señora Rincón. En razón de esto, se espera que en un plazo breve esté publicada en el Diario Oficial la normativa de protección de los trabajadores.


En una sesión posterior, intervino el Presidente de la Asociación Nacional de Fabricantes e Importadores de Productos Fitosanitarios Agrícolas AFIPA A.G, don Julio Hurtado, quien resaltó la especificidad del proyecto de ley que busca prohibir un determinado grupo de productos fitosanitarios de las categorías Ia y Ib que son los de más alta toxicidad y precisó que se trata de aproximadamente setenta marcas comerciales en un universo de mil quinientas. Evidentemente, para Afipa el tema es de sumo interés y coincide con la razón de la presencia de los personeros de Fedefruta, en esta sesión, ya que el buen éxito de dicho sector explica lo que es un fitosanitario inmerso en aquella cadena productiva. Afirmó que la fruticultura nacional demuestra eficiencia y capacidad de éxito en todas partes del mundo debido a que cuenta con una legislación y una regulación absolutamente válidas y acorde con los estándares mundiales, liderada por el Servicio Agrícola y Ganadero, resultado en el que los productos fitosanitarios aportan su grano de arena.


La Gerente de Afipa, señora María Elvira Lermanda, expresó que la asociación representa a 10 empresas de la industria que significan, en concreto, el 80% del mercado nacional de plaguicidas que forman parte de la red Croplife Internacional y cumplen no sólo con el estándar de sus directrices sino que también con las de la FAO. Agregó que, conforme a los estatutos gremiales el cumplimiento del Código de Conductas de la FAO/OMS es un requisito sine qua non para pertenecer a Afipa. 


Reseñó el alcance práctico del compromiso de cumplir con las directrices de aquel Código de Conductas, en particular, con las responsabilidades directas asignadas a la industria: asegurar la calidad de los productos; proveer a la autoridad de registro, que en el caso nacional es el Servicio Agrícola y Ganadero, de toda la información científica requerida para la evaluación del riesgo considerando dentro de este acápite el análisis de riesgo como la herramienta clave en el proceso de registro. Precisó que aquella información y el análisis correspondiente propenden a minimizar el riesgo mediante el recurso a todas las herramientas disponibles para su manejo a partir de la investigación de productos de menor toxicidad o de una gestión que reduzca el efecto de dicha toxicidad o su impacto ambiental. En consecuencia, el Gobierno hace esa evaluación del manejo de riesgo y el usuario debe, a su vez, cumplir de las regulaciones establecidas para el uso de los productos.


En ese sentido, prosiguió, la FAO define la evaluación de riesgo en la autorización de uso de un producto fitosanitario como un proceso en el que la autoridad nacional aprueba la venta y utilización de un plaguicida, previa evaluación integral de los datos científicos que demuestren que el producto es efectivo para el fin que se destina y no entraña un riesgo inaceptable para la salud humana, animal ni para el medio ambiente.  Para esto, define tres áreas específicas de evaluación de riesgo: 1)toxicológico; 2) ambiental y 3) ecotoxicológico.


Desde ese punto de vista, puntualizó, en Chile la resolución N° 3.670, del Servicio Agrícola y Ganadero, es la normativa vigente que regula, sobre la base de los requisitos establecidos en la Unión Europea, la evaluación de estos plaguicidas, de manera que la industria que opte a un registro deberá presentar a la autoridad nacional toda la evaluación de riesgos en las tres áreas precedentemente señaladas, para que dicho servicio del Estado opere tanto dicha evaluación como la gestión de esos riesgos y, finalmente, emita un registro del plaguicida y la autorización de uso y comercialización correspondiente. 


Indicó que en el área gestión de riesgos la industria desarrolla programas de capacitación y entrenamiento, materias en las que sobresalen los cursos de reconocimiento de aplicadores que desarrolla el Servicio Agrícola y Ganadero puesto que dan pautas para elevar  los estándares de las aplicaciones y la calidad de la gente de campo para el uso correcto de dichos productos. Estimó que los distintos programas y subprogramas de AFIPA, desde 2001 a la fecha, totalizan una cifra de 27.742 personas entrenadas, lo cual desde luego no es suficiente pero revela la conciencia existente de que es preciso reforzar estas áreas. 


Identificó como otra área de actividades el Programa de Manejo de Envases Vacíos que considera el triple lavado, técnica internacional que cuenta con el reconocimiento del SAG y del Ministerio de Salud, incorporándolo en su Reglamento de Residuos Peligrosos en términos de excepción, de modo que los envases de plaguicidas así tratados no tienen dicha calidad. Especificó que la recuperación al año 2009 alcanzó a 178 toneladas y que se dispone de 29 centros de acopio y puntos de recepción, gestionados y financiados por la industria, de acceso gratuito para los usuarios en el país, desde la Región de Atacama hasta la Región de Los Lagos.


Además de las herramientas científicas y de gestión de riesgos, con la finalidad de que la autoridad sanitaria, el Servicio Agrícola y Ganadero, haga la evaluación conducente al proceso de registro, destacó que el Ministerio de Salud administra una red muy relevante dado que su información orienta, también, a los programas de gestión de riesgo al suministrar los antecedentes de evolución de intoxicaciones por plaguicidas. Explicó que la Revep, a partir de 2004, exige la notificación obligatoria de las intoxicaciones por todas las instancias de salud del país. Conforme a los antecedentes disponibles, puntualizó, se observa un peak en aquel año, e hizo notar que entre un 16 y un 20% de las intoxicaciones anuales se deben exclusivamente a situaciones de intencionalidad. 


En el mismo sentido, refirió que la evolución de estas intoxicaciones y los casos mensuales, conforme a la información proporcionada por la Revep, en el lapso 2003-2008, la mediana acusa incremento en los meses de octubre-noviembre, no obstante lo cual la tendencia disminuye en los años 2008 y 2009, por lo menos de acuerdo con las cifras publicadas en la página institucional. Señaló que la tasa por cada cien mil habitantes en el lapso 2002-2010, que informa la página web del Ministerio de Salud, ha tenido un descenso desde 5% en 2005 a un 1,6% a inicios de 2010; con un 2,3%, como año total del 2009. 


En este contexto, evocó que en 2008 se promulgó la ley N° 20.038 que modifica el decreto ley N° 3557, de 1981, cuyo artículo 35 otorga una potestad legal al Servicio Agrícola y Ganadero para que, mediante resolución exenta, publicada en el Diario Oficial y fundada en razones técnicas o sanitarias, regule, restrinja o prohíba la fabricación, importación, exportación, distribución, venta, tenencia y aplicación de plaguicidas. Así mismo, por resolución fundada, el Servicio podrá ordenar la retención o comiso de los plaguicidas prohibidos, no registrados o registrados que no cumplen con los requisitos que permitieron su autorización. Adicionalmente, en el caso de productos prohibidos o no registrados, podrá ordenar la destrucción de los mismos. En consecuencia, indicó que AFIPA, en conformidad al marco legal vigente, estima que en el presente la totalidad de las atribuciones reguladoras están radicadas en aquel Servicio.

Por lo demás, argumentó que el artículo 34 del mismo cuerpo legal hace expresa la exigencia de empleo de los plaguicidas conforme a las indicaciones de las etiquetas aprobadas por el SAG, mediante una resolución. Conforme a lo anterior, refirió que el uso de un producto fitosanitario o de un plaguicida sin respetar las indicaciones del etiquetado constituye una trasgresión a la legislación vigente cuya sanción la establece el propio servicio.


Aclaró que las empresas representadas en AFIPA tienen conciencia cabal de su compromiso de cumplimiento de las directrices de la FAO y del decreto ley N° 3.557, de 1981, modificado por la ley N° 20.038, y en la resolución N° 3.670 del Servicio Agrícola y Ganadero. En consonancia con lo anterior, dijo, encuadran su accionar tanto en la regulación nacional vigente como en las directrices de FAO/OMS y demás parámetros internacionales.


Manifestó, igualmente, que están al tanto de que el Código de Conducta de la FAO, al que Chile adhiere, prescribe que el análisis de riesgos presupone que la evaluación de los que son propios de la sustancia y la gestión de aquéllos constituyen la herramienta adecuada para el caso de los plaguicidas. Por lo tanto, tienen la convicción de que en el marco legal vigente el Servicio Agrícola y Ganadero posee todas las facultades para adoptar decisiones sustentadas en la información científica validada por agencias internacionales como la EPA o las de la Unión Europea que corresponden a los ordenamientos jurídicos donde en primer término se produce el registro de los productos que se utilizan en el país.


El Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, señor Venegas, indicó que es necesario considerar que la Moción legislativa en examen podría ser insuficiente si no aborda, también, en forma integral, la incorporación de medidas que apunten tanto a acciones de control como a buenas prácticas de comercialización y de uso. En relación con lo anterior, enfatizó la importancia de que las acciones garanticen una disminución del riesgo, principalmente, el daño a la salud humana, para lo cual, dentro de las facultades institucionales y atendido los fines de la iniciativa en estudio, un análisis caso a caso permitiría establecer medidas que definan las condiciones de comercialización o venta de los productos, como podrían serlo: una figura de receta retenida; la obligatoriedad de registros, como un cuaderno de campo, para quienes aplican los plaguicidas y la acreditación obligatoria de la capacitación recibida por quienes aplican o venden los plaguicidas. 


Además, estimó relevante que el ejercicio de las facultades del Servicio se ilustren con actuaciones explícitas del Ministerio de Salud respecto a toxicidad humana de algunos productos, en forma previa a la autorización o prohibición de algún plaguicida. Igualmente es importante, precisó, desde un punto de vista práctico, establecer algunos plazos operacionales para prohibir la importación o la comercialización de productos como también fijar desde cuándo se va a prohibir el uso o empleo de estos plaguicidas.


El Honorable Senador señor Espina precisó que es clara la existencia de dos posiciones de fondo sobre este particular. Una de ellas sostiene que este proyecto es similar al rechazado en su oportunidad por la Comisión, debido a que trata de regular las mismas facultades actualmente radicadas en el SAG, por efecto de la reforma que la ley N° 20.308 introdujo al decreto ley N° 3.557. En consecuencia, se entendió que aquél dispone de todas las facultades para determinar qué productos son y han de ser prohibidos así como, también, de las herramientas e instrumentos para cumplir con el mandato legal, entre ellas las facultades de fiscalización y de incautación del producto que se tratare. Por esas razones, se concluyó que las atribuciones del SAG eran suficientes. 


La otra tesis plantea la prohibición concreta de la importación o producción de los plaguicidas Ia y Ib. En este contexto, explicó, se ha escuchado a organismos interesados en la iniciativa, entre ellas, al Centro de Salud Familiar de la comuna de Quillota quienes expusieron que en la realidad las consecuencias de aquellos plaguicidas siguen ocurriendo igual y que las personas sufren daños graves a su salud, motivo por el cual la atribución que se le ha entregado al SAG no se cumple adecuadamente, sea porque cuando procede decretar que estos plaguicidas deben ser prohibidos no lo hace o porque no logra fiscalizarlos y como consecuencia de lo anterior se siguen produciendo hechos que afectan a seres humanos. En suma, abogan por su prohibición absoluta. Expresó, finalmente, que es imprescindible que el Gobierno manifieste su posición.


La Honorable Senadora señora Rincón precisó que al estudiar los antecedentes de la discusión pasada, también hubo dos posiciones en el Gobierno. Llamó a tener presente que el problema considera tres variables: la fitosanitaria, la de salud y la ambiental, lo cual es indispensable comprenderlo para abordar esta iniciativa. En consecuencia, existen posiciones distintas sobre la materia.  La FAO ha señalado –punto en el que se requiere una extrema claridad- en su número 7.5 que puede llegar a ser necesario prohibir este tipo de categorías que son la “Ia” y la “Ib” cuando son sumamente tóxicos y peligrosos y no existan los controles suficientes para su uso al interior de un país. 


La doctora Carvallo, Jefa de la División de Políticas Públicas Saludables y Promoción, del Ministerio de Salud, expresó que están absolutamente en línea con lo planteado por la Honorable Senadora señora Rincón. De hecho, indicó que el primer punto que le interesa realzar dentro del contexto mundial, tal como se acaba de señalar, es que la FAO recomienda prohibir cuando, en realidad, los riesgos no son administrados correctamente para minimizarlos. Adicionalmente, señaló que la OMS ha definido ya una clasificación de muy peligrosos, extremadamente peligrosos y altamente peligrosos, criterio que en sí mismo muestra una realidad no desmentida: si bien se sabe que todos los plaguicidas son tóxicos, respecto de aquellas clases se está trabajando con un arsenal que es mucho mayor que los otros, por lo tanto, es importante considerar este contexto. Informó que Ecuador, a principios de julio, prohibió un centenar de formulaciones correspondientes a las categorías Ia y Ib, y también de la recomendación reciente del IV Foro de Seguridad Química que plantea una recomendación idéntica para establecer la prohibición cuando los países no sean capaces de administrar correctamente el riesgo en el uso de este tipo de productos tan tóxicos.


En términos de la realidad nacional, señaló que el proceso de prohibición de productos en Chile, por intermedio del SAG, es bastante complejo, pues actualmente existen 17 productos prohibidos, la mayoría de los cuales ya no se usan en el mundo, debido a que están obsoletos. Puntualizó que del total de productos prohibidos sólo cuatro se refieren a las categorías Ia y Ib, y que la última resolución se dictó en 2004. 


El Honorable Senador señor Coloma pidió que se señale ¿cuántos productos están clasificados en las referidas categorías Ia y Ib, además de los cuatro actualmente prohibidos, es decir, cuántos pasarían a serlo, en lo sucesivo, por tratarse de sustancias prohibidas, según los términos de la Moción en estudio? ¿Cuál es el más importante de aquellos principios o de los tipos de productos?  


La Jefa de la División de Políticas Públicas Saludables y Promoción, del Ministerio de Salud, respondió que son del orden de 10 principios activos y 35 productos en total. Explicó que hará la relación en el curso de su exposición y que revisará, además, el tipo de daño que producen en la población.


En términos de las consideraciones institucionales de la prohibición, señaló que lo primordial es la definición de estos productos que, según entiende, la comunidad internacional ya cuenta con suficientes evidencia toxicológica para clasificarlos como extremadamente peligrosos y altamente peligrosos. En resumen, no es menester continuar con nuevas indagaciones ni presentar más antecedentes. 


En referencia a los efectos en la salud, indicó que se tienen claramente reconocidos los efectos agudos y los efectos crónicos, motivo por el cual la doctora Vallebuona entregará la situación de intoxicaciones en Chile, actualizada, para estos productos, indicador que es bastante importante porque se ha recibido una información de carácter más global y, en consecuencia, lo que procede es hacer un acercamiento que permita ver específicamente en esta categoría. 


Argumentó que la prohibición permite hacer un control y un seguimiento muchísimo más simple y factible para la población general, laboral y para los consumidores. 


En términos del escenario nacional, enfatizó que la situación observada con ocasión de las presentaciones de la Red de Acción en Plaguicidas y sus Alternativas para América Latina RA-PAL y de la comunidad de San Pedro, denota un ostensible desconocimiento de los riesgos inherentes a los plaguicidas lo que, aunado a las condiciones laborales y educacionales de la población expuesta, configura un cuadro de precariedad porque es obvio que su nivel de información es bajo al carecer, además de tecnologías de información. A lo anterior, agregó que los consumidores, en general, tampoco saben qué tipo de plaguicidas consumen por medio de los alimentos. En suma, existe una baja capacidad fiscalizadora del sector público que no dispone de medios reales para trabajar en todos los sectores rurales. Caracterizó de difícil y compleja la administración del riesgo debido a que las condiciones no permiten minimizarlo.


Finalmente, destacó un punto que estima de real importancia: la presencia de organizaciones altamente preocupadas por eliminar este riesgo debido a los efectos que tiene para su población. En ese contexto, dijo, la prohibición por vía de ley es la proposición que apoyamos. Visualizó una prohibición general en relación con las categorías Ia y Ib, pero en este sentido propuso una recomendación para que no se dé solamente en  términos del uso  agrícola y que además se incorpore el uso sanitario y doméstico de esta categoría de productos. En síntesis, que se minimice el riesgo no sólo en el ámbito agrícola sino a toda la población.


El Honorable Senador señor Espina consultó si, aparte de Ecuador, hay países que hayan adoptado una medida tan drástica como la expuesta. Expuso que lo consulta, en el fondo, para que considere que el camino por el que legítimamente opta la Jefa de la División de Políticas Públicas Saludables y Promoción, del Ministerio de Salud, es la prohibición definitiva de todos los productos. Previno que en ese sentido se podrían prohibir muchos productos respecto de los que se estimare mal utilizados o sin los controles.


Además, consultó si en caso de prohibirse estos productos hay sustitutos de niveles distintos que puedan utilizarse sin un incremento excesivo de costos para quienes tienen que recurrir a aquéllos, como sería el caso del pequeño propietario.


La Jefa de la División de Políticas Públicas Saludables y Promoción, del Ministerio de Salud, expresó que su respuesta es que todos estos productos tienen sustitutos viables, pero su impacto económico habría que consultárselo al Servicio Agrícola y Ganadero dado que se trata de un tema que el Ministerio de Salud no ha avaluado, pero adelantó que se han tenido algunas conversaciones con el SAG.  


El señor Director del SAG indicó que depende de los productos, pero en general hay un precio o valor mayor. Así mismo, ratificó que hay sustitutos de la gran mayoría de los productos, salvo para los fumigantes que son las excepciones que la Moción considera como tales.


El Presidente de AFIPA, señor Hurtado, coincidió con lo expuesto por el señor Director del SAG sin perjuicio de hacer notar que, efectivamente, tratándose de las categorías Ia y Ib, se tiende a colocar a todos estos productos dentro de una misma categoría, lo que es válido desde el punto de vista toxicológico, pero estima que funcionalmente es necesario distinguir entre aquellos cuatro grupos de productos. En primer término, los fumigantes de suelo que entiende están consultados como excepción en el texto de la Moción por tratarse de productos que a la fecha no tienen reemplazo; un segundo grupo de productos que son los fumigantes de grano almacenado cuyo reemplazo es bastante más difícil; tercero, los preservantes de madera respecto de los cuales el uso está bastante acotado a los que hoy están dentro de los grupos Ia y Ib y, finalmente, un cuarto grupo que podría ser separado en dos subgrupos que son los insecticidas de follaje y los dermaticidas de suelo, en los que definitivamente hay mayor facilidad de reemplazo.


Ante una consulta de Su Señoría, especificó y sin pronunciarse sobre las consideraciones de costos, que los de más difícil sustitución son los fumigantes de suelo, los fumigantes de grano almacenado, los preservantes de madera y los rodenticidas de uso agrícola.


El Honorable Senador señor Coloma consultó si existe un registro de alternativas, y resaltó que es importante establecerlo porque, desde el punto de vista legal, el precepto tendrá por objeto mandar, prohibir o permitir, pero no puede dejar al arbitrio interpretativo si hay o no alternativa porque hacerlo llevará a un debate agotador o a la judicialización de la aplicación ley, y preguntó si hay algún organismo o institución que tenga por obligación fijar si un producto tiene alternativa o no.


La Gerente de AFIPA, señora Lermanda, expuso que esa es la razón por la que se apoya que sea la autoridad competente, sea cual sea lo que defina, quien tome la decisión; en todo evento, es necesario hacer un análisis de riesgo, pues, éstos contemplan tanto la evaluación propia del riesgo como la gestión del  mismo.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que no es partidario de establecer una multiplicidad de prohibiciones a ciegas porque se podría caer en la tentación de ampliar la esfera de prohibiciones, respecto de otras cosas que circulan aun siendo nocivas, cual es el caso del cigarrillo. Expresó que para la mayoría del Parlamento y de esta Comisión no es fácil tomar aquella decisión. Manifestó que entiende la reclamación de la doctora Carvallo, al igual que la que hacen los afectados, en orden a que se trata de una norma en la que no hay control, tal como sucedió con la venta de bebidas alcohólicas a los menores. Recordó que la norma vigente estableció la potestad de prohibir y no obstante ello una importante representante del Ministerio de Salud afirma que esto continúa ocurriendo e instituciones sociales también lo exponen. Planteó su interés por resolver la posición y recordó que en el debate legislativo anterior el SAG clara y categóricamente no fue partidario de prohibir y pidió que se le entregara la facultad.


El señor Antonio Walker, Presidente de la Federación de Productores de Frutas de Chile, Fedefruta, expuso que su intención como industria frutícola no es asumir posiciones en este proyecto de ley que, desde el punto de vista legal, es muy complejo. Resaltó que en su sector, en los últimos 15 años, se pasó de aplicar entre cinco y ocho organofosforados al año a no aplicar ninguno, sin necesidad de ley porque, hoy día, para entrar en un supermercado es necesario cero residuo de productos químicos lo que ejemplificó con el caso de Alemania -el mercado más sofisticado del mundo- donde no es posible el ingreso de frutas si se han detectado más de cuatro ingredientes activos distintos. Previno que su finalidad sólo es hacer ver a la Comisión que la industria frutícola va al residuo cero (0) y todo el manejo de control integrado de plagas va en dirección a no ocupar más los organofosforados y aplicar todos los productos de última generación. Afirmó que para su industria sí hay algunos productos que son importantes cuando se tiene un foco específico, como la escama de San José (Diaspidiotus perniciosus, Quadraspidiotus perniciosus), plaga cuarentenaria. Es posible, por tanto, ocupar algunos organofosforados, específicamente, para ese foco, pero con el manejo integrado de plaga de toda la unidad. 


Entonces, insistió, la industria avanza en ese sentido y ya no es posible aplicar estos productos porque es un mal negocio y además no son recibidos en los mercados de destino, especialmente, ahora, con todo el requerimiento de certificaciones de buenas prácticas agrícolas, del estándar EurepGAP, programa voluntario de certificación de Europa Occidental.


Agregó otra consideración: la de ser grandes privilegiados por la condición fitosanitaria del país que tiene una carga de agroquímicos mucho menor a cualquier otro país competidor directo. Manifestó que Ecuador desde el punto de vista de la industria frutícola no es un país que tenga que ver con la realidad productiva chilena.


La Jefa de la División de Políticas Públicas Saludables y Promoción, del Ministerio de Salud, doctora Carvallo, estimó imprescindible una breve aclaración en el sentido de que está completamente de acuerdo con el señor Presidente de Fedefruta. Como Ministerio de Salud, explicitó, el deber institucional es preocuparse de la salud y bienestar de la población y recordó que aquel bien social es un costo, también. Por lo tanto, existe un  costo escondido detrás de esto, y en este sentido, enfatizó, el Ministerio sabe perfectamente que el sector frutícola va por delante, pero en este país también hay pequeños agricultores que no están en esa posición y son esos pequeños agricultores los que usan mayormente este tipo de elementos y que son los más vulnerables dado que están más expuestos a este tipo de soluciones, y es imprescindible legislar para ellos también.


Agregó que su interés era mostrar que se ha estado trabajando con el SAG y que hay algunos vacíos que contempla esta ley como el registro de las aplicaciones agrícolas que hoy no se lleva y que permite tener trazabilidad para ayudar a las personas que sufran intoxicaciones crónicas o agudas. 


Al respecto, el Director de Fedefruta, señor Donoso señaló que la fruticultura, y la producción de hortalizas, es un sector sumamente informal, en que un segmento amplio de personas es probable que, por razones de educación y preparación, tenga dificultades serias para llevar estos registros. Por otra parte, hizo presente que para los pequeños productores que, aun habiendo formalizado su giro de negocios, enfrentan un hecho gravitante: la falta de disponibilidad de productos alternativos y la necesidad de que exista fraccionabilidad de los mismos. Al respecto, explicó que un pequeño agricultor necesita dosis pequeñas de productos muy caros, que pueden costar $ 150.000 o $ 200.000 el litro, en circunstancia que a veces, ocupan sólo 55 cc., por hectárea.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que no tiene un juicio personal formado, pero sí le parece clara la existencia de un problema de salud humana que no se ha podido resolver, lo que es una realidad. Razonó que se está frente a una economía abierta y, competitiva, pero que también, ante aquellos aspectos que el modelo económico no permite resolver, se requiere un Estado fuerte que pueda enfrentarlos con claridad. Planteó que se está ante una Moción de ley que se basa en una realidad que sigue ocurriendo -no en el nivel de la empresa exportadora porque allí está resuelto- sino del trabajador de un pequeño campo de hortaliza en que ese producto se compra y utiliza sin resguardo.   


Planteó que el sustento de la Moción es que los controles no funcionan y ese es el punto que la Comisión debe resolver y pidió a los representantes de los órganos de la Administración del Estado exponer la solución que están considerando. Estimó imprescindible una posición clara. La Moción alude a que el SAG -institución prestigiada y que si hoy Chile tiene un patrimonio zoofitosanitario se debe en gran medida a su garantía de seriedad- no tiene mecanismos de control. Enfatizó que le fueron entregadas esas atribuciones al SAG porque es una organización en la que existe confianza.


Expresó que la prohibición es distinta de la regulación y que el objetivo de la Moción apunta a resolver un problema. Reconoció que la Moción ha puesto en el debate un tema extremadamente potente y es probable que la solución sea una regulación más rigurosa porque, conceptualmente, cuando se empieza a prohibir se despliega una dinámica expansiva en que se sabe donde comienza pero no donde termina. Enfatizó que no hay cortapisa a establecer reglas de control con estrictas sanciones y exigencias de trazabilidad.


La Jefa de la División de Políticas Públicas Saludables y Promoción, del Ministerio de Salud, exteriorizó que en este sentido percibe un vacío porque el SAG regula lo que constituye su problemática, pero, además, existe un problema de salud pública sin que el Ministerio del ramo tenga alguna injerencia sobre esas decisiones aunque es evidente la necesidad de mejorar este aspecto.


El señor Director del SAG refirió que, sin duda, el Servicio tiene la facultad dentro de su ámbito competencial, pero este caso requiere, también, una mirada más integral dado que involucra la salud humana  y el riesgo sobre quienes aplican estos productos agroquímicos, en una cantidad importante son pequeños agricultores que no tienen educación ni capacitación y, por lo tanto, al SAG no le es posible garantizar que ellos hagan un buen uso y empleo de dichos productos. Reconoció que las veintisiete mil personas capacitadas representan algo más del 10% de la población objetivo. 


En relación con la fiscalización, explicó que si bien se ha ampliado su ámbito, cubre un porcentaje muy bajo, sobre todo, porque debe desarrollarse en zonas inaccesibles y sería, por lo demás, imposible que hubiera un fiscalizador detrás de cada productor. Ante estas dificultades, razonó, la solución hoy es prohibir -con la claridad que se lo está haciendo- los plaguicidas extremadamente peligrosos y altamente peligrosos.


El Honorable Senador señor Espina solicitó que los representantes de los Ministerios presentes con diferencias legítimas en sus posiciones que, como equipo técnico, planteen una propuesta o diversos escenarios para estar en mejor situación de resolver.


En la sesión siguiente, expuso el señor Ronald Bown, Presidente de la Asociación de Exportadores de Chile S. A., Asoex, y destacó la importancia del tema para su sector, pues, existe una gran preocupación por evitar cualquier tipo de situación que afecte, en primer lugar, a las personas y, en segundo término, a la imagen del país con la eventual generación de efectos comerciales en algunos mercados, como podría ser el cierre de los mismos. Afortunadamente, complementó, la situación de Chile es bastante clara dado que no ha tenido inconvenientes en el exterior derivados de la presencia de plaguicidas en el último tiempo, salvo dos eventos menores, situación que revela la altísima responsabilidad de productores y exportadores en el manejo de pesticidas. 


Precisó que lo anterior no implica que no puedan ocurrir situaciones que ameritan la preocupación de Asoex,  pero obviamente es imprescindible distinguir entre un residuo y lo que es una aplicación de campo. Señaló que cualquier tipo de producto, incluso los menos tóxicos, si se aplican de una mala manera pueden llegar a serlo; de modo inverso, aquellos tóxicos que lo son en extremo si se aplican bien no tienen mayor inconveniente. Evidentemente, recomendó considerar que existen disposiciones muy claras respecto de cómo aplicarlos; también, las hay  sobre cómo evitar que después de la aplicación puedan ocurrir hechos lamentables. 


Destacó que los pesticidas son regulados en cada mercado; de hecho, es muy difícil pensar en algún producto o elemento más regulado que éstos pues existe una preocupación del propio usuario. A este respecto, señaló que desde 1989 tienen una agenda destinada a quienes utilizan pesticidas o fungicidas la que recopila toda la información relacionada con cada país, los productos autorizados, dónde y en qué tipo de cultivos se pueden aplicar, cuáles son los límites de tolerancia en el sentido de los días de carencia, esto es, la anterioridad con la que deben haberse aplicado respecto de su uso o su envío al exterior y los niveles de residuos permitidos a la llegada. 


Puntualizó que en la materia hay no sólo una autorregulación sino también una regulación de la institucionalidad externa tanto a nivel macro -el Codex Alimentarius- como a nivel de los distintos países. Aun más, ahondó, cada empresa tiene una forma de evitar, verificar  o controlar la presencia de pesticidas y, a su vez, los supermercados, en función de su propio pensamiento respecto de un determinado producto pueden sentar prohibiciones por su cuenta o bajar la tolerancia de los límites máximos de residuos permitidos a la mitad, y eso debe ser cumplido. Agregó que los supermercados monitorean, también, en cada embarque qué pesticidas pueden estar presentes. Por lo tanto, sintetizó, la regulación opera en todo nivel.


Así mismo, planteó la preocupación del sector exportador por el funcionamiento expedito de la institucionalidad: la existencia de productos prohibidos en el exterior se debe cumplir, en forma oportuna, respecto de su eliminación en Chile. Por lo tanto, cree que si eso no ha sido así lo procedente es cumplirlo. Previno, sin embargo, cautela al aplicar una medida mientras no exista una evaluación completa de la situación dado que puede ser peligroso para las posibilidades reales de las exportaciones nacionales o limitarlas si en la lista hubiera productos utilizados por la competencia sin que haya alguna alternativa de uso o buen productos que, de no usarlos en Chile, signifiquen perder competitividad o algún mercado. Reiteró que desde 1989 está institucionalizada la información oportuna en relación con los productos que es posible utilizar.


Destacó que aquello ha permitido un récord muy aceptable. Mencionó que, recientemente, en Estados Unidos se detectó presencia de pesticidas por sobre los niveles establecidos, en una gran cantidad, en productos provenientes de Nueva Zelanda y enfatizó que Chile no ha tenido nunca una situación de ese tipo, salvo los dos eventos menores a que aludió anteriormente. Explicó que los eventos menores se deben a algunas contaminaciones cruzadas por vientos, pero no a una mala aplicación. Insistió en que entienden que hay productos que deben eliminarse porque la institucionalidad chilena debe responder en forma oportuna a este tipo de situaciones, pero sin que por ello quepan soluciones que impliquen perder competitividad.     


La señora Beatriz Ceardi, integrante de la Comisión Regulatoria de la Asociación Gremial de Importadores y Productores de Productos Fitosanitarios para la Agricultura, Imppa A.G., explicó que esta organización desde su creación, en 1994, promueve el desarrollo de la industria local de productos fitosanitarios, sobre la base del fomento de una conducta gremial responsable y respetuosa de la normativa vigente y de las exigencias de la agricultura nacional y de sus mercados de exportación. 


Acto continuo, describió la situación nacional que visualizan, caracterizándola por los factores siguientes: la autoridad competente ha trabajado en forma constante para mantener una normativa acorde con las reglas y exigencias internacionales que cubra todo el ciclo de los plaguicidas, esto es, su importación, registro venta y uso de plaguicidas para fines agrícolas; ciclo que está fuertemente regulado y controlado. Explicó que  desde la firma del Tratado Chile-Canadá, en 2000, el Servicio Agrícola y Ganadero, en conjunto con el sector privado, ha desplegado un trabajo arduo para minimizar los efectos del uso inadecuado de los plaguicidas de uso agrícola. Con este propósito, prosiguió, los aplicadores agrícolas han sido capacitados y las etiquetas de los plaguicidas señalan las medidas de seguridad y condiciones de aplicación recomendadas para su uso seguro. 


Por su parte, señaló, el decreto N° 88, de 2004, del Ministerio de Salud, obliga que se notifique a la Red de Vigilancia Epidemiológica cualquier sospecha de intoxicación aguda por plaguicida, por lo cual sus estadísticas reflejan el número de casos reales más que estimaciones de casos probables o conjeturas sobre otros que no se informen, y destacó que los casos sospechosos no son evaluados posteriormente, o sea, si tuviéramos una cifra de la REVEP es probable que sea más alta que lo que en la realidad ocurre. Por ende, estimó que no cabe ejercicio de adecuación entre casos informados versus casos confirmados.


Agregó que al dirigirse a la fuente del informe de toxicología del Centro de Intoxicaciones de la Universidad Católica, resulta que el principal agente causal de las consultas son los medicamentos con más de un 56%; le siguen los artículos de aseo doméstico con alrededor de un 15% y los plaguicidas concurren con un 4% sin que se indique dentro de estos plaguicidas si lo son de uso agrícola o de uso domiciliario o sanitario, es decir, plaguicidas que se adquieren en tiendas de retail, de consumo masivo como plantas de jardín o incluso para eliminar insectos en el hogar. 


En referencia a los principales grupos químicos involucrados en estas intoxicaciones, indicó que son los piretros, esto es, las piretrinas y piretoides (80%), y los raticidas derivados de la cumarina o cumarínicos (15%), de manera que no se trata de productos que correspondan a la clasificación toxicológica 1a y 1b que son los extremadamente peligrosos.


Analizó, en seguida, lo que ocurre a nivel mundial. Resaltó que la Comunidad Económica Europea, en razón de su decisión 689, de 2008, prohibió algunos de ellos, como el Aldicarb y el Azinphosmethyl que se encuentran en la lista de prohibidos, mientras que Methomyl y la mayoría de ellos no tienen restricción alguna. Otro tanto ocurre en Estados Unidos donde están autorizados para su uso agrícola y en algunos de ellos como Metamidofos y Methomyl tienen ciertas restricciones debido a la peligrosidad de los compuestos en lo que atañe a aplicaciones áreas o aplicaciones masivas. Agregó, que también se puede ver como ejemplo el cultivo de tomates, uno de los de peor escenario porque en él los dos productos precedentemente mencionados son de recurrente aplicación, pues bien, en todos los bloques, esto es, la Comunidad Europea, Estados Unidos y Codex Alimentarium, aún mantienen tolerancia, es decir, aceptan que frutas así tratadas entren al país y la consuman sus habitantes. No hay entonces una restricción a nivel mundial,  salvo unas escasas excepciones, aseveró.


Revisó, enseguida, el régimen de límites máximos de los residuos que rige en Chile.  Indicó que el Ministerio de Agricultura, después de una mesa de trabajo de plaguicidas en alimentos, en la que participaron la iniciativa privada (Imppa, AFIPA, Asoex y SNA) y el sector público, plasmó sus resultados en la resolución N° 33, de 2010, del Ministerio de Salud, que fija las tolerancias máximas de residuos de plaguicidas en alimentos, adecuándolas al umbral mas restrictivo a nivel mundial (Codex Alimentarium, la EPA y la Comunidad Económica Europea).


Agregó que los estudios realizados por el Servicio Agrícola y Ganadero, en particular, la prospección de residuos de plaguicidas en frutas y verduras, que data de 2006, consigna en su informe que del total analizado sólo el 1,6% transgredía la normativa vigente en la materia.  Recientemente, sin embargo, el SAG, en ejercicio de sus facultades, ha inspeccionado los contenidos de residuos en alimentos destinados a la exportación, lográndose un nivel de cumplimiento que se ajusta a los estándares más altos a nivel mundial, con una excedencia menor al 0,5% lo que asoció a las buenas prácticas agrícolas. En consecuencia, estimó que con medidas adecuadas de manejo son posibles niveles de no excedencia en los límites máximos de residuos.


A continuación, abordó las opciones alternativas respecto de un tema que es imprescindible en todo análisis: cuál es el del costo de reemplazo. 


Destacó la concordancia de la visión de Imppa con el Código Internacional de Conducta de la Organización Mundial para la Agricultura y la Alimentación, FAO, citado en la Moción en examen, en la parte que establece: “puede ser conveniente prohibir la importación, compra y venta de un producto sumamente toxico y peligroso, como los incluidos en la categorías 1a y 1b de la OMS, en caso de que otras medidas de control o las buenas prácticas de comercialización no bastasen para asegurar que el producto pueda manipularse con un nivel aceptable de riesgo para el usuario”. Sin embargo, enfatizó su convicción de que Chile cuenta con la normativa y el compromiso de su sector agrícola que permiten el manejo del riesgo a niveles seguros, tal como lo preconizan las Buenas Prácticas Agrícolas y el Acuerdo de Producción Limpia que acreditan un manejo seguro y la capacitación permanente. 


Reconoció que lo anterior no lo recoge un texto positivo, pero esta modalidad no ha sido obstáculo para que las empresas se aseguren de manejar bien las bodegas, recolectar envases, capacitar a los aplicadores y realizar auditorías permanentes lo que les permite cumplir rigurosamente el acuerdo de producción limpia. Reiteró que la restricción no mejora por sí misma el buen uso de los productos; lo que se requiere es capacitar, generar conciencia en las personas que trabajan con sustancias que envuelven un riesgo y, en consecuencia, una aplicación adecuada. Indicó que esta pauta de comportamiento permite un mejor efecto a nivel agrícola nacional que una prohibición masiva. 


Se refirió al bromuro de metilo, sustancia incluida en el Protocolo de Montreal y que de acuerdo con los compromisos adquiridos por Chile después de la firma de aquél tiene un régimen basado en la ley N° 20.096, Ley de Ozono, y el decreto supremo  N° 37, de 2007. Expresó que el caso es importante para su asociación porque agrupa al 100% de las empresas encargadas de la distribución de dicha sustancia química en el país, pues, sintetiza lo hecho en un producto que ya no será posible seguir comercializándolo después del 1 de enero de 2012 y constituye un buen ejemplo del actuar futuro con medidas tales como: establecimiento de una cuota nacional que se distribuye anualmente entre las empresas y el control estricto de su cumplimiento; venta dirigida a empresas certificadas; aplicación por personal sumamente calificado; uso de maquinaria de aplicación directa al suelo que evita la exposición de manipuladores y alto estándar de los envases utilizados que consisten en bombonas de metal y descarte de envases plásticos; declaración de uso al SAG lo que permite una trazabilidad de los lugares del país en que se está utilizando; recolección y reexportación de envases usados a los mismos proveedores y, por último, la asociación gremial se hace parte del tema epidemiológico y en caso de producirse un accidente investiga para determinar si se trata de una intoxicación producto del uso agrícola o producto del uso industrial. 


Al concluir, reiteró lo expuesto en la carta que la Asociación remitió al SAG el 24 de septiembre 2008, en la cual postula la necesidad de implementar, especialmente, las siguientes medidas para minimizar el riesgo de productos de clasificación altamente peligrosa como son los productos Ia y Ib: venta bajo una “receta técnica” emitida por un profesional responsable, equivalente a una receta retenida; venta sólo en lugares autorizados; aplicación visada por la autoridad tal como sucede con las aplicaciones aéreas; uso de elementos de protección personal adecuados; aplicación por operadores entrenados y acreditados por la autoridad competente o por el organismo técnico de capacitación, a costo de las empresas. Así mismo, estiman indispensable para asegurar un buen uso y mínimo riesgo el pleno respeto de las indicaciones de la etiqueta (cultivo, dosis, carencia y tiempo de reingreso). También, es imperioso que la autoridad nacional competente realice fiscalizaciones permanentes y adecuadas, durante el uso de agroquímicos y el chequeo de residuos en la comercialización de frutas y verduras. Finalmente, la realización de un análisis caso a caso de las sustancias. Insistió en que no creen ni útil ni probable prohibir como grupo sino que instan a ver qué sustancias merecen, realmente, una restricción mayor.

La Honorable Senadora señora Rincón, en el contexto de la exposición de la Asociación Gremial de Importadores y Productores de Productos Fitosanitarios para la Agricultura, hizo notar su acuerdo con las palabras del Presidente de Fedefruta, en la sesión anterior de la Comisión, quien señaló que si ellos usaran este tipo de plaguicidas en sus productos, los mismos no serían posibles de ser exportados y entrar a los mercados internacionales. 


Agregó que las cifras de la Red de Vigilancia Epidemiológica del Ministerio de Salud muestran que las de 2008 -después de que el año anterior se había desestimado legislar en esta materia- van en aumento y no en disminución. Manifestó que revisar las cifras es de superior importancia porque son muy decidoras: en 2008 hubo 849 casos registrados y se sabe que por cada caso registrado hay tres que no se registran. Por lo tanto, estima que la cifra real supera a la registrada en el Ministerio. En 2007, prosiguió, fueron 727 casos, comprobándose, también que la cifra ha ido en aumento y no en disminución. Los casos, además, no son aislados; tienen altas consecuencias para los trabajadores agrícolas y no sólo para éstos sino para todas las comunidades vecinas a los lugares donde éstos se utilizan. 


En el año 2007, reiteró, cuando se discutió esta materia, se señaló que bastaba con la fiscalización, la regulación, la normativa y la rotulación del SAG. Eso se hizo, pero la práctica ha demostrado su insuficiencia. 


Caracterizó la tendencia mundial como un proceso que procura alimentos sanos y, consistentemente, opta por una reducción o eliminación en el uso de plaguicidas y sobre este particular, refirió, la FAO como también la OCDE han sido tajantes respecto de qué ocurre con los países que participan en ella y el uso de los plaguicidas. En consecuencia, dijo, se podrían refutar varias de las afirmaciones que se han dicho durante esta discusión, entre ellas que el bromuro de metilo es fungicida y que, según lo señalaba el proyecto de ley, está exento de la prohibición. No está dentro de lo que los autores de la Moción consideran y más aun, de lo que la OMS considera como sustancias que deben dejar de ser comercializadas, importadas y usadas en la producción nacional. 


Ratificó su preocupación antes varias afirmaciones planteadas porque el mundo se desplaza hacia la eliminación de los plaguicidas categorías Ia y Ib, y hay plazos señalados para ello, con fechas y porcentajes, y la Unión Europea, los eurodiputados, han acelerado los plazos que los organismos internacionales habían considerado como adecuados en las prácticas en esta materia.  


La señora Ceardi, integrante de la Comisión Regulatoria de Imppa, reconoció que el bromuro de metilo es uno de los fumigantes que está excluido de la Moción en examen, y fue dado sólo como un ejemplo de que una sustancia altamente tóxica puede ser bien manejada. Planteó, asimismo, la necesidad de referirse al caso de Carbofurano, que había sido adscrito en la directriz 689 de la Comunidad Económica Europea, a los productos que no se pueden utilizar, y que en el mes de enero del presente año volvió a ser inscrito en el listado de la Directriz 91 414 que corresponde a los que pueden ser utilizados. A  su vez, prosiguió, Metiomilo que, también, había sido eliminado hoy se reevalúa la posibilidad de ingresar. Por otro lado, confirmó que las estadísticas de la Red de Vigilancia Epidemiológica, dado que la red asistencial tiene la obligación de informar todos los casos que recibe como sospechosos, motivo por el cual las estadísticas de la Revep son las reales.


Hizo hincapié en que una persona intoxicada necesariamente llega a la red asistencial. Por otro lado, señaló que los grupos químicos a los que pertenecen los productos que están en el listado de la Revep, muy pocos, por no decir menos del 10%, son plaguicidas 1a y 1b. Generalmente, aclaró, se ven más intoxicaciones debidas a Piretrinas o por Clorpirifos que corresponden a las categorías 2 y 3, entre otros.


El señor Leopoldo Brunstein, Vicepresidente de Imppa, refutó la aseveración de que por cada persona intoxicada que se informa habría de tres a cuatro que no lo son, y afirmó que esa relación es la de países donde no hay una normativa como la chilena. La hipótesis desvirtuada, explicó no está en función ni de la normativa vigente ni de las responsabilidades asumidas por la empresa privada y el SAG. Destacó, asimismo, que en el trabajo conjunto en la exportación de frutas el SAG tiene la atribución de controlar y tomar muestras y su trabajo se expresa en que Chile sea un país ejemplo en el mundo.


Observó, sin embargo, que en lo concerniente al consumo interno el SAG no tiene prerrogativas sino el Ministerio de Salud y lo que cabe exigir es que éste haga lo que debe hacer, tal como lo ha hecho el SAG. Si el Ministerio de Salud lo hiciese, estimó que se pasaría a similar proporción, menos del 0,5%. Acusó un déficit de actuación de organismos públicos y encomió lo logrado por Asoex, la responsabilidad de la empresa privada organizada con el apoyo del Estado. Concluyó que se esta a la espera de la actuación de los organismos competentes, entre los que incluyó a la Dirección del Trabajo que puede colaborar en la supervisión del equipamiento y de la buena aplicación; en suma, que el Ministerio de Salud realice el tipo de control que corresponde y si no lo va a hacer que ceda sus atribuciones al Ministerio de Agricultura.


El Honorable Senador señor Espina expuso a los invitados que el criterio general de la Comisión de Agricultura no apunta a prohibir productos salvo aquellos que, desde el punto de vista sanitario, sean dañinos para la salud. Indicó que se tiende a creer en la virtud de restringir productos o de prohibirlos, aunque no exista claridad de si ese producto pueda ser dañino, y señaló que son centenares los ejemplos de productos que, mal utilizados, provocan daños para la salud, en circunstancia de que lo lógico es regularlos.


Expresó que, tal como lo mencionó la Honorable Senadora señora Rincón, se modificó el decreto ley N° 3.557, de 1981, para regular esta materia y la información entregada a esta Comisión da cuenta de un número relevante de plaguicidas Ia y Ib, que han provocado intoxicaciones relativamente claras. En consecuencia, dado lo expuesto sobre casos en que se producen graves efectos -para lo cual hace fe de las informaciones entregadas por el Ministerio de Salud y por la doctora del Centro de Salud Familiar de Quillota-, por aplicación de un conjunto de plaguicidas, catalogados fundamentalmente en las categorías Ia y Ib, se consultó si existen otros productos que tengan la misma eficacia que aquéllos y sean menos dañinos. La respuesta es que sí existen, luego, la pregunta es si se estableciera la prohibición ¿cuáles serían los costos del reemplazo? 



El señor Bown, Presidente de Asoex, expresó que no puede sino estar de acuerdo con la necesidad de evitar cualquier tipo de daños a la salud humana, pues los efectos de éstos no sólo en las personas sino en el contexto general son absolutamente negativos. Advirtió que no es su intención llevar el examen a un tema económico, pero en el hecho también se producen efectos en esa área. Por lo tanto, Asoex siempre ha ido, en el buen sentido del término, más allá de la institucionalidad porque creen que ésta suele ser, lamentablemente, más lenta que las necesidades de desarrollo del sector y es así que ya en 1989 se inició la agenda pesticida y desde hace más de diez años que Chile es prácticamente el único país en el mundo que tiene un programa nacional de buenas prácticas agrícolas en el sector frutícola. Específico que se busca reducir al máximo el uso de pesticidas, cualesquiera que fueren, porque su uso es de riesgos inherentes. 


Indicó que han implementado los manejos integrados de plagas con el objeto de reducir al máximo el uso de plaguicidas y, a la vez, se ha pedido agilizar las resoluciones de autorización de nuevos pesticidas o plaguicidas que son definitivamente más sustentables, o sea más armoniosos con el medio ambiente y de menor toxicidad. Instó a que se entreguen las herramientas requeridas a la institución competente para que apruebe su autorización. En ese sentido, manifestó su preocupación por la iniciativa, en un contexto general, pues en el fondo ésta se radica en cinco productos de ambos listados: asinfometilo, metomilo, metamidofos, bromandeonia y etoprofos; productos que se necesitan ya que hoy no existe alternativa; no son productos que se usen en forma masiva sino específicos para algún tipo de cultivos o mercados y querrían tener mayores opciones, y en ese sentido esperan que la institucionalidad trabaje de la mejor forma posible.


El Honorable Senador señor Espina precisó que la Moción propone modificar el artículo 35 del decreto ley N° 3.557 intercalando un inciso segundo: "sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, estará absolutamente prohibida la importación, producción, comercialización, distribución y uso de plaguicidas de las categorías la y Ib, extremadamente peligrosos y altamente peligrosos, según la clasificación de la Organización Mundial de la Salud, exceptuando aquellos de la categoría fumigantes que no tengan aún alternativas.".


La señora Ceardi  reiteró que el bromuro de metilo no tiene un reemplazo pero puede ser bien manejado. Aclaró que es imprescindible generarlo debido a que en 2015 su uso en los países en vías de desarrollo queda eliminado por imperio del Protocolo de Montreal.


Absolviendo una consulta de Su Señoría respecto de si la regla general en los distintos países es la eliminación o la autorización de los productos Ia y Ib, manifestó que los distintos países  sujetan a ciertas restricciones los ingredientes activos y no en función de las bandas de color. Asimismo, señaló que en la mayoría de los países, como Estados Unidos o la Unión Europea, su uso se restringe a los cultivos en los que no hay reemplazo y, por lo mismo, no se pueden aplicar en forma masiva,  es decir, por vía aérea.


La señora Monje, Jefa de Protección Agrícola y Forestal del SAG, aclaró la situación del bromuro de metilo. Efectivamente, dijo, es un fumigante que será eliminado en 2015 para uso en suelos, de modo que para la fruticultura se necesitará, especialmente, su uso de cuarentena dado que dicho producto es exigido por muchos mercados de destino de la fruta chilena. Por eso, afirmó, es necesario que aquel uso sí quede autorizado porque no tiene efectivamente un reemplazante. Distinto es el caso de la eliminación por el acuerdo de Montreal que tendrá lugar en el año citado, pero para suelos.


La señora Susana Albarracín, Coordinadora de Imppa, destacó que sus doce empresas asociadas comparten con Asoex la preocupación por el cuidado del medio ambiente y el peligro inherente al uso de ciertas sustancias. A este respecto, señaló, por una parte, que de los productos incluidos en la moción, tres están eliminados en la Comunidad Europea y la totalidad de ellos están permitidos en Estados Unidos y, por la otra parte, informó que Amppa, en virtud de esta Moción, ha hecho saber al Servicio Agrícola y Ganadero, respecto de los productos rojos que mencionaban, entre ellos metomilo y MTD, la medida de eliminación voluntaria de cultivos. Reiteró que coincide con la Moción en cuanto a preocuparse por los trabajadores con intoxicaciones sin por ello dejar de insistir en que estos productos bien utilizados y eliminados los cultivos en que es posible hacerlo, constituyen una forma constructiva para el país.


El Honorable Senador señor Espina solicitó al Gobierno traer una proposición compartida para ir despejando los puntos en controversia y adoptar una solución.

En la sesión siguiente el señor Ministro de Agricultura don José Antonio Galilea informó el ámbito de acuerdo que existe entre los Ministerios de Agricultura y de Salud para resolver y hacerse cargo de la inquietud planteada en la discusión de este proyecto de ley. Particularizó que se trata de una materia en la que si bien hubo contrapunto entre los Ministerios, hoy existe coincidencia de criterios motivada por la preocupación ante la idea de prohibir en bloque el uso de  determinados pesticidas, sobre todo, si se tiene presente que, debido a las circunstancias actuales y a las características de estos productos, para no cometer errores, sería necesario incluir un minucioso listado de excepciones. Manifestó que esas excepciones deberían referirse, en algunos casos, a grupos de productos y en otros, a productos determinados, en atención a que algunos  no tienen sustituto, y otros actúan de una manera distinta en cultivos diferentes. Lo anterior, precisó, hace pensar que lo razonable y necesario es analizar la utilización de estos pesticidas, caso a caso, en virtud de las características que cada uno de ellos tiene en materia de reemplazo y de utilización. 


Indicó que básicamente la propuesta que se trae consiste en una modificación completa del artículo 35 del decreto ley N° 3.557, en el sentido de que determinar la restricción o la prohibición en el uso de los pesticidas consulte la participación del Ministerio de Agricultura, esto es, básicamente, el Servicio Agrícola y Ganadero, y del Ministerio de Salud, de forma que esas decisiones tengan en cuenta los efectos que los pesticidas pueden provocar en la salud humana.  


Además, refirió, la proposición del Ejecutivo avanza en materia de generar otras condiciones para el uso de pesticidas como son los cuadernos de campo, el establecimiento de credenciales para las personas que manipulen y utilizan pesticidas de más alto riesgo para la salud, es decir, avanzar en un área que no está debidamente normada. Explicó que en forma simultánea con lo anterior y más allá de la alternativa a la Moción, se propone, también, un plan de trabajo que considera varios aspectos surgidos con ocasión del examen del proyecto, en el que participarían el Servicio Agrícola y Ganadero, la División de Políticas Públicas Saludables y Promoción, Dipol, y la Agencia Chilena para la Inocuidad Alimenticia, Achipia y, desde luego, las Subsecretarías correspondientes. 


Reseñó que aquel plan de trabajo consulta tres áreas: la primera propende a la elaboración de un informe conjunto de los Ministerios que analice los productos que actualmente contengan compuestos de alto riesgo y, por supuesto, en lo relacionado con el riesgo que éstos envuelven para la salud humana; una segunda orientada a establecer mecanismos de control para productos que se determinen de alto riesgo y explicó que un registro de los programas fitosanitarios aplicados o cuadernos de campo, entregarían información relevante para optimizar la trazabilidad de los plaguicidas, y un tercer aspecto dirigido a incorporar el requisito de autorización o credencial para los aplicadores de pesticidas, así como para quienes los venden o distribuyen cuando se consideren de alto riesgo, acorde con los criterios de ambas carteras. 


Concluyó diciendo que la sustitución del proyecto más este plan de trabajo podrían dar debida cuenta de la inquietud que se genera a partir de la Moción de los Honorables señores Senadores y del hecho que el Ministerio de Agricultura comparte muchos de los criterios envueltos en ese espíritu.   


El Director (S) del Servicio Agrícola y Ganadero señor Willson, en el mismo sentido, complementó que el texto  propuesto a la Comisión por el Ejecutivo aborda en una forma integral el cuidado de la salud de las personas al reconocer una participación del Ministerio del ramo en toda operación de registro, restricción o prohibición que se pretenda hacer respecto de un plaguicida, Advirtió que aquella intervención no se restringe a los plaguicidas de los tipos Ia y Ib, los de más alta toxicidad según la OMS. Aclaró, igualmente, que no opera sólo respecto de productos nuevos que se pretendan inscribir sino que también de los ya inscritos, en el momento que les corresponda su renovación. Recordó que el registro de estos productos tiene una vigencia de cinco años, razón por la cual deben volver a registrase al cabo de dicho período, y en esa oportunidad habrá participación formal del Ministerio de Salud en esta materias.


Enfatizó que la propuesta busca darle al Ministerio de Salud una opinión vinculante en los aspectos concernientes a la salud humana de cada plaguicida. Adicionalmente, el texto propone agregar la prohibición de venta o manipulación por menores de edad de este tipo de productos lo que también se inscribe en la línea de ampliar los cuidados de la salud de las personas con estas restricciones o prohibiciones. Finalmente, en lo que atañe a precisar la norma legal permanente, precisó que se consultan determinadas obligaciones específicas, como las de llevar cuadernos de campo o la credencial de plaguicidas, respecto de los productos más peligrosos.


De modo paralelo, destacó que de aceptarse la idea de legislar, mientras se tramite la iniciativa, los dos Ministerios y sus organismos, además de Achipia, analizarán en conjunto los productos ya registrados con la finalidad de priorizar cuáles debieran ser revisados por su peligrosidad para la salud humana. Respecto de los productos registrados al día de hoy, recordó que el SAG tiene la facultad de revisar su registro, en cualquier momento, cuando hay nuevas situaciones que lo hagan atendible. Entonces, expresó, el grupo de trabajo, actualmente constituido, establecerá una lista de prioridades para la revisión de los que, por razones de salud humana, derechamente, debieran prohibirse o restringirse. Resaltó que el plan de trabajo opera en paralelo al avance de la norma permanente legal que establece la participación, con carácter vinculante, del Ministerio de Salud, la prohibición de venta y de manipulación de plaguicidas a menores de edad y, además, restricciones en el uso de los plaguicidas de mayor peligrosidad.  



El señor Ministro de Agricultura expresó que en el caso de que los planteamientos expuestos tuvieran una opinión favorable y fuera aceptado, el Ejecutivo formularía la indicación correspondiente.


El Honorable Senador señor Espina precisó que la Moción apunta un concepto o idea matriz que consiste en que no pueden estar en el comercio plaguicidas susceptibles de ser sustituidos -o incluso que en algunos casos pudieran no tener sustitución porque su fiscalización es muy difícil- y que puedan causar grave daño a la salud. Manifestó que los autores de la Moción proponen una norma que así lo establezca y entiende que lo importante son las ideas matrices más que el tenor de sus artículos; entonces, estima perfectamente posible que el proyecto en actual discusión recoja la propuesta del Ejecutivo con la idea de buscar una solución. Destacó la importancia de escuchar el punto de vista de los autores de la Moción.


La Honorable Senadora señora Rincón, autora del proyecto, hizo presente que había conversado sobre este particular con el señor Ministro de Agricultura y no le parece dejar abierto el precepto, pues estima importante que un decreto supremo establezca el listado de aquellos plaguicidas que al presente ya son considerados peligrosos por el Ministerio de Salud, en consideración, por cierto, a las normas de la OMS, pero también a la realidad empírica de nuestro país.


No obstante lo anterior, manifestó su disposición a estudiar un cambio en la redacción de la Moción parlamentaria, al mismo tiempo, estimó necesario recordar que este punto se discutió en 2007 y, en ese entonces, se entregó la facultad al Servicio Agrícola y Ganadero para que hiciera lo que, una vez más, se pide que haga. Respecto de la propuesta del Ejecutivo enfatizó que es diferente que el Ministerio de Salud pueda solicitar la prohibición de venta o la restricción, sin que exista obligación por parte del Servicio de acogerla. 


Por otra parte, y atendido el hecho de que la propuesta del señor Ministro ha sido conocida sólo en esta sesión, solicitó  que se conceda a los autores de la Moción la oportunidad de revisarla y trabajar con el SAG y con el Ministerio de Salud una redacción alternativa que, a la par de acoger la del Ejecutivo, recoja la inquietud real que la Moción plantea a la hora de legislar sobre esta materia.


El señor Ministro de Agricultura consideró necesario hacer un  alcance en el sentido que la participación y la opinión del Ministerio de Salud, para estos efectos, tienen el carácter de vinculante respecto de aquellos pesticidas que se decida incorporar en el registro.


La Honorable Senadora señora Rincón clarificó que dicha intervención es vinculante sólo al momento de elaborar el registro, revisión o prohibición que haga el SAG, para lo cual éste debe pedir un informe previo favorable.  Luego el texto señala que, sin perjuicio de ello, el Ministerio de Salud podrá solicitar la prohibición, pero guarda silencio respecto a si la misma debe ser concedida. Razón por la cual expresa su intranquilidad ante la redacción contenida en el planteamiento del Ejecutivo. 


Agregó que, tal como ya se lo expresó al señor Ministro, su propósito es trabajar un  listado que recoja los productos que, por evidencia, debieran estar prohibidos en Chile y así establecerlo en un decreto supremo, como lo es, actualmente, en lo tocante a las enfermedades profesionales.  


El Honorable Senador señor Espina planteó las opciones existentes. En primer término, someter a votación la Moción; en segundo lugar, tratar de consensuar una norma en los términos que ha planteado el Gobierno. Respecto de la nómina o lista, sugirió un compromiso de elaborarla, pues, previno, si se espera que aquella quede concluida el debate puede prolongarse considerablemente. Agregó que los autores procuran que la opinión del Ministerio de Salud tenga igual relevancia que la del SAG, de manera que es preciso buscar un mecanismo que sea vinculante. 


El Honorable Senador señor Quintana preguntó cuál es la razón por la que el Ejecutivo plantea, en definitiva, esta sustitución de la Moción, si existe conciencia en el Ministerio de Agricultura, por haber sido debatido durante largo tiempo, que estos productos son extremadamente tóxicos y peligrosos, más aun cuando en la nueva redacción se prohíbe la venta y manipulación de plaguicidas a menores, lo cual refleja clara conciencia de que esto es tóxico y dañino, ¿por qué entonces no recoger la prohibición expresa tal como lo recomienda la Organización Mundial de la Salud? 


El señor Ministro de Agricultura planteó que parte de la respuesta a Su Señoría la contienen las discusiones sostenidas respecto de este proyecto. Se remitió a lo señalado en su primera exposición en orden a que  establecer una prohibición genérica de los productos que están en las categorías Ia o Ib, debido a que no tienen sustituto o se comportan de manera distinta, a partir de la utilización que se haga o del efecto que tengan sobre determinados cultivos, origina, evidentemente, un inconveniente desde el punto de vista agrícola. Explicó que el acuerdo de trabajo conjunto al que se ha arribado con el Ministerio de Salud es evitar una prohibición en bloque que obligaría a establecer múltiples excepciones en la ley respecto de productos que no tienen reemplazo, como los raticidas. 


Precisó que el Ministerio de Agricultura comparte la preocupación por la salud humana y por lo mismo,  es una garantía contar con la participación del Ministerio de Salud en la confección del registro de nuevos productos. Agregó que para los productos que hoy están en el registro, se ofrece un plan de trabajo en conjunto, sin perjuicio de que periódicamente su permanencia en aquél debe ser revisada y teniendo presente que, de sobrevenir una situación extraordinaria, igualmente procede la revisión, tal como lo señaló el Director (S) del SAG. En consecuencia, reiteró, se tiene una solución para los productos que se quieren incorporar al registro, con la participación conjunta de Salud y Agricultura y también una solución respecto de los productos que hoy están incorporados a ese registro.  


El Honorable Senador señor Espina planteó que comparte este proyecto y lo votará a favor, pero tiene sus dudas  respecto a la forma en que está redactado y, además, agregó que en la Comisión de Agricultura se busca en forma permanente una solución consensuada.  Expresó que rigidizar en la ley los nombres de los productos prohibidos significará que cada vez que se incorpore uno nuevo deberá ser agregado, nuevamente, a la lista, pero tampoco quiere que ocurra lo que sucedió en el pasado en que teniendo la facultad, finalmente, nunca fueron incorporados o bien no se fiscalizaron. 


En consecuencia, solicitó a los autores de la Moción  hacer un esfuerzo por concordar un texto conjuntamente con el Ejecutivo, pues, le parece que los puntos planteados por la Honorable Senadora señora Rincón son razonables. 


Cabe señalar que en la sesión siguiente, antes de retomar la discusión de este proyecto, la Comisión tomó conocimiento de la carta enviada por el Presidente de FEDEFRUTA, señor Antonio Walker, en la cual lamenta que se haya mal interpretado su postura respecto a este proyecto de ley, y expresa su oposición a la idea de legislar en esta materia. Lo anterior, debido a que en la actualidad estos agroquímicos se utilizan en su sector para el control de plagas cuarentenarias de los principales mercados, y donde estos productos cuentan con registro vigente y tolerancias que permiten su utilización.



Del mismo modo, la Comisión recibió una comunicación de la señora María Teresa Arana, Gerente General de la Corporación Chilena de la Madera A. G., Corma, en la que expone el punto de vista de esta entidad. A su parecer, el proyecto, al prohibir plaguicidas de elevada peligrosidad, no discrimina entre los que son de uso agrícola y los preservantes de madera, lo cual estima podría impedir la producción y la comercialización del preservante CCA que es el mayoritariamente empleado en el país con lo que se infligirían graves consecuencias a ese sector, además de hacer impracticable la aplicación de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones y afectar la reconstrucción. 


A continuación,  el señor Ministro de Agricultura anunció que en virtud de las conversaciones sostenidas con los autores de la Moción, el Ejecutivo formuló una indicación sustitutiva al proyecto. Agregó que respecto a la observación planteada por Corma, probablemente una parte importante del problema podría quedar resuelto, precisamente, con la indicación dado que, en la medida que el producto CCA, no constituya un peligro para la salud no tendría porqué tener un informe desfavorable del Ministerio de aquel ramo y, por ende, quedaría superada la situación que preocupa a aquella entidad.


El Honorable Senador señor Espina solicitó el acuerdo de la Comisión para poner en votación la idea de legislar y, asimismo, votar la indicación, sin perjuicio de requerir en la Sala la apertura de un plazo de indicaciones.


Planteó que si bien la idea de legislar es la misma, hay una diferencia sustancial entre lo que propone la Honorable Senadora señora Rincón en su proyecto y lo que  propone el Ejecutivo en su indicación. Manifestó que alcanzar la unanimidad para la votación en general pasa por aprobar la indicación del Ejecutivo pues si bien se concuerda en establecer una limitación no sucede lo mismo con la prohibición. Explicó que si se vota el proyecto con su texto original es probable que no haya consenso.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Rincón  propuso votar sólo en general e informar a la Sala, para luego, en el segundo informe, votar las indicaciones que se hayan presentado, además, de la del Ejecutivo. Respecto de ésta, manifestó sus dudas de que la misma fuere suficiente para recoger lo planteado por Corma, pues, estima que tales observaciones son válidas y constituyen un punto sobre el cual sería pertinente reflexionar. Por tal motivo, insistió en votar la idea de legislar,  que se acuerde plazo de indicaciones en la Sala y una vez recogidas éstas, discutir su contenido específico.


Argumentó que la indicación del Ejecutivo es sustitutiva y  es absolutamente distinta al espíritu original del proyecto, cual es la prohibición de los plaguicidas peligrosos. En consecuencia, puntualizó, existe conciencia de todos los integrantes de la Comisión que hay un problema y que es necesario legislar. Por lo tanto, reiteró su propuesta de votar en general la idea de  legislar y en la discusión en particular debatir la indicación sustitutiva del Ejecutivo porque esa es su naturaleza y no de índole meramente correctiva.


El Honorable Senador señor Coloma coincidió con el Honorable Senador señor Espina y propuso hacer uso del Reglamento del Senado en orden a que una Comisión puede votar en general y en particular cuando son proyectos de artículo único.


El Honorable Senador señor Espina insistió en que el proyecto es de iniciativa de la Honorable Senadora señora Rincón, mientras que el perfeccionamiento del proyecto es parte de la tramitación legislativa. Propuso votar la idea de legislar del proyecto, sin perjuicio de analizar y votar la indicación sustitutiva en el entendido que el presente informe propondrá su discusión sólo en general y se solicitará la apertura de un plazo para formular las indicaciones que se estimen pertinentes.      


En consecuencia, puesto en votación, en general, el proyecto fue aprobado con el voto de la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Allamand, Coloma, Espina y Walker, don Patricio.


A continuación la Comisión procedió a analizar la indicación formulada por el Ejecutivo que sustituye el artículo 35 del decreto ley N° 3.557, de 1981.


Tuvo presente que el actual artículo 35 del decreto ley N° 3.557, de 1981, consta de dos incisos. El primero, dispone que el Servicio Agrícola y Ganadero mediante resolución exenta, publicada en el Diario Oficial y fundada en razones técnicas o sanitarias, podrá regular, restringir o prohibir la fabricación, importación, exportación, distribución, venta, tenencia y aplicación de plaguicidas. Asimismo, por resolución fundada, aquél podrá ordenar la retención o comiso de plaguicidas prohibidos, no registrados o registrados que no cumplen con los requisitos que permitieron su autorización. Especifica que en el caso de productos prohibidos o no registrados, podrá ordenar la destrucción de los mismos.


El inciso segundo obliga a mantener un archivo público actualizado, a lo menos semestralmente, que detalle los productos, prohibidos y registrados, y, respecto de estos últimos, señale las menciones de su etiqueta o de su folleto adjunto.


A su vez la Moción de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Quintana, Pizarro, Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio propone agregar el siguiente inciso segundo al artículo 35 del decreto ley N° 3.557, de 1981:


"Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, estará absolutamente prohibida la importación, producción, comercialización, distribución y uso de plaguicidas de las categorías la y Ib, extremadamente peligrosos y altamente peligrosos, según la clasificación de la Organización Mundial de la Salud, exceptuando aquellos de la categoría fumigantes que no tengan aún alternativas.".


La indicación formulada por el Presidente de la República es del  siguiente tenor:


“Artículo único.- Modifícase el artículo 35 del decreto ley N° 3.557 de 1981, en el siguiente sentido:


1. Sustitúyase en el inciso primero el primer punto seguido (.) por una coma (,) y agréguese la siguiente frase: "así como establecer su registro".


2. Agrégase los siguientes incisos tercero y cuarto nuevos:


"Todo plaguicida, antes de su registro, renovación, restricción o prohibición, será evaluado por el Ministerio de Salud en los aspectos de salud pública involucrados, siendo el informe y sus conclusiones obligatorias para el Servicio.  Sin perjuicio de ello, el Ministerio de Salud podrá solicitar al Servicio la prohibición de venta o restricción de uso de un plaguicida.


Prohíbase la venta y la manipulación de plaguicidas a menores de dieciocho años.".”.

-Puesta en votación la indicación del Ejecutivo ésta fue aprobada como texto de la iniciativa, con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma Espina y Walker, don Patricio y la abstención de la Honorable Senadora señora Rincón.


Asimismo, la unanimidad de sus miembros,  acordó proponer a la Sala discutir sólo en general el proyecto en informe y que se fije un plazo para formular indicaciones.


En conformidad con el acuerdo adoptado, vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de proponeros la aprobación en general del proyecto de ley en informe, en los siguientes términos: 

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Modifícase el artículo 35 del decreto ley N° 3.557 de 1981, en el siguiente sentido:


1. Sustitúyase en el inciso primero el primer punto seguido (.) por una coma (,) y agréguese la siguiente frase: "así como establecer su registro".


2. Agrégase los siguientes incisos tercero y cuarto nuevos:


"Todo plaguicida, antes de su registro, renovación, restricción o prohibición, será evaluado por el Ministerio de Salud en los aspectos de salud pública involucrados, siendo el informe y sus conclusiones obligatorias para el Servicio.  Sin perjuicio de ello, el Ministerio de Salud podrá solicitar al Servicio la prohibición de venta o restricción de uso de un plaguicida.


Prohíbase la venta y la manipulación de plaguicidas a menores de dieciocho años.".

Acordado en las sesiones celebradas los días 13 y 27 de julio, 31 de agosto, 7 de septiembre y 14 de diciembre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Andrés Allamand Zavala, Juan Antonio Coloma Correa, Jaime Quintana (Patricio Walker) y señora Ximena Rincón.



Sala de la Comisión, a 22 de diciembre de 2010.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann,

Secretario
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES ZALDÍVAR, ESCALONA Y LAGOS, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE EXIGE A LA DIRECCIÓN DE PRESUPUESTOS INFORMAR ACERCA DE LAS OPERACIONES CAMBIARIAS EFECTUADAS POR EL GOBIERNO

(7412-05)

Honorable Senado:

Existe preocupación por la actual situación cambiaría en Chile, pues el nivel de tipo de cambio real actual podría ser demasiado bajo para contar con un sector exportador no minero competitivo y dinámico en el largo plazo.

El alto precio del cobre es el que explica en gran parte la actual apreciación del peso. Ello acarreará una caída en la rentabilidad de los sectores exportadores no ligados a la minería, especialmente los vinculados al sector agrícola. A la larga esto puede incidir en no materializar inversiones productivas en estos sectores, disminuyendo su competitividad a nivel global.

Ciertamente la competitividad de largo plazo de nuestros sectores productivos depende de su capacidad para ser innovadores y eficientes. Los esfuerzos en esta senda no deben abandonarse. Pero tampoco se debe menospreciar el efecto que en el corto plazo puede generar la situación cambiaría.

Tomando en consideración que el margen de acción del Congreso Nacional es casi nulo en esta área producto de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República en todo lo concerniente a la administración financiera del Estado, es que debemos utilizar nuestras atribuciones en materia de solicitud de información y transparencia.

Así, mediante el presente proyecto de ley se adiciona un nuevo numeral al artículo 15 de la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2011, orientado a aumentar la transparencia respecto de las operaciones cambiarías realizadas por el Gobierno Central, para así permitir evaluar el efecto sobre el tipo de cambio de los eventuales descalces cambiarios del Fisco que lo llevan a tener que vender sumas importantes de dólares para financiar gasto en pesos.

Por esta vía, tal como lo señalara el Tribunal Constitucional en su reciente fallo Rol 1867-10 (considerando cuadragésimo cuarto), se configura “un mecanismo adecuado y proporcional a favor del Congreso, frente a las enormes potestades que tiene el Ejecutivo en materias presupuestarias, que articula una sana relación entre dichos órganos”

Por lo anterior, los Senadores que suscriben vienen en presentar el siguiente:

Proyecto de Ley

Para agregar en el artículo 15 de la ley Nº 20.481, de Presupuestos para el Sector Público, el siguiente numeral 16, nuevo, del siguiente tenor:

“16) Informe trimestral de las operaciones cambiarias realizadas por el Gobierno Central, especificando las cantidades vendidas y compradas de dólares de los Estados Unidos de América, así como de otras monedas extranjeras, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.”.

(Fdo.): Andrés Zaldívar Larraín, Senador.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES LONGUEIRA, CHADWICK, FREI, PROKURICA Y ZALDÍVAR, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE AUTORIZA ERIGIR UN MONUMENTO, EN LA REGIÓN METROPOLITANA, EN MEMORIA DEL SEÑOR EUGENIO HEIREMANS DESPOUY

(7413-04)
Fundamentos:

EUGENIO MARCOS HEIREMANS DESPOUY, nació en Santiago de Chile, el 27 de abril de 1923, estuvo casado con Olivia Bunster Saavedra con quien tuvo nueve hijos. Fue un destacado empresario y dirigente gremial, dos veces presidente de la Sociedad de Fomento Fabril (Sofofa), fundador de la Asociación Chilena de Seguridad (ACHS), director de empresas y un gran admirador y propulsor de la cultura y el arte de nuestro país.

Estudió en los colegios The Grange School, los Padres Franceses y el Instituto Nacional General José Miguel Carrera. En 1938 permaneció por un lapso de seis meses con sus padres en Francia, periodo en el que asistió a la escuela Garçon de París. Al regresar al país, ingresó a la Escuela Naval Arturo Prat, institución que tuvo que abandonar tras presentar algunos problemas de salud. Posteriormente viajó a Estados Unidos a estudiar la técnica de la metalurgia, carrera que le abriría las puertas al mundo empresarial.
A su regreso a Chile, en 1940, entró a trabajar a la Maestranza Socometal, empresa de su padre que fabricaba equipo ferroviario, como obrero. Posteriormente fue ascendido a ayudante de maestro de forja; jefe de la sección prensa; jefe de taller; y jefe de producción, y dos años más tarde, tras el fallecimiento de su padre, asumió la gerencia general.
Se incorporó a la Asociación de Industriales Metalúrgicos y Metalmecánicos (Asimet) en 1946 y tres años más tarde fue elegido como el cuarto presidente de la historia de la entidad.
En 1953 promovió la creación del Instituto Chileno de Administración Racional de Empresas (Icare), en un intento por capacitar a los ejecutivos y empresarios en pleno auge de las escuelas de economía con especialidad en administración, del cual fue el primer vicepresidente y presidente Honorario.
En 1958, junto a otros empresarios vinculados a la metalurgia creó la Asociación Chilena de Seguridad (ACHS), mutual sin fines de lucro, destinada a la prevención de los accidentes del trabajo y las enfermedades profesionales, la que presidió durante 53 años.
Lo anterior le permitió ingresar a la Sofofa, corporación de la que fue presidente en dos ocasiones. Durante su primer periodo, entre los años 1959 y 1962, el gremio afianzó la elaboración de información estadística, de reconocida validez y reafirmó la tesis del desarrollo nacional a través del sector privado, como también la responsabilidad de la industria en el problema económico derivado de la devaluación del dólar. Durante su segundo periodo, entre 1966 y 1969, orientó su actividad hacia el campo interamericano e internacional en las relaciones de la industria chilena, mediante negociaciones de ALALC y de la Región Subandina.
Además, fue cinco veces presidente del Encuentro Anual de la Empresa (Enade) durante los años 1978, 1979, 1982, 1983 y 1984.
Desde que formó la ACHS, se ganó un lugar en el circulo de honor del empresariado nacional y en forma paralela a sus actividades en la ACHS, ejerció como director de varias compañías, entre ellas, Indura S.A., CAP, Empresas CMPC, Megavisión, Empresas Pizarreño, Provida, Pesquera Yadrán S.A. y La Nación.
Además, fue presidente de Ticino Chile, Phillips Chile S.A., Soquina y Socometal
Asimismo, fue llamado a formar parte de los directorios de otras entidades, como el Centro de Estudios Públicos (CEP), la Universidad Bernardo 0’Higgins y el Patrimonio Cultural de Chile.
También fue presidente Honorario de la Cámara de Comercio Chileno Belga, miembro del Comité Internacional de Sofofa, integrante del Departamento de Estudios Técnicos y Económicos, de la Unión Social de Empresarios Cristianos (USEC), consejero chileno de la Federation de Entreprisse de L’Industrie des Fabrications Metaliques de Bélgica y consejero en representación de la industria privada de la Corfo.
Además, fue presidente de la Comisión Organizadora de la Asamblea de Gobernadores, del Banco Interamericano de Desarrollo (BID).
Su gran sensibilidad e inquietud artística lo llevó, desde 1958, a adquirir en forma pionera y visionaria obras de arte de destacados artistas, entre los que se encuentran Mario Carreño, Carlos Ortúzar, Mario Toral, Gonzalo Cienfuegos, Carmen Aldunate, Rodolfo Opazo, Benjamín Lira y Concepción Balmes, los que hoy decoran las dependencias de la ACHS.
Promover la cultura y el arte como un factor de desarrollo social y calidad de vida eran parte de sus motivaciones. En 1978 impulsó, a través de la Sociedad de Fomento Fabril, el programa “Arte-Empresa”, que durante años tuvo una gran repercusión al fomentar la alianza de industrias que proveyeron los materiales y artistas que los transformaron en obras de arte escultórico.
En 1996 aportó, a través de la ACHS, una escultura al Metro de Santiago. En 1997 fue instalada en la estación Parque Bustamante de la línea 5 del Metro, una escultura de Pablo Rivera.
Su labor también se extendió a innumerables proyectos teatrales, especialmente apoyando el trabajo de su fallecido hermano, el actor y dramaturgo Tito Heiremans, y la recuperación del Teatro Cariola.
Como Tesorero y Director Fundador de la Corporación del Patrimonio Cultural de Chile, fue pieza clave en la consecución de recursos y apoyos institucionales, en la restauración del Museo Baburizza en Valparaíso, la conservación de las colecciones de la Sala Medina en la Biblioteca Nacional y la implementación del Museo El Huique de Colchagua, entre otros proyectos.
También formaba parte de la Comisión Educativa de la SOFOFA, donde se buscan mecanismos de apoyo a los sistemas educativos chilenos, dando énfasis a la cultura nacional.
Eugenio Heiremans Despouy, junto a sus amigos y empresarios, Ernesto Ayala Oliva y Hernán Briones Gorostiaga, no dejaron pasar oportunidad para analizar la coyuntura económica, política y social del país, por lo que fueron conocidos como “Los Tres Mosqueteros”. Sabidos eran sus encuentros semanales y sus constantes figuraciones públicas donde jamás temieron entregar su visión acerca de estos asuntos, destacando siempre su acérrima defensa del libre mercado.
La relación de Ayala, Briones y Heiremans, fue más allá del ámbito empresarial y gremial, generándose un fuerte vinculo de amistad, respeto y cariño, entre ellos, que también se traspaso a sus familias, razón por la cual, las tres familias están de acuerdo en que se erija un monumento en conjunto para la conmemoración de estos ilustres hombres.
Se hace presente que Ley Nº 20.180, autorizó a erigir un monumento en memoria de Hernán Briones Gorostiaga. Asimismo, el Boletín Nº 5.177-04, contiene un Proyecto de Ley que autoriza a erigir un monumento en memoria de Ernesto Ayala Oliva, que se encuentra en su segundo trámite constitucional en la Cámara de Diputados.
Por su invalorable aporte a nuestra República, al tener la capacidad y audacia para desarrollar de forma conjunta la industria nacional y la protección de los trabajadores, siempre con un gran sentido social y por su colaboración al desarrollo de la cultura y el arte nacional, considero adecuado que se erija un monumento en memoria de don Eugenio Marcos Heiremans Despouy.
En virtud de todo lo antes expuesto propongo al Congreso Nacional el siguiente:
Proyecto de Ley

Articulo 1: Autorizase erigir un monumento en la Región Metropolitana, en memoria de Don Eugenio Marcos Heiremans Despouy.
Sin perjuicio de lo anterior, la familia Heiremans, podrá acordar que el monumento se erija en conjunto con los monumentos de don Ernesto Ayala Oliva y don Hernán Briones Gorostiaga.
Artículo 2: Las obras se financiarán mediante erogaciones, obtenidas de donaciones y otros aportes privados.
Articulo 3: Créase, en la Región Metropolitana, un fondo destinado a recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes señalados en articulo precedente.
Artículo 4: Créase, en la Región Metropolitana, una comisión especial, integrada por miembros ad-honorem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por:
Excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados al fin que la comisión determine.

(Fdo.): Pablo Longueira Montes, Senador.- Andrés Chadwick Piñera, Senador.- Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO, PRESENTADO POR LOS SENADORES SEÑOR BIANCHI, SEÑORAS ALVEAR Y RINCÓN Y SEÑORES FREI, GÓMEZ, HORVATH, KUSCHEL, LAGOS, LARRAÍN, NAVARRO, PÉREZ VARELA, PROKURICA, TUMA Y ZALDÍVAR, CON EL QUE SOLICITAN EL ENVÍO DE UN PROYECTO DE LEY SOBRE FORTALECIMIENTO Y MODERNIZACIÓN DE GENDARMERÍA DE CHILE

(S 1323-12)

Honorable Senado:

La ley número 20.426 que moderniza Gendarmería de Chile, incrementando su personal y readecuando las normas de su carrera funcionaría, fue promulgada el presente año luego de una extensa discusión legislativa.

Dicha ley de modernización tenia como objetivo el fortalecimiento institucional Gendarmería de Chile puesto que ésta, es una institución ligada al ámbito de la seguridad pública, toda vez que tiene a su cargo la labor de custodia y vigilancia de aquellas personas que han cometido delito o están siendo investigadas penalmente.

Además, era necesario su fortalecimiento porque Gendarmería debe cumplir con la importante tarea de atender y apoyar la reinserción social de estas personas, a objeto de recuperarlas como sujetos participes del quehacer comunitario

Por último, dicha modernización y fortalecimiento eran además necesarios puesto que la puesta en marcha en todo el país de la reforma procesal penal, y de la ley de responsabilidad penal adolescente, entre otras reformas, había significado un aumento de la población en los recintos penales lo que estaba obligado a efectuar nuevos análisis tendientes a detectar las necesidades de personal para llevar a cabo con eficiencia las funciones encomendadas.

Ahora bien, luego de más de un año de entrada en vigencia de dicha ley modernizadora, nuevamente en nuestro debate público político criminal se ha centrado en el mundo penitenciario y su aguda crisis debido al devastador incendio que se produjo en la cárcel de San Miguel y que termino con 81 reclusos fallecidos.

A raíz de este lamentable incendio todos los sectores políticos incluido el Gobierno han estado de acuerdo en la necesaria y urgente reforma al sistema penitenciario chileno que tiene condiciones tales como precariedad y hacinamiento que colocan a nuestro país como uno de los que mas vulnera los derechos humanos en materia penitenciaria.

Pues bien, dentro de estas urgentes reformas, sin duda que una de las que debe ser prioritaria es una nueva iniciativa que profundice de manera mucho más efectiva y real el fortalecimiento institucional de Gendarmería de Chile promovido por la ley 20.426.

En virtud de esto, y sin perjuicio de innumerables de otras medidas que son necesarias discutir en torno a esta institución, creemos necesario abordar los temas que sin duda son fundamentales para dignificar la labor que realizan los miembros de Gendarmería de Chile y así equipararla en dignidad y reconocimiento con otras instituciones que también tiene un rol en las políticas criminales como son Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones.

Un primer tema es el establecimiento para el personal de Gendarmería de una “asignación de riesgo” semejante a la que hoy en día percibe el personal de Carabineros de Chile y de las Fuerzas Armadas.

Dicha asignación tiene su justificación precisamente en el riesgo que significa para dicho personal las actividades que realizan sobretodo en el ámbito de persecución delictiva.

Pues bien, dicho riesgo es del mismo en la fase de cumplimiento de condenas por delitos al interior de los recintos penales que es de cargo de Gendarmería, puesto que la peligrosidad a que se ven expuestos frente a personas que han cometido muchas veces mas de un delito de extrema gravedad es incluso mayor que la que enfrentan los Carabineros e Investigaciones, por lo que es indudable que para el personal de Gendarmería se justifica plenamente el otorgamiento de dicha asignación.

Otra temática que es necesaria abordar, y que también esta encaminada en dar un mayor reconocimiento al personal de Gendarmería es el de dar carácter profesional a los estudios que imparte la Escuela de Gendarmería

El artículo 10 del Decreto Ley número 2.859 señala que corresponde a la Escuela de Gendarmería de Chile reclutar, seleccionar y formar al personal que ingrese a la planta de oficiales y Vigilantes Penitenciarios.

Dicha formación que realiza la Escuela de Gendarmería, sin embargo, no tiene la posibilidad de dar el carácter de titulo profesional a los que de el egresan.

Lo anterior, puesto que el artículo 54 del decreto con fuerza de Ley número 2 de 2010 establece que sólo los establecimientos de educación superior reconocidos oficialmente pueden otorgar títulos técnicos de nivel superior, títulos profesionales y grados académicos, según corresponda.

Según esto, sólo las instituciones señaladas en el artículo 52 de dicho Decreto con Fuerza de Ley pueden otorgar el títulos profesionales entre las que se encuentran entre otras la Academia de Ciencias Policiales de Carabineros de Chile; la Escuela de Carabineros y Escuela de Suboficiales de Carabineros de Chile, y la Escuela de Investigaciones Policiales e Instituto Superior de la Policía de Investigaciones de Chile, sin que se incluya a la Escuela de Gendarmería dentro de las instituciones reconocidas.

Es por esto que creemos también que otra medida que puede ir en un claro fortalecimiento y reconocimiento de la labor de Gendarmería es, sin duda, el incluir a su Escuela dentro de los establecimientos de educación superior n onecidos oficialmente para otorgar títulos técnicos de nivel superior, títulos profesionales y grados académicos.

Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:

Proyecto de Acuerdo

Solicitar a S.E. Presidente de la República, Sebastián Piñera Echenique, el envío de un proyecto de ley de fortalecimiento y modernización de Gendarmería de Chile, que incluya medidas tales como el otorgamiento de una asignación de riesgo para su personal y el reconocimiento de la Escuela de Gendarmería como establecimiento de educación reconocido oficialmente.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora.- Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Carlos Kuschel Silva, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Eugenio Tuma Zedán, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO PRESENTADO POR LOS SENADORES SEÑORA ALVEAR Y SEÑORES ALLAMAND, BIANCHI, CANTERO, CHAHUÁN, ESCALONA, ESPINA, GIRARDI, GÓMEZ, FREI, HORVATH, KUSCHEL, MUÑOZ ABURTO, LAGOS, LARRAÍN, LETELIER, LONGUEIRA, PIZARRO, PROKURICA, QUINTANA, RUIZ-ESQUIDE, SABAG, WALKER (DON IGNACIO), WALKER (DON PATRICIO), Y ZALDÍVAR, RELATIVO AL RECONOCIMIENTO DE LA EXISTENCIA DEL ESTADO DE PALESTINA

(S 1324-12)

Considerando:

1.- Que mediante la Resolución 181/II de 1947 la Asamblea General de las Naciones Unidas decide la partición de Palestina para dar lugar a dos Estados, el Estado de Israel y el Estado de Palestina;

2.- Que el año 1967 el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas adoptó la Resolución 242 mediante la cual afirmó dos principios a este respecto, a saber el retiro de las fuerzas israelíes de los territorios que ocuparon durante dicho conflicto (de 1967) y la terminación de todas las situaciones de beligerancia y el respeto y el reconocimiento de la soberanía, integridad territorial e independencia política de todos los Estados de la zona y su derecho a vivir en paz dentro de fronteras seguras y reconocidas, libres de amenazas o actos de fuerza;

3.- Que han transcurrido varias décadas desde dichas Resoluciones sin que se perciban avances significativos tras el objetivo de lograr el establecimiento de dos estados independientes. Israel y Palestina, que vivan uno junto al otro dentro de fronteras seguras e internacionalmente reconocidas;

4.- Que, muy por el contrario, desde la ocupación de territorios desde 1967 por parte del Estado de Israel, hasta la reciente e inaceptable expansión de los asentamientos se advierte un retroceso tras la obtención del objetivo señalado, a pesar de los numerosos esfuerzos de la comunidad internacional;

5.- Que ha sido la política exterior invariable del Estado de Chile e! favorecer simultáneamente la auto-determinación del pueblo Palestino, tendiente a la creación de un Estado pleno, libre y soberano, y la seguridad del Estado de Israel, promoviendo el diálogo y los acuerdos entre las partes tras la consecución de dicho fin, a los efectos de avanzar con un espíritu constructivo hacia una solución justa y duradera, que contemple dos Estados viviendo en paz y armonía, con fronteras seguras y reconocidas;

6.- Que parece del todo conveniente que Chile de un paso adicional tras el objetivo señalado, instando a las partes a avanzar más decididamente en esa dirección, destrabando la situación actual que da cuenta de un virtual estancamiento de las negociaciones;

Por tanto

Los Senadores que suscribimos venimos en presentar el siguiente:

Proyecto de Acuerdo:

“Oficiar a S. E. el Presidente de la República y al señor Ministro de Relaciones Exteriores, con la finalidad de solicitarles que el Estado de Chile reconozca, al más breve plazo posible, la existencia del Estado de Palestina, como un Estado pleno, libre y soberano; promoviendo la existencia de dos estados y independientes, Israel y Palestina, que vivan uno junto al otro dentro de fronteras seguras e internacionalmente reconocidas, conforme a las Resoluciones de Nacieras Unidas.”.

(Fdo.): Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Andrés Allamand Zavala, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Carlos Kuschel Silva, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Pablo Longueira Montes, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES GÓMEZ, ESCALONA, FREI, LAGOS Y NAVARRO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY SOBRE INFORMACIÓN AL CONGRESO NACIONAL EN MATERIA PRESUPUESTARIA

(7414-05)
Honorable Senado:

Anualmente, el Poder Legislativo acude a dar su aprobación al Proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público. Y en ésta ley se contempla, a través de su Articulado y de muchas de las Glosas asociadas a los diversos Servicios y Ministerios, el envío de una gran cantidad de información al Congreso Nacional. Conjuntamente con esto, la Ley de Transparencia y de Responsabilidad Fiscal ha aumentado la información que se entrega a la ciudadanía.
No obstante, para los Parlamentarios este caudal de información no es suficiente, pues no permite realizar un seguimiento que vaya más allá del registro meramente financiero de las actividades del sector público ni establecer con claridad los objetivos, metas, actividades y recursos utilizados por el Gobierno en cada actividad o programa gubernamental, así como tampoco informarse de los resultados logrados a través de su ejecución presupuestaria.
Una de las razones de esto es que la lógica imperante en el presupuesto sigue siendo una lógica de inputs y no de resultados. Esto hace que la estructura presupuestaria sea hecha por ítems contables y no por programas. Los informes de ejecución presupuestaria no hacen expresa mención a las actividades y programas que el Gobierno ejecuta y la contabilidad gubernamental se construye sobre la base de Subtítulos, ítems y asignaciones. Por ello es frecuente que los informes de ejecución indiquen el avance financiero en cuentas del tipo: Gastos en Personal, Bienes y Servicios de Consumo, Transferencias al Sector Público o al Sector Privado, Iniciativas de Inversión, Saldo Final de Caja, etc.
Hay carencia de un “nexo formal” que vincule los recursos aprobados en el Presupuesto con las actividades a realizar y con los objetivos de las acciones estatales.
Así entregada la información financiera, no es posible identificar los programas de gobierno en ejecución.
Sin embargo, el problema no se limita sólo a la falta de información cualitativa del presupuesto, sino que también podemos observar que la información financiera propiamente tal carece de atributos importantes, como son la oportunidad en su entrega y nivel de desagregación.
El Proyecto de Presupuestos, convertido en Ley de la República, a poco andar es modificado por el Ministerio de Hacienda en forma unilateral, sin contrapesos ni obligaciones de informar los cambios efectuados, haciendo uso de las facultades de reasignación presupuestaria que le confiere la Ley de Administración Financiera del Estado. Durante el año, el presupuesto sufre cambios importantes que no son informados al Congreso, como tampoco se informa de los planes y programas que se verán alterados a raíz de estos cambios y, en consecuencia, no se conoce los potenciales beneficiarios que verán afectadas sus prestaciones.
La información financiera con mayor nivel de desagregación, que informa aspectos tales como el nivel de avance en la ejecución de cada Partida y las variaciones presupuestarias a través del Presupuesto Vigente, es entregada cada año, según el Articulado de la Ley de Presupuestos, 30 días después de terminado el respectivo trimestre. Es decir, el primer informe trimestral está disponible en el Congreso Nacional a partir del mes Nº 5 (mayo) de cada año.
Por otra parte, muchos de los recursos asignados a través de la Ley de Presupuestos son destinados a regiones. Si bien es cierto que no siempre es posible hacer referencia a una distribución regional, no es menos cierto que en muchos casos sí está la posibilidad de entregar un detalle desagregado por cada región. Por ejemplo, el Ministerio de Obras Públicas incorpora en su partida presupuestaria un cuadro resumen con las iniciativas de inversión, desagregada por región, y agrega, durante la presentación de su presupuesto en la Subcomisión respectiva, información regional de cada uno de los proyectos, identificando si se trata de inversiones nuevas o de arrastre, y en qué etapa se encuentra (estudio, licitación, ejecución, etc.). Esta misma información sería deseable y necesaria disponer por cada cartera ministerial.
Pero no basta con la información inicial de la ley de presupuestos, ese es sólo el punto de partida. Se requiere información del avance presupuestario ejecutado, con igual nivel de desagregación, cuantitativa y cualitativa respecto de cada uno de estos proyectos. En el ejemplo del Ministerio de Obras Públicas, es relevante
Se hace necesario poseer información que explicite si los recursos se utilizaron en lo comprometido o, en cambio, fueron destinados a otras finalidades.
En consecuencia, la información que actualmente se recibe en el Congreso no permite un seguimiento y evaluación. Sólo es posible concluir respecto del nivel de ejecución presupuestario a cierta fecha y que presenta un desfase importante.
Un último aspecto de este problema tiene que ver con la etapa final del ciclo presupuestario, el control. Dado que la información financiera gubernamental no dice relación con las actividades y resultados alcanzados con la ejecución, tanto la sociedad civil como los parlamentarios carecen de un mecanismo que entregue una retroalimentación adecuada para el proceso de toma de decisiones futuras relativas a las políticas públicas.
En materias de gasto, no se tiene claridad respecto de qué adecuar, focalizar o implementar para conseguir mejoras en los niveles de vida de la población. Por ello, al aprobar el presupuesto del siguiente año, los parlamentarios deben hacerlo “ciegos”, haciendo actos de fe o lealtad política. No cabe duda que esto parece contradictorio con un ejercicio responsable de representación de los ciudadanos.
En los últimos años, la Dirección de Presupuestos, a través de su sistema de control de gestión, ha intentado entregar luces respecto del desempeño de los Servicios Públicos y de los productos estratégicos generados. Sin embargo, a pesar de ser positivo, parece no ser suficiente. En la práctica, tenemos informes con muchos indicadores, pero poca información concreta respecto de los resultados de los programas gubernamentales durante el año en ejecución.
Una solución ha sido recurrir a evaluaciones de paneles de expertos independientes, y aunque estas evaluaciones son importantes y han representado un avance significativo con la entrega de valiosa información que ha llevado a poner fin a algunos programas y a hacer adecuaciones significativas a otros, no bastan para lograr vincular la ejecución presupuestaria con los resultados alcanzados y con el avance físico de las obras realizadas cada año.
Los balances de gestión integral muestran una serie de documentación que pone énfasis en la medición de antecedentes propios de la gestión interna, pero que sufren de falencias importantes, tales como el hecho de que son realizados por los propios interesados, que tienen incentivos para mostrarse a sí mismos como siempre eficientes. De ahí que ningún BGI contenga antecedentes negativos, por lo que podría pensarse que en Chile todos los Servicios Públicos funcionan brillantemente (afirmación evidentemente sesgada).
La falta de control se hace más notoria al observar la tendencia actual de creación de organismos fiscalizadores, tales como superintendencias, reforzamiento de contraloría, etc. No obstante, el aumento permanente de unidades controladoras no hace sino aumentar exacerbadamente el costo del control y se pierde de vista la relación costo-beneficio de la materia controlada.
No es que no se deba establecer controles corno los antes mencionados, ellos son necesarios, pero es preciso tener en cuenta que es imposible controlar totalmente las acciones desarrolladas por un ente tan grande como el Estado.
Por ello, es que debemos buscar una solución que permita una real capacidad de seguimiento del presupuesto por parte del Congreso Nacional y que posibilite la participación ciudadana a través del control de la sociedad civil, lo que solo se logrará si previamente el Estado brinda la información en términos adecuados para ser utilizada por la sociedad.
De esta forma, podremos desarrollar mejor la cadena: programa de gobierno, políticas públicas, programas de acción, proyectos específicos, recursos necesarios, expresión presupuestaria, ejecución, monitoreo y control de la misma, evaluación de logros, retroalimentación del proceso.
Para efectos de plasmar en nuestra legislación los elementos señalados anteriormente se propone aprobar el siguiente proyecto de ley:
Artículo único: Agréganse el siguiente Título VI bis y los artículos 69A, 69B, 69C y 69D, nuevos al decreto ley Nº 1263, de 1975 sobre Administración Financiera del Estado:
“Título VI bis

De la información al Congreso Nacional.

Artículo 69 A.- El Ejecutivo deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional todos los decretos que dispongan modificaciones o reasignaciones al presupuesto aprobado, a más tardar 15 días después de su total tramitación.

Artículo 69 B.- Todas las Partidas contenidas en el Proyecto de Ley de Presupuestos que se envíe anualmente para su aprobación al Congreso Nacional, deben contemplar información desagregada a nivel nacional y regional de los subtítulos 21 “Gastos en Personal”, 22 “Bienes y Servicios de Consumo”, 24 “Transferencias Corrientes”, 26 “Otros Gastos Corrientes”, 27 “Aporte Fiscal Libre”, 28 “Aporte Fiscal para Servicio de la Deuda”, 29 “Adquisición de Activos No Financieros”, 30 “Adquisición de Activos Financieros”, 31 “Iniciativas de Inversión”, 33 “Transferencias de Capital”, 34 “Servicio de la Deuda” y 35 “Saldo Final de Caja”, y de todos los ítem y asignaciones relacionados con los subtítulos antes mencionados. Del mismo modo, cada Ministerio informará detalladamente los programas, proyectos, iniciativas o actividades a realizar con dichos recursos.

Artículo 69 C.- Los Ministerios entregarán a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional informes trimestrales de ejecución presupuestaria, que contengan el nivel de avance en la ejecución, tanto física como financiera, de los subtítulos mencionados en el punto anterior.

Artículo 69 D.- La Unidad de Asesoría Presupuestaria del Senado, a través de la Secretaría de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, estará facultada para solicitar, vía oficio, información relacionada con el presupuesto de la Nación, a los distintos organismos de la Administración Central del Estado como a las Empresas del Estado consideradas en el presupuesto de la Nación. Tanto los organismos del Estado como sus empresas deberán obligatoriamente enviar dicha información a más tardar dentro de los 10 días hábiles siguientes que reciban la solicitud de información, so pena de incurrir de pleno derecho, el responsable, en incumplimiento grave de sus obligaciones.”.

(Fdo.): José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Alejandro Navarro Brain.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, PRESENTADO POR LOS SENADORES SEÑORES NAVARRO, QUINTANA Y ROSSI, CON EL QUE SOLICITAN AL EJECUTIVO PROMOVER LA ADOPCIÓN DE UNA DECLARACIÓN INTERNACIONAL DE DERECHOS UMANOS DE LA TERCERA EDAD

(S 1314-12)


OFICIO Nº RE/74/2010


Valparaíso, 21 de diciembre de 2010


En sesión del día de hoy, la Comisión de Relaciones Exteriores dio cuenta del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Quintana y Rossi, con el que solicitan al Ejecutivo promover la adopción de una Declaración Internacional de Derechos Humanos de la Tercera Edad (Boletín N° S 1.314-12).


Al respecto, la Comisión acordó remitir el proyecto a la Sala.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.


(Fdo.): Hernán Larraín Fernández, Presidente Comisión de Relaciones Exteriores.- Julio Cámara Oyarzo, Secretario

AL EXCELENTÍSIMO 

SEÑOR PRESIDENTE DEL SENADO

DON JORGE PIZARRO SOTO

PRESENTE
_924333119

